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PRESENTACIÓN 


  La necesidad de articular adecuadamente las funciones y relaciones de la empresa en su propio seno y en el ejercicio de su actividad con el mundo exterior, puede resultar en ocasiones una ardua tarea tanto para aquellos que poseen un somero conocimiento del mundo jurídico como para los más habituados a manejar los diversos entresijos legales vigentes.

El TODO SOCIEDADES MERCANTILES es una obra dirigida a empresarios, profesionales, asesores y cuantos necesiten comprender, orientar, analizar, decidir o transmitir información sobre sociedades mercantiles. Su estructura y desarrollo, junto con la completa muestra de formularios y modelos de documentos ofrecidos, la convierten en una guía útil y fiable para facilitar la comprensión y aplicación práctica de la normativa mercantil.

En este libro se trata de exponer de modo sistemático el contenido de la normativa mercantil , aportando todos los comentarios necesarios para su correcta interpretación e ilustrando cada afirmación vertida con las oportunas referencias jurisprudenciales y doctrinales aplicables. Entre otras muchas novedades destacamos el análisis de la nueva regulación sobre operaciones societarias (aumento y reducción de capital, transformación, fusión, escisión..) establecida en la última RICAC de 5 de marzo;  las novedades surgidas por la reciente entrada en vigor de la modificación de la Ley sobre el Blanqueo de Capitales referida a la obligatoriedad de inscripción de los asesores en el Registro Mercantil y a la información que sobre los servicios a terceros deben incluir en sus cuentas anuales;   el estudio sobre el tratamiento de aportaciones de los socios fuera de ampliaciones de Capital, para evitar la disolución de la empresa (con formularios a medida) y el examen de contenidos de rabiosa actulidad (sociedades inactivas, profesionales, Startups...)

La obra se ha dividido en ocho grandes partes, siguiendo un esquema tradicional, a efectos de facilitar la localización de la materia objeto de consulta:


	
* Sociedades Mercantiles 

	
* Sociedades Colectivas y Comanditarias 

	
* Sociedad de Responsabilidad Limitada y de formación sucesiva 

	
* Sociedad Anónima 

	
* Sociedades Especiales. Entre otras: 
	
- Emprendedores 

	
- Comunidad de Bienes 

	
- Asociación de Cuentas en Participación 

	
- Sociedad Civil 

	
- Agrupación de Interés Económico 

	
- Uniones Temporales de Empresas 

	
- Instituciones de Inversión Colectiva 

	
- Entidades de Capital Riesgo 

	
- Sociedades Laborales 

	
- Fundaciones 

	
- Sociedades de Garantía Recíproca 

	
- Sociedades Profesionales 

	
- Cooperativas (Nacionales y Autonómicas)

	
-  Sociedades Anónimas Cotizadas de Inversión en el Mercado Hipotecario 

	
- Sociedades Agrarias de Transformación 

	
- Sociedades Anónimas Deportivas 





	
* Registro Mercantil 

	
* Contabilidad 

	
* Derecho Concursal  

	
* Protección de Datos



Dentro de cada una de las partes indicadas, el contenido se divide en los correspondientes capítulos, secciones y epígrafes, con las oportunas remisiones a otros epígrafes de la propia obra, tratando siempre de facilitar la búsqueda de las respuestas adecuadas a su consulta.

Para ayudar en la comprensión de cada uno de los contenidos, estos van precedidos de una exposición de aquellos aspectos más relevantes a considerar, lo que, por una parte, permite situarse ante ellos con una perspectiva global y, por otra posibilita la función integradora correcta de aquellas lagunas que quedan a disposición de las partes.

El modo de exposición consiste en mostrar la regulación existente en cada tema; y al hilo de la misma, introducir la diversidad de pronunciamientos judiciales y de la DGRN producidos sobre la problemática concreta buscada.

Dada la finalidad práctica pretendida (procurar que el lector pueda encontrar solución al problema concreto que se le pueda plantear en la aplicación diaria de la normativa mercantil) se ha evitado el exceso de referencias doctrinales o de opiniones particulares interpretativas, sólo usadas de forma puntual en alguna materia concreta. 

Por otra parte, toda la información vertida se articula mediante una adecuada estructuración de los sistemas de acceso. Para ello, se ofrece:

Un completo y minucioso índice que detalla la estructura sistemática de la obra.






REFERENCIAS NORMATIVAS MÁS COMUNES 


  







	Abreviatura
	Rúbrica
	Año



	C de C 
	
  Real Decreto de 22 de agosto de 1885, por el que se aprueba el Código de Comercio 
	1885



	  L 211/64
	
Ley 211/1964, de 24 de diciembre, sobre regulación de la emisión de obligaciones por sociedades que no hayan adoptado la forma de anónimas, asociaciones u otras personas jurídicas y la constitución del sindicato de obligacionistas 
	1964



	LCS 
	
  Ley 50/1980, de 8 de octubre, de Contrato de Seguro 
	1980



	
  RD 1776/81 
	
Real Decreto 1776/1981, de 3 de agosto, por el que se regulan las Sociedades Agrarias de Transformación 
	1981



	
LSC-UTES 
	
  Ley 18/1982 de 26 de mayo, Sociedades Civiles. Uniones Temporales de Empresas 
	1982



	  LOPJ 
	Ley Orgánica 6/1985 de 1 de julio,   Ley Orgánica del Poder Judicial 
	1985



	
RCEE/2137/85 
	
Reglamento del Consejo de la CEE 2137/85 sobre la Agrupación Europea de Interés Económico 
	1985



	LMV 
	
  Texto Refundido de la Ley del Mercado de Valores 
	1988



	
  RD 2114/98 
	
Real Decreto 2114/1998 de 2 de octubre, por el que se regula el Registro Administrativo de Sociedades Laborales 
	1988



	LSA 
	
Real Decreto Legislativo 1. 564/1989, de 22 de diciembre, por el que se aprueba el   Texto Refundido de la Ley de Sociedades Anónimas 
	1989



	
   Ley 10/90 

	
  Ley 10/1990, de 15 de octubre, del Deporte 
	1990



	LAIE 
	
  Ley 12/1991, de 29 de abril, de Agrupaciones de Interés Económico 
	1991



	LDC 
	
  Ley 3/1991, de 10 de enero, de Competencia Desleal 
	1991



	LRJAD
	   Ley 30/1992 de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común
	1992



	  LITPAJD 
	
Real Decreto Legislativo 1/1993, de 24 de septiembre, por el que se aprueba el   Texto Refundido de la Ley del Impuesto de Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados.
	1993



	LSGR
	
   Ley 1/1994, de 11 de marzo, sobre el Régimen Jurídico de las Sociedades de Garantía Recíproca 
	1994



	LAU 
	
  Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos 
	 



	  LGSS 
	
  Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la   ley General de la Seguridad social.
	1994



	LSRL 
	
   Ley 2/1995, de 23 de marzo, de Sociedades de Responsabilidad Limitada 
	1995



	
CP 
	
  Ley Orgánica 10/1995,de 23 de noviembre, Código Penal 
	1995



	
ET 
	
  Real Decreto 1/1995, de 24 de marzo, Texto Refundido de la Ley del   Estatuto de los Trabajadores 
	1995



	RRM 
	
Real Decreto 1. 784/1996, de 19 de julio, por el que se aprueba el   Reglamento del Registro Mercantil
	1996



	LSL 
	
  Ley 44/2015, de 14 de octubre, de Sociedades Laborales y Participadas
	1997



	  RD 776/98
	
Real Decreto 776/1998, de 30 de abril, sobre Adaptación del Plan General de Contabilidad a las Entidades sin Fines Lucrativos 
	1998



	
  RD 2114/98 
	
Real Decreto 2114/1998,de 2 de octubre, sobre Registro Administrativo de Sociedades Laborales 
	1998



	LCoop. 
	
  Ley 27/1999, de 16 de julio, de cooperativas
	1999



	  L 41/99 
	
Ley 41/1999, de 12 de noviembre, sobre Sistemas de Pagos y de Liquidación de Valores
	1999



	  RD 1251/99 
	Real Decreto 1251/1999, de 16 de julio, de Sociedades Anónimas Deportivas 
	1999



	
LEC 
	
  Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil 
	2000



	  RD 867/2001 
	
Real Decreto 867/2001, de 20 de julio, sobre el Régimen Jurídico de las Empresas de Servicios de Inversión 
	2001



	
LM 
	
  Ley 17/2001, de 7 de diciembre, de Marcas
	2001



	RCE 2157/01 
	
  Reglamento CE 2157/2001, del Consejo de 8 de octubre, por el que se aprueba el Estatuto de la Sociedad Anónima Europea 
	2001



	LSSI 
	
  Ley 34/2002, de 11 de julio, reguladora de los Servicios de la Sociedad de la Información 
	2002



	LF
	
  Ley 50/2002, de 26 de diciembre, de Fundaciones
	2002



	RRC 
	
  Real Decreto 136/2002, de 2 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento del Registro de Sociedades Cooperativas 
	2002



	  LO 1/2002 
	Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, sobre el Derecho de Asociación
	2002



	LIIC 
	
  Ley 35/2003, de 4 de noviembre, de Instituciones de Inversión Colectiva 
	2003



	LA 
	
  Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje 
	2003



	LC
	
  Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal 
	2003



	
LSLNE 
	
  Ley 7/2003, de 1 de abril, De Sociedad Limitada Nueva Empresa 
	2003



	LGT 
	
  Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria 
	2003



	RCE 1435/03 
	
  Reglamento (CE) 1435/2003 del Consejo, de 22 de julio de 2003, relativo al Estatuto de la Sociedad Cooperativa Europea.
	2003



	LOSSP 
	
  Real Decreto Ley 6/2004, por el que se aprueba el Texto Refundido de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados
	2004



	
  RD 1332/06 
	
Real Decreto 1332/2006, de 21 de noviembre, relativo a la Constitución y Puesta en Marcha de las Sociedades de Responsabilidad Limitada mediante el Sistema de Tramitación Telemática.
	2006



	
LSP 
	
  Ley 2/2007, de 15 de marzo, de Sociedades Profesionales
	2007



	  RD 659/2007 
	
Real Decreto 659/2007,de 25 de mayo, por el que se modifica el   Reglamento del Registro Mercantil en materia de Sociedad Anónima Europea 
	2007



	  RD 1066/2007 
	
Real Decreto 1. 066/2007, de 27 de julio, sobre régimen de las Ofertas Públicas de Adquisición de Valores 
	2007



	
LDC 
	
  Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia 
	2007



	  L 56/2007 
	
Ley 56/2007, de 28 de diciembre, de Medidas de Impulso de la Sociedad de la Información 
	2007



	  RD 171/2007 
	
Real Decreto 171/2007, de 9 de febrero, por el que se regula la Publicidad de los Protocolos Familiares 
	2007



	PGC 
	
  RD 1514/2007, de 15 de noviembre, por el que se aprueba el Plan General de Contabilidad
	2007



	  PGC PYMES 
	RD 1515/2007, de 16 de noviembre, del   PGCPYMES
	2007



	  RD 322/08
	 Real Decreto 322/2008, de 29 de febrero, sobre el régimen jurídico de las entidades de dinero electrónico 
	2008



	LMESM 
	
  Ley 3/2009, de 3 de abril, sobre modificaciones estructurales de las sociedades mercantiles
	2009



	LSC
	
  Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la   Ley de Sociedades de Capital 
	2010



	  L 21/11 
	Ley 21/2011, de 26 de julio, de Dinero Electrónico
	2011



	  RD 778/2012 
	
Real Decreto 778/2012, de 4 de mayo, de Régimen Jurídico de las Entidades de Dinero Electrónico 
	2012



	
   L 11/2013

	
  Ley 11/2013, de 26 de julio, de medidas de apoyo al emprendedor y de estímulo del crecimiento y de la creación de empleo
	2013



	
   L 14/2013

	
  Ley 14/2013, de 27 de septiembre, de apoyo a los emprendedores y a su internacionalización
	2013



	  Directiva 2013/34/UE
	
Directiva 2013/34/UE del Parlamento Europeo y del Consejo de 26 de junio de 2013, sobre los estados financieros anuales, los estados financieros consolidados y otros informes afines de ciertos tipos de empresas, por la que se modifica la   Directiva 2006/43/CE del Parlamento Europeo y del Consejo y se derogan las   Directivas 78/660/CEE y   83/349/CEE del Consejo
	2013



	DR 892/13
	
  Real Decreto 892/2013, de 15 de noviembre,por el que se regula el Registro Público Concursal. 
	2013



	
   L 4/14

	
  Ley 4/2014, de 1 de abril, Básica de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación.
	2014



	  RD 304/2014
	
Real Decreto 304/2014, de 5 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento de la   Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo.
	2014



	
   L 10/14

	
  Ley 10/2014, de 26 de junio, de ordenación, supervisión y solvencia de entidades de crédito.
	2014



	
   L 17/14

	
  Ley 17/2014, de 30 de septiembre, por la que se adoptan medidas urgentes en materia de refinanciación y reestructuración de deuda empresarial.
	2014



	  L 31/2014
	
Ley 31/2014, de 3 de diciembre, por la que se reforma la   Ley de Sociedades de Capital, para la Mejora del Gobierno Corporativo.
	2014



	LIS
	  Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre Sociedades.
	2014



	L22/2015
	
  Ley 22/2015, de 21 de julio, de Auditoría
	2015



	
   L 25/2015

	
  Ley 25/2015, de 28 de julio, de mecanismo de segunda oportunidad, reducción de la carga financiera y otras medidas de orden social.
	2015



	LO1/2015
	
  Ley Orgánica 1/2015, de 30 de marzo, por la que se modifica el Código Penal
	2015



	L15/2015
	
  Ley 15/2015, de 2 de julio, de la Jurisdicción Voluntaria.
	2015



	L11/2015
	
  Ley 11/2015, de 18 de junio, de recuperación y resolución de entidades de crédito y empresas de servicios de inversión.
	2015



	L5/2015
	
  Ley 5/2015, de 27 de abril, de fomento de la financiación empresarial.
	2015



	L9/2015
	
  Ley 9/2015, de 25 de mayo, de medidas urgentes en materia concursal.
	2015



	L44/2015
	
  Ley 44/2015, de 14 de octubre, de Sociedades Laborales y Participadas.
	2015



	Reglamento Europeo de Protección de Datos
	
  REGLAMENTO (UE) 2016/679 DEL PARLAMENTO EUROPEO Y DEL CONSEJO de 27 de abril de 2016 relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos y por el que se deroga la   Directiva 95/46/CE (  Reglamento general de protección de datos)
	2016



	  Real Decreto-ley 5/2018
	Real Decreto-ley 5/2018, de 27 de julio, de medidas urgentes para la adaptación del Derecho español a la normativa de la Unión Europea en materia de protección de datos.
	2018



	  Orden JUS/318/2018
	Orden JUS/318/2018, de 21 de marzo, por la que se aprueba el nuevo modelo para la presentación en el Registro Mercantil de las cuentas anuales consolidadas de los sujetos obligados a su publicación.
	2018



	  Orden JUS/319/2018
	Orden JUS/319/2018, de 21 de marzo, por la que se aprueban los nuevos modelos para la presentación en el Registro Mercantil de las cuentas anuales de los sujetos obligados a su publicación.
	2018



	  RICAC 5 de marzo
	Resolución de 5 de marzo de 2019, del Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas, por la que se desarrollan los criterios de presentación de los instrumentos financieros y otros aspectos contables relacionados con la regulación mercantil de las sociedades de capital.
	2019










SIGLAS Y ABREVIATURAS 


  






	A 
	Activo



	AC 
	Activo Circulante



	AEAT 
	Agencia Estatal de Administración Tributaria



	AECA 
	Asociación Española de Auditoría de Cuentas



	AEIE 
	Agrupación Europea de Interés Económico



	AGE 
	Acuerdos Generales de Empréstitos



	AIE 
	Agrupación de Interés Económico



	AJD 
	Actos Jurídicos Documentados



	ANCMV 
	Activos no Corrientes Mantenidos para la Venta



	AP 
	Audiencia Provincial



	Art. 
	Artículo



	AT 
	Audiencia Territorial



	BE 
	Banco de España



	BOE 
	Boletín Oficial del Estado



	BOICAC 
	Boletín Oficial del Instituto de Contabilidad y Auditoria de Cuentas



	BORME 
	Boletín Oficial del Registro Mercantil



	CAMACOES
	Cámaras Oficiales de Comercio de España en el Extranjero



	CARI
	Convenio de Ajuste Recíproco de Intereses



	C de C 
	Código de Comercio



	CC 
	Código Civil



	CCAA 
	Comunidades Autónomas



	CCC 
	Código de Cuenta de Cotización



	CE 
	Constitución Española



	CEE 
	Comunidad Económica Europea



	CESGAR 
	Confederación Española de Garantía Recíproca



	CIF 
	Código de Identificación Fiscal



	CIRCE 
	Centro de Información y Red de Creación de Empresas



	CNMV 
	Comisión Nacional del Mercado de Valores



	COFIDES
	Compañía Española de Financiación del Desarrollo



	CP 
	Código Penal



	DGRN 
	Dirección General de Registros y de Notariado



	DGT 
	Dirección General de Tributos



	D A 
	Disposición Adicional



	D F 
	Disposición Final



	DT 
	Disposición Transitoria



	DL 
	Decreto Ley



	DNI 
	Documento Nacional de Identidad



	DOCE 
	Diario Oficial de las Comunidades Europeas



	DOUE 
	Diario Oficial de la Unión Europea



	DUE 
	Documento Único Electrónico



	EDE 
	Entidades de Dinero Electrónico



	ERL
	Emprendedor de Responsabilidad Limitada



	EEE 
	Espacio Económico Europeo



	ET 
	Estatuto de los Trabajadores



	FEDECA
	Federación de Cámaras Oficiales Españolas de Comercio en América



	FEDECOM
	Federación de Cámaras de Comercio Españolas en Europa



	FIAMM 
	Fondos de Inversión en Activos del Mercado Monetario



	FIEM
	Fondo de Internacionalización de la Empresa



	FIEX
	Fondos para Inversiones en el Exterior



	FII 
	Fondos de Inversión Inmobiliaria



	FIM 
	Fondos de Inversión Mobiliaria



	FMI 
	Fondo Monetario Internacional



	FP 
	Fondo de Pensiones



	FOGASA 
	Fondo de Garantía Salarial



	FONPYME
	Fondo para Operaciones de Inversión en el exterior de la Pequeña y Mediana Empresa



	IAE 
	Impuesto sobre Actividades Económicas



	IBI 
	Impuesto sobre Bienes Inmuebles



	ICAC 
	Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas



	ICEX
	Instituto de Comercio Exterior



	ICO
	Instituto de Crédito Oficial



	IICC 
	Instituciones de Inversión Colectiva



	IIEE 
	Impuestos Especiales



	IM 
	Inmovilizado Material



	INEM 
	Instituto Nacional de Empleo



	INSS 
	Instituto Nacional de la Seguridad Social



	IRNR 
	Impuesto sobre la Renta de no Residentes



	IRPF 
	Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas



	IS 
	Impuesto sobre Sociedades



	ITP y AJD 
	Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados



	IVA 
	Impuesto sobre Valor Añadido



	LA 
	Ley de Arbitraje



	LAC
	Ley 22/2015, de 21 de julio, de Auditoría 



	LAJG 
	
  Ley 1/1996, de 10 de enero, de Asistencia Jurídica Gratuita



	LAU 
	
  Ley de Arrendamientos Urbanos



	LC 
	Ley Concursal



	LEC 
	Ley de Enjuiciamiento Civil



	LGSS 
	
  Ley General de la Seguridad Social



	LGT 
	
  Ley General Tributaria



	LIS
	
  Ley del Impuesto sobre Sociedades



	LIVA 
	
  Ley del Impuesto sobre el Valor Añadido



	LMV 
	  Texto Refundido de la  Mercado de Valores



	LO 
	Ley Orgánica



	LOPJ 
	
  Ley Orgánica del Poder Judicial



	LPA 
	Ley de Procedimiento Administrativo



	LSA 
	
  Ley de Sociedades Anónimas



	LSC 
	
  Ley de Sociedades de Capital



	LSGR 
	Ley de Sociedades de Garantía Recíproca



	LSL 
	Ley de Sociedades Laborales



	LSP 
	Ley de Sociedades Profesionales



	LSRL 
	
  Ley de Sociedades de Responsabilidad Limitada



	NECA 
	Normas de Elaboración de las Cuentas Anuales



	NIC 
	Norma Internacional de Contabilidad



	NIF 
	Número de Identificación Fiscal



	O 
	Orden



	OCDE 
	Organización para la Cooperación y Desarrollo Económico



	OM 
	Orden Ministerial



	OPA 
	Oferta Pública de Adquisición de Valores



	OS 
	Operaciones Societarias



	PAE 
	Puntos de Atención al Emprendedor



	  PGC PYMES
	Plan General de Contabilidad Pequeñas y Medianas Empresas



	PGC 
	Plan General de Contabilidad



	PYMES 
	Pequeñas y Medianas Empresas



	RD Leg. 
	Real Decreto Legislativo



	RD 
	Real Decreto



	RDL 
	Real Decreto Ley



	Res. 
	Resolución



	RETA
	Régimen Especial Trabajadores Autónomos



	RGPD
	Reglamento Europeo de Protección de Datos



	  RIRPF 
	Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas



	RM 
	Registro Mercantil



	RMC 
	Registro Mercantil Central



	RMP 
	Registro Mercantil Provincial



	ROAC 
	Registro Oficial de Auditores de Cuentas



	RP 
	Registro de la Propiedad



	RRM 
	
  Reglamento del Registro Mercantil



	RRSL 
	Reglamento de Registro de Sociedades Laborales



	S Com 
	Sociedad Comanditaria



	S Com A 
	Sociedad Comanditaria por Acciones



	S. Coop 
	Sociedad Cooperativa



	SA 
	Sociedad Anónima



	SAD 
	Sociedad Anónima Deportiva



	SAE 
	Sociedad Anónima Europea



	SAL 
	Sociedad Anónima Laboral



	SAT 
	Sociedad Agraria de Transformación



	SAU 
	Sociedad Anónima Unipersonal



	SC 
	Sociedad Colectiva



	SCR 
	Sociedad de Capital Riesgo



	SE 
	Sociedad Europea



	SGECR 
	Sociedad Gestora de Entidades de Capital Riesgo



	SGR 
	Sociedad de Garantía Recíproca



	SICAV 
	Sociedades de Inversión de Capital variable



	SII 
	Sociedad de Inversión Inmobiliaria



	SIM 
	Sociedad de Inversión Mobiliaria



	SL 
	Sociedad Limitada



	SLFS
	Sociedad Limitada de Formación Sucesiva



	SLL 
	Sociedad Limitada Laboral



	SLNE 
	Sociedad Limitada Nueva Empresa



	SLU 
	Sociedad Limitada Unipersonal



	SOCIMI 
	Sociedades Anónimas Cotizadas de Inversión en el Mercado Inmobiliario



	SP 
	Sociedad Profesional



	SS 
	Seguridad Social



	ss. 
	Siguientes



	STJCE 
	Sentencia del Tribunal de Justicia de la Comunidad Europea



	STS 
	Sentencia del Tribunal Supremo



	STT 
	Sistema de Tramitación Telemática



	TCT 
	Tribunal Central de Trabajo



	TS 
	Tribunal Supremo



	TSJ 
	Tribunal Superior de Justicia



	UE 
	Unión Europea



	UTE 
	Unión Temporal de Empresas












1ª PARTE. Sociedades mercantiles



Capítulo I. Concepto



1-1 Concepto de sociedad mercantil 



  Se entiende por sociedad mercantil a la asociación voluntaria de personas físicas o jurídicas que crean y explotan una empresa de producción y/o mediación de bienes y/o servicios para el mercado, con el fin de obtener un beneficio.

Son caracteres de la sociedad mercantil:


	
— La asociación voluntaria, duradera y organizada de personas que colaboran en la consecución de un lucro. 

	
— La aportación de bienes: dinero, muebles, inmuebles o de derechos: reales, de crédito, de propiedad industrial, etc. 

	
— La colaboración de todos o de alguno de los socios en la marcha de los asuntos sociales y en la consecución del fin común. 

	
— La búsqueda de un beneficio individual que puede consistir tanto en un incremento positivo de riqueza, como en cualquier otra ventaja patrimonial de distinto orden, aunque no se traduzca directamente en una ganancia (evitación de gastos o de pérdidas). 











Capítulo II. Normas reguladoras del derecho mercantil



1-2 Alcance de la regulación mercantil 



  La actividad mercantil está regulada por una serie de normas y principios de distinto origen y diferente valor jerárquico que constituyen el Derecho Mercantil.

Por ello, resulta imprescindible una somera aproximación a cada una de tales normas y principios para conocer su jerarquía, es decir, el orden de prevalencia de unas sobre otras en los supuestos de colisión de dos o más de ellas, así como las reglas para su aplicación.








1-3 La Constitución Española como norma reguladora de las sociedades mercantiles


  La Constitución es la norma fundamental del Estado, la norma jurídica por excelencia, la de más alto rango. Así, las disposiciones y principios en ella contenidos informan todo el ordenamiento jurídico. Todas las demás normas deben subordinarse a la Constitución e inspirarse, tanto para su elaboración como para su interpretación, en ella.

Cuando una norma aplicable a un supuesto concreto, y de cuya validez dependa el fallo, sea presumiblemente contraria a la Constitución, el juez podrá:


	
— Plantear cuestión de inconstitucionalidad, antes de dictar sentencia, previa audiencia de las partes y del Ministerio Fiscal. 

	
— No aplicar la norma controvertida si es anterior a la Constitución, en virtud de la disposición derogatoria de ésta. 



 ATENCIÓN: Las cuestiones relativas al orden mercantil están recogidas en el   capítulo II (De los derechos y deberes de los ciudadanos) y   capítulo III (Principios rectores de la política social y económica) del título I de la Constitución (Derechos y deberes fundamentales), así como en su   título VII (Economía y Hacienda).


 De los derechos y deberes de los ciudadanos

Entre los derechos y deberes de los ciudadanos tiene un contenido netamente mercantil: el derecho a la libertad de empresa en el marco de una economía de mercado. Los poderes públicos garantizan y protegen su ejercicio así como la defensa de la productividad (  art. 38 CE).

 Garantía

El ejercicio de este derecho puede estar regulado por leyes no orgánicas, contra las que cabe la interposición del recurso de inconstitucionalidad cuando no respeten su contenido esencial (  arts. 53 y   161 CE).

Sin embargo, carece de la protección especial que supone el recurso de amparo, o de un procedimiento especial o sumario para recabar su tutela.

Este derecho vincula en su integridad a todos los jueces y tribunales y está garantizado bajo la tutela efectiva de los mismos (  art. 7 LOPJ).

 Principios rectores de la política social y económica

La Constitución recoge una serie de principios y orientaciones que deben informar la actuación de los poderes públicos y que sirven de criterio de interpretación de su actividad.

Como principios de contenido mercantil, cabe mencionar:


	
— La protección de los intereses económicos de los consumidores y usuarios (  art. 51.1 CE). 

	
— La regulación del comercio interior y del régimen de autorización de productos comerciales (  art. 51.3 CE). 

	
— El fomento y la regulación de las organizaciones profesionales que contribuyan a la defensa de los intereses económicos que les sean propios (  art. 52 CE). 



Estos principios informan la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de los poderes públicos. Sólo podrán ser alegados ante la jurisdicción ordinaria de acuerdo con lo que dispongan las leyes que los desarrollen (  art. 53 CE).

Desde una vertiente social, cabe señalar que los poderes públicos han de fomentar eficazmente las diversas formas de participación en la empresa y establecer los medios que faciliten el acceso de los trabajadores a la propiedad de los medios de producción (  art. 129.2 CE).








1-4 Normas internacionales reguladoras de las sociedades mercantiles


  Los tratados internacionales válidamente celebrados, una vez publicados oficialmente en España, formarán parte del ordenamiento interno (  art. 96 CE).

Los tratados internacionales, una vez incorporados al Derecho interno, tienen un rango inferior a la Constitución, ya que su contenido no puede oponerse a la misma (  art. 95 CE).

Dichos tratados internacionales prevalecen sobre las demás normas de Derecho interno, ya que sus disposiciones sólo pueden ser modificadas o suspendidas en la forma prevista en los propios tratados o de acuerdo con las normas generales del Derecho internacional.

Además pueden no tener una aplicación inmediata. Así, aquellos tratados internacionales que establecen compromisos de actuación del Estado firmante o exigen medidas legislativas de éste para su desarrollo y ejecución.

 Tratados de la Unión Europea

Los preceptos contenidos en los tratados de la Unión Europea son de obligado cumplimiento para los Estados miembros en los términos del Acta de Adhesión (arts. 2, 392 y 399 CEE 11-6-85).

 ATENCIÓN: La regulación que la UE ha llevado a cabo en materia mercantil es abundante, siendo su análisis necesario puesto que se ha convertido en parte integrante del ordenamiento jurídico español, como luego veremos.


En cuanto al marco normativo de los empresarios y de su actividad externa a través de la empresa, regula cuestiones tan importantes como:


	
— Libre circulación de mercancías (  arts. 9 a 37 CEE 25-3-57). 

	
— Libre circulación de capitales (  arts. 67 a 73 CEE 25-3-57). 

	
— Derecho a la libertad de establecimiento y prestación de servicios industriales y comerciales. 

	
— Reglas de competencia empresarial (  arts. 35 a 94 CEE 25-3-57). 



 Reglamentos y directivas de la UE

Los reglamentos y directivas de la Unión Europea son normas jurídicas equivalentes en España a las leyes y reglamentos, respectivamente.

Así, un reglamento de la UE regula de manera general una materia determinada, mientras que una directiva complementa y desarrolla lo que aquél había regulado previamente. Los reglamentos y directivas de la Unión Europea son de aplicación directa en cualquiera de los Estados miembros, si bien cabe señalar que, en España, al tiempo de su integración, el contenido de los más significativos ya constituía parte del ordenamiento interno.








1-5 Normas legales. Código de Comercio 


  La ley mercantil fundamental es el   Código de Comercio vigente. Aprobado por Real Decreto de 22 de agosto de 1885, su contenido ha quedado desfasado por las profundas transformaciones económicas, jurídicas y políticas producidas desde la fecha de su promulgación hasta nuestros días.

El desfase entre su contenido y las modernas exigencias de la actividad empresarial ha sido resuelto mediante dos procedimientos:


	
— La autónoma regulación que las partes otorgan a sus relaciones mercantiles basándose en los preceptos dispositivos que pueden derogarse por voluntad de las partes, contenidos en el propio Código de Comercio (usos mercantiles). 

	
— La promulgación de numerosas disposiciones especiales posteriores, que contemplan o derogan su insuficiente contenido (leyes mercantiles). 



 La ley (  art. 91 CE)

En sentido estricto, sólo cabe un concepto de ley desde un punto de vista puramente formal.

 ATENCIÓN: La ley es aquella norma aprobada por las Cortes Generales (Congreso de Diputados y Senado) que sanciona, promulga y ordena su publicación el Rey y es efectivamente publicada en el Boletín Oficial del Estado.


Las leyes entrarán en vigor (obligarán) a los 20 días de su completa publicación en el Boletín Oficial del Estado, si en ellas no se dispone otra cosa (  art. 2 CC).

 Leyes orgánicas

Son leyes orgánicas las relativas al desarrollo de los derechos fundamentales y de las libertades públicas, para cuya aprobación, modificación o derogación se exige la mayoría absoluta del Congreso (más de 175 diputados), en una votación final sobre el conjunto del proyecto.

También han de ser leyes orgánicas las que aprueben los Estatutos de Autonomía y el régimen electoral general.

La ley orgánica es directamente aplicable y tiene un rango superior al de las demás leyes.

 Leyes ordinarias

Son aquellas que regulan toda clase de materias, excepto aquellas cuyo desarrollo deba efectuarse por ley orgánica (  art. 81 CE).

En general, las aprueban las Cámaras, por mayoría de los miembros presentes (  arts. 75 y   79 CE).

 Leyes delegantes

Son leyes ordinarias no directamente normativas o de aplicación inmediata, en virtud de las cuales las Cortes delegan en el Gobierno la potestad de dictar normas, dentro de un plazo, sobre materias concretas que, en ningún caso, serán las que deban desarrollarse por ley orgánica (  art. 82 CE).

El objeto de la delegación puede ser la refundición de varios textos legales en uno solo o la formación de un texto articulado sobre una materia concreta, en cuyo caso la ley delegante recibe el nombre de ley de bases.

La delegación no puede, a su vez, ser subdelegada y se agota por el uso que de ella haga el Gobierno cuando publique la ley delegada: decreto legislativo.

La Constitución admite que las Cortes puedan delegar en una Comunidad Autónoma su potestad legislativa (  arts. 149 y   150 CE).








1-6 Normas con rango de ley reguladoras de las sociedades mercantiles


  La Constitución reconoce a determinadas disposiciones del Gobierno idéntico rango normativo que las leyes elaboradas y aprobadas por las Cortes.

 Decretos-leyes

 ATENCIÓN: Son disposiciones legislativas provisionales dictadas por el Gobierno en caso de extraordinaria y urgente necesidad.


No pueden afectar, entre otras materias, a los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos reconocidos en la Constitución y deben ser convalidados o derogados por el Congreso dentro de los 30 días siguientes a su promulgación (  art. 86 CE).

 Decretos legislativos (  art. 85 CE)

También conocidos como leyes delegadas, son aquellas disposiciones dictadas por el Gobierno en el ejercicio de la autorización concedida por una ley delegante.

Al igual que ésta, puede ser de dos clases: texto articulado, si deriva de una ley de bases, o texto refundido.








1-7 Normas reglamentarias de las sociedades mercantiles


  Es toda disposición de carácter general dictada por el Gobierno en el ejercicio de su potestad reglamentaria.

No constituyen normas reglamentarias los decretos-leyes ni los decretos legislativos por emanar de la propia potestad legislativa del Gobierno.

 El reglamento: decreto y orden ministerial

Los reglamentos pueden ser:


	
— De ejecución: Son los dictados por el Consejo de Ministros previo dictamen del Consejo de Estado, para el desarrollo y ejecución de una ley anterior, de cuyas prescripciones no pueden desviarse y de la que son jerárquicamente inferiores. 

	
— Autónomos: Son los dictados por el Consejo de Ministros o un ministro sobre materias no reguladas por ley o cuya regulación no está reservada a ésta. 



 ATENCIÓN: El reglamento dictado por el Consejo de Ministros adopta la forma de decreto, en tanto que el reglamento dictado por un ministro reviste la forma de orden ministerial.









1-8 Normas autonómicas en materia mercantil 


  La Constitución parte del carácter estatal de la Ley mercantil (  art. 149.1.6 CE).

Sin embargo, corresponde a las Comunidades Autónomas:


	
— Dictar normas para su desarrollo. 

	
— Su aplicación y ejecución. 



El principio de colaboración debe presidir las relaciones entre las Administraciones Central y Autonómicas. Sin embargo, cuando existan conflictos en torno a la determinación y extensión de competencias, el Tribunal Constitucional resolverá las discrepancias.








1-9 Normas consuetudinarias: los usos mercantiles 


  Se entiende por uso, la práctica efectiva y repetida de una determinada conducta.

Los usos mercantiles cumplen prioritariamente dos funciones:


	
— Establecer normas que colmen el total o parcial silencio de la ley. 

	
— Delimitar el contenido abstracto de la ley, cuando ésta, por su inconcreción, resulte inaplicable. 



 ATENCIÓN: El uso mercantil es, tras la propia Ley mercantil, la principal fuente (norma productora) sobre esta materia y, en cuanto norma especial o excepcional, de aplicación preferente al Derecho Civil o común.


El uso, aunque posee la ventaja de responder más rápida y eficazmente a las necesidades del tráfico mercantil, tiene el serio inconveniente de su acreditación.

El Tribunal Supremo exige la prueba de su existencia por quien pretenda su aplicación (STS 27-4-1945 y 3-1-1933).








1-10 Normas convencionales: condiciones generales de la contratación y del contrato 


  Se denominan condiciones generales de la contratación (sectores empresariales) o del contrato (empresario individual) al clausulado general preparado para regir en determinado tipo de contratos.

 ATENCIÓN: La finalidad de las condiciones generales se orienta a eliminar la competencia ilícita entre los empresarios. Si bien su función y contenido suponen una clara simplificación, son también fuente de abusos y desproporciones, por lo cual su control es prioritario. Ello se logra por medio de la ley, la jurisprudencia y el control por parte de la Administración Pública.


Así, la normativa vigente exige en las condiciones generales una serie de requisitos:


	
— Deben ser redactadas con concreción, claridad y sencillez, posibilitando su comprensión directa, sin reenvío a textos que no se faciliten previa o simultáneamente a la conclusión del contrato, y a los que en todo caso deberá hacerse referencia expresa en el documento contractual. 

	
— Han de respetar el principio de buena fe y el justo equilibrio de las contraprestaciones, prohibiéndose: 
	
- Las cláusulas abusivas, por suponer una desproporción entre los derechos y obligaciones de las partes. 

	
- Las limitaciones absolutas a la responsabilidad. 





	
— No pueden imponer la renuncia de derechos reconocidos en la ley. 










1-11 Normas mercantiles supletorias de las sociedades mercantiles


  Las disposiciones del Código Civil se aplican como supletorias en las materias recogidas por otras leyes (  art. 2 C de C).

 Principios generales del Derecho

Son postulados informadores del ordenamiento mercantil que se inducen de las normas integrantes del mismo.

 ATENCIÓN: Los principios generales del Derecho se aplicarán en defecto de ley o costumbre, sin perjuicio de su carácter informador del ordenamiento jurídico.


Su aplicación como norma jurídica supletoria de último grado queda supeditada a que tales principios se encuentren reconocidos expresamente en la ley o en la jurisprudencia. De no ser así, no cabe su aplicación directa.

 La jurisprudencia

Se entiende por jurisprudencia, también llamada doctrina legal, la doctrina reiterada por el Tribunal Supremo en sentencias que resuelvan supuestos de hechos análogos o idénticos.

 ATENCIÓN: La jurisprudencia complementará el ordenamiento jurídico con la doctrina que, de modo reiterado, establezca el Tribunal Supremo al interpretar y aplicar la ley, la costumbre y los principios generales del Derecho.









1-12 Legislación sobre sociedades mercantiles 


  Tanto el Código Civil, como el Código de Comercio contienen regulación sobre el contrato social. Esto es, disposiciones generales sobre sociedades mercantiles. No obstante, esta regulación es de carácter supletorio ya que el propio Código de Comercio así lo establece (  art. 121 C de C).

La principal regulación de las sociedades mercantiles se contiene en sus propios contratos de constitución y en las condiciones de sus estatutos. Además, también se rigen por las leyes especiales que regulan los distintos tipos sociales. Así:


	
- Sociedad Anónima:   Ley de Sociedades de Capital  Real Decreto Legislativo 1/2010, 2 de julio. 

	
- Sociedad de Responsabilidad Limitada:   Ley de Sociedades de Capital. 

	
- Sociedad Colectiva: Código de Comercio   artículos 125 a 144. 

	
- Sociedad Comanditaria: Código de Comercio   artículos 145 a 150. 

	
- Sociedad Comanditaria por Acciones: Ley de Sociedades de Capital    Real Decreto Legislativo 1/2010, 2 de julio. 

	
- Agrupación de Interés Económico:   Ley 12/1991, de 29 de abril. 

	
- Cooperativas:   Ley 27/1999, de 16 de julio 



Finalmente, el Reglamento del Registro Mercantil (aprobado por   RD 1784/1996, de 19 julio.) contiene normas tanto sobre la inscripción de Sociedades como también sobre ciertos aspectos de la vida societaria.

 Próxima modificación de la Ley de Sociedades de Capital

La futura ley tiene por objeto transponer al ordenamiento jurídico español la Directiva (UE) 2017/828 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de mayo de 2017. Entre otras medidas, se deroga el artículo 120 de la Ley del Mercado de Valores, precepto por el que se establece la obligación de las empresas cotizadas en mercados secundarios oficiales o en otros mercados regulados de difundir con carácter trimestral una declaración intermedia de gestión que contenga la explicación de los hechos y operaciones más significativos y la descripción general de la situación financiera y de los resultados del emisor y sus empresas controladas.

Las empresas cotizadas que lo deseen podrán seguir presentando sus informes financieros trimestrales, pero aquellas a las que les suponga "una carga excesiva" o que perciban que su publicación les provoca "sufrir presiones cortoplacistas" por parte del mercado podrán dejar de hacerlo.

Como justificación del adiós a la obligación de elaborar y publicar estos informes Economía ha señalado que los comportamientos cortoplacistas de las empresas suelen producir mucha "tensión" por generar y distribuir beneficios financieros en el corto plazo lo que incide negativamente sobre el crecimiento económico, el empleo y la productividad del capital.

La transposición de la Directiva al ordenamiento jurídico español aportará beneficios al ámbito del gobierno corporativo de las sociedades cotizadas en España. Estos avances giran en torno a dos ejes:


	
I. Mejorar la financiación a largo plazo que reciben las sociedades cotizadas a través de los mercados de capitales y

	
II.Aumentar la transparencia sobre:
	
• La actuación de agentes del mercado de capitales como inversores institucionales, gestores de activos o asesores de voto;

	
• Las remuneraciones de los consejeros o

	
• La realización de operaciones entre la sociedad y sus partes vinculadas.







Instituciones de inversión colectiva y entidades de capital riesgo

Entrando ya en las novedades relacionadas con la política de transparencia, apuntar la modificación de la Ley de Instituciones de Inversión Colectiva y de la Ley de Entidades de Capital Riesgo para obligar a las sociedades gestoras de estas instituciones y entidades a elaborar y publicar una política de implicación. Esta política debe explicar, entre otros aspectos, cómo integran la implicación de los accionistas en su política de inversión y cómo han ejercido los derechos de voto en las juntas de las sociedades en las que invierten, en especial en las votaciones más importantes y, en su caso, el recurso a los servicios de asesores de voto.

Gestores de activos e inversores institucionales

Otra obligación relacionada con esta y que incorporará la futura ley es la que se impone a los gestores de activos para con los inversores institucionales. A partir de ahora deberán poner anualmente en conocimiento de las entidades con las que hayan concluido estos acuerdos de gestión de activos, la forma en que su estrategia de inversión y su aplicación se ajustan a dicho acuerdo y contribuye al rendimiento a medio y largo plazo de los activos, entre otros aspectos.

Identificación de accionistas

La Directiva reconoce expresamente el derecho de las sociedades a identificar a sus accionistas, con la finalidad de permitir a aquellas que se comuniquen directamente con ellos para facilitarles el ejercicio de sus derechos y su implicación en la sociedad. Según el legislador, el carácter anónimo de las sociedades anónimas se reputa respecto de los socios y frente a terceros como consecuencia de su carácter capitalista y no personalista y del privilegio de la limitación de la responsabilidad únicamente al capital aportado; pero no es aplicable en el plano interno. Por ello, la ley mantendrá este derecho en favor de las sociedades sin restricción, pese a que la Directiva permite a los Estados miembros regular que solo se pueda identificar a los accionistas que posean más de un determinado porcentaje de acciones o de derechos de voto que no podrá exceder del 0,5%.

Operaciones vinculadas

La adaptación de la directiva comprenderá también otros aspectos del funcionamiento societario, que incluyen la regulación de las operaciones entre las sociedades y sus partes vinculadas. En este tema, se ha optado por regular separadamente el régimen de publicidad de las operaciones, su régimen de aprobación y las distintas excepciones a uno y otro. Cabe subrayar que la normativa mantiene importantes elementos de continuidad con la regulación existente hasta ahora, ya que las diferentes categorías se basan en gran medida en los umbrales y criterios que hasta ahora venía manejando la Ley de Sociedades de Capital para someter su aprobación a la junta de accionistas o al consejo de administración, y que siguen siendo de aplicación para las sociedades cotizadas.

En este sentido, las sociedades deberán anunciar públicamente, a más tardar en el momento de su celebración, las operaciones con partes vinculadas que realice la sociedad cotizada o sociedades de su grupo y que sean igual o superen alguno de los siguientes umbrales, ya sea consideradas de forma individual o de forma agregada cuando hubiesen sido realizadas con una misma parte vinculada en un periodo de doce meses o en el mismo ejercicio:


	
a)  El 5 por ciento del valor del patrimonio neto que figure en el último balance individual o consolidado, de la sociedad; o

	
b)  El 2,5 por ciento del importe anual de la cifra anual de negocios que se deduzcan, así mismo, de la cuenta de resultados individual o consolidada de la sociedad.



Consejeros y acciones de lealtad

Al margen de la trasposición descrita, la futura norma incorporará otras mejoras en materia de gobierno corporativo y de funcionamiento de los mercados como son la obligación de que los consejeros de las sociedades cotizadas deban ser necesariamente personas físicas y la introducción en el derecho societario español de una nueva figura que, bajo la denominación de "acciones de lealtad", permitirá incluir en los estatutos de las sociedades en bolsa un derecho de voto adicional a cada acción de la que haya sido titular un mismo accionista durante un mínimo de dos años consecutivos ininterrumpidos".








1-13 Normativa comunitaria sobre sociedades mercantiles


  Como hemos indicado anteriormente, en general, sus normas no tienen eficacia directa, sino que obligan a los Estados miembros a poner los medios necesarios para que se alcancen los objetivos previstos en las mismas.

Se incorporan al derecho interno de cada país mediante normas estatales que deben dictarse en el plazo marcado para ello. 

En el ámbito societario se han dictado las siguientes:


	
- Primera Directiva, sobre publicidad legal de la sociedad, ámbito de representación legal de los administradores y nulidad de la sociedad (Dir.   68/151/CEE).Se aplica a las sociedades anónimas, comanditarias por acciones y de responsabilidad limitada. 

Se incorporó al Derecho español por la   Ley 19/1989. 



	
- Segunda Directiva, sobre requisitos de constitución de las sociedades anónimas, especialmente sobre las aportaciones al capital social. También contempla los aumentos y reducciones de capital (Dir.   77/91/CEE). Se refiere sólo a las sociedades anónimas. 

Se incorporó íntegramente al Derecho español por la   Ley 19/1989. 



	
- Tercera Directiva, sobre fusión de sociedades anónimas (Dir.   78/855/CEE), incorporada al Derecho interno por la   Ley 19/1989. 

	
- Cuarta Directiva, sobre cuentas anuales, su estructura y contenido, el informe y la memoria de gestión, las formas de evaluación y la publicidad de dichos documentos. Se refiere a sociedades anónimas, comanditarias por acciones, de responsabilidad limitada, y a las sociedades colectivas y comanditarias simples en las que todos sus socios colectivos sean sociedades españolas o extranjeras (Dir.   78/660/CEE; C de C   art.  41.2). 

Se incorporó al Derecho español por la   Ley 19/1989 y por la   Ley de Auditoría de Cuentas de 12 de julio de 1988. 



	
- Propuesta de Quinta Directiva, relativa a la estructura de las sociedades anónimas. Aún no ha sido aprobada con carácter definitivo. 

	
- Sexta Directiva, sobre escisiones, referida sólo a sociedades anónimas (Dir. 82/891/CEE) Derogada por la Directiva (UE) 2017/1132 sobre determinados aspectos del Derecho de Sociedades (  Dir.2017/1132) . Fue incorporada a la legislación española por la   Ley 19/1989. 



	
- Séptima Directiva, sobre cuentas consolidadas (Dir.   83/349/CEE). Se refiere a sociedades anónimas, comanditarias por acciones y sociedades de responsabilidad limitada. 

Se incorpora al Derecho español por la   Ley 19/1989 y por la   Ley de Auditoría de Cuentas. 



	
- Octava Directiva, sobre autorización de las personas encargadas del control legal de los documentos contables, es decir, sobre auditores de cuentas (Dir.   84/253/CEE). Se incorpora al Derecho español por la   Ley 19/1989 y por la   Ley de Auditoría de Cuentas. 

Esta Directiva ha sido derogada por la Directiva   2006/43/CE, de 17 de mayo, con entrada en vigor el 29 de junio de 2006. 



	
- Proyecto de Novena Directiva, sobre grupos de sociedades. 

	
- Propuesta de Décima Directiva, sobre fusiones transfronterizas. 

	
- Undécima Directiva, sobre relaciones de los terceros con sucursales de sociedades establecidas en Estados miembros diferentes a aquél a cuya legislación está sometida la sociedad (Dir. 89/666/CEE). Derogada por la Directiva (UE) 2017/1132 sobre determinados aspectos del Derecho de Sociedades  (   Dir. 2017/1132) Sus normas se han incorporado al Reglamento del Registro Mercantil (  arts. 300 y 301). 



	
- Duodécima Directiva, sobre sociedades unipersonales de responsabilidad limitada, y aplicable también a las sociedades anónimas (Dir.   89/667/CEE). Se incorpora al Derecho interno por la Ley de Sociedades de Responsabilidad Limitada. 



	
- Propuesta de Decimotercera Directiva, sobre ofertas públicas de compra y venta de acciones. 



En el ámbito del mercado de capitales también se ha producido un gran proceso de armonización europeo a través de las Directivas.


 Ejemplo:



	 

	
- Directiva   79/279/CEE, dirigida a hacer equivalentes los mecanismos de protección de los inversores, mediante una información adecuada, en relación con la admisión a cotización de Valores Mobiliarios. Se incorpora al Derecho Interno por la   Ley 24/1988 y el   Real Decreto 291/1992 sobre emisiones y ofertas públicas de Venta de Valores. 

	
- Directivas   80/390/CEE,   87/345/CEE y   90/211/CEE, sobre la coordinación de las condiciones de elaboración, control y difusión del folleto que debe publicarse en el acto de admisión de valores mobiliarios a cotización oficial en una bolsa de valores, con el objetivo de proporcionar a los eventuales inversores una información adecuada acerca de la situación financiera del emisor y las características de los valores cuya admisión se solicita. Se incorpora al derecho interno por   Ley 24/1988,   Real Decreto 1197/1991,   Real Decreto 291/1992 y Orden Ministerial de 18 de enero de 1991. 

	
- Directiva 82/121/CEE, sobre las informaciones periódicas que deben facilitar las sociedades cuyas acciones estén admitidas a cotización oficial. Se incorpora a derecho interno por   Ley 24/1988 y Ley 4/1990. 

	
- Directiva   85/611/CEE, por la que se coordinan las disposiciones de los Estados miembros sobre organismos de inversión colectiva de valores mobiliarios. Se incorpora a Derecho interno por   Ley 35/2003 y   Real Decreto 1393/1990. 

	
- Directiva   88/627/CEE, sobre informaciones que han de publicarse en el momento de la adquisición o cesión de una participación importante en una sociedad cotizada en bolsa. Se incorpora al derecho interno por   Real Decreto 377/1991. 

	
- Directiva   89/298/CEE, por la que se coordinan las condiciones de elaboración, control y difusión del folleto que debe publicarse en el caso de oferta pública de valores negociables. Se incorpora al Derecho español por   Real Decreto 291/1992. 

	
- Directiva   89/592/CEE, sobre coordinación de las normativas relativas al abuso de la información privilegiada. Se incorpora al Derecho español por   Ley 24/1988 y Ley 9/1991. 





 Reglamentos

A diferencia de las Directivas, los Reglamentos son directamente aplicables a todos los Estados miembros.


 Ejemplo: 


Constitución de Agrupaciones Europeas de Interés Económico (Regl. CEE   2137/85).

 Sociedad Anónima Europea (Regl CEE   2157/2001).










1-14 Distinción de sociedad mercantil con otras figuras afines 


  La diferenciación de las sociedades mercantiles del resto de estructuras asociativas afines a la misma, resulta de gran utilidad para poder entender y delimitar el concepto de aquéllas. 

Debemos distinguir a la sociedad Mercantil de:


	
- Las asociaciones  Las asociaciones se constituyen mediante acuerdo de tres o más personas físicas o jurídicas legalmente constituidas, que se comprometen a poner en común conocimientos, medios y actividades para conseguir unas finalidades lícitas, comunes, de interés general o particular, y se dotan de los Estatutos que rigen el funcionamiento de la asociación. El fin puede ser lucrativo o no, al contrario de lo que ocurre con las sociedades mercantiles en donde el ánimo de lucro es esencial. 

El acuerdo de constitución, que incluirá la aprobación de los Estatutos, habrá de formalizarse mediante acta fundacional, en documento público o privado. Con el otorgamiento del acta adquirirá la asociación su personalidad jurídica y la plena capacidad de obrar, sin perjuicio de la necesidad de su inscripción (  LO 1/2002). 



	
-  La comunidad de bienes Se entiende por comunidad de bienes la propiedad compartida de un bien o derecho entre varias personas. 

 ATENCIÓN: Son supuestos en los que no se puede hablar propiamente de sociedad pues falta el acuerdo de voluntades de los socios pero en los que sí existen intereses comunes (  art. 392 CC). 


Las comunidades de bienes carecen de personalidad jurídica y son sujetos pasivos tributarios. 

Así para actuar en el ámbito fiscal están obligadas a solicitar un número de identificación e igualmente son equiparadas a las sociedades mercantiles y civiles en el ámbito laboral. La práctica registral no admite la inscripción de este tipo de comunidades sin perjuicio de que sus libros contables deban ser legalizados. 

 
ATENCIÓN: La sociedad mercantil y la comunidad de bienes tienen distintas formas de organizar la propiedad sobre un patrimonio común. Las diferencias entre ambas son las siguientes: 

 
	
- A diferencia de la sociedad, la comunidad de bienes no tiene personalidad jurídica. 

	
- Entre los comuneros no existe la intención de cooperar como socios, simplemente se trata de mantener una propiedad en común. 

	
- La sociedad mercantil interviene en el tráfico mercantil con ánimo de lucro. Esto es, para obtener ganancias comunes y divisibles (STS   24-7-93) (  art. 1669 CC). 





(Ver   comentario relacionado y ss.).



	
- Las fundaciones Se entiende por fundación la organización constituida sin ánimo de lucro que, por voluntad de sus creadores, tiene afectado de modo duradero su patrimonio a la realización de fines de interés general. 

Entre otros, los fines de interés general pueden ser los de defensa de los derechos humanos, de las víctimas del terrorismo y actos violentos, asistencia social e inclusión social, cívicos, educativos, culturales, científicos, deportivos, sanitarios, laborales, de fortalecimiento institucional, de cooperación para el desarrollo, de promoción del voluntariado, de promoción de la acción social, de defensa del medio ambiente y de fomento de la economía social, de promoción y atención a las personas en riesgo de exclusión por razones físicas, sociales o culturales, de promoción de los valores constitucionales y defensa de los principios democráticos, de fomento de la tolerancia, de desarrollo de la sociedad de la información, o de investigación científica y desarrollo tecnológico. 

Las fundaciones están obligadas a: 


	
— Destinar el patrimonio y sus rentas a sus fines fundacionales. 

	
— Dar información suficiente de sus fines y actividades para que sean conocidos por sus eventuales beneficiarios y demás interesados. 

	
— Actuar con criterios de imparcialidad y no discriminación en la determinación de sus beneficiarios. 



(Ver   comentario relacionado y ss.).



	
- Cooperativas  ATENCIÓN: La cooperativa es una sociedad constituida por personas que se asocian, en régimen de libre adhesión y baja voluntaria, para la realización de actividades empresariales, encaminadas a satisfacer sus necesidades y aspiraciones económicas y sociales, con estructura y funcionamiento democrático. 


La promoción, estímulo y desarrollo de la actividad cooperativizada se considera como una tarea de interés general. Por ello, existe una relación especial entre este tipo de sociedades y la administración pública. 

Generalmente se distinguen de las sociedades mercantiles por tener un capital variable y por no perseguir una finalidad estrictamente lucrativa. 

(Ver   comentario relacionado y ss.).












1-15 Responsabilidad Penal de las Sociedades


  La reforma llevada a cabo por la reciente   Ley Orgánica 1/2015, de 30 de marzo, de modificación de la   Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal supone una mejora técnica en la regulación de la responsabilidad de las personas jurídicas, (introducida en nuestro ordenamiento jurídico por la   Ley Orgánica 5/2010, de 22 de junio), con la finalidad de delimitar adecuadamente el contenido del «debido control requerido», ya que, a partir de 1 de julio de este mismo año, por su quebrantamiento se permitirá fundamentar su responsabilidad penal.

Con ello se pone fin a las dudas interpretativas que había planteado la anterior regulación, (desde algunos sectores asimilada a un régimen de responsabilidad indirecta), y se asumen ciertas recomendaciones que en ese sentido han sido realizadas por algunas organizaciones internacionales.

No olvidemos, igualmente que, en todo caso y , a partir de ahora, el alcance de las obligaciones que conlleva ese deber de control se condicionará de modo general, a las dimensiones de la sociedad.

Asimismo, con esta modificación legal, se extiende el régimen de responsabilidad penal a las sociedades mercantiles estatales que ejecuten políticas públicas o presten servicios de interés económico general, a las que se podrán imponer sanciones consistentes en multas (por cuotas o proporcionales) e intervención judicial de hasta 5 años.

Las personas jurídicas serán penalmente responsables:

1º De los delitos cometidos en nombre o por cuenta de las mismas, y en su beneficio directo o indirecto, por sus representantes legales o por aquellos que actuando individualmente o como integrantes de un órgano de la persona jurídica, están autorizados para tomar decisiones en nombre de la persona jurídica u ostentan facultades de organización y control dentro de la misma.

En estos casos, la persona jurídica quedará exenta de responsabilidad si se cumplen las siguientes condiciones:

a) Que el órgano de administración adopte y ejecute con eficacia, antes de la comisión del delito, modelos de organización y gestión que incluyan las medidas de vigilancia y control idóneas para prevenir delitos de la misma naturaleza o para reducir de forma significativa el riesgo de su comisión;

b) Que la supervisión del funcionamiento y del cumplimiento del modelo de prevención implantado haya sido confiada a un órgano de la persona jurídica con poderes autónomos de iniciativa y de control o que tenga encomendada legalmente la función de supervisar la eficacia de los controles internos de la persona jurídica

En las personas jurídicas de pequeñas dimensiones, las funciones de supervisión podrán ser asumidas directamente por el órgano de administración. A estos efectos, son personas jurídicas de pequeñas dimensiones aquéllas que, según la legislación aplicable, estén autorizadas a presentar cuenta de pérdidas y ganancias abreviada.

c) Que los autores individuales hayan cometido el delito eludiendo fraudulentamente los modelos de organización y de prevención y

d) Que no se haya producido una omisión o un ejercicio insuficiente de supervisión, vigilancia y control por parte del órgano de control.

2º De los delitos cometidos, en el ejercicio de actividades sociales y por cuenta y en beneficio directo o indirecto de las mismas, por quienes, estando sometidos a la autoridad de las personas físicas mencionadas anteriormente, hayan podido realizar los hechos por haberse incumplido gravemente los deberes de supervisión, vigilancia y control de su actividad.

La persona jurídica quedará exenta de responsabilidad si, antes de la comisión del delito, hubiese adoptado y ejecutado eficazmente un modelo de organización y gestión que resulte adecuado para prevenir delitos de la naturaleza del que fue cometido o para reducir de forma significativa el riesgo de su comisión.

Modelos de organización y gestión

Los modelos de organización y gestión deberán cumplir los siguientes requisitos:

1.º Identificar las actividades en cuyo ámbito puedan ser cometidos los delitos que deben ser prevenidos.

2.º Establecer los protocolos o procedimientos que concreten el proceso de formación de la voluntad de la persona jurídica, de adopción de decisiones y de ejecución de las mismas con relación a aquéllos.

3.º Disponer de modelos de gestión de los recursos financieros adecuados para impedir la comisión de los delitos que deben ser prevenidos.

4.º Imponer la obligación de informar de posibles riesgos e incumplimientos al organismo encargado de vigilar el funcionamiento y observancia del modelo de prevención.

5.º Establecer un sistema disciplinario que sancione adecuadamente el incumplimiento de las medidas que establezca el modelo.

6.º Realizar una verificación periódica del modelo y de su eventual modificación cuando se pongan de manifiesto infracciones relevantes de sus disposiciones, o cuando se produzcan cambios en la organización, en la estructura de control o en la actividad desarrollada que los hagan necesarios.

Alcance de la responsabilidad

La responsabilidad penal de las personas jurídicas será exigible siempre que se constate la comisión de un delito que haya tenido que cometerse por quien ostente los cargos o funciones aludidas, aun cuando la concreta persona física responsable no haya sido individualizada o no haya sido posible dirigir el procedimiento contra ella. Cuando como consecuencia de los mismos hechos se impusiere a ambas la pena de multa, los jueces o tribunales modularán las respectivas cuantías, de modo que la suma resultante no sea desproporcionada en relación con la gravedad de aquéllos.

La concurrencia, en las personas que materialmente hayan realizado los hechos o en las que los hubiesen hecho posibles por no haber ejercido el debido control, de circunstancias que afecten a la culpabilidad del acusado o agraven su responsabilidad, o el hecho de que dichas personas hayan fallecido o se hubieren sustraído a la acción de la justicia, no excluirá ni modificará la responsabilidad penal de las personas jurídicas.

Atenuantes

Sólo podrán considerarse circunstancias atenuantes de la responsabilidad penal de las personas jurídicas haber realizado, con posterioridad a la comisión del delito y a través de sus representantes legales, las siguientes actividades:

a) Haber procedido, antes de conocer que el procedimiento judicial se dirige contra ella, a confesar la infracción a las autoridades.

b) Haber colaborado en la investigación del hecho aportando pruebas, en cualquier momento del proceso, que fueran nuevas y decisivas para esclarecer las responsabilidades penales dimanantes de los hechos.

c) Haber procedido en cualquier momento del procedimiento y con anterioridad al juicio oral, a reparar o disminuir el daño causado por el delito.

d) Haber establecido, antes del comienzo del juicio oral, medidas eficaces para prevenir y descubrir los delitos que en el futuro pudieran cometerse con los medios o bajo la cobertura de la persona jurídica.








1-16 Delitos y penas para personas jurídicas


A continuación, se presenta una tabla detallada de los delitos de los que pueden ser responsables, incluyendo la pena y el artículo donde se establece la responsabilidad para cada uno de ellos.
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  ¿De qué delitos pueden ser responsables las personas jurídicas?

Las personas jurídicas sólo pueden ser responsables penalmente por los delitos para los que el Código Penal así lo establezca expresamente (  Art. 31 bis CP). A continuación se recogen todos los previstos y las penas que les corresponden, actualizadas a las reformas del CP efectuadas por   Ley Orgánica 1/2015, de 30 de marzo,   Ley Orgánica 2/2015, de 30 de marzo y   Ley Orgánica 1/2019, de 20 de febrero..








	TABLA DE LOS DELITOS DE LOS QUE PUEDEN SER RESPONSABLES LAS PERSONAS JURÍDICAS Y SUS PENAS


	DELITO
	
PENA (1) 

	Art. que prevé la RPPJ



	
Tráfico de órganos humanos (  Art. 156 bis CP)
	Multa del triple al quíntuple del beneficio obtenido
	
  Art. 156 bis 7 CP



	
Trata de seres humanos (  Art. 177 bis CP)
	Multa del triple al quíntuple del beneficio obtenido
	
  Art. 177 bis 7 CP



	
Delitos relativos a la prostitución y la corrupción de menores (  Art. 187,   188,   189 CP)
	
• Si para la persona física tienen prevista una pena de prisión > 5a: multa del triple al quíntuple del beneficio obtenido.

• Si para la persona física tienen prevista una pena de prisión > 2a y hasta 5a: multa del doble al cuádruple del beneficio obtenido.

Si para la persona física tienen prevista una pena de prisión = ó < 2a: multa del doble al triple del beneficio obtenido.


	
  Art 189 bis CP



	
Delitos contra la intimidad y allanamiento informático (  Art.197,   197 bis y   197 ter CP)
	Multa 6m-2a
	
  Art. 197 quinquies CP



	
Estafas y fraudes (  art. 248,   249,   250 y   251 CP)
	
• Si para la persona física tienen prevista una pena de prisión > 5a: multa del triple al quíntuple de la cantidad defraudada.

• Para el resto de los casos: multa del doble al cuádruple de la cantidad defraudada.


	
  Art. 251 bis CP



	
Frustración de la ejecución (  Art. 257,   258,   258 bis CP)
	
• Si el delito cometido por la persona física tiene prevista una pena de prisión >5a: multa 2-5a

• Si el delito cometido por la persona física tiene prevista una pena de prisión >2a e =ó <5a: multa 1-3a


	
  Art. 258 ter CP



	
Insolvencias punibles (  Arts. 259,   259 bis,   260 y   261 CP)
	
• Si el delito cometido por la persona física tiene prevista una pena de prisión > 5a: multa 2-5a.

• Si el delito cometido por la persona física tiene prevista una pena de prisión > 2a y hasta 5a: multa 1- 3a.

• Si el delito cometido por la persona física tiene prevista una pena de prisión = ó < 2a: multa 6m- 2a.


	
  Art. 261 bis CP



	
Daños informáticos (  Arts. 264,   264 bis y   264 ter CP)
	
• Si el delito para la persona física tiene prevista una pena de prisión > 3a: multa 2-5a o del quíntuplo a 12 veces el valor del perjuicio causado.

• Si el delito para la persona física tiene prevista una pena de prisión = o < 3a o cualquier otra pena: multa de 1-3a o del triple a 8 veces el valor del perjuicio causado.


	
  Art. 264 quater CP



	
Delitos contra la propiedad intelectual e industrial, el mercado y los consumidores y de corrupción privada (Arts. 270, 271, 273, 274, 275, 277, 278, 279, 280, 281, 282, 282 bis, 283, 284, 285 CP, art. 285 bis CP (nuevo a partir del 13-3-2019), art. 285 quater (nuevo a partir del 13-3-2019),   arts. 286,   286 bis,   286 ter y   286 quater CP)
	
• Delitos de los   arts. 270,   271,   273,   274,   275,   276,   283 y   286 CP:

a) Multa del doble al cuádruple del beneficio obtenido o que hubiera podido obtener, si el delito cometido por la persona física tiene prevista una pena de prisión >2a.

b) Multa del doble al triple del beneficio obtenido o favorecido, o que se hubiera podido obtener, en el resto de los casos.

• Delitos de los   arts. 277,   278,   279,   280,   281,   282,   282 bis,   284,   285,   285 bis,   285 quater CP y   arts. 286 bis a   286 quater CP:

a) Multa 2-5a o del triple al quíntuple del beneficio obtenido o que se hubiese podido obtener si la cantidad resultante fuese más elevada, si el delito cometido por la persona física tiene prevista una pena >2a prisión.

b) Multa 6m-2a o del tanto al duplo del beneficio obtenido si la cantidad resultante fuese más elevada, en el resto de los casos.


	
  Art. 288 CP



	
Receptación y blanqueo de capitales (  Art. 301 CP)
	
• Si para la persona física tienen prevista una pena de prisión >5a: multa 2-5a

• Si para la persona física tienen prevista una pena de prisión = ó < 5a: multa 6m-2a


	
  Art. 302.2 CP



	
Financiación ilegal de partidos políticos (  Art. 304 bis CP)
	Multa del triplo al quíntuplo del valor de las donaciones o aportaciones
	
  Art. 304 bis 5 CP



	
Delitos contra la Hacienda Pública y la Seguridad Social (  Arts. 305,   306,   307,   307 ter,   308 y   310 CP)
	
• Si para la persona física tiene una pena de prisión >2a y hasta 5a, multa del tanto al doble de la cantidad defraudada o indebidamente obtenida+ Pérdida de la posibilidad de obtener subvenciones y gozar de los beneficios fiscales o de la SS de 3-6a.

• Si para la persona física tiene una pena de prisión >5a, multa del doble al cuádruple de la cantidad defraudada o indebidamente obtenida + Pérdida de la posibilidad de obtener subvenciones y gozar de los beneficios fiscales o de la SS de 3-6a.

• Delitos del   art. 310 CP: multa 6m-1a + Pérdida de la posibilidad de obtener subvenciones y gozar de los beneficios fiscales o de la SS de 3-6a


	
  Art. 310 bis CP



	
Delitos contra los derechos de los ciudadanos extranjeros (  Art. 318 bis CP)
	Multa 2-5a o la del triple al quíntuple del beneficio obtenido, si la cantidad resultante fuese más elevada.
	
  Art. 318 bis 5 CP



	
Delitos de construcción, edificación o urbanización ilegal (  Art. 319 CP)
	Multa 1-3a o, si el beneficio obtenido fuese superior, multa del doble al cuádruple del montante del dicho beneficio
	
  Art. 319.4 CP



	
Delitos contra el medio ambiente (  Arts. 325,   326,   326 bis y   330 CP)
	
• Si el delito para la persona física tiene una pena > 2a de prisión: multa 1-3a o del doble al cuádruple del perjuicio causado cuando la cantidad resultante fuese más elevada.

• En el resto de los casos: multa 6m-2a o del doble al triple del perjuicio causado si la cantidad resultante fuese más elevada.


	
  Art. 328 CP



	
Delitos relativos a la energía nuclear y a las radiaciones ionizantes (  Art. 343 CP)
	Multa 2-5a
	
  Art. 343.3 CP



	
Delitos de riesgo provocado por explosivos (  Art. 348 CP)
	Multa 1-3a, salvo que el perjuicio producido fuera de importe mayor, en cuyo caso la multa será del doble al cuádruple del montante de dicho perjuicio.
	
  Art. 348.3 CP



	
Delitos contra la salud pública en la modalidad de práctica ilícita con medicamentos, productos sanitarios y adulteración de alimentos o de aguas potables (Arts. 359, 360, 361, 362, 362 bis, 362 ter, 362 quinquies, 363, 364 y 365 CP)
	Multa 1-3a, o del doble al quíntuplo del valor de las sustancias y productos, o del beneficio que se hubiera obtenido o podido obtener, aplicándose la cantidad que resulte más elevada.
	
  Art. 366 CP



	
Delitos contra la salud pública en la modalidad de tráfico de drogas (  Art. 368 y   369 CP)
	
• Si el delito para la persona física tiene prevista una pena de prisión >5a: multa 2-5a o del triple al quíntuple del valor de la droga cuando la cantidad resultante fuese más elevada.

• Si el delito para la persona física tiene prevista una pena de prisión >2a e < o = 5a: multa 1-3a o del doble al cuádruple del valor de la droga cuando la cantidad resultante fuese más elevada


	
  Art. 369 bis CP



	
Falsificación de moneda (  Art. 386 CP)
	Multa del triple al décuplo del valor aparente de la moneda
	
  Art. 386.5 CP



	
Falsificación de tarjetas de crédito y débito y cheques de viaje (  Art. 399 bis CP)
	Multa 2-5a
	
  Art. 399 bis 1 CP



	
Cohecho (  Arts. 424 y   427 CP)
	
 • Si el delito para la persona física tiene prevista una pena de prisión > 5a: multa 2-5a, o del triple al quíntuple del beneficio obtenido cuando la cantidad resultante fuese más elevada.

• Si el delito para la persona física tiene prevista una pena de privación de libertad > 2a no incluida en el apartado anterior: multa 1-3a o del doble al cuádruple del beneficio obtenido cuando la cantidad resultante fuese más elevada.

• Si el delito para la persona física tiene prevista una pena no prevista en los dos apartados anteriores: multa de seis meses a dos años, o del doble al triple del beneficio obtenido si la cantidad resultante fuese más elevada


	
  Art. 427 bis CP



	
Tráfico de influencias (  Arts. 429 y   430 CP)
	Multa 6m-2a
	
  Art. 430 CP



	
Nuevo a partir del 13-3-2019

Malversación (  Arts. 432 a   434 CP)


	
• Si el delito cometido por la persona física tiene prevista una pena de prisión >5a: multa 2-5a, o del triple al quíntuple del valor del perjuicio causado o de los bienes o efectos apropiados cuando la cantidad resultante fuese más elevada.

• Si el delito cometido por la persona física tiene prevista una pena > 2a de privación de libertad no incluida en el anterior inciso: multa 1-3a, o del doble al cuádruple del valor del perjuicio causado o de los bienes o efectos apropiados cuando la cantidad resultante fuese más elevada,

• En el resto de los casos: multa 6m-2a, o del doble al triple del valor del perjuicio causado o de los bienes o efectos apropiados si la cantidad resultante fuese más elevada.


	
  Art. 435.5 CP



	
Incitación al odio y a la violencia (  Art. 510 CP)
	Multa 2-5a
	
  Art. 510 bis CP



	
Organizaciones y grupos criminales (  Arts. 570 bis y ter CP)
	Disolución de la asociación o grupo y cualquier pena del   art. 33.7 CP
	
  Art. 570 quater CP



	
Hasta el 12-3-2019

Financiación del terrorismo (  Art. 576 CP)

A partir del 12-3-2019

Delitos de terrorismo (  Arts. 571 a   580 CP)


	
Hasta el 12-3-2019:

• Si el delito para la persona física tiene prevista una pena de prisión > 5a: multa 2-5a.

• Si el delito para la persona física tiene prevista una pena de privación de libertad > 2a no incluida en el apartado anterior: multa 1-3a.

A partir del 13-3-2019:

• Multa 2-5 a, o del doble al cuádruple del perjuicio causado cuando la cantidad resultante fuese más elevada: si el delito cometido por la persona física tiene prevista una pena >2 a de privación de libertad.

• Multa 6m-2 a, o del doble al triple del perjuicio causado si la cantidad resultante fuese más elevada: en el resto de los casos.


	
Hasta el 12-3-2019

  Art. 576.5 CP

A partir del 13-3-2019:

  Art. 580 bis CP





	Ciertos casos de contrabando (  Art. 2 LO 12/1995, de represión del contrabando)
	
• En todos los casos, multa proporcional del duplo al cuádruplo del valor de los bienes, mercancías, géneros o efectos objeto del contrabando, y prohibición de obtener subvenciones y ayudas públicas para contratar con las AAPP y para gozar de beneficios e incentivos fiscales o de la SS por un plazo de entre 1 y 3 años.

• Adicionalmente, en los supuestos previstos en el   artículo 2.2 LO 12/1995, suspensión por un plazo de entre seis meses y dos años de las actividades de importación, exportación o comercio de la categoría de bienes, mercancías, géneros o efectos objeto del contrabando; en los supuestos previstos en el   artículo 2.3 LO 12/1995, clausura de los locales o establecimientos en los que se realice el comercio de los mismos.


	
  Art. 3.3 LO 12/1995, de represión del contrabando





 
ATENCIÓN De estos delitos, los únicos que pueden cometerse por imprudencia son los siguientes:


	
•  Insolvencias punibles del   art. 259. 3 CP, en relación con el   art. 261 bis CP.

	
•  Blanqueo de capitales del   art. 302. 2 CP.

	
•  Delito medioambiental del   art. 328 CP, en relación con el   art. 331 CP.

	
•  Delitos contra la salud pública conforme prevé el   art. 367 CP, en relación con el   art. 366 CP.

	
•  Financiación del terrorismo del   art. 576. 4 CP, en relación con el   art. 576.5 CP.

	
•  Delitos de contrabando del   art. 2.5 LO 12/1995, de represión del contrabando, en relación con el   art. 2.6 de la LO 12/1995, de represión de contrabando.





 ¿Qué delitos conllevan penas accesorias para personas jurídicas u organizaciones sin personalidad jurídica?

Se trata de delitos, no incluidos en la tabla anterior, para los que el CP prevé para las personas jurídicas (y también para entidades sin personalidad jurídica) unas penas accesorias a la pena que corresponda al autor del delito, y de imposición facultativa por el juez (  art. 129 CP).

Por la comisión de estos delitos no se les aplica el régimen de responsabilidad penal de las personas jurídicas del   art. 31 bis CP, pero sí una pena accesoria que, como tal, depende de que la persona física autora material del delito sea condenada.








	Delito
	Art.que prevé las penas accesorias
	Penas accesorias del   art. 33.7 c) a g) CP




	
Manipulación genética (  Art. 159,   160,   161 CP)
	
  Art. 162 CP
	
· Suspensión de sus actividades por un plazo que no exceda de 5 años.

· Clausura de sus locales y establecimientos por un plazo que no exceda de 5 años.

· Prohibición, temporal por un plazo que no exceda de 5 años o definitiva, de realizar en el futuro las actividades en cuyo ejercicio se haya cometido, favorecido o encubierto el delito.

· Inhabilitación para obtener subvenciones y ayudas públicas, para contratar con el sector público y para gozar de beneficios e incentivos fiscales o de la Seguridad Social, por un plazo que exceda de 15 años.

· Intervención judicial para salvaguardar los derechos de los trabajadores o de los acreedores por el tiempo que se estime necesario, que no exceda de 5 años.

· Prohibición definitiva de llevar a cabo cualquier actividad, aunque sea lícita.





	
Alteración de precios en concurso y subastas públicas (  Art. 262.1 CP)
	
  Art. 262.2 CP



	
Negativa a actuaciones inspectoras(  Art. 294 pfo 1º CP)
	
  Art. 294 CP



	
Delitos contra los derechos de los trabajadores (  Arts. 311,   311 bis,   312,   313,   314,   315,   316,   317 CP)
	
  Art. 318 CP (2) 




	
Falsificación de moneda(  Art. 386 CP)
	
  Art. 386.4 CP



	
Asociación ilícita(  Art. 515 CP)
	
  Art. 520 CP (3) 






 
Recuerde que...


	
•  Las personas jurídicas sólo pueden ser responsables penalmente por los delitos para los que el Código Penal así lo establezca expresamente.

	
•  Se prevé para las personas jurídicas (y también para entidades sin personalidad jurídica) unas penas accesorias a la pena que corresponda al autor del delito, y de imposición facultativa por el juez.

	
•  Ciertos delitos como el blanqueo de capitales o delitos medioambientales, entre otros, pueden ser cometidos por imprudencia.





   




	 (1) 

	
Los jueces y tribunales podrán asimismo imponer las siguientes penas (  art. 33.7 b a g CP ): 

• Disolución de la persona jurídica. 

• Suspensión de sus actividades por un plazo que no podrá exceder de 5 años. 

• Clausura de sus locales y establecimientos por un plazo que no podrá exceder de 5 años. 

• Prohibición de realizar en el futuro las actividades en cuyo ejercicio se haya cometido, favorecido o encubierto el delito. Esta prohibición podrá ser temporal o definitiva. Si fuese temporal, el plazo no podrá exceder de 15 años. 

• Inhabilitación para obtener subvenciones y ayudas públicas, para contratar con el sector público y para gozar de beneficios e incentivos fiscales o de la Seguridad Social, por un plazo que no podrá exceder de 15 años. 

• Intervención judicial para salvaguardar los derechos de los trabajadores o de los acreedores por el tiempo que se estime necesario, que no podrá exceder de 5 años. 

Para ello los jueces atenderán a las reglas establecidas en el   artículo 66 bis CP.



	 Ver Texto 




	 (2) 

	Téngase en cuenta que en la   SAP Castellón 225/2016, de 3 de octubre, rec. 30/2016, la empresa se conforma con una pena de multa por un delito contra los derechos de los trabajadores, aplicándose el   art. 31 bis CP.No obstante, la   STS 121/2017, de 23 de febrero, rec. 1916/2016, concreta que una persona jurídica no puede ser acusada por un delito contra los derechos de los trabajadores a tenor del   art. 31 bis CP, pero sí cabe aplicársele una pena accesoria por la vía del   art. 129 CP. Así lo hace la   SAP Oviedo 406/2017, de 29 de septiembre, rec. 16/2017, que condena a un club de alterne a la suspensión de las actividades y la clausura durante 2 años. La S APPA   9/2017, de 15 de febrero, rec. 40/2016, explica los requisitos que deben cumplirse para que, en base al   art. 318 CP, un administrador o representante de una empresa sea responsable penalmente por un delito contra los derechos de los trabajadores. La   STSJ Madrid 84/2018, de 19 de junio, rec. 107/2018 se pronuncia en este mismo sentido. 


	 Ver Texto 




	 (3) 

	SAN de 9 Marzo de 2017, Rec. 10/2015: Declara la disolución de una empresa como consecuencia accesoria de un delito de asociación ilícita.


	 Ver Texto 












Capítulo III. Clases de sociedades



1-17 Sociedades civiles y mercantiles 



  Según la naturaleza de su objeto social las sociedades pueden ser civiles o mercantiles.

 ATENCIÓN: Se entiende por sociedad civil al contrato de sociedad por el cual dos o más personas se obligan a poner en común dinero, bienes o industria con el fin de repartir entre sí las ganancias.


Las diferencias básicas entre las sociedades civiles y las mercantiles provienen del objeto o actividad económica que realizan y de la regulación a que quedan sometidas.

Los casos típicos de sociedades civiles que funcionan en el tráfico mercantil son las que se dedican a:


	
- Explotaciones agrarias, ganaderas, pesquero y forestal, actividades todas ellas excluidas del Derecho Mercantil. 

	
- Talleres o Sociedades de artesanos.

	
- Algunas sociedades de uso y disfrute y, finalmente, 

	
- Despachos de profesionales. 



Las sociedades que desarrollan o explotan una empresa son mercantiles; las que no se constituyen con esa finalidad u objeto tienen índole civil, sin perjuicio de que en razón de su forma mercantil (colectiva o comanditaria) hayan de quedar sometidas a la regulación mercantil:


	
- Las sociedades civiles se regulan por el Código Civil. 

	
- Las sociedades mercantiles se regulan por el Código de Comercio y disposiciones complementarias. 

	
- Las sociedades civiles con forma mercantil se regulan por el Código de Comercio y disposiciones complementarias siempre que no se opongan a las normas contenidas en el Código Civil. 



Una sociedad cuyo objeto sea la realización de actividades empresariales tiene naturaleza mercantil y, por tanto, queda sujeta a las normas mercantiles,muchas de ellas de carácter imperativo por estar dictadas en interés de terceros o del tráfico.   (Res. DGSJFP 14/7/2020)

 Características

Las sociedades civiles tienen las siguientes características:


	
- Puede haber dos tipos de socios: socios capitalistas y socios industriales. Los primeros son los que aportan bienes y derechos, y los segundos los que realizan para la sociedad una aportación de trabajo o industria. 

	
- El capital está formado por las aportaciones de los socios, tanto en dinero como en bienes o industria. 

	
- No existe capital mínimo legal para su constitución. 

	
- El número mínimo de socios será de dos. 

	
- Las pérdidas y ganancias se reparten entre los socios según lo pactado. A falta de pacto expreso, la parte de cada uno en las ganancias y en las pérdidas es proporcional a su aportación (  art. 1689 CC). 

	
- Podrá tener o no personalidad jurídica propia en función de que sus pactos sean públicos o secretos. 

	
- Cuando los pactos sean secretos se regirán por las disposiciones relativas a la Comunidad de Bienes. 

	
- Pueden revestir todas las formas reconocidas por el Código de Comercio, según el objeto a que se destinen. 

	
- Su extinción procede, entre otras causas, por las siguientes: 
	
a)  Por finalización del plazo del tiempo por el que se fundó. 

	
b)  Por pérdida del bien o terminación del negocio que es objeto de la sociedad 

	
c)  Por muerte e insolvencia de alguno de los socios. 







 Clases de sociedades civiles

Los socios de las sociedades civiles pueden ser:

 Universales

No pueden constituirla las personas a las que les está prohibido otorgarse recíprocamente alguna donación o ventaja.

Si no se determina el tipo, se considera que se trata de sociedad universal de ganancias.

A su vez pueden ser:


	
- De todos los bienes presentes. Es aquella por la cual las partes ponen en común todos los bienes que actualmente les pertenecen, así como las ganancias que adquieran con ellos: 


	
a)  En ella pasan a ser propiedad de todos los socios los bienes que pertenecían a cada uno de ellos y las ganancias que adquieran con ellos. 

	
b)  Además, si se pacta expresamente opera la comunicación recíproca de cualquier otra ganancia. 

	
c)  No pueden comprenderse los bienes que los socios adquieran posteriormente por herencia, legado y donación, pero sí sus frutos. 





	
- De todas las ganancias. Comprende todo lo que adquieran los socios por su industria o trabajo mientras dure la sociedad. 

En este tipo de sociedades los bienes muebles o inmuebles que cada socio posee al tiempo de la celebración: 


	
a)  Continúan siendo de dominio particular. 

	
b)  Sólo pasa a la sociedad el usufructo de los mismos (  arts. 1672 y ss. CC). 







 Particulares

Tienen por objeto únicamente alguno o varios de los siguientes elementos:


	
- Uso de cosas determinadas. 

	
- Desarrollo de una empresa señalada. 

	
- Ejercicio de una profesión o arte. 



 Duración

La sociedad comienza desde el momento mismo de la celebración del contrato y dura:


	
- Por el tiempo convenido. 

	
- A falta de convenio, por el tiempo que dure el negocio que haya servido exclusivamente de objeto a la sociedad, si es que por su naturaleza tiene una duración limitada. 

	
- En cualquier otro caso, durante la vida de los asociados, excepto cuando se dé alguno de los siguientes supuestos: 
	
a)  Extinción de la sociedad por otro motivo. 

	
b)  Pacto por el que se acuerda que, en caso de que muera uno de los socios, continúe la sociedad entre los que le sobrevivan (  art. 1704 CC). 







 Obligaciones de los socios entre sí

Las obligaciones internas asumidas por los socios de una sociedad civil son:


	
1. Realizar las aportaciones que asumieron hacer. Según la aportación prometida se distingue entre socios: 
	
- Capitalistas Son los que se comprometen a aportar bienes o dinero. 


	
a)  Quedan sujetos a la evicción de las cosas determinadas y ciertas aportadas a la sociedad. 

	
b)  Si se trata de dinero, la cuantía que el socio se compromete a aportar genera intereses desde el día en que debió aportarse, sin perjuicio de que además pueda tener que indemnizar por los daños que pueda causar la falta de aportación. 

	
c)  El riesgo de las cosas ciertas y determinadas no fungibles que se aportan a la sociedad para que sólo sean comunes su uso y sus frutos, es del socio propietario. 

	
d)  Si las cosas aportadas son fungibles o no pueden guardarse sin que se deterioren, o si se aportaron para ser vendidas, el riesgo es de la sociedad. 



También es de la sociedad, a falta de pacto especial, la responsabilidad por los bienes aportados con estimación hecha en inventario. En este caso la reclamación se limitará al precio de la tasación. 



	
- Industriales Son los que aportan a la sociedad su trabajo o industria, que a su vez es objeto de la sociedad. 

También, se obligan a aportar las ganancias que obtengan en ese trabajo o industria. 







	
2. Asumir la responsabilidad de daños y perjuicios: 
	
- Todo socio responde de los daños y perjuicios que la sociedad sufra por su culpa. 

	
- Estos daños y perjuicios no puede compensarse con los beneficios que le haya proporcionado con su industria (  art. 1686 CC). 





	
3. La sociedad responde: 
	
- Ante los socios por las cantidades que haya desembolsado por ella, y del interés correspondiente (  art. 1688 CC). También responde por las obligaciones que con buena fe haya contraído para los negocios sociales y por los riesgos inseparables a su dirección. 



	
- Ante terceros, por actos de los socios, cuando concurran los siguientes requisitos (  art. 1697 CC): 
	
a)  Que el socio haya obrado en su carácter de tal por cuenta de la sociedad. 

	
b)  Que tenga poder para obligar a la sociedad en virtud de un mandato expreso o tácito. 

	
c)  Que haya obrado dentro de los límites señalados por su poder o mandato (  art. 1697 CC). 









	
4. Reparto de pérdidas y ganancias: 
	
- Las ganancias y las pérdidas se reparten en conformidad a lo pactado. 

	
- Si sólo se pacta la parte de cada uno en las ganancias, su parte en las pérdidas será igual. 

	
- A falta de pacto, la parte de cada socio en las ganancias y pérdidas debe ser proporcionada a lo que haya aportado, y el socio que sea sólo de industria tendrá una parte igual a la del que menos haya aportado. Si además de su trabajo ha aportado capital, debe recibir también la parte proporcional que le corresponda. 



	
- Si las partes han convenido confiar a un tercero la designación de la parte de cada uno en las pérdidas y ganancias, sólo puede ser impugnada dicha designación cuando sea evidente su falta de equidad. Esta designación no puede ser encomendada a ninguno de los socios. 

En ningún caso puede reclamar el socio que haya empezado a ejecutar la decisión del tercero, o que no la haya impugnado en el plazo de 3 meses contados desde que la conoció. 



	
- Es nulo el pacto que excluye a uno o más socios de toda parte en las ganancias o pérdidas. Sólo el socio industrial puede ser eximido de toda responsabilidad en las pérdidas. 







	
5. Asociarse a terceros. Cada socio puede por sí solo asociarse a un tercero, pero el asociado no ingresa en la sociedad sin el consentimiento unánime de todos los socios, aunque el socio asociado sea el administrador (  art. 1696 CC). 





 Administración

La administración de las sociedades civiles puede organizarse de distintas maneras. Así:


	
- Puede ser unipersonal: 
	
a)  Si el socio administrador es nombrado en el contrato social, puede ejercer todos los actos administrativos a pesar de la oposición de sus compañeros, salvo que proceda de mala fe. El poder en este caso es irrevocable sin causa legítima. 



	
b)  Si el poder es otorgado después del contrato sin que en éste se hubiese acordado conferirlo, puede revocarse en cualquier momento. 





	
- Puede ser administración solidaria:  
	
- Si dos o más socios son encargados de la administración social sin determinarse sus funciones o sin expresarse que no pueden obrar los unos sin el consentimiento de los otros: 
	
a)  Cada uno puede ejercer todos los actos de administración separadamente. 

	
b)  Cualquiera de ellos puede oponerse a las operaciones del otro antes de que éstas produzcan su efecto legal (  art. 1693 CC). 





	
- Puede ser administración mancomunada: Se estipula que los socios administradores no pueden actuar los unos sin el consentimiento de los otros: 


	
- Se necesita el concurso de todos para la validez de los actos. 

	
- No puede alegarse la ausencia o imposibilidad de alguno de ellos, salvo que haya peligro inminente de un daño grave o irreparable para la sociedad. 











En ausencia de pacto sobre la modalidad de administración de la sociedad, se aplican las siguientes reglas: 


	
- Todos los socios se consideran apoderados de la sociedad, de modo que lo que cualquiera de ellos haga por sí solo obliga a la sociedad, pero cada uno puede oponerse a las operaciones de los demás antes de que produzcan efecto legal. 

	
- Cada socio puede servirse de las cosas que componen el fondo social según la costumbre de la tierra, siempre que no lo haga contra el interés de la sociedad o de modo que impida el uso a que tienen derecho sus compañeros. 

	
- Todo socio puede obligar a los demás a costear con él los gastos necesarios para la conservación de las cosas comunes. 

	
- Ninguno de los socios puede, sin consentimiento de los otros, introducir novedad en los bienes inmuebles sociales, aunque alegue que es útil a la sociedad (  art. 1695 CC). 



 Obligaciones de los socios con terceros

Los socios no quedan obligados solidariamente respecto de las deudas de la sociedad.

El que los socios no queden obligados solidariamente respecto de las deudas de la sociedad no quiere decir que los socios no respondan de dichas deudas (especialmente, cuando la sociedad carece de solvencia o no atiende pagos de la misma), sino que los socios quedan obligados (dado que en este tipo de sociedades civiles la responsabilidad no queda limitada, como ocurre en las mercantiles anónimas y de responsabilidad limitada). Agotado el patrimonio social responden los socios con el suyo propio en los términos que determina el   artículo 1911 CC, si bien en forma mancomunada simple; es decir, en proporción a sus respectivas cuotas sociales pactadas o legales (SAP Teruel, 21-12-98) .

 ATENCIÓN: Ningún socio puede obligar a los otros por un acto personal, si no le ha sido conferido poder para ello.


La sociedad no queda obligada respecto a terceros por actos que un socio haya realizado en su propio nombre o sin poder de la sociedad para ejecutarlo, pero queda obligada para con el socio cuando dichos actos hayan redundado en provecho de ella.

Los acreedores de la sociedad son preferentes a los de cada socio sobre los bienes sociales.

Sin perjuicio de este derecho, los acreedores particulares de cada socio pueden pedir el embargo y remate de la parte de éste en el fondo social.

 Extinción de la sociedad

Las causas de disolución de la sociedad civil son las siguientes:


	
- La expiración del tiempo para el que se constituyó. No obstante, la sociedad constituida por tiempo determinado puede prorrogarse por consentimiento de todos los socios: 


	
a)  El consentimiento puede ser expreso o tácito, y se justifica por los medios ordinarios. 

	
b)  Si la prórroga se produce una vez expirado el término, se entiende que se constituye una nueva sociedad. 

	
c)  Si se prorroga antes de expirado el término, continúa la sociedad primitiva. 





	
- La pérdida del bien o término del negocio que le servía de objeto. 

	
- La muerte, insolvencia, incapacitación o declaración de prodigalidad de cualquiera de los socios, o el embargo de los bienes sociales a causa de las deudas de los socios. Es válido el pacto de que, en caso de morir uno de los socios, continúe la sociedad entre los que le sobrevivan. En este caso: 


	
a)  El heredero del fallecido sólo tiene derecho a que se haga la partición, fijándola en el día de la muerte del causante. 

	
b)  No participa de los derechos y obligaciones ulteriores salvo cuando sean consecuencia necesaria de lo hecho antes de ese día. Puede pactarse que la sociedad deba continuar con el heredero. 







	
- La voluntad de cualquiera de los socios, según las siguientes reglas: 
	
a)  La disolución de la sociedad por voluntad o renuncia de uno de los socios sólo tiene lugar cuando no se ha señalado término para su duración o no resulta éste de la naturaleza del negocio. 

	
b)  Para que la renuncia surta efecto debe ser hecha de buena fe y debe ponerse en conocimiento de los otros socios. Es de mala fe cuando el que la hace se propone apropiarse para sí solo del provecho que debía ser común y, en tal caso, el renunciante no se libra para con sus socios, y éstos tienen facultad para excluirle de la sociedad. 

Se reputa hecha en tiempo inoportuno cuando no hallándose las cosas íntegras, la sociedad está interesada en que se dilate su disolución. En tal caso la sociedad continúa hasta la terminación de los negocios pendientes. 



	 Los socios no pueden reclamar la disolución de la sociedad cuando haya sido constituida por tiempo determinado, salvo cuando medie justa causa, como por ejemplo que uno de los compañeros falte a sus obligaciones, la inhabilitación para los negocios sociales, o similares, a juicio de los Tribunales. 





	
- La pérdida de cosa específica que un socio había prometido aportar a la sociedad, cuando dicha cosa perece antes de efectuarse su entrega. También se disuelve la sociedad en todo caso por la pérdida de la cosa cuando el socio se reserva su propiedad y aporta sólo su uso o goce. 

No se disuelve por pérdida de la cosa cuando ésta ocurre después de que la sociedad ha adquirido su propiedad. 



	
- La violación del derecho de marca. Si en sentencia por violación del derecho de marca se impone el cambio de denominación social y éste no se efectúa en el plazo de un año, la sociedad queda disuelta de pleno derecho, procediendo el Registrador Mercantil, de oficio, a practicar la cancelación, y sin perjuicio de las indemnizaciones coercitivas que, en su caso, puedan imponerse (  DA 17 L 17/2001, de Marcas). 












1-18 Sociedades mercantiles personalistas y capitalistas 


  Según el régimen de responsabilidad establecido entre los socios y la sociedad, las sociedades mercantiles pueden ser personalistas o capitalistas. 

 
ATENCIÓN: Las sociedades personalistas son las que no limitan la responsabilidad de los socios. En otras palabras, son aquellas sociedades en las que todos los socios o parte de ellos responden personal, ilimitada y solidariamente por las deudas sociales, aunque siempre de forma subsidiaria a la sociedad. Las sociedades personalista pueden ser colectivas o comanditarias simples. 

 Las sociedades capitalistas son las que limitan la responsabilidad de los socios por las deudas sociales. Esto es, los socios responden por las deudas sociales únicamente hasta el límite de las aportaciones realizadas. Las sociedades capitalistas por antonomasia son las anónimas y las de responsabilidad limitada.



 Colectiva

La sociedad colectiva se funda sobre los vínculos de mutua confianza entre los asociados. Sus socios, cuya cualidad es intransmisible, responden personal, solidaria e ilimitadamente por las deudas de la sociedad contraídas como consecuencia de la explotación de su actividad y tienen derecho a intervenir en la gestión, dirección o administración de la empresa.

La sociedad colectiva es apropiada para desarrollar pequeñas empresas, en las que es necesaria la intervención personal de los socios, su experiencia y su crédito comercial.

(Ver   comentario relacionado y ss.)

 Comanditaria

La sociedad comanditaria se caracteriza porque junto a los socios colectivos (subsidiariamente responsables con todo su patrimonio) hay otros socios (los comanditarios) que sólo responden por las deudas sociales hasta el límite de sus respectivas aportaciones, es decir, con el importe de los fondos que pusieron o se obligaron a poner en la sociedad.

La sociedad comanditaria puede ser simple o por acciones según que el capital comanditario esté o no dividido en este tipo de títulos.

La sociedad comanditaria sirve para realizar negocios ideados por personas, que teniendo capacidad personal y espíritu comercial, carecen del capital necesario por lo que buscan socios capitalistas que se abstengan de intervenir en la marcha de la empresa a cambio de asumir un riesgo limitado a la cuantía de su aportación.

(Ver   comentario relacionado y ss. y   comentario relacionado y ss.).

 Limitada

La sociedad de responsabilidad limitada, es un tipo de sociedad intermedia entre las personalistas y la anónima. Tiene el capital dividido en participaciones que no pueden incorporarse a títulos negociables ni denominarse acciones. Estas participaciones suponen el límite de la responsabilidad del socio por las deudas sociales.

Los socios, por el hecho de serlo, no tienen derecho a asumir o participar en la dirección o gestión social más que cuando sean elegidos para ello.

La sociedad de responsabilidad limitada es la forma más apta y apropiada para pequeñas empresas en las que los socios desean correr un riesgo limitado y determinado de antemano.

(Ver   comentario relacionado y ss.).

 Anónima

La sociedad anónima, prototipo de sociedad capitalista, se caracteriza por tener su capital dividido en acciones, el cual se integra a su vez por las aportaciones de los socios. Éstos no responden de las deudas sociales, quedando limitada su responsabilidad al desembolso del importe de las acciones suscritas. La cualidad de socio es transmisible.

La gestión de la sociedad anónima no corresponde necesariamente a los socios por el hecho de serlo. Pueden ostentarla si son elegidos para ello o pueden delegarla a un tercero.

La sociedad anónima es apropiada para la explotación de empresas mercantiles o industriales dotadas de grandes aportaciones de capital obtenidas generalmente del ahorro privado, mediante la libre y pública suscripción de acciones.

(Ver   comentario relacionado y ss.).

Cuadro comparativo de sociedades mercantiles










	Sociedad
	Colectiva
	Comanditaria
	Limitada
	Anónima




	Normativa Aplicable
	C de C (  arts.125 a 144)
	
C de C (  arts. 145 a 150)

Ley de Sociedades de Capital, Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio


	Ley de Sociedades de Capital, Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio  

	Ley de Sociedades de Capital,   Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio




	Naturaleza
	Personalista
	Personalista y capitalista
	Capitalista
	Capitalista



	Número mínimo de socios
	2
	2
	2 o unipersonal
	3 unipersonal



	Número máximo de socios
	  

	  

	  

	  




	Transmisión de la cualidad de socio
	Intransmisible sin consentimiento de los demás socios
	
Socio colectivo y socio comanditario simple: intransmisible sin consentimiento de los demás socios.

Socio comanditario por acciones: libre transmisión salvo restricciones estatutarias  


	Transmisión limitada derecho de preferencia
	Libre transmisión salvo restricciones estatutarias



	Responsabilidad frente a terceros
	Ilimitada
	
Socios colectivos: ilimitada. Socios

comanditarios: limitada en sociedad comanditaria por acciones  


	Limitada
	Limitada



	Adopción de acuerdos
	Mancomunadamente
	Mancomunadamente entre socios colectivos
	Mayorías
	Mayorías



	Órganos
	Socios administradores
	Socios administradores
	Junta general y Administradores
	Junta general, administradores, consejo y auditores



	Capital mínimo
	  

	60.000 euros
	3.000 euros
	60.000 euros












1-19 Sociedades preconstituidas o inactivas 


  Una empresa preconstituida es aquella que se funda con el fin de mantenerla sin actividad hasta que se proceda a su venta a terceros. Se trata de una sociedad que nunca ha entrado en acción. Esto es lo que principalmente la diferencia de la sociedad inactiva.

A pesar de que es recomendable y necesario presentar en el Registro Mercantil una escritura de modificación de datos (quienes son los nuevos Socios, nuevo Órgano de Administración, domicilio, objeto, denominación etc.) en principio, con estas empresas se puede empezar a operar desde el momento de su adquisición, previa comunicación a la Agencia Tributaria del inicio de actividad. Suelen tener un CIF definitivo, cuenta bancaria abierta, aunque tenga saldo cero y una denominación que  quizás no se ajuste al objeto social que se quiera desarrollar, pero que es válida para operar desde el minuto cero.

Los pasos a seguir para comprar y modificar la denominación, objeto, domicilio, órgano de administración u otro contenido estatutario de una sociedad preconstituida son los siguientes:

Obviamente, lo primero que tendrá que hacer es contactar con personas y empresas dedicadas a la compraventa de Sociedades y decidir qué denominación y forma jurídica quiere adquirir del listado que le oferten.

Posteriormente, deberá acudir a un Notario para formalizar:

• La transmisión de las participaciones o acciones a los nuevos propietarios;

• El cese y nombramiento del nuevo Órgano de Administración;

• El traslado del domicilio social, cuando no coincida con la localización donde se vaya a desarrollar la nueva actividad.

• El cambio de denominación y objeto social: cuando no se ajuste a lo que se necesite, por ejemplo porque tenga una marca registrada.

Finalmente, deberá acudir al Registro Mercantil para inscribir la nueva escritura y presentar ante la Agencia Tributaria el Modelo 036 comunicando el inicio de actividad y las variaciones que se han producido respecto a la Sociedad original.

No olvide, que comprar una sociedad preconstituida puede ser un poco más caro que montarla por Ud. mismo, ya que existe un negocio de gente que realiza este tipo de gestiones para ganar dinero. Aproximadamente por 1.500€ puedes tener una Sociedad en funcionamiento en menos de 24 horas.

Sociedades inactivas

Las sociedades inactivas son aquellas entidades que paralizan su actividad pero sin llegar al punto de disolverse a la espera de ser reactivadas o liquidadas por completo.

Dejar una sociedad inactiva es muy fácil, simplemente, se trata de entregar el modelo 036 en la Agencia tributaria en el plazo de un mes desde la fecha de cese marcando la casilla 140 “Dejar de ejercer todas las actividades empresariales y/o profesionales (personas jurídicas y entidades, sin liquidación. Entidades inactivas)”. Y la casilla 141 con la fecha en la que efectivamente cese la actividad

El empresario deja a la empresa " en pausa" y se ahorra el coste inherente a la disolución de la sociedad y el sobrevenido por su posterior constitución, en caso de que se quiera reanudar su funcionamiento.

Aun así no todos son ventajas, no olvide que aunque carentes de actividad estas empresas no están exentas de cumplir con sus obligaciones mercantiles y fiscales No presentar el Impuesto sobre Sociedades, no depositar las Cuentas en el Registro o no disolver la sociedad dejándola inactiva “sine die” puede acarrear importantes sanciones económicas.

Ventajas

Comprar una sociedad inactiva o preconstituida tiene una serie de ventajas, por lo que resulta a veces más conveniente que crearla. Por un lado, al comprar una empresa, no necesitará desembolsar el capital social, ni tendrá que afrontar la vorágine burocrática que supone su constitución desde cero.

Otro de los puntos a favor es que, al ser una sociedad ya creada, está adquiriendo una empresa con antigüedad. Por tanto, si hubiera ayudas o subvenciones que pusieran como requisitos un mínimo de antigüedad, su sociedad estaría en condiciones de obtenerlas, mientras que si la crea desde cero, será una sociedad completamente nueva.

Comprar una sociedad inactiva supone también que el comprador no tendrá la obligación de inscribirse en el Registro Mercantil. Sólo se produce una compra-venta de las participaciones. De esta forma no se sabe quién está detrás de estas empresas.

Inconvenientes

Como hemos comentado con anterioridad, una nueva sociedad nace libre de cualquier deuda o riesgo de contingencias fiscales por impuestos no declarados o posibles demandas de empleados, proveedores, clientes o usuarios. Sin embargo, comprar una sociedad inactiva tiene sus peligros. Uno de ellos es que el comprador podría tener responsabilidad por lo realizado u omitido, en la sociedad con anterioridad a su compra.

Realizar este tipo de operaciones solo es aconsejable si se conoce con suficiente claridad la inexistencia de estas deudas o contingencias, lo que requiere o bien que se haga due dilligence o que se tenga total confianza en sus anteriores dueños. Un simple compromiso de cubrir tales deudas en caso de que aparezcan, no es suficiente.

Todo ello, sin olvidar que la Administración tiene en el punto de mira las sociedades inactivas y anuncia que  se van a implementar determinadas medidas con la finalidad de depurar los censos de forma que, solo las sociedades que realmente intervengan en el mundo comercial o económico, mantengan su plena vida jurídico-fiscal. A título de ejemplo, la   resolución 11/1/2019 de la Dirección General de la Agencia Estatal de la Administración Tributaria, que prevé:

1. “El cierre de la página del Registro Mercantil de la sociedad. Lo que implica el incumplimiento de ciertas obligaciones registrales y una sanción que deriva del incumplimiento reiterado de obligaciones fiscales que determinan, previamente, la baja en el Índice de Entidades.

2. Revocación del NIF que impide la continuidad de la vida fiscal de la sociedad misma”.








1-20 La Ley de Sociedades de Capital servicio de la Sucesión en la Empresa Familiar


  Todo creador de una empresa espera que sus vástagos tomen el relevo generacional y continúen con el negocio familiar dando continuidad a los valores y a la filosofía de la empresa. Pero llevar a cabo este cambio no es fácil. Para que la sucesión sea tranquila y exitosa conviene planificarla con cuidado.

El origen de los conflictos es común, suelen producirse por la ausencia de una adecuada planificación del relevo generacional, motivada, entre otras causas, por la propia naturaleza humana de los componentes de la familia, por la imposibilidad de perpetuar un proyecto empresarial más allá del fundador, por la ausencia de reflexión a la hora de plantear el proceso, por el miedo a enfrentarse con la realidad familiar y, por tanto, a transmitir en vida las decisiones adoptadas por el fundador sobre la sucesión, etc.

Según las estadísticas, al menos el 70% de las empresas familiares españolas no superan el relevo generacional y solamente el 15% alcanza el segundo cambio de generación. Y es que el tránsito de la empresa familiar a la siguiente generación es un proceso complejo que requiere de la adecuada coordinación de todo un conjunto de instrumentos jurídicos (Protocolo Familiar, Testamento, Capitulaciones Matrimoniales, Estatutos Sociales y Pacto de Socios). Por ello, la planificación de la sucesión precisa, entre otras muchas consideraciones, conocer y aplicar los instrumentos que la normativa vigente pone a disposición del transmisor. En otras palabras, aunque diciendo lo mismo…que, si la empresa familiar sometida a relevo es, por ejemplo, una sociedad de responsabilidad limitada, hay muchas formas de hacer progresivamente esta sucesión, para lograr que sea el responsable de la empresa el que decida a qué ritmo irá delegando la dirección de la misma, en función de sus necesidades económicas, certezas e incertidumbres.

Antes de iniciar cualquier tipo de discurso legal sobre el coctel de posibilidades aplicables al concepto de sucesión en la empresa familiar, creo menester dejar claro, el supuesto de hecho del que parto. Se trata de empresas nacidas del esfuerzo, conocimiento y trabajo de uno de los progenitores y por tanto, con un, más que evidente, vínculo, razón o sentimiento de propiedad.

Dicho progenitor es el que controla, el que conoce el negocio y sin el cual simplemente la sociedad no tiene ninguna posibilidad real de seguir actuando. Es el que tiene la responsabilidad de transmitir la empresa a sus vástagos. Es el que duda, con o sin razón, sobre la capacidad de sus descendientes. Es, en definitiva, el que trata de controlar el traspaso generacional.

¿Cómo transmitir la empresa familiar a mis hijos?, ¿subsistirá la empresa? ¿Estarán preparados mis descendientes? ¿Por qué tengo que desaparecer yo, si aún estoy vivo y puedo ser útil? ¿Cómo puedo seguir teniendo el control de mi empresa pese a haberme quitado de en medio? Son estas y no otras, las interrogantes que pretendemos resolver mediante la utilización de las numerosas posibilidades legales que la vigente   Ley de Sociedades de Capital, aprobada por el Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, en adelante LSC, pone a nuestro alcance. Empecemos...

 Participaciones sociales sin derecho de voto

El artículo 98 del LSC establece que las sociedades de responsabilidad limitada podrán crear participaciones sociales sin derecho a voto por un importe nominal no superior a la mitad del capital.

Esta vía, que si bien es cierto, ha sido objeto de escasa utilidad en el ámbito de las sociedades de responsabilidad limitada, ofrece un gran interés de cara a dosificar la sucesión de la empresa familiar

La creación de este tipo de participaciones puede cumplir un doble objetivo, según los casos en que se estructure la futura titularidad de la empresa:

Por un lado y para los supuestos en que sean los hijos los llamados a suceder al fundador este instrumento legal, por llamarlo de alguna forma, nos permite convertir a los herederos en socios, o participes con derecho a cobrar dividendos (incluso preferentes), a asistir a las Juntas, a obtener información sobre la marcha de la empresa, de forma que, paulatinamente puedan ir aprendiendo y conociendo el tráfico diario del negocio, pero nada más…. Al carecer del derecho de voto no podrán, en la mayoría de los casos, salvo lesión directa a sus intereses, nombrar o destituir al órgano de administración, ni votar en acuerdos sociales de ningún tipo, sean trascendentes o no.

Por otro lado, este tipo de participaciones sin voto también ofrece cierta protección frente a una eventual ruptura del nexo conyugal, véase separación, divorcio o nulidad matrimonial, cuando es el cónyuge no fundador, el llamado a suceder al "páter familias".

La verdadera utilidad de emitir participaciones sin derecho de voto se observa cuando nos situamos del lado del socio que cede el testigo, ya que este "remedio legal" le perpetuará en el efectivo control de las sociedad, al reservar para sí la legitimación única y exclusiva del voto y con ello el control de la Junta General para nombrar administradores, acordar dividendos, autorizar la venta de participaciones sociales y aprobar las cuentas anuales. Sin olvidar tampoco, la posible labor didáctica que esta aproximación al negocio supone para sucesores poco habituados en las lides de la empresa familiar. De esta forma, usted fundador, podrá introducir poco a poco a los miembros de su familia en la empresa enseñándoles a participar en ella.

No olvide que las participaciones sin voto pueden crearse al constituir la sociedad, pero también con posterioridad, por medio de aumentos de capital planificados con rigor.

 Régimen de prestaciones accesorias

El uso de prestaciones accesorias también puede ser utilizado como salvavidas del fundador omnipresente, del padre "de familia y de empresa" que considera imprescindible su control y colaboración para garantizar la estabilidad de la economía empresarial y familiar. Se trata de casos en los que el know how del creador del negocio, su talento, trabajo, experiencia y buen hacer resultan imprescindibles para la continuidad del negocio.

Las prestaciones accesorias vienen a ser regulaciones previstas en los estatutos de la sociedad que someten la permanencia o incorporación, en su caso, de los socios en la empresa a un comportamiento concreto de "dar, hacer o no hacer", de modo que en caso de incumplimiento grave de las mismas se podría excluir al socio de la entidad e incluso exigirle una indemnización por daños.

Las prestaciones accesorias se regulan en el artículo 86 y siguientes del LSC y pueden servir para:


	
–  Regular cómo articular la relación de uno o varios socios en función de lo que aporte cada uno a la empresa;

	
–  Ejercer una coerción para que la vinculación entre proyecto y el socio sea realista y comprometida, al poder prever cláusulas indemnizatorias en caso de incumplimiento.



Dentro de los tipos que podemos encontrar, partimos de la clásica trilogía de las obligaciones; dar, hacer o no hacer:


	
–  Dar: Consisten en la entrega de algún tipo de bien sea en dinero o en especie. Generalmente compromisos para realizar determinadas aportaciones patrimoniales a la empresa bien sean materiales o de otra clase como signos distintivos, patentes o Know How.

	
–  Hacer: Implican que para ser socio hay que ejercer una responsabilidad, una función o cargo específico, bien, desarrollar tareas, continuadas o esporádicas, y en general comportamientos que puedan resultar estratégicos para la entidad.

	
–  No hacer: Conllevan obligar al socio a mantener una conducta inactiva. Por ejemplo, no incurrir en responsabilidad penal o no hacer, en relación a los administradores, competencia a la empresa en el mismo sector de actividad.



Resumiendo sus principales características, para no alargar el discurso legal, podemos decir que las prestaciones accesorias:


	
–  Se pueden pactar en cualquier momento.

	
–  Suelen estar sometidas a cláusulas penales.

	
–  Pueden ser retribuidas o no.

	
–  Se imponen en relación a uno, alguno o todos los socios.

	
–  Las participaciones que las ostentan solo pueden transmitirse con autorización de la sociedad.

	
–  Se modifican con las mismas mayorías que las exigidas para la modificación de estatutos.



A título de ejemplo reproducimos a continuación una cláusula estatutaria que además de ilustrativa y clarificadora, bien podrían servirle de guía para la correcta aplicación de este recurso legal. Así, cuando exista un único fundador y el desempeño de las prestaciones accesorias sea gratuito, la redacción podría ser la siguiente:

"El socio fundador Don …………………., por su conocimiento y experiencia en el manejo de la empresa y del mercado estará obligado a llevar a cabo una prestación accesoria basada en la colaboración, asesoramiento y consultoría integral del órgano administración de la sociedad sobre cualquier asunto de interés para la misma. Este servicio tendrá carácter personalísimo e intransferible, no estando sujeto a tiempo ni horario específico y será llevado a cabo con respeto a los principios de buena fe, diligencia y secreto profesional. Esta prestación accesoria será gratuita y no dará opción a contraprestación económica pero sí generará a favor de su titular un derecho a voto cualificado en los términos que se determinen estatutariamente, siempre y cuando no medie incumplimiento grave o reiterado salvo enfermedad o circunstancia que impidan su ejecución." ("Cómo transmitir la empresa familiar a mis hijos"   www.notariofranciscorosales.com)

Como es evidente tras la lectura de la cláusula propuesta el progenitor se convierte mediante esta fórmula, en la persona que realmente controla la empresa con un derecho de veto que puede ser esencial tanto para la buena marcha de la sociedad como la de la propia familia.

 Usufructo de participaciones sociales

Para nadie es un secreto que sobre la participación como parte alícuota de la cifra del capital social, expresión de la condición de socio y título-valor negociable, se pueden constituir ciertos derechos limitados (usufructo, prenda, etc.) que permitan facilitar y, sobre todo, controlar la sucesión de la empresa familiar.

En este sentido, destacamos las prestaciones, que, por llamarlas de alguna manera, nos brinda uno de estos derechos: El usufructo

En caso de usufructo de participaciones sociales en sociedades de responsabilidad limitada, o de acciones en sociedades anónimas o comanditarias por acciones, la cualidad de socio reside en el nudo propietario (sucesor), correspondiendo al usufructuario (progenitor) la percepción de los dividendos acordados por la empresa durante el usufructo (LSC art. 127.1.párrafo primero).

La cualidad de socio comporta el ejercicio de todos los derechos sociales, excepción hecha de la percepción de los dividendos sociales: asistencia a juntas, participación en las ampliaciones de capital, acuerdos sobre fusión o absorción de sociedades, emisión de obligaciones, etc. El usufructuario está obligado a facilitar al nudo propietario el ejercicio de estos derechos (LSC art. 127.1. párrafo segundo).

Ahora bien, la propia ley permite que en los estatutos de la sociedad se disponga lo contrario, es decir, que sea el usufructuario (progenitor) el que reúna la cualidad de socio. No olvidemos que es el propio Código de Comercio el que dispone que la constitución del usufructo sobre participaciones se debe proceder de acuerdo con lo establecido en el derecho común, a tenor de lo cual éste puede constituirse por ley, por voluntad de los particulares, expresada en actos inter vivos o mortis causa y por prescripción.

Si no se recurre a la inversión de atribuciones y derechos descrita la figura del fundador quedaría a merced de las decisiones del sucesor. Por ejemplo los hijos podrán reducir e incluso eliminar los ingresos del progenitor al acordar en junta la no distribución de dividendos y la aplicación del beneficio de la sociedad a reservas voluntarias, o también, nombrar y destituir administradores, modificar el régimen de retribución de los mismos etc.

 Régimen de transmisión de participaciones sociales

Partiendo del hecho de que las combinaciones pueden ser infinitas, como infinitas son las formas de transmisión de las participaciones sociales y los distintos tipos de familia, distinguiremos fundamentalmente entre la transmisión voluntaria y la forzosa.

En todo caso, insisto, no debemos olvidar la vinculación que en este tipo de empresas existe entre "negocio y familia" de forma que lo más probable y quizás inevitable será que la marcha de la sociedad influirá en la de familia y la marcha de la familia influirá en la de la sociedad. El tema no es baladí, como tampoco lo es recordar la carga emocional que envuelve a este tipo de empresas en la que cualquier conflicto entre los miembros del matrimonio o pareja, cualquier fricción entre estos y sus descendientes, o cualquier problema con las parejas de dichos descendientes adquiere dimensiones graves que pueden derivar, si no media remedio a tiempo, en la disolución o liquidación de la sociedad.

Para ponernos en situación debemos saber que la transmisión de participaciones está regulada en LSC. El artículo 106 de la mencionada norma establece que la transmisión de las participaciones sociales, así como la constitución del derecho real de prenda sobre las mismas, deberán constar en documento público. El adquirente de las participaciones sociales podrá ejercer los derechos de socio frente a la sociedad desde que ésta tenga conocimiento de la transmisión o constitución del gravamen.

Se distinguen tres regímenes de transmisión:


	
–  Transmisión voluntaria inter vivos: salvo disposición contraria de los estatutos, será libre la transmisión voluntaria de participaciones por actos inter vivos entre socios, así como la realizada en favor del cónyuge, ascendiente o descendiente del socio o en favor de sociedades pertenecientes al mismo grupo que la transmitente. En los demás casos, la transmisión estará sometida a las reglas y limitaciones que establezcan los estatutos y, en su defecto a las establecidas en la ley.

	
–  Transmisión forzosa: el embargo de participaciones sociales, en cualquier procedimiento de apremio, deberá ser notificado inmediatamente a la sociedad por el juez o autoridad administrativa que lo haya decretado, haciendo constar la identidad del embargante así como las participaciones embargadas.

	
–  Transmisión mortis causa: la adquisición de alguna participación social por sucesión hereditaria confiere al heredero o legatario la condición de socio.



Pero vayamos al tema que nos ocupa, cuando la transmisión se efectúa entre socios fundadores, bien entre cónyuges o a descendientes no hay problema de ningún tipo. La crispación puede aparecer desde mi humilde punto de vista cuando el traspaso de participaciones se efectúa de socios fundadores a otros que no lo son. Son en estos casos donde la "libertad" establecida en el articulado del TRLSC resulta cuanto menos peligrosa

«Art. 107.1 Salvo disposición contraria de los estatutos, será libre la transmisión voluntaria de participaciones por actos inter vivos entre socios, así como la realizada en favor del cónyuge, ascendiente o descendiente del socio o en favor de sociedades pertenecientes al mismo grupo que la transmitente. En los demás casos, la transmisión está sometida a las reglas y limitaciones que establezcan los estatutos y, en su defecto, las establecidas en esta ley.»


Resulta evidente que, la normativa legal deja abierta la puerta , (a menos que la cerremos recurriendo a clausulas estatutarias en contrario) a infinidad de supuestos de hecho que pueden resultar incómodos e incluso fatales para la empresa familiar No hace falta mucha imaginación para pensar la grave crisis que se plantearía en la sociedad si entra un yerno, nuera o cuñado poco apreciado en la familia, por no hablar de qué pasaría si un matrimonio constituye una sociedad, se divorcia, y luego ambos contraen nuevas nupcias o incluso también en los casos de descendientes de segundo y tercer grado.

Por ello es recomendable, que estas transmisiones a socios no fundadores generen siempre un derecho de adquisición preferente a favor de los fundadores. Cuando menos es recomendable pactar en estatutos el régimen de notificaciones y derechos de adquisición preferente del art 107.2 del LSC (que por otra parte es una norma dispositiva), y por tanto cabe pactar, ampliar y en definitiva, adaptar la normativa a nuestro interés particular.

Recuerde además, que más vale prevenir que lamentar y para ello tiene a su alcance el recurso de unas capitulaciones matrimoniales para el caso de crisis conyugal (al amparo del   art 1406.2 CC), el recurso de la redacción de un testamento (para transmisiones mortis causa), el recurso de otorgar unos poderes sean generales de la sociedad, generales entre socios o preventivos para adaptar la sociedad a las necesidades concretas de la familia

Respecto a la transmisión forzosa de participaciones tan solo apuntar que en caso de ejecución de un embargo o transmisión forzosa de participaciones sin voto, conviene proceder a la transformación automática de las mismas a participaciones con derecho de voto para evitar la entrada de extraños en el gobierno y control efectivo de la sociedad.

 Régimen de gobierno y administración de la sociedad

En la empresa familiar estructurada en forma de sociedad mercantil es necesario distinguir entre los órganos de la propiedad (consejo de familia) y los órganos de gestión o administración. Los órganos de la propiedad familiar están regulados en el protocolo familiar exclusivamente, mientras que los órganos de administración y gestión de la sociedad mercantil deben estar tanto en el protocolo como en los estatutos sociales.

En relación a los órganos de gobierno la empresa/sociedad familiar destacamos los beneficios de recurrir a la figura del Consejo de administración ya que:


	
–  Es una forma de hacer partícipe a los miembros de la familia en la gestión social,

	
–  Facilita el inicio en labores de dirección a familiares de segunda o ulterior generación, bajo el control y la experiencia de otros miembros de la familia.

	
–  Aglutina los intereses de las distintas ramas familiares.

	
–  Permite incorporar al órgano de gobierno a socios propietarios que quizás no quieren o no están capacitados para participar en la dirección y gestión de la empresa.

	
–  Ofrece la posibilidad de incluir a consejeros independientes que además de formular su opinión "imparcial" en el órgano de administración pueden actuar a modo de árbitros entre los consejeros familiares.



La utilización del consejo de administración en las empresas familiares durante la primera generación, no es frecuente y, en ocasiones, aun cuando existe formalmente no desarrolla su actividad en la práctica.

En definitiva, la utilidad del consejo de administración, incluso en el caso de la primera generación, tiene como ventaja fundamental permitir que algunos familiares puedan empezar a aprender la dirección empresarial en una escuela viva y real.

Y para terminar….

 Algunas ideas con referencia a los grupos de sociedades de carácter familiar.

El grupo de sociedades de carácter familiar, entendiendo como tal el integrado por varias sociedades bajo el principio de subordinación (en la que se someten a una dirección única llevada a cabo por una de ellas), tiene indudables ventajas ya que permite diversificar en distintas sociedades las actividades empresariales del grupo familiar; poder acogerse a los beneficios de una tributación consolidada de grupo; participar con socios extraños al círculo familiar en alguna sociedad concreta sin perder el carácter de sociedad familiar cerrada, etc.

La sociedad familiar de tipo holding patrimonial aparece como un instrumento idóneo para el crecimiento del grupo empresarial familiar por las siguientes razones:


	
a)  Ventajas fiscales que se pueden obtener.

	
b)  Posibilidad de operaciones de reestructuración del grupo empresarial mediante fusiones, escisiones, canjes y aportaciones no dinerarias con neutralidad fiscal.

	
c)  La sociedad holding es un instrumento racionalmente útil para la coordinación, financiación y prestación de servicios para todo el grupo de sociedades. Si bien, para este último aspecto de la prestación de servicios al grupo de sociedades, destaca con mayores ventajas la figura de la agrupación de interés económico.

	
d)  Permite utilizar en los órganos de dirección de las distintas sociedades del grupo a distintos miembros del grupo familiar con la debida separación de gestión y responsabilidades para evitar roces y controversias inútiles para el buen desarrollo de las actividades empresariales.(…..)





En fin, como ocurre en la sucesión de la empresa familiar, ha llegado el momento de poner fin a esta disertación jurídica que lejos de sentar cátedra tan solo ha pretendido servir para dejar constancia de las infinitas posibilidades que permite la   Ley de Sociedades de Capital, y especialmente respecto a la sociedad limitada como una sociedad donde los matices personalistas son indiscutibles para diseñar, y nunca mejor dicho, el relevo generacional de su empresa.

Esperamos que coja el testigo "acuda con paciencia al Notario, exprésele sus temores e inquietudes y adapte la transmisión de su sociedad familiar a las necesidades, inquietudes o preocupaciones que pretenda cubrir, responder o solucionar".

Recuerde que como se recoge en la  Resolución de la Dirección General de los Registros y del Notariado de 13 de enero de 2014 hasta la exclusión, la separación de socios e incluso la disolución de la sociedad familiar por circunstancias personales puede ser objeto de diseño y regulación estatutaria ad hoc:


«…Del mismo modo, no debe haber inconveniente en que los socios prevean por vía estatutaria, que el fallecimiento de uno o de todos ellos suponga o implique que la sociedad incurra en causa de disolución. Es cierto que las sociedades de capital tienen una vocación de pervivencia al margen de la persona de sus socios y así la previsión legal es que la duración de la sociedad sea indefinida ( artículo 25 de la Ley de Sociedades de Capital). Pero nada obsta, y así lo reconoce expresamente la Ley, que la sociedad se constituya por tiempo determinado (artículo 360.1.a), o determinable para la realización de una empresa específica (artículo 363.1.b). No existe consecuentemente cuestión estructural que impida que su duración se condicione a la vida de sus socios o de otras personas. El principio de autonomía de la voluntad, salvado el imprescindible contenido imperativo, permite que los socios de la compañía adecúen su contenido al conjunto de sus necesidades negociales (vid. Resolución de 17 de enero de 2009). La introducción como causa de disolución del fallecimiento de uno, varios o todos los socios u otras personas opera como un término final cierto en el qué pero incierto en el cuándo (vid.  artículo 1.125 del Código Civil).

La introducción de un elemento personalista semejante constituye incluso la previsión legal imperativa para los supuestos de sociedades de capital en los que la condición personal de los socios es requisito estructural: así ocurre en las sociedades profesionales en las que la desaparición del sustrato personal profesional conlleva la concurrencia de causa de disolución (vid. artículo 4.5 de su Ley reguladora)…»












Capítulo IV. Contrato de sociedad mercantil



1-21 Caracteres del contrato de sociedad 



  El contrato de sociedad es el vínculo jurídico que une originariamente a los socios fundadores de la sociedad y, posteriormente, a cuantos entren a formar parte de la misma.

Es un contrato plurilateral y de organización, del que nace una relación jurídica duradera y estable, dirigido a regular tanto las relaciones de los socios entre sí como la de cada uno de ellos con la sociedad en la que están integrados.

Se trata de un convenio o contrato: plurilateral, de colaboración, de naturaleza organizativa y de carácter duradero o constitutivo que otorga a los partícipes una situación jurídica o estado de miembro de la colectividad (estatus) manifestado en una serie de derechos y obligaciones tanto del socio para con la sociedad como de ésta para con aquél.

 
ATENCIÓN: Al contrato de sociedad no le son de aplicación:


	
• La excepción de incumplimiento de contrato. No existe la reciprocidad o equivalencia de prestaciones. Un socio no puede negarse a cumplir su obligación de aportar, alegando que otro de los socios tampoco la ha cumplido. 

	
• La condición resolutoria tácita  o posibilidad de resolver el contrato para el caso de que uno de los obligados no cumpla lo que le incumbe. En el contrato de sociedad se procede a la exclusión del socio incumplidor, manteniendo el vínculo jurídico entre los demás socios (  arts. 170,   218 y 219 C de C;   1124 CC). 



	
• La nulidad del contrato por vicios del consentimiento. El vicio produce la nulidad del vínculo social respecto del socio que haya prestado un consentimiento viciado, pero no supone la nulidad total del contrato de sociedad, salvo que tengan viciado el consentimiento todos los socios. 












1-22 Perfección de contrato de sociedad 


  El contrato de sociedad se perfecciona, obliga a las partes, por el consentimiento o acuerdo de los sujetos legalmente capacitados para obrar.

 ATENCIÓN: El consentimiento, que debe recaer sobre todo el contenido del contrato, puede ser prestado por medio de representante y debe estar exento de vicios (violencia, intimidación, dolo o error).


En cuanto a la capacidad requerida, pueden ser parte del contrato de sociedad, adquiriendo la condición de socio:


	
- Los mayores de 18 años, no incapacitados legalmente. 

	
- Los menores emancipados, con autorización de sus representantes legales cuando se trate de aportar a la sociedad bienes inmuebles. 

	
- Los menores no emancipados, siempre que actúen por medio de un representante legal (padre, madre o tutor) y con previa autorización judicial, cuando haya de aportar a la sociedad bienes inmuebles, establecimientos mercantiles o industriales, objetos preciosos y valores mobiliarios. 

	
- Las personas jurídicas siempre y cuando actúen por medio de sus órganos de representación: gerente, consejo, etc. 



 ATENCIÓN: La falta de capacidad o la existencia de vicios del consentimiento determina la nulidad del contrato respecto de quien la padece pero, debido a la especial naturaleza del contrato, la validez del mismo subsiste respecto al resto de contratantes, salvo que la aportación del socio sin capacidad o con el consentimiento viciado fuera esencial en el contrato en cuyo caso podrá instarse la extinción del mismo.









1-23 Objeto del contrato de sociedad


  Debemos distinguir entre el objeto de la sociedad, objeto social y el objeto de las obligaciones de los socios, esto es, la aportación.

Se entiende por objeto del contrato de sociedad al conjunto de actividades (producción de bienes y/o servicios) para cuya realización se constituye la empresa. El objeto social debe ser:


	
- Lícito: no contrario a la ley, a la moral o a las buenas costumbres. 

	
- Posible: de factible ejecución. 

	
- Determinado: claramente descrito y delimitado. 



Se entiende por objeto de las obligaciones de los socios al contenido de la aportación que deben efectuar al patrimonio social.

La aportación es la prestación que efectúa el socio como medio para la consecución del fin común que la sociedad persigue, a través del ejercicio de la actividad propia de su objeto. En general, cualquier tipo de colaboración que contribuya al fin común vale como aportación.

 ATENCIÓN: La aportación de los socios que puede ser de bienes o de industria (prestación de trabajos), ha de ser lícita, determinada (o determinable) y posible así como adecuada a la formación del patrimonio social.


La aportación puede realizarse a título de propiedad o de uso. Esto es, puede transmitirse a la sociedad la titularidad plena del derecho, un derecho real limitado o derecho de época.

En cualquier caso, las aportaciones tienen que ser adecuadas para la formación del patrimonio social, cumpliendo así una función de garantía, de especial importancia en las sociedades capitalistas.








1-24 Causa del contrato de sociedad 


  Es causa del contrato de sociedad el ejercicio de una o varias actividades económicas, con el fin de obtener un lucro susceptible de reparto entre los socios. No es sociedad mercantil la que no persiga una finalidad lucrativa.

El beneficio repartible supone el pago por las aportaciones realizadas por los socios.








1-25 Forma del contrato de sociedad 


  Las formalidades constitutivas necesarias, en todo caso, son: la escritura pública y la inscripción en el Registro Mercantil.

En ausencia de estos requisitos formales, nos hallamos ante un contrato privado entre socios o sociedad irregular.

 ATENCIÓN: Los responsables de la gestión que incumplan las formalidades señaladas (escritura e inscripción) son solidariamente responsables frente a los terceros con los que se hubiese contratado en nombre de la sociedad (  art. 120 C de C).


Tanto la no inscripción en el Registro Mercantil de la sociedad constituida como la no consignación en escritura pública del contrato de sociedad da lugar a la conocida como sociedad irregular.

Una vez verificada la voluntad de no inscribir o cuando haya transcurrido un año desde el otorgamiento de la escritura sin haber solicitado la inscripción permite a las sociedades anónimas y a las sociedades de responsabilidad limitada proceder a la disolución de la sociedad a instancias de cualquier socio. Si la sociedad ha iniciado o continúa con la aplicación de sus operaciones se le aplican las normas sobre sociedad colectiva o las de la sociedad civil, según su objeto social   (arts. 39 y 40 LSC).








1-26 Duración del contrato de sociedad 


  La duración de la sociedad se ajusta a lo convenido por los socios. A falta de pacto se limitará al tiempo que dura la empresa que constituye su objeto. En caso contrario la duración puede ser indefinida, sin perjuicio de su extinción por otras causas establecidas en el contrato social, por ejemplo, la voluntad de los socios.








1-27 Disolución de la sociedad mercantil


  El proceso que conduce a la extinción de la sociedad consta de tres fases: la disolución, la liquidación y, una vez producida la causa de disolución y liquidado el patrimonio social, se procederá a la cancelación de sus asientos en el Registro Mercantil.

La disolución de las sociedades mercantiles puede producirse por diversas causas, unas establecidas contractualmente o pactadas por los socios en los estatutos y otras determinadas por la Ley.

  Son causas comunes de disolución:


	
- El cumplimiento del término o plazo fijado en el contrato social, o conclusión de la empresa que constituya su objeto. 

	
- La pérdida del capital social. 

	
- La declaración en concurso de la empresa y la posterior apertura de la fase de liquidación, etc. 



 
ATENCIÓN COVID 19: Mediante el   Real Decreto 463/2020, el día 14 de marzo de 2020 fue declarado el estado de alarma con el fin de afrontar la situación de emergencia sanitaria provocada por el coronavirus. Pues bien, según el   artículo 40 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19:

10. En el caso de que, durante la vigencia del estado de alarma, transcurriera el término de duración de la sociedad fijado en los estatutos sociales, no se producirá la disolución de pleno derecho hasta que transcurran dos meses a contar desde que finalice dicho estado.

11. En caso de que, antes de la declaración del estado de alarma y durante la vigencia de ese estado, concurra causa legal o estatutaria de disolución de la sociedad, el plazo legal para la convocatoria por el órgano de administración de la junta general de socios a fin de que adopte el acuerdo de disolución de la sociedad o los acuerdos que tengan por objeto enervar la causa, se suspende hasta que finalice dicho estado de alarma.

12. Si la causa legal o estatutaria de disolución hubiera acaecido durante la vigencia del estado de alarma, los administradores no responderán de las deudas sociales contraídas en ese periodo.

Igualmente, por   Real Decreto-ley 16/2020, de 28 de abril, de medidas procesales y organizativas para hacer frente al COVID-19 en el ámbito de la Administración de Justicia, y a los solos efectos de determinar la concurrencia de la causa de disolución prevista en el   artículo 363.1 e) del texto refundido de la Ley de Sociedades de Capital no se tomarán en consideración las pérdidas del presente ejercicio 2020. 












Capítulo V. Constitución de la sociedad



1-28 Escritura e inscripción de la sociedad mercantil



  Toda compañía de comercio o empresa, antes de dar inicio a sus operaciones, deberá hacer constar su constitución, pactos y condiciones, en escritura pública, inscrita en el Registro Mercantil.

A estas mismas formalidades (escritura e inscripción) quedan sujetas las escrituras adicionales que de cualquier forma modifiquen o alteren el contrato primitivo de sociedad.

La inscripción se hace en el Registro correspondiente al del lugar del domicilio social (  art. 17.1 RRM).

En la hoja abierta a cada sociedad se deben inscribir obligatoriamente:


	
- La constitución de la sociedad, que necesariamente es la primera inscripción. Para su inscripción debe constar en escritura pública. 

	
- La modificación del contrato y de los estatutos sociales, así como los aumentos y las reducciones del capital. Para su inscripción deben constar en escritura pública. 

	
- La prórroga del plazo de duración. Para su inscripción debe constar en escritura pública. 

	
- El nombramiento y cese de administradores, liquidadores y auditores. Asimismo, debe inscribirse el nombramiento y cese de los secretarios y vicesecretarios de los órganos colegiados de administración, aunque no sean miembros del mismo. La inscripción comprende tanto los miembros titulares como, en su caso, los suplentes. 

	
- Los poderes generales y las delegaciones de facultades, así como su modificación, revocación y sustitución. No es obligatoria la inscripción de los poderes generales para pleitos o de los concedidos para la realización de actos concretos. Para su inscripción deben constar en escritura pública. 

	
- La apertura, cierre y demás actos y circunstancias relativos a las sucursales. Para su inscripción debe constar en escritura pública. 

	
- La transformación, fusión, escisión, rescisión parcial, disolución y liquidación de la sociedad. Para su inscripción debe constar en escritura pública. 

	
- La emisión de obligaciones u otros valores negociables agrupados en emisiones y demás actos y circunstancias relativos a los mismos. 

	
- La admisión de las acciones a negociación en un mercado secundario oficial de valores, así como su exclusión. Para su inscripción debe constar la certificación expedida por la sociedad rectora de la bolsa de valores en la que se hallen admitidas a negociación las acciones de la sociedad. 

	
- La designación de la entidad encargada de la llevanza del registro contable en el caso de que los valores se hallen representados por medio de anotaciones en cuenta. Para su inscripción debe constar la certificación expedida por el Servicio de Compensación y Liquidación de Valores o, en su caso, por la sociedad o agencia de valores que corresponda. 

	
- El concurso así como las medidas administrativas de intervención. 

	
- Las resoluciones judiciales o administrativas en los términos establecidos en las leyes. 

	
- En general, los actos o contratos que modifiquen el contenido de los asientos practicados o cuya inscripción prevean las leyes (  art. 94 RRM). 



(Ver   comentario relacionado).

 Inscripción de sociedades anónimas

La sociedad anónima se constituye mediante escritura pública, que debe ser inscrita en el Registro Mercantil. Con la inscripción adquiere la sociedad anónima su personalidad jurídica.

Los pactos que se mantengan reservados entre los socios no son oponibles a la sociedad.

 ATENCIÓN: La inscripción de la escritura de constitución y la de todos los demás actos relativos a la sociedad pueden practicarse previa justificación de que ha sido solicitada o realizada la liquidación de los impuestos correspondientes al acto inscribible.


La inscripción de la sociedad se publica en el Boletín Oficial del Registro Mercantil en el que se debe consignar, además, los datos relativos a su escritura de constitución.

En la escritura de constitución de la sociedad se deben expresar:


	
- Los nombres, apellidos y edad de los otorgantes, si éstos son personas físicas, o la denominación o razón social si son personas jurídicas y, en ambos casos, la nacionalidad y el domicilio. 

	
- La voluntad de los otorgantes de fundar una sociedad anónima. 

	
- El metálico, los bienes o derechos que cada socio aporte o se obligue a aportar, indicando el título en que lo haga y el número de acciones atribuidas en pago. 

	
- La cuantía total, al menos aproximada, de los gastos de constitución, tanto de los ya satisfechos como de los meramente previstos hasta que aquélla quede constituida. 

	
- Los estatutos que han de regir el funcionamiento de la sociedad. 

	
- Los nombres, apellidos y edad de las personas que se encarguen inicialmente de la administración y representación social, si son personas físicas, o su denominación social si son personas jurídicas y, en ambos casos, su nacionalidad y domicilio, así como las mismas circunstancias, en su caso, de los auditores de cuentas   (arts. 20 a 22 LSC). 



(Ver   comentario relacionado y ss.).

 Inscripción de sociedades de responsabilidad limitada

En la inscripción primera de las sociedades de responsabilidad limitada deben constar, necesariamente, las circunstancias siguientes:


	
- La identidad de los socios. 

	
- La denominación o razón social, con la indicación «Sociedad de Responsabilidad Limitada» o «Sociedad Limitada» o sus abreviaturas «SRL» o «SL». 

	
- El objeto social. 

	
- La duración de la sociedad y la fecha de comienzo de las operaciones. La especificación de la fecha en que la sociedad da comienzo a sus operaciones, es una exigencia que sólo goza de verdadera significación en el contexto propio del negocio fundacional (momento constitutivo), agotando su virtualidad una vez que la sociedad ha iniciado el desenvolvimiento ordinario de su actividad; desde este momento, queda reducida a una mera referencia histórica en el devenir de la empresa, carente, por sí sola, del cometido configurador y normativo propio de las previsiones estatutarias (Res.   DGRN 2-2-93). 



	
- El domicilio de la sociedad. Se debe indicar también el órgano competente para decidir la creación, supresión o traslado de las sucursales. 

	
- El capital social, expresado en euros, y el número de las participaciones en que se divide. 

	
- La aportación de cada socio, con expresión, en su caso, de los datos registrales del objeto de la aportación, el título o concepto de la aportación, el valor de las aportaciones no dinerarias, y el número de participaciones asignadas a cada uno de los socios. 

	
- La estructura del órgano al que se confía la administración de la sociedad. 

	
- La forma y antelación de la convocatoria de la junta y los requisitos de su constitución, así como el modo de deliberar y adoptar sus acuerdos. Si se contempla la existencia de dos convocatorias, el quórum de asistencia establecido para la segunda debe ser inferior al fijado para la primera. Cuando la escritura de constitución no impida adoptar los acuerdos fuera de junta, se deben expresar los medios y garantías establecidos para asegurar la recepción en tiempo hábil de la petición de voto, la autenticidad del emitido y su conservación, así como el plazo concedido para el ejercicio del derecho de voto. 



	
- Las prestaciones accesorias, si se establecen. 

	
- Los pactos y condiciones válidos limitativos de la transmisión de las participaciones sociales, así como el derecho de adquisición por sucesión hereditaria. 

	
- La fecha de cierre del ejercicio social, cuya duración no podrá exceder de un año. A falta de previsión específica, se entenderá que el ejercicio social termina el 31 de diciembre. 

	
- El plazo que, en su caso, se señale para el examen de las cuentas anuales. 

	
- La identidad y edad de las personas que se encarguen de la administración y representación social. Se debe expresar en la escritura y en la inscripción si el nombramiento o nombramientos iniciales pueden ser revocados por los socios que representen la mayoría del capital social. 

	
- La identidad de los auditores de cuentas de la sociedad, en su caso. 

	
- Cualesquiera otros pactos y condiciones que los socios juzguen conveniente establecer, siempre que no se opongan a las leyes, ni contradigan los principios configuradores de la sociedad de responsabilidad limitada (  art. 174 RRM). 



(Ver   comentario relacionado y ss.).

 Constitución de sociedades limitadas por vía telemática

Con la entrada en vigor del   Real Decreto ley 13/2010, de 3 de diciembre, se agiliza la constitución de sociedades de responsabilidad limitada ya que se limita su constitución a un plazo máximo de 1 a 5 días, exceptuando sólo aquéllos casos en que la elevada cuantía de capital o la complejidad de la estructura societaria exijan un examen más detallado. Así:

La constitución de sociedades de responsabilidad limitada por vía telemática se hará de acuerdo con las siguientes reglas:


	
a)  El plazo de otorgamiento de la escritura de constitución, una vez suministrados al notario todos los antecedentes necesarios para ello, será de un día hábil contado desde la recepción de la certificación negativa de denominación expedida por el Registro Mercantil Central, la cual se expedirá por vía telemática en el plazo de un día hábil desde su solicitud a éste. En su solicitud, el notario, el propio interesado o su autorizado, podrán incluir hasta cinco denominaciones sociales alternativas, de entre las cuales el Registro Mercantil Central emitirá el correspondiente certificado negativo de denominación de aquélla de entre ellas que cumpla lo dispuesto en el Reglamento del Registro Mercantil, siguiendo el orden propuesto por el solicitante.

	
b)  La copia autorizada de la escritura de constitución de sociedades de responsabilidad limitada se remitirá siempre en forma telemática por el notario otorgante al registro mercantil del domicilio social, en el mismo día de su otorgamiento. Si el otorgante lo solicita, el notario le entregará una copia simple electrónica.

	
c)  El plazo de calificación e inscripción por parte del registrador mercantil será de tres días hábiles, a contar desde la recepción telemática de la escritura.

	
d)  Para acreditar la correcta inscripción en el registro de las sociedades, así como la inscripción del nombramiento de los administradores designados en la escritura, bastará la certificación electrónica o en soporte papel que, a solicitud del interesado, expida, sin coste adicional, el registrador mercantil el mismo día de la inscripción. Este plazo también se aplicará para la remisión al notario autorizante de la escritura de constitución, de la notificación de que se ha procedido a la inscripción con los correspondientes datos registrales, que se unirán al protocolo notarial.Los fundadores podrán atribuir al notario autorizante la facultad de subsanar electrónicamente los defectos advertidos por el registrador en su calificación, siempre que aquél se ajuste a la calificación y a la voluntad manifestada por las partes.



	
e)  El notario autorizante de la escritura de constitución solicitará telemáticamente a la Agencia Estatal de Administración Tributaria la asignación provisional de un Número de Identificación Fiscal. Una vez inscrita la sociedad, el encargado del Registro Mercantil notificará telemáticamente a la Agencia Estatal de Administración Tributaria la inscripción de la sociedad. La Agencia Estatal de Administración Tributaria notificará telemáticamente al notario y al registrador mercantil el carácter definitivo del Número de Identificación Fiscal

	
f) La publicación de la inscripción de la sociedad en el Boletín Oficial del Registro Mercantil estará exenta del pago de tasas.

	
g) Se aplicarán como aranceles notariales y registrales, la cantidad de 150 euros para el notario y 100 para el registrador.



No obstante lo dispuesto, cuando el capital social de las sociedades de responsabilidad limitada no sea superior a 3.100 euros y sus estatutos se adapten a algunos de los aprobados por el Ministerio de Justicia (  O.JUS/3185/2010) se seguirán las reglas previstas en el mismo con las siguientes especialidades:


	
a)  El notario otorgará la escritura de constitución en el mismo día en el que, aportados todos los antecedentes necesarios para ello, reciba la certificación negativa de denominación expedida por el Registro Mercantil Central.

	
b)  El registrador mercantil procederá a la calificación e inscripción dentro del plazo de las 7 horas hábiles siguientes a la recepción telemática de la escritura, entendiéndose por horas hábiles a estos efectos las que queden comprendidas dentro del horario de apertura fijado para los registros.

	
c)  Se aplicarán como aranceles notariales y registrales la cantidad fija de 60 euros para el notario y 40 para el registrador.



La constitución de las sociedades mercantiles de capital que no sean de responsabilidad limitada o que, siéndolo, tuvieren entre sus socios personas jurídicas o el capital social fuere superior a 30.000 euros o cuyo órgano de administración delimitado en los estatutos sociales no se estructure como un administrador único, varios administradores solidarios, cualquiera que sea su número, o dos administradores mancomunados, se ajustará a las siguientes reglas:


	
a)  El notario autorizante solicitará telemáticamente al Registro Mercantil Central el certificado negativo de denominación social, salvo petición expresa en sentido contrario de los interesados. En su solicitud podrá incluir hasta cinco denominaciones sociales alternativas de entre las cuales el Registro Mercantil Central emitirá el correspondiente certificado negativo de denominación de aquélla de entre ellas que cumpla lo dispuesto en el Reglamento del Registro Mercantil, siguiendo el orden propuesto por el solicitante. Recibida la solicitud, el Registro Mercantil Central expedirá también telemáticamente la certificación negativa o, en su caso, indicará la imposibilidad de su emisión en el plazo máximo de un día hábil.

	
b)  La escritura pública de constitución se remitirá de forma telemática al Registro Mercantil correspondiente, salvo que constara la petición expresa en contrario de los interesados.

	
c)  Los artículos 412.1 y 414.1 del Reglamento del Registro Mercantil sólo serán de aplicación en aquellos casos en los que los interesados hubieran hecho constar expresamente su oposición a la tramitación telemática.

	
d)  El otorgante por sí mismo, un tercero a instancia de éste, así como el notario autorizante o el registrador, liquidarán telemáticamente los impuestos que correspondan, según el procedimiento que reglamentariamente se establezca.

	
e)  El notario autorizante de la escritura de constitución solicitará telemáticamente a la Agencia Estatal de Administración Tributaria la asignación provisional de un Número de Identificación Fiscal. Una vez inscrita la sociedad, el encargado del Registro Mercantil notificará telemáticamente a la Agencia Estatal de la Administración Tributaria la inscripción de la sociedad.La Agencia Estatal de Administración Tributaria notificará telemáticamente al notario y al registrador mercantil el carácter definitivo del Número de Identificación Fiscal.



	
f)  El procedimiento para el pago de las tasas de publicación en el Boletín Oficial del Registro Mercantil, que deberá realizarse telemáticamente, se regulará reglamentariamente.

	
g)  Los plazos de calificación e inscripción por parte del registrador mercantil serán  de quince días contados desde la fecha del asiento de presentación.










1-29 Finalidad de la inscripción y publicidad  de la sociedad mercantil 


  Estos requisitos formales y de publicidad se establecen en pro del principio de seguridad jurídica en el tráfico mercantil. Esto es, por la necesidad de que terceros acreedores conozcan la capacidad y responsabilidad de la empresa, el nombre y las facultades de sus administradores y todas las cuestiones que afecten a la esfera de actuación externa de la sociedad.

 Sociedad irregular

Se entiende por sociedad irregular aquella en la que falta el doble requisito de escritura pública e inscripción registral o, simplemente, este último, y que, por ello, carece de personalidad jurídica.

En principio, la sociedad irregular es válida. Esto es, el contrato de compañía mercantil celebrado con los requisitos esenciales de derecho es obligatorio entre los que lo celebren, cualquiera que sea la forma, cláusulas y condiciones que lo constituyan, siempre que no estén expresamente prohibidas (  art. 117 C de C).

El problema se plantea en las relaciones externas al carecer la sociedad irregular de personalidad jurídica. En la práctica, prevalece la tendencia a no dar excesiva importancia a la falta de personalidad jurídica reconociendo la existencia de un patrimonio común, la realidad del ejercicio de una actividad social y la presencia efectiva de una sociedad aunque sea ésta irregular.

 Sociedad en formación

Por los actos y contratos celebrados en nombre de la sociedad antes de su inscripción en el Registro Mercantil, responden solidariamente quienes los celebran a no ser que su eficacia se condicione a la inscripción y, en su caso, posterior asunción de los mismos por parte de la sociedad.

 ATENCIÓN: Por los actos y contratos indispensables para la inscripción de la sociedad, por los realizados por los administradores dentro de las facultades que les confiere la escritura para la fase anterior a la inscripción, por los estipulados en virtud de mandato específico por las personas a tal fin designadas por todos los socios, responde la sociedad en formación con el patrimonio formado por las aportaciones de los socios. Los socios responden personalmente hasta el límite de lo que se hayan obligado a aportar.


Una vez inscrita, la sociedad queda obligada por los actos y contratos mencionados. También quedará obligada la sociedad por aquellos actos que acepte dentro del plazo de 3 meses desde su inscripción. En ambos supuestos cesará la responsabilidad solidaria de socios, administradores y representantes.

En el caso de que el valor del patrimonio social, sumado el importe de los gastos indispensables para la inscripción de la sociedad, fuese inferior a la cifra del capital, los socios estarán obligados a cubrir la diferencia (  arts. 36, 37 y 38  LSC).

Verificada la voluntad de no inscribir la sociedad y, en cualquier caso, transcurrido 1 año desde el otorgamiento de la escritura sin que se haya solicitado su inscripción, cualquier socio podrá instar su disolución y exigir, previa liquidación del patrimonio social, la restitución de sus aportaciones.

En tales circunstancias, si la sociedad ha iniciado o continúa sus operaciones, se aplicarán las normas de la sociedad colectiva o, en su caso, las de la sociedad civil (  arts. 39 y 40 LSC).








1-30 Blanqueo de capitales 


  Se considerarán blanqueo de capitales las siguientes actividades:


	
- La conversión o la transferencia de bienes, a sabiendas de que dichos bienes proceden de una actividad delictiva o de la participación en una actividad delictiva, con el propósito de ocultar o encubrir el origen ilícito de los bienes o de ayudar a personas que estén implicadas a eludir las consecuencias jurídicas de sus actos. 

	
- La ocultación o el encubrimiento de la naturaleza, el origen, la localización, la disposición, el movimiento o la propiedad real de bienes o derechos sobre bienes, a sabiendas de que dichos bienes proceden de una actividad delictiva o de la participación en una actividad delictiva.

	
- La adquisición, posesión o utilización de bienes, a sabiendas, en el momento de la recepción de los mismos, de que proceden de una actividad delictiva o de la participación en una actividad delictiva.

	
- La participación en alguna de las actividades indicadas, la asociación para cometer este tipo de actos, las tentativas de perpetrarlas y el hecho de ayudar, instigar o aconsejar a alguien para realizarlas o facilitar su ejecución.



Se entiende por bienes procedentes de una actividad delictiva todo tipo de activos cuya adquisición o posesión tenga su origen en un delito, tanto materiales como inmateriales, muebles o inmuebles, tangibles o intangibles, así como los documentos o instrumentos jurídicos con independencia de su forma, incluidas la electrónica o la digital, que acrediten la propiedad de dichos activos o un derecho sobre los mismos, con inclusión de la cuota defraudada en el caso de los delitos contra la Hacienda Pública. (  art. 1 L 10/2010)

Titular real

Los sujetos obligados deben identificar al titular real y adoptar las medidas adecuadas a fin de comprobar su identidad con carácter previo al establecimiento de relaciones de negocio o a la ejecución de cualesquiera operaciones.

Se entiende por titular real:


	
- La persona o personas físicas por cuya cuenta se pretenda establecer una relación de negocios o intervenir en cualesquiera operaciones.

	
- La persona o personas físicas que en último término posean o controlen, directa o indirectamente, un porcentaje superior al 25 por ciento del capital o de los derechos de voto de una persona jurídica, o que por otros medios ejerzan el control, directo o indirecto, de la gestión de una persona jurídica. Se exceptúan las sociedades que coticen en un mercado regulado de la Unión Europea o de países terceros equivalentes.

	
- La persona o personas físicas que sean titulares o ejerzan el control del 25 por ciento o más de los bienes de un instrumento o persona jurídicos que administre o distribuya fondos, o, cuando los beneficiarios estén aún por designar, la categoría de personas en beneficio de la cual se ha creado o actúa principalmente la persona o instrumento jurídicos.



Los sujetos obligados recabarán información de los clientes para determinar si éstos actúan por cuenta propia o de terceros. Cuando existan indicios o certeza de que los clientes no actúan por cuenta propia, los sujetos obligados recabarán la información precisa a fin de conocer la identidad de las personas por cuenta de las cuales actúan aquéllos.

Los sujetos obligados adoptarán medidas adecuadas al efecto de determinar la estructura de propiedad o de control de las personas jurídicas.

Los sujetos obligados no establecerán o mantendrán relaciones de negocio con personas jurídicas cuya estructura de propiedad o de control no haya podido determinarse. Si se trata de sociedades cuyas acciones estén representadas mediante títulos al portador, se aplicará la prohibición indicada salvo que el sujeto obligado determine por otros medios la estructura de propiedad o de control. Esta prohibición no será aplicable a la conversión de los títulos al portador en títulos nominativos o en anotaciones en cuenta. (  art. 4 L 10/10)

Medios de pago y obligación de declarar

Deberán presentar declaración previa las personas físicas que, actuando por cuenta propia o de tercero, realicen los siguientes movimientos:


	
- Salida o entrada en territorio nacional de medios de pago por importe igual o superior a 10.000 euros o su contravalor en moneda extranjera.

	
- Movimientos por territorio nacional de medios de pago por importe igual o superior a 100.000 euros o su contravalor en moneda extranjera



Se exceptúa de la obligación de declaración indicada las personas físicas que actúen por cuenta de empresas quedebidamente autorizadas o inscritas por el Ministerio del Interior ejerzan actividades de transporte profesional de fondos o medios de pago








1-31 La Ley de Prevención de Blanqueo de Capitales obliga a abogados y asesores a inscribirse en el Registro Mercantil


  Se trata de una obligación impuesta por la incorporación de la "Disposición adicional única. Registro de prestadores de servicios a sociedades y fideicomisos" en la   Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo realizada por el   Real Decreto-ley 11/2018, de 31 de agosto, de transposición de directivas en materia de protección de los compromisos por pensiones con los trabajadores, prevención del blanqueo de capitales y requisitos de entrada y residencia de nacionales de países terceros y por el que se modifica la   Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.



¿Quiénes están obligados?


	
1.  Lo están todas las personas físicas o jurídicas que presten servicios a sociedades de forma empresarial y asuman todos o alguno de los servicios indicados en el artículo 2.1.o) de la Ley de Prevención del Blanqueo de Capitales. Esto es:
	
• Constituir sociedades u otras personas jurídicas. El asesoramiento debe estar compaginado con la realización de las gestiones imprescindibles para la creación de una empresa (confección de estatutos, escritura ante notario, alta fiscal, inscripción en el Registro Mercantil etc.) Se incluye también la creación de sociedades en las que vaya a formar parte como socio si la operación se realiza con la finalidad de transmitir todas las participaciones o acciones a empresarios interesados en contar con una sociedad en un plazo breve de tiempo.

	
• Ejercer, o disponer que otra persona ejerza, funciones de dirección o de secretario no consejeros de consejo de administración o de asesoría externa de una sociedad. No se trata de una colaboración administrativa consistente por ejemplo, en la confección de nóminas, modelos tributarios o la llevanza de contabilidad, etc.

	
• Asumir funciones de socio de una asociación o funciones similares en relación con otras personas jurídicas o disponer que otra persona ejerza dichas funciones. El hecho de pertenecer a una asociación a título personal no computa, solo es relevante si se hace a instancia o por cuenta de otra persona física o jurídica.

	
• Facilitar un domicilio social o una dirección comercial, postal, administrativa y otros servicios afines a una sociedad, una asociación o cualquier otro instrumento o persona jurídica.

	
• Realizar funciones de fiduciario en un fideicomiso (trust) o instrumento jurídico similar o disponer que otra persona ejerza dichas funciones.

	
• Ejercer el rango de accionista por cuenta de otra persona, exceptuando las sociedades que coticen en un mercado regulado de la Unión Europea y que estén sujetas a requisitos de información acordes con el Derecho continental o internacional equivalente que garanticen la adecuada transparencia de la información sobre la propiedad, o disponer que otra persona ejerza dichas funciones.





	
2.  Las personas físicas profesionales, que realicen las funciones descritas. 



Cuentas Anuales

Por otra parte, las personas físicas -salvo los profesionales- y las jurídicas prestadoras de servicios a sociedades, si no lo disponen sus normas reguladoras, estarán sujetas a la obligación de depositar sus cuentas anuales en el Registro Mercantil acompañadas de un documento del que resulten los siguientes datos:

a) Los tipos de servicios prestados

b) El ámbito territorial donde opera, indicando municipio o municipios y provincias.

c) La prestación de este tipo de servicios a no residentes.

d) El volumen facturado por estos servicios en el ejercicio vigente y en el precedente, si la actividad de prestadores de servicio a sociedades no fuera única y exclusiva. Si no pudiera cuantificarse se debe indicar así expresamente.

e) El número de operaciones realizadas Si no se hubiera realizado operación alguna se deberá indicar así expresamente.

f) En su caso titular real si existiere o la modificación del mismo respecto del que ya conste en el Registro

Los prestadores de servicios a sociedades que sean personas físicas profesionales estarán obligadas a depositar un documento similar al descrito pero obviando, como es lógico, el contenido referente a la titularidad real.

El depósito se deberá efectuar dentro de los tres primeros meses de cada año, y se hará de forma exclusivamente telemática. El incumplimiento de esta obligación tendrá la consideración de infracción leve y podrá ser sancionada con multas de 6.000 euros o más.

Adaptación a la Ley de los prestadores ya existentes: Registro

En relación a personas físicas empresarios y a empresas pueden darse dos supuestos distintos:


	
-  Que se trate de empresarios y empresas no inscritas en el Registro Mercantil en cuyo caso, dispondrán de un año desde la entrada en vigor del   Real Decreto ley 11/2018, de 31 de agosto para su inscripción .

	
-  Que se trate de empresarios y empresas ya inscritas en el RM a las que se les concede también el plazo de un año para manifestar que son sujetos obligados por realizar alguna o algunas de las actividades descritas.



Igualmente, las personas jurídicas deberán presentar una manifestación de quienes son sus titulares reales teniendo obligación de actualizarla en caso de cambio en esa titularidad real.

Las personas físicas profesionales se deberán inscribir en el Registro Mercantil de forma telemática.

¿Cómo hacer constar que estamos obligados a cumplir con las normas establecidas en la Ley 10/2010?

Debe emitirse un certificado, firmado por quien tenga la facultad para hacerlo, del que resulte tal obligación, e inscribirlo en el Registro Mercantil. Igualmente, el empresario debe suscribir un escrito de contenido similar asumiendo la misma obligación de inscripción registral

¿Es obligatorio aunque no se haya procedido al registro como prestadores de servicios?

Existen distintas opiniones, para José Ángel García Valdecasas, Registrador Mercantil de Granada «parece que lo exigible será el documento, pero no la adaptación, pues el plazo ( en el momento del depósito de cuentas de la mayoría de las empresas) todavía no ha transcurrido (finaliza el 4 de septiembre de este año). Si la sociedad presenta el documento, se depositará junto a las cuentas anuales, sin perjuicio del tratamiento informático que deba dársele, pero si no lo presenta surge una nueva cuestión: ¿Cómo se determinará si una sociedad es o no prestadora de servicios a sociedades, si no consta como tal? Indudablemente por su objeto, pero para que la no presentación del documento lleve a la suspensión del depósito de cuentas entendemos que ese objeto, en cuanto a las actividades que comprenda, debe ser meridianamente claro respecto de que incluye alguna de las actividades del   artículo 2.1.o), de la Ley 10/2010».

En este sentido, en opinión del Consejo General de Economistas a los empresarios personas físicas y a las personas jurídicas que no depositen la información sobre estos servicios no se les puede denegar el depósito de las Cuentas Anuales, por no constituir estos datos parte de la información contable, pero en algunos casos se pueden calificar las cuentas anuales como defectuosas

¿Cuándo serían defectuosas y cuándo correctas?


	
-  Cuentas defectuosas: las presentadas por personas físicas empresarios o personas jurídicas con acompañamiento del documento de prestación de servicios a terceros sin haberse registrado, previamente, como prestador de estos servicios. Asimismo, las cuentas en las que no se incluya el documento de prestación de servicios a terceros si, antes, ya se ha inscrito como prestador de los mismos.

	
-  Cuentas correctas: si primero se ha producido el registro como prestador de servicios y después se presenta el documento con la información sobre los mismos. También si no se presenta el documento con la información de los servicios y el registro se realiza después, hasta el 4 de septiembre.










1-32 Procedimiento y trámites para la creación de sociedades 


  Los requisitos básicos necesarios para constituir una sociedad anónima o limitada son los siguientes:


	 Control de cambios: Si en la constitución de la sociedad participasen inversores extranjeros, personas físicas o jurídicas no residentes en España, es necesaria la obtención previa de: 


	
- Autorización cuando se trate de inversiones en determinados sectores como el juego, la televisión, la radio, el transporte aéreo y la defensa nacional o cuando se efectúe por gobiernos y entidades de soberanía extranjera no comunitarios. 

	
- Verificación previa cuando la participación extranjera supera más del 50 por 100 del capital social y el importe de la inversión sobrepasa los 300.506.052,19 euros o procede de un paraíso fiscal. 





	 Registro Mercantil Central: 
	
- Solicitud y obtención de certificación negativa de denominación social. El Registro Mercantil Central emite tal certificación de denominación, en virtud de la cual, durante dos meses (prorrogables hasta un total de 15) el nombre solicitado se reservará a nombre de la sociedad. 

	
- Las certificaciones pueden conseguirse también, accediendo a la página web del Registro Mercantil Central (  www.rmc.es). Las solicitudes serán registradas el mismo día en que se reciban a la hora de cierre del Registro confirmándole al solicitante su recepción por correo electrónico. 





	 Notaría: 
	
- Otorgamiento de la escritura pública de constitución. Ante el notario debe acreditarse que se ha depositado el capital mínimo legalmente necesario o entregarle el dinero para que constituya el depósito a nombre de la sociedad. 

	
- La aportación también puede ser no dineraria, en tal caso para constituir una sociedad anónima es preciso un informe sobre dichas aportaciones emitido por un experto independiente nombrado por el registrador mercantil. Para las sociedades limitadas no se exige tal informe, sin embargo, los socios serán solidariamente responsables, ante la sociedad y los acreedores de la misma, de la realidad de las aportaciones y del valor que se les haya atribuido en la escritura; quedan excluidos de tal responsabilidad los socios que sometan sus aportaciones a la valoración pericial de un experto nombrado por el registrador mercantil. 





	 Hacienda: Ante la delegación o administración de la Agencia Estatal de la Administración tributaria es necesaria la realización de los siguientes trámites: 


	
- Presentación de la declaración censal de inicio de actividad a través del modelo 036, con anterioridad al inicio de las actividades, pudiendo presentarse en impreso o de forma telemática. Su presentación produce los efectos propios de la presentación de las declaraciones relativas al comienzo en el ejercicio de las actividades económicas sujetas al IVA, sustituye a la presentación del parte de alta en el índice de entidades a efectos del Impuesto sobre Sociedades y, en relación con los sujetos pasivos que resulten exentos del Impuesto sobre Actividades Económicas, sustituye también a la presentación de la declaración de alta.

	
-  Obtención del número de identificación fiscal (NIF), etiquetas y tarjetas identificativas. La solicitud es previa a la realización de cualquier entrega, prestación o adquisición de bienes o servicios, de la percepción de cobros o del abono de pagos o de la contratación de personal laboral para el desarrollo de su actividad. Se deberá realizar en todo caso dentro del mes siguiente a la constitución de la sociedad y a través de la declaración censal de inicio de la actividad. El plazo para la asignación del NIF por parte de la AEAT es de 10 días y deberá aportarse con su solicitud fotocopia de la escritura de constitución y de los estatutos sociales o documento en que los otorgantes manifiesten su acuerdo de voluntades para la constitución de la persona jurídica o entidad u otro documento que acredite situaciones de cotitularidad, así como certificación de su inscripción, cuando proceda, en un registro público. 

	
-  Autoliquidación del Impuesto de Actos Jurídicos Documentados y Transmisiones Patrimoniales, modalidad de operaciones societarias. El plazo para presentar tal autoliquidación es de 30 días hábiles desde la firma de la escritura de constitución. Para ello, se debe aportar la siguiente documentación: modelo 600 cumplimentado, con el que se autoliquida el impuesto, copia simple de la escritura de constitución y primera copia de la misma. Esta primera copia se devuelve sellada tras la presentación de la autoliquidación del impuesto. La sociedad está obligada al pago del impuesto en calidad de contribuyente.La base imponible coincidirá con el importe nominal en que el capital quede fijado inicialmente, con adición, en su caso, de las primas de emisión exigidas. La cuota tributaria se obtendrá aplicando a la base liquidable el tipo de gravamen del 1 por 100.

El impago de este impuesto producirá un cierre registral, no admitiendo los Registros de la Propiedad, Mercantiles y de la Propiedad Industrial la inscripción o anotación de documento alguno que contenga actos o contratos sujetos al impuesto, sin que se justifique el pago correspondiente o el carácter de exenta o no sujeta de la operación. 

Sin embargo, ha de tenerse en cuenta que desde el 3 de diciembre de 2010 está exenta de este impuesto la constitución de sociedades, que queda como hecho imponible sujeto, pero exento. 



	
- Alta en el Impuesto sobre Actividades Económicas con el modelo 840, cuando el sujeto pasivo no esté exento de dicho impuesto (sociedades de nueva creación durante los dos primeros años, y las que tengan un importe neto de la cifra de negocios inferior a un millón de euros), debiendo presentarla dentro del primer mes de ejercicio de la actividad o el mes de diciembre inmediato anterior al año en que resulte obligado a contribuir por dicho impuesto. 





	 Registro Mercantil del domicilio social: 
	
- Inscripción de la sociedad. La documentación a aportar es: la primera copia de la escritura de constitución, el modelo 600 ya autoliquidado y la fotocopia de la tarjeta identificativa. 

	
- Los aranceles de los registradores mercantiles se reducen en un 25 por 100 en los supuestos de constitución. 





	 Declaración de control de cambios: 	
- Si hubiese inversores extranjeros entre los socios y con independencia de si la autorización o verificación hubieran sido necesarias o no, se debe presentar una declaración de inversiones extranjeras ante las autoridades de control de cambios en el plazo máximo de 30 días hábiles a contar desde la fecha de constitución de la sociedad. 




	 Cámaras de Comercio: 	
- Aunque no se trata de un requisito formal en la constitución de sociedades debe tenerse en cuenta que las empresas que realicen actividades comerciales, industriales o navieras en territorio nacional están obligadas a adscribirse en la Cámara de Comercio correspondiente a su domicilio social y pagar el recurso cameral permanente (  STS 17-3-00). 






A partir de la entrada en vigor del Real Decreto 421/2015, de 29 de mayo, la constitución de sociedades de responsabilidad limitada por vía telemática se llevará a cabo con escritura pública y estatutos tipo, mediante el llamado Documento Único Electrónico (DUE) y a través de un sistema de tramitación telemática del centro de Información y Red de Creación de Empresas (CIRCE). Se consiguen, de esa forma, plazos brevísimos de otorgamiento de escritura pública (12 horas hábiles) y de calificación e inscripción en el Registro Mercantil (6 horas hábiles).

La norma establece la regulación de las especificaciones y condiciones de la escritura pública de constitución, de forma que se pueda utilizar un mismo modelo estandarizado que permita tanto a notarios como a registradores mercantiles cumplir con esos plazos tan reducidos. Incluso, se incluye la posibilidad de constituir la empresa telemáticamente, también de forma estandarizada, pero careciendo de estatutos tipo, aunque en este caso, la inscripción será provisional.

En el Real Decreto se regulan los requisitos del modelo estandarizado y con campos codificados que cumplirá el estatuto tipo. El objeto social se determinará en los estatutos tipo mediante la selección de alguna de las actividades económicas y de los códigos previamente establecidos.

Además, se regula la Agenda Electrónica Notarial, que contendrá el calendario de disponibilidad de los notarios para la firma de las escrituras de constitución de sociedades, lo que permitirá la reserva vinculante de cita por parte del interesado. 








1-33 El papel de los notarios en las empresas


  El notario es un apoyo importante para el empresario, es quien le asiste en diversos actos relacionados con la evolución de la empresa, desde su constitución, crecimiento y desarrollo, hasta la disolución. Los notarios, además de autentificar los documentos y controlar su legalidad, prestan un servicio de asesoramiento jurídico previo, gratuito y de calidad a los empresarios.

La constitución de sociedades

La creación de empresas es uno de los principales indicadores de la actividad económica de un país. El notario informa al empresario sobre los distintos tipos de sociedad que puede utilizar para crear su empresa, asesorándole sobre las diversas alternativas para organizar las relaciones internas entre los socios y la actividad empresarial. También puede encargarse de redactar los estatutos y de realizar telemáticamente la mayor parte de las gestiones necesarias para la puesta en funcionamiento de la nueva empresa, como la obtención del certificado de denominación social, del NIF, del alta en Hacienda y de la inscripción en el Registro Mercantil. En menos de 24 horas, el notario puede redactar la escritura de constitución, obtener electrónicamente el NIF provisional, liquidar el impuesto y presentar la copia autorizada de la escritura en el Registro Mercantil.

Los estatutos

Dentro de la función de asesoramiento del notario está incluida la redacción de los estatutos. Es aconsejable consultarle   antes de firmar la escritura de constitución, pues los estatutos van a ser la norma por la que se rija la sociedad y cualquier cambio posterior requiere el acuerdo de la mayoría de los socios. Por ello, los notarios españoles inciden en la importancia de prever adecuadamente el contenido de los estatutos, adaptando a las propias circunstancias personales las opciones posibles en materia de determinación del objeto, capital social, adopción de acuerdos por los socios, estructura del órgano de administración, retribución de los administradores, prohibición de competencia, régimen de transmisión de las acciones o participaciones sociales, separación o exclusión de socios y otros aspectos de la vida de la sociedad.

El protocolo familiar

El protocolo familiar es un acuerdo firmado por los familiares propietarios de la empresa en el que se establecen las funciones de cada uno; cómo tienen que transmitirse las acciones o participaciones; cómo se llevará a cabo la sucesión de las siguientes generaciones, y cualquier otro asunto de interés para el buen funcionamiento de la empresa familiar o para asegurar su continuidad. El notario tiene un papel de asesoramiento jurídico muy importante en el momento de realizar el protocolo familiar y de muchos de los documentos que se derivarán de él, como testamentos, pactos sucesorios, capitulaciones matrimoniales y cambios societarios.

Reorganización empresarial

La expansión de las empresas, su transmisión y la adaptación de las mismas a las circunstancias cambiantes de la vida económica se realizan frecuentemente por medio de modificaciones estructurales: fusión, escisión, transformación, cesión global del activo y pasivo, y traslado del domicilio al extranjero.

A diferencia de las simples modificaciones de estatutos, que limitan sus efectos al marco estatutario por el que se rige una sociedad, las modificaciones estructurales se caracterizan por suponer una alteración sustancial de la empresa, un cambio en la estructura, afectante a la organización patrimonial y personal.

Cualquier modificación estructural necesita el otorgamiento de la correspondiente escritura pública. El notario asesora al empresario en el diseño de la reorganización más adecuada a las circunstancias de la empresa, así como en el cumplimiento de los requisitos necesarios para llevarla a efecto según lo previsto en la Ley.

Otras actuaciones

La intervención del notario permite, pues, acreditar la existencia de una sociedad, las reglas por las cuales se rige y cualquier modificación posterior, así como obtener el diseño más adecuado para las relaciones jurídicas internas y externas de la sociedad. Pero los notarios prestan también otros servicios útiles para la vida de la empresa, como:

-Actuar como secretario en las juntas generales o asambleas de socios, redactando el acta de la reunión.

-Elevar a públicos los acuerdos sociales, dotándolos de fehaciencia y autenticidad, entre ellos los que tienen por objeto el nombramiento y cese de los cargos sociales de administradores y auditores.

-Documentar la transmisión de las participaciones sociales o acciones mediante escritura pública en la que se acredita el cumplimiento de todos los requisitos legales y estatutarios exigidos para dichos actos, como, por ejemplo, el respeto de los derechos de adquisición preferente.

-Documentar el otorgamiento de poderes a favor de personas relacionadas con la sociedad o de terceros ajenos a la misma, facultándolos para la realización de un acto en particular o de determinados tipos de actos jurídicos, con mayor o menor amplitud según las necesidades de la empresa.

-Recibir las declaraciones relativas a la unipersonalidad, que son de especial trascendencia para los terceros, por lo cual es necesario dar a conocer públicamente la adquisición y pérdida de la condición de sociedad unipersonal y el cambio de socio único.

-Reclamar facturas impagadasu otras deudas dinerarias no contradichas, con la ventaja de que, si en un plazo de 20 días el deudor ni paga ni se opone a pagar, el acta dereclamación notarial adquiere carácter ejecutivo, lo que permite al acreedor interponer una demanda ejecutiva y solicitar directamente en el juzgado el embargo de los bienes del deudor.

Consejo General del Notariado








1-34  Documento de Información Financiera para la pyme


  Para conocer y comprender mejor las causas objetivos y prioridades de la  regulación sobre el fomento de la financiación empresarial debemos tener en cuenta dos premisas:

La primera: Dependencia bancaria

Es un hecho, por todos conocido, que la empresa española ha sido tradicionalmente muy dependiente de la financiación bancaria, tanto para sus necesidades de inversión como para su operativa corriente. Esta dependencia es todavía más acusada en el caso de las empresas de menor dimensión, cuyo volumen dificulta enormemente el acceso directo a los mercados.

La segunda: Importancia de las Pymes en la economía global

También es una realidad que las pymes constituyen el porcentaje mayoritario del tejido empresarial español y son, en su conjunto, el principal empleador del país, por lo que una restricción en el acceso al crédito bancario, derivada de problemas inicialmente de índole estrictamente financiera, tiene un impacto muy significativo en el conjunto de la economía.

Luego concluimos que:

Se hace necesario poner en marcha un giro estratégico de la normativa, partiendo de un análisis estricto de sus efectos sobre las diversas fuentes de financiación de la economía española con una doble finalidad: hacer más accesible y flexible la financiación bancaria a las pymes y avanzar en el desarrollo de medios alternativos de financiación

Destinadas a favorecer la financiación bancaria de las pymes el título I de la    Ley 5/2015, de 27 de abril, de fomento de la financiación empresarial incorporó dos novedades:

Preaviso por terminación o disminución del flujo de financiación a una pyme.

Se establece la obligación de las entidades de crédito de notificar a las pymes, por escrito y con antelación suficiente, su decisión de cancelar o reducir significativamente el flujo de financiación que les haya venido concediendo. De esta manera, la pyme dispondrá de tiempo suficiente para encontrar nuevas vías de financiación o para ajustar su gestión de tesorería, de forma que tal interrupción o reducción de la fuente de crédito no genere sorpresivos problemas de liquidez que dificulten o incluso imposibiliten cualquier reajuste. Más en detalle, el procedimiento será el siguiente:

Las entidades de crédito notificarán por cualquier medio que permita tener constancia de su recepción y con una antelación mínima de 3 meses, su intención de no prorrogar o extinguir el flujo de financiación que vengan concediendo a una pyme o de disminuirlo en una cuantía igual o superior al 35 por ciento.

El plazo de 3 meses indicado se computará atendiendo a la fecha de vencimiento del contrato de crédito de mayor cuantía de los que componen el flujo de financiación.

Se entiende por:

a) Flujo de financiación, el conjunto de contratos de crédito bajo la forma de apertura de crédito, descuento comercial, anticipo, pago aplazado, cesión de créditos o cualesquiera otros que cumplan con una función equivalente de financiación otorgados a una pyme por una misma entidad de crédito.

b) Prórroga del flujo de financiación, la prórroga de los contratos de financiación o la celebración de unos nuevos, en condiciones y por un importe global similares, teniendo en cuenta las condiciones del mercado.

c) Disminución en un 35 por ciento o más del flujo de financiación, la prórroga de todos o algunos de los contratos en vigor o la celebración de otros nuevos, cuando las prórrogas o los nuevos contratos que se celebren en un periodo de tiempo de 3 meses supongan, en términos agregados, que el importe global de financiación sea inferior en al menos un 35 por ciento con respecto al existente en el momento en el que se debía notificar el preaviso.

d) Pyme, una pequeña o mediana empresa de acuerdo con la   Recomendación 2003/361/CE de la Comisión, de 6 de mayo de 2003, sobre la definición de microempresas, pequeñas y medianas empresas.

Se excluyen del procedimiento descrito las situaciones en las que concurran las siguientes circunstancias:

a) Cuando el plazo de duración máximo del flujo de financiación, incluidas las posibles prórrogas de los contratos que lo componen, sea inferior a 3 meses.

b) Cuando la pyme sea declarada judicialmente en concurso de acreedores, cuando se hayan iniciado negociaciones para alcanzar un acuerdo de refinanciación  o un acuerdo extrajudicial de pagos.

c) Cuando la entidad de crédito haya resuelto el contrato por incumplimiento de la pyme de sus obligaciones.

d) Cuando los contratos que componen el flujo de financiación hayan sido rescindidos de común acuerdo o cuando este no sea prorrogado o sea disminuido en una cuantía igual o superior al 35 por ciento de común acuerdo.

e) Cuando la entidad de crédito ponga fin a las relaciones de negocio u operaciones con la pyme en virtud de lo previsto en la   Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo.

f) Cuando la entidad de crédito justifique en razones objetivas que las condiciones financieras de la pyme han empeorado de manera sobrevenida y significativa durante los tres meses posteriores a la fecha en la que se debería haber realizado la notificación. Esta justificación deberá ser notificada por escrito a la pyme.

Información Financiera-PYME.

Este preaviso, se acompaña de la obligación de la entidad de crédito de facilitar a la pyme, en un formato estandarizado según los criterios del Banco de España, información sobre su situación financiera e historial de pagos. De este modo, la pyme podrá iniciar la búsqueda de fuentes alternativas de financiación con mayor facilidad, haciendo el uso que mejor corresponda de su información financiera. Veámoslo:

Dentro de los 10 días hábiles a contar desde el siguiente al preaviso de terminación o reducción de financiación, la entidad de crédito proporcionará gratuitamente a la pyme un documento denominado “Información Financiera-PYME” basado en toda la información que hubiere recabado de ella en relación con su flujo de financiación. La información se asentará en los datos históricos a disposición de la entidad de crédito y deberá incluir, al menos, los siguientes elementos:

a) Las cuatro últimas declaraciones de datos relativas a la pyme, así como las correspondientes al final de cada trimestre de los últimos 5 años anteriores a la notificación, remitidas por la entidad de crédito declarante a la Central de Información de Riesgos conforme a lo dispuesto en la   Ley 44/2002, de 22 de noviembre, de Medidas de Reforma del Sistema Financiero, y en sus normas de desarrollo.

b) Los datos que, en su caso, hayan sido comunicados por la entidad de crédito a aquellas empresas que se dediquen a la prestación de servicios de información sobre la solvencia patrimonial y el crédito.

c) El historial crediticio, que deberá incluir los siguientes datos referidos a los cinco años anteriores a la notificación:

1.º una relación de los créditos históricos y vigentes y de los importes pendientes de amortización,

2.º una relación cronológica de las obligaciones impagadas con sus detalles o, en su defecto, la declaración expresa de que la pyme ha cumplido íntegramente con sus obligaciones,

3.º un estado de la situación actual de impagos, y,

4.º una relación de los concursos de acreedores, acuerdos de refinanciación o extrajudiciales de pagos, embargos, procedimientos de ejecución y otras incidencias judiciales relacionadas con la pyme en los que sea parte la entidad de crédito.

d) Extracto de los movimientos realizados durante el último año en los contratos del flujo de financiación de la pyme.

e) La calificación del riesgo de la pyme en los términos estandarizados que se establezcan.

Igualmente, y sin perjuicio de lo indicado anteriormente para los supuestos de terminación o disminución del flujo de financiación, las pymes tendrán asimismo el derecho a solicitar la Información Financiera-PYME en cualquier momento y de forma incondicionada. Téngase en cuenta que:

a) La entidad de crédito podrá exigir a la pyme un precio por este servicio que, en ningún caso, superará el coste de la elaboración y puesta a disposición de la Información Financiera-PYME. El Banco de España podrá fijar el precio máximo a percibir por este servicio.

b) La entidad de crédito deberá poner dicha información a disposición de la pyme en el plazo de 15 días hábiles, a contar desde el día siguiente al de la solicitud.

En todo caso, el Banco de España especificará el contenido y formato de la Información Financiera-PYME. Elaborará un modelo-plantilla que deberán completar las entidades para trasladar esta información de manera clara y fácilmente comprensible.   Circular 6/2016, de 30 de junio, del Banco de España, a las entidades de crédito y a los establecimientos financieros de crédito, por la que se determinan el contenido y el formato del documento "Información Financiera-PYME" y se especifica la metodología de calificación del riesgo previstos en la   Ley 5/2015, de 27 de abril, de fomento de la financiación empresarial.

Finalmente, y con esta misma finalidad de atajar, al menos parcialmente, el problema de asimetría informativa que dificulta y encarece el acceso de las pymes a la financiación, también se incluye la obligación de las entidades de poner a disposición de las pymes un informe de su calificación crediticia, basado en la metodología común y modelos que a estos efectos elaborará el Banco de España. Este informe debiera convertirse en una herramienta eficaz para la valoración del riesgo de las pymes españolas en términos comparables y fidedignos, basados en la combinación de una información financiera de calidad, aportada por las entidades, y una adecuada y estandarizada metodología, elaborada por el supervisor.
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  Se llama número DUNS, del inglés Data Universal Numbering System (Sistema de Numeración Universal de Datos), y su objetivo es identificar con nueve dígitos, de forma única y en todo el mundo, a una empresa o negocio, al mismo tiempo que lo vincula dentro de una organización, creando un árbol de familias corporativas.

Es necesario volver a principios de los años 60 para conocer la procedencia de un código numérico que se ha convertido en un estándar mundial de identidad empresarial. Por aquellos tiempos una de las compañías pioneras en el uso de nuevas tecnologías para el control de ingentes cantidades de información empresarial era Dun & Bradstreet. De la necesidad de estructurar esa incalculable fuente de información surgió un proceso de innovación muy fructífero: un código numérico, cuya estructura evita la duplicidad, y facilita el trabajo de almacenamiento automático.

A día de hoy, este sistema reconoce a más de 300 millones de empresas en todo el mundo, así como sus relaciones comerciales (tanto las jerarquías como sus vínculos); 300 millones de agentes económicos identificados vinculados a sus matrices, filiales y sucursales; 300 millones de potenciales clientes, una gran parte de ellos con balances y cuentas de pérdidas y ganancias; 300 millones de posibles proveedores para nuestra cadena de suministros. No es poco.

¿Por qué es importante?

En la era de la globalización en la que estamos inmersos, con internet al alcance de cualquiera, un clic es suficiente para establecer un primer contacto con potenciales compradores, vendedores, proveedores, socios o clientes. Antes de lanzarse en cualquier aventura empresarial debe escoger a los mejores compañeros de viaje, debe tener una radiografía completa sobre ellos, con el fin de evitar cualquier posible riesgo comercial o de reputación. He aquí la gran utilidad del DUNS. Conocer este número será el camino para poder obtener información detallada de una empresa y evaluar el riesgo de hacer negocios con la misma.

Por otra parte, dada la diversidad de formas jurídicas sociales existentes y la disparidad de sistemas de identificación, a la hora de establecer una nueva relación comercial, ya no basta con conocer al cliente o proveedor en sí, sino que también es necesario saber con quién está relacionado, es decir, tener al día todas sus vinculaciones empresariales.

Las ventajas son muy claras:

- En relación al riesgo, asocia ficheros de clientes con sus respectivas empresas matrices para aportar una visión global.

- En relación a la gestión de compras, facilita la investigación sobre proveedores, identificando registros duplicados y proporcionando información sobre las vinculaciones empresariales. En otras palabras, el conocimiento que aporta este código mejora el poder de negociación, elimina costes fuera del proceso de compras y reduce el número de proveedores redundantes a nivel mundial.

- Para empresas con una estrategia de e-commerce, aporta credibilidad y confianza

Contar con un número DUNS puede mejorar la imagen de tu compañía, abrir nuevas líneas de crédito y promover la expansión de su negocio. Por ejemplo, el número DUNS es requisito para solicitar contratos gubernamentales y, en algunos casos, hacer negocios en el exterior.

Es posible registrarse a través de Dun & Bradstreet de manera gratuita. Para ello, lo primero que debe hacer es asegurarse de que su organización no está ya inscrita. Si ha comprado la empresa, es posible que ya lo tenga. Puede comprobarlo al realizar una búsqueda rápida de su negocio a través del sitio web de Dun & Bradstreet.

Tenga en cuenta que estos números son únicos, específicos y perpetuos. La organización los mantiene, aunque la empresa cierre nunca se vuelven a asignar.
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   En la web de Acelera PYME se podrán encontrar soluciones tecnológicas orientadas a mantener su actividad y avanzar en procesos de transformación digital, con especial atención, a soluciones de productividad y del trabajo a distancia; herramientas y consejos en materia de ciberseguridad, ante la necesidad de hacer uso intensivo del teletrabajo y acceso remoto a los sistemas corporativos; recursos para fomentar el aprendizaje y la formación digital, dos aspectos clave para el aprovechamiento y la adopción de tecnologías y asesoramiento para las pymes y autónomos que estén iniciando o desarrollando su proceso de transformación digital.

¿Qué es Acelera Pyme?

El portal Acelera Pyme está destinado a ayudar a las pymes y autónomos con el fin de atenuar el impacto del COVID-19 en su actividad. Una ventanilla única de información a la que la mayor parte de nuestro tejido productivo pueda acercarse en un solo click.

En Acelera PYME las pymes y autónomos pueden encontrar soluciones de financiación y ayuda económica, soluciones tecnológicas, asesoramiento, recomendaciones en materia de ciberseguridad a tener en cuenta en el contexto actual y actuaciones para fomentar el talento en la pymes y de los autónomos.

Incluye:

• Información actualizada sobre nuevas medidas y dotaciones movilizadas expresamente en la lucha contra el COVID-19. Se incluyen las que están ya disponibles y se irán añadiendo paulatinamente las que se pongan en marcha.

• Una recopilación de soluciones, servicios y herramientas que pueden ser de especial utilidad para las pymes y autónomos en estos momentos.

Asesoramiento

Todos los servicios que se ofrecen son gratuitos e incluyen charlas online con expertos en temas de ventas, operaciones y organización del trabajo entre otros aspectos.

Red.es, como parte del Plan Acelera PYME, va a impulsar su programa de red de Oficinas de Transformación Digital hasta un total de 100 para poner a disposición de las pymes y autónomos asesoramiento en sus procesos. Estas oficinas se pondrán en marcha, en colaboración con las Cámaras de Comercio y otros agentes públicos y privados, con el propósito de actuar como centros demostradores de soluciones sectoriales, dar asesoramiento personalizado a las pymes y acompañarlas en su esfuerzo de digitalización.

Lo más demandado

- Optimización de conexiones WIFI para evitar, incidencias y problemas, del rendimiento.

- Dispositivos para habilitar y permitir conexiones remotas a la red local de la oficina. En algún caso, por requerimientos de confidencialidad en las comunicaciones y/o cumplimientos normativos, se requiere el cifrado de estas comunicaciones.

- Instalación de soluciones software de acceso remoto sobre servidores que permitan la conexión. Para estos casos no se requiere la compra de dispositivos adicionales ya que pueden realizarse sobre servidores que ya prestan otros servicios de ficheros, impresión, etc.

- Soluciones de colaboración y videoconferencia: Microsoft Teams O365, Webex.

- Infraestructura de Escritorios Virtuales

- Soluciones de control remoto. Facilitan la conexión de un empleado desde su casa al equipo de trabajo de la oficina.

- Soluciones de seguridad de perímetros amplios

- Servicios de almacenamiento en nube para facilitar el acceso a archivos de forma común.

- Centralitas virtuales

Financiación

- Instituto de Crédito Oficial ha puesto en marcha una Línea de Avales para garantizar la liquidez de empresas y autónomos. Esta línea garantizará los nuevos préstamos y las renovaciones concedidas por entidades financieras a pymes y autónomos, para atender las necesidades de financiación derivadas, entre otros, de pagos de salarios, facturas, necesidad de circulante u otras necesidades de liquidez, incluyendo las derivadas de vencimientos de obligaciones financieras o tributarias. El aval garantizará el 80% de los nuevos préstamos y renovaciones de autónomos y pymes. Para el resto de las empresas, el aval cubrirá el 70% del préstamo nuevo concedido y el 60 de las renovaciones. Será gestionada por el Instituto de Crédito Oficial, a través de las entidades financieras adheridas.

- Instituto de Crédito Oficial (ICO) también ha puesto a su disposición a través del programa Acelera PYME una línea de financiación ICO Empresa y Emprendedores con el objetivo de movilizar 200 millones para financiar proyectos de digitalización y en particular para fomentar soluciones de teletrabajo. Las pequeñas y medianas empresas y autónomos interesados podrán solicitar micropréstamos para para sus actividades e inversiones.

- Instituto de Crédito Oficial (ICO) ha puesto en marcha una nueva línea de financiación ICO Sector Turístico COVID-19 para las empresas y trabajadores autónomos del sector turístico (y actividades relacionadas con el mismo) que se encuentren especialmente afectados por el COVID-19.










Capítulo VI. Personalidad jurídica



1-37 Facultades que otorga la personalidad jurídica 



  Una vez constituida la compañía mercantil (escritura e inscripción), tendrá personalidad jurídica para todos sus actos y contratos (  art. 116.2 C de C).

El reconocimiento de la personalidad jurídica supone:


	
- La condición de sujeto de derecho, con capacidad jurídica plena, tanto para adquirir y obligarse en el tráfico, como para ser titular de derechos y obligaciones propias frente a los socios. 

	
- La atribución de autonomía patrimonial: la sociedad es titular de un patrimonio propio, distinto del de los socios (  arts. 134,   135,   232,   237 C de C). 

	
- La separación de responsabilidades entre la sociedad y los socios. En las colectivas y comanditarias, los socios responden subsidiariamente por las deudas sociales. 

	
- La determinación de una denominación propia y exclusiva, de un domicilio y de una nacionalidad. 

	
- La existencia de unos órganos sociales aptos para el desarrollo del objeto social. 










1-38 Abuso de la personalidad jurídica 


  La personalidad jurídica es un instrumento que ha de utilizarse adecuadamente. La no responsabilidad de los socios por las deudas sociales, característica de las sociedades capitalistas, hace que se intente con frecuencia cometer abusos, tales como:


	
- La constitución de sociedades capitalistas mediante testaferros. El testaferro es la persona que figura en un contrato o realiza un negocio en nombre propio, pero que en realidad lo hace en nombre de otra persona a quien le interesa permanecer al margen. 

	
- La constitución en cadena de grupos de sociedades con participaciones recíprocas que debilitan sus patrimonios respectivos. 

	
- La atribución de gastos personales a la sociedad para eludir la imposición fiscal. 

	
- La constitución de sociedades nacionales por extranjeros, con el fin de eludir prohibiciones de comercio. 

	
- La constitución de sociedades por comunidades o por personas inhábiles para el comercio, etc. 



 ATENCIÓN: La creación ficticia de entidades mercantiles, constituye un fraude de ley cuando, al levantarse el velo de su apariencia real, se descubre su inconsistencia como personas jurídicas, meros instrumentos o testaferros de otra personalidad que es la que se debe tener por existente, llevando consigo la falta de eficacia de sus actos contrarios a la realidad (STS 24-12-88).


En este sentido, se observa una tendencia jurisprudencial a levantar el velo de la personalidad jurídica, sobre todo en materia de grupos de sociedades, sociedades de un solo socio o actuaciones a través de testaferros.








1-39 Fraude de ley 


  Los actos realizados al amparo de normativa pero que persigan una finalidad prohibida por el ordenamiento jurídico o contrario a él, se consideran ejecutados en fraude de ley.

Del análisis de la jurisprudencia, deducimos que el fraude de Ley requiere la concurrencia de dos requisitos:


	
- La realización de un acto al amparo de una norma. 

	
- La persecución de un acto prohibido por el ordenamiento jurídico o contrario a la Ley defraudada (STS 7-6-95 y 19-5-97). 












Capítulo VII. Nulidad de sociedad



1-40 Causas de la nulidad de sociedad 



  Una vez inscrita la sociedad, la acción de nulidad sólo puede ejercitarse por las siguientes causas:


	
- Por resultar el objeto social ilícito o contrario al orden público. 

	
- Por no expresarse en la escritura de constitución o en los estatutos sociales: 
	
•  La denominación de la sociedad, 

	
•  La cifra del capital o 

	
•  El objeto social. 





	
- Por no respetarse el desembolso mínimo del capital legalmente previsto. 

	
- Por la incapacidad de todos los socios fundadores. 

	
- Por no haber concurrido en el acto constitutivo la voluntad efectiva del número de socios fundadores exigible, en cada caso (sociedad pluripersonal o unipersonal). 










1-41 Efectos de la declaración de nulidad social 


  La regulación legal tiende a la conservación de la sociedad, ya que sólo admite causas tasadas de nulidad y reconoce la realidad de la existencia social, al establecer como consecuencia de la nulidad, la disolución de la misma.

 ATENCIÓN: La sentencia que declare la nulidad de la sociedad abre su liquidación.


La nulidad no afecta a la validez de las obligaciones o de los créditos de la sociedad frente a terceros ni a la de los contraídos por éstos frente a la sociedad, sometiéndose unos y otros al régimen propio de la liquidación.

Cuando el pago a terceros de las obligaciones contraídas por la sociedad declarada nula así lo exija, los socios estarán obligados a desembolsar sus dividendos pasivos (  arts. 56 y 57  LSC).










Capítulo VIII. Nacionalidad de las sociedades



1-42 Criterio de atribución de nacionalidad a sociedades



  La nacionalidad de las sociedades se determina por el criterio mixto de domicilio y constitución.

 ATENCIÓN: Tiene nacionalidad española, la sociedad que se constituye con arreglo a la ley española y establece su domicilio en territorio español.


Para el caso de las sociedades anónimas, basta con que tengan su domicilio en el territorio nacional para que tengan nacionalidad española.

A partir del 2 de octubre de 2011 las sociedades de capital podrán tener una sede electrónica. Esto es, una página web corporativa inscrita en el Registro Mercantil (  art. 11 bis LSC).

El anteproyecto de Código Mercantil en los arts. 212-7 y ss: 


	
-  Atribuye la Nacionalidad española a las sociedades mercantiles constituidas conforme a la ley nacional.

	
-  Considera que las sociedades mercantiles que desarrollen sus actividades total o casi totalmente en España deberán constituirse conforme a la ley española, salvo que tengan vínculo real con otro Estado

	
-  Presume que no existe ese vínculo cuando la administración o el centro de la actividad principal se hallen en España.

	
-  Sanciona el incumplimiento del deber anteriormente establecido con la aplicación a la sociedad de lo dispuesto para las sociedades mercantiles no inscritas

	
-  Exceptúa a las sociedades mercantiles constituidas conforme a la ley de un Estado parte del Espacio Económico Europeo, cuya sede social, administración o centro de actividad principal se encuentre dentro del Espacio Económico Europeo

	
-  Entiende como sociedad extranjera la sociedad no constituida conforme al Derecho español y regida por la ley del país conforme a cuyo Derecho se ha creado o, en su defecto, por la ley del Estado con el cual presenta vínculos más estrechos. Las sociedades mercantiles extranjeras:


	
*  Podrán ejercer su actividad en España

	
*  Podrán establecer una o más sucursales; y

	
*  Deberán hacer constar en la documentación relativa a sus operaciones en España su nacionalidad o la ley del Estado conforme a la cual se hayan constituido y su domicilio social.














1-43 Convenios internacionales 


  Sin embargo, y como excepción a este principio atributivo de nacionalidad, existen supuestos en los que por convenio internacional vigente en España se autoriza a sociedades el traslado de su domicilio a otro país con mantenimiento de su nacionalidad.

Pueden existir sociedades españolas con domicilio fuera de España y sociedades extranjeras con domicilio en España.

Cuando un empresario o entidad extranjera inscribible con arreglo a la legislación española traslade su domicilio a territorio nacional se harán constar en la primera inscripción todos los actos y circunstancias que sean de consignación obligatoria conforme a la normativa española y se hallen vigentes en el Registro extranjero.

Dicha inscripción se practica en virtud de certificación literal o traslado de la hoja o expediente del Registro extranjero. Es preciso, además, el depósito simultáneo en el Registro Mercantil de las cuentas anuales correspondientes al último ejercicio terminado (  art. 309 RRM).








1-44 Sociedades extranjeras 


  Son sociedades extranjeras las constituidas y domiciliadas en el exterior.

 ATENCIÓN: Los extranjeros y las compañías constituidas en el extranjero podrán ejercer el comercio en España con sujeción a las leyes de su país, en lo que se refiera a su capacidad para contratar, y a las leyes españolas, en todo cuanto concierna a la creación de sus establecimientos dentro del territorio español, a sus operaciones mercantiles y a la jurisdicción de los tribunales de la nación (  art. 15 C de C).


Regirá, por tanto:


	
- La ley nacional de la sociedad en lo que afecta a su constitución y capacidad para contratar, y 

	
- La ley española en lo relativo al desarrollo de su actividad mercantil en territorio español. 



En todo caso, es necesaria la inscripción de la sociedad extranjera en el Registro Mercantil (  art. 81 RRM). 

 Sociedades filiales

Por sociedades filiales se entienden las constituidas y controladas por otras sociedades mercantiles (matrices) que actúan en países distintos al de su nacionalidad.

Las sociedades filiales, constituidas y domiciliadas en España, no pierden la nacionalidad española por el hecho de que sean filiales de otra sociedad extranjera.










Capítulo IX. Establecimiento mercantil



1-45 Concepto de establecimiento mercantil



  Se entiende por establecimiento mercantil al conjunto orgánico de bienes y servicios, normalmente ubicados en un lugar determinado, apto para desarrollar una actividad empresarial.

El establecimiento, soporte físico de una actividad mercantil, es la manifestación externa de la empresa. Así, existe la presunción legal del ejercicio habitual del comercio, desde que la persona que se proponga ejercerlo anuncia, por cualquier medio de publicidad, un establecimiento que tenga por objeto alguna operación mercantil (  art. 3 C de C).








1-46 Elementos integrantes del establecimiento mercantil 


  La estructura del establecimiento depende de la actividad económica desarrollada por cada empresa. Así, una empresa de transportes difiere notablemente en cuanto a los elementos integrantes del establecimiento de una empresa de seguros, banca, etc.

De cualquier forma, y partiendo de esta diversidad, cabe señalar que son comunes a todas, la existencia de bienes tales como: materias primas, mercancías, inmuebles, derechos de propiedad industrial o comercial.

En todo caso, los elementos integrantes, coordinados para la consecución de un fin, no pierden su autonomía ni independencia, esto es, pueden ser sustituidos o cambiados a voluntad del empresario.

El establecimiento mercantil, puede o no estar abierto al público.

Son establecimientos mercantiles abiertos al público:


	
- Los de los comerciantes inscritos.

	
- Los de los comerciantes no inscritos, siempre que los almacenes o tiendas permanezcan abiertos al público por espacio de 8 días consecutivos, o se hayan anunciado por medio de rótulos, muestras o títulos en el local mismo, o por avisos repartidos al público insertos en los diarios de la localidad (  art. 85 C de C). 



Las mercancías adquiridas en establecimientos mercantiles abiertos al público son irreivindicables, no las puede reclamar el verdadero dueño de las mismas, salvo en los casos de venta fraudulenta, es decir, cuando le conste al adquirente la ilegitimidad de la operación. En los demás casos, el verdadero propietario tan sólo conserva el derecho a reclamar contra el que las ha vendido indebidamente, pero no contra el que las compró.








1-47 ¿Sucursal, Filial o Establecimiento permanente? 


  Se entiende por sucursal todo establecimiento secundario dotado de representación permanente y de cierta autonomía de gestión, donde se desarrollen, total o parcialmente, las actividades de la sociedad (  art. 295 RRM).

Las sucursales nacen como consecuencia de la expansión empresarial. El afán de conseguir mayor clientela o de abarcar un mayor campo en el mercado produce la dispersión territorial de la actividad empresarial.

 ATENCIÓN: En la práctica, el ámbito territorial de la actividad de la sucursal puede o no coincidir con la del establecimiento principal pero, en cualquier caso, tienen un carácter accesorio al no establecerse en ellas la alta dirección del negocio ni el domicilio del empresario (establecimiento principal).


 Inscripción registral

La apertura de sucursales debe inscribirse en todo caso en la hoja abierta a la sociedad. Posteriormente, debe ser objeto de inscripción separada en el Registro Mercantil correspondiente al domicilio de la sucursal.

Cuando el domicilio de la sucursal radique en la misma provincia en que esté situado el domicilio de la sociedad, la apertura de la sucursal sólo se inscribirá en la hoja abierta a la sociedad.

No obstante, cuando el registrador lo considere necesario para mayor claridad de los asientos, podrá abrirse hoja propia en el mismo Registro a las diversas sucursales de la misma circunscripción registral.

En la inscripción que se practique en la hoja abierta a la sociedad se hará constar el establecimiento de la sucursal, con indicación de:


	
- Cualquier mención que, en su caso, identifique a la sucursal. 

	
- El domicilio de la misma. 

	
- Las actividades que, en su caso, se le hubiesen encomendado. 

	
- La identidad de los representantes nombrados con carácter permanente para la sucursal, con expresión de sus facultades. 



En la primera inscripción y en la hoja abierta a la sucursal se harán constar, además de las circunstancias anteriores, la identidad de la sociedad y el nombre y apellidos o denominación social de sus administradores, con indicación del cargo que ostenten (  arts. 260 y 261 C de C).

La principal diferencia entre sucursales y filiales, radica en que las primeras no son sociedades mercantiles. En consecuencia,  las sucursales carecen de personalidad jurídica propia, distinta de su sociedad matriz. Las filiales, son auténticas sociedades mercantiles, con personalidad jurídica propia, capital, estatutos, órganos de gobierno y administración, etc.

Al igual que las sucursales,  los establecimientos permanentes carecen de personalidad jurídica propia y responsabilidad independiente. Todo establecimiento permanente es una sucursal, por cuanto, se trata de una instalación física o lugar de trabajo en el que, de forma habitual o continuada, se realizan operaciones en un país en el que la entidad matriz a la que pertenece, no tiene su residencia.








1-48 Arrendamiento de local de negocios 


  Se considera arrendamiento de local de negocios, establecimiento mercantil, al que recae sobre edificaciones destinadas a una actividad industrial, artesanal, profesional, recreativa, asistencial o docente.

La normativa actual abandona la distinción tradicional entre arrendamiento de vivienda y arrendamiento de local de negocios para diferenciar entre arrendamientos dedicados a satisfacer la necesidad de vivienda permanente del arrendatario, su cónyuge o sus hijos dependientes, y arrendamientos para usos distintos al indicado: de segunda residencia, los de temporada, los de local de negocio y los asimilados a éstos.

En la regulación de los arrendamientos sobre local de negocios se deja a la libre voluntad de las partes todos los elementos del contrato, configurándose una regulación supletoria de libre pacto. Así, se incluye una regulación específica sobre:


	
- El régimen de obligaciones de conservación y obras. 

	
- El derecho de adquisición preferente. 

	
- El de traspaso y las subrogaciones mortis causa. 



Igualmente se reconoce el derecho del arrendatario a ser indemnizado cuando, queriendo continuar con el arrendamiento, deba abandonar el local por el transcurso del plazo previsto, siempre que el arrendador u otra persona se pudiesen beneficiar de la clientela obtenida por el antiguo arrendatario.

 Fianza

A la celebración del contrato es obligatoria la prestación de fianza en metálico en cantidad equivalente a 2 mensualidades. Durante los 5 primeros años de duración del contrato la fianza no está sujeta a actualización. Pero, cada vez que el arrendamiento se prorrogue, el arrendador podrá exigir que la fianza sea incrementada, o el arrendatario que disminuya, hasta hacerse igual a 1 o 2 mensualidades de la renta vigente.

Al finalizar el contrato, el saldo de la fianza en metálico que deba ser restituido al arrendatario, devengará el interés legal transcurrido 1 mes desde la entrega de las llaves por el mismo sin que se hubiera hecho efectiva dicha restitución.

 Forma

En principio, el contrato de arrendamiento de local de negocio, no exige formalidad alguna para su perfección. Sin embargo, las partes pueden compelerse recíprocamente a la formalización por escrito del contrato de arrendamiento.

En este caso, se debe hacer constar: 


	
- La identidad de los contratantes. 

	
- La descripción de la finca arrendada. 

	
- La duración pactada. 

	
- La renta inicial del contrato, y 

	
- Las demás cláusulas que las partes hubieran libremente acordado. 



 Inscripción

Los contratos de arrendamiento de local de negocios, así como los correspondientes a sus modificaciones, se deben inscribir en el Registro de la Propiedad y, por ello, se les bonifica con una reducción del 25 por 100 en los honorarios registrales y notariales que resulten de aplicación.

 ATENCIÓN: Para la inscripción de los arrendamientos, así como de cualquier modificación de los mismos, es necesaria la escritura pública notarial o la elevación a público del documento privado que sirva de base al contrato.


En todo caso, se debe hacer constar: 


	
- La identidad de los contratantes. 

	
- La duración pactada. 

	
- La renta inicial del contrato y las demás cláusulas que las partes hayan libre­mente acordado. 



 Cancelación

El registrador de la Propiedad procederá de oficio a la cancelación de las inscripciones de los arrendamientos urbanos de duración inferior a 5 años, cuando hayan transcurrido 8 años desde la fecha inicial del contrato y no conste la prórroga del mismo.

Igualmente, la copia del acta notarial por la que el arrendador o arrendatario notifiquen a la otra parte su voluntad de no renovar el contrato, es título suficiente para la cancelación del arrendamiento (  art. 7 RDL 297/1996).

 Cesión y subarriendo

Cuando en la finca arrendada se ejerza una actividad empresarial o profesional, el arrendatario podrá subarrendarla o ceder el contrato de arrendamiento sin necesidad de contar con el consentimiento del arrendador.

 ATENCIÓN: El arrendador tiene derecho a una elevación del 10 por 100 de la renta en vigor en el caso de producirse un subarriendo parcial, y del 20 por 100 en el caso de producirse la cesión del contrato o el subarriendo total de la finca.


En todo caso, tanto la cesión como el subarriendo deben notificarse de forma fehaciente al arrendador en el plazo de 1 mes desde que tales operaciones se hubieran concertado.

El cambio producido en la persona del arrendatario como consecuencia de la fusión, transformación o escisión de la sociedad arrendataria, no se asimila al supuesto de cesión pero, sin embargo, da derecho al arrendador a la elevación de la renta antes indicada.

 Adquisición preferente

En caso de venta del local arrendado, el arrendatario tiene derecho de adquisición preferente sobre el mismo. El arrendatario puede ejercitar:


	
- Un derecho de tanteo sobre el local arrendado en un plazo de 30 días naturales, a contar desde el siguiente al que se le notifique de forma fehaciente la decisión de vender la finca arrendada, el precio y las demás condiciones esenciales de la transmisión. Los efectos de la notificación caducan transcurridos 180 días naturales desde su emisión Cuando la venta recaiga además de sobre el local arrendado, sobre los demás objetos alquilados como accesorios del local, el arrendatario debe ejercitar el derecho de adquisición preferente sobre la totalidad de los bienes. 



	
- Un derecho de retracto, cuando no se hubiese hecho la notificación exigida o se hubiese omitido en ella cualquiera de los requisitos necesarios, así como cuando resultase inferior el precio efectivo de la compraventa o menos onerosas sus restantes condiciones esenciales. El derecho de retracto caduca a los 30 días naturales, contados desde el siguiente a la notificación que en forma fehaciente debe hacer el adquirente al arrendatario de las condiciones esenciales en que se efectuó la compraventa. 





En cualquier caso, para inscribir en el Registro de la Propiedad los títulos de venta de locales arrendados debe justificarse que se han realizado las respectivas notificaciones. Cuando el local vendido no estuviese arrendado, para que sea inscribible la adquisición debe el vendedor declararlo así en la escritura bajo la pena de falsedad en documento público.

No habrá lugar a los derechos de tanteo o retracto cuando el local arrendado se venda conjuntamente con los restantes locales propiedad del arrendador que formen parte del mismo inmueble ni tampoco cuando se vendan de forma conjunta por distintos propietarios a un mismo comprador la totalidad de los pisos y locales del inmueble.

 ATENCIÓN: El pacto por el cual el arrendatario renuncia a los derechos de tanteo y retracto es válido en contratos de duración pactada superior a 5 años.


 Extinción

Por otra parte, extinguido el contrato de arrendamiento, el arrendatario tendrá derecho preferente para continuar en el local arrendado si el arrendador pretendiese celebrar un nuevo contrato con distinto arrendatario antes de haber transcurrido 1 año a contar desde la extinción legal del arrendamiento.

A tal efecto, el arrendador debe notificar fehacientemente al arrendatario:


	
- Su propósito de celebrar un nuevo contrato de arrendamiento. 

	
- La renta ofrecida. 

	
- Las condiciones esenciales del contrato. 

	
- El nombre, domicilio y circunstancias del nuevo arrendatario. 



El derecho preferente a continuar en el local arrendado conforme a las condiciones ofrecidas debe ejercitarse por el arrendatario en el plazo de 30 días naturales a contar desde el siguiente al de la notificación.

El arrendador, transcurrido el plazo de 30 días naturales desde la notificación sin que el arrendatario hubiera procedido a firmar el contrato de arrendamiento propuesto, deberá formalizar el nuevo contrato de arrendamiento en el plazo de 120 días naturales a contar desde dicha notificación.

La omisión de la notificación prevenida, así como de cualquiera de los requisitos exigidos, da derecho al arrendatario:


	
- A subrogarse en el nuevo contrato de arrendamiento en el plazo de 60 días naturales desde que el arrendador le remitiese fehacientemente copia legalizada del nuevo contrato celebrado, o 

	
- A ejercitar la acción de desahucio por el procedimiento establecido para el ejerci­cio de la acción de retracto. 



 Resolución

El arrendador puede dar por resuelto el contrato cuando concurra alguna de las siguientes causas:


	
- Falta de pago de la renta o, en su caso, de cualquiera de las cantidades cuyo pago haya asumido o corresponda al arrendatario. 

	
- Falta de pago del importe de la fianza o de su actualización. 

	
- Subarriendo o cesión inconsentidas o realizadas sin cumplir lo establecido en la normativa vigente. 

	
-  Realización de daños causados dolosamente en la finca o de obras no consentidas por el arrendador cuando el consentimiento de este sea necesario. (art. 35 LAU)

	
- En caso de fallecimiento del arrendatario, cuando en el local se ejerza una actividad empresarial o profesional, el heredero o legatario que continúe el ejercicio de la actividad puede subrogarse en los derechos y obligaciones del arrendatario hasta la extinción del contrato. 



La subrogación debe notificarse por escrito al arrendador dentro de los 2 meses siguientes a la fecha del fallecimiento del arrendatario.

 Indemnización al arrendatario

La extinción de un contrato de arrendamiento de local de negocios (dedicado, al menos durante los últimos 5 años, a la venta al público) por transcurso del plazo pactado, da al arrendatario derecho a una indemnización a cargo del arrendador. Para ello, el arrendatario debe haber manifestado con 4 meses de antelación a la expiración del plazo su voluntad de renovar el contrato por un mínimo de 5 años y por una renta de mercado. Se considera renta de mercado a la libremente establecida por las partes; en defecto de pacto la que determine el árbitro nombrado.

La cuantía de la indemnización se determina de la forma siguiente:


	
- Si el arrendatario iniciara en el mismo municipio, dentro de los 6 meses siguientes a la expiración del arrendamiento, el ejercicio de la misma actividad a la que viniera estando dedicado, la indemnización debe comprender los gastos de traslado y los perjuicios derivados de la pérdida de clientela ocurrida con respecto a la que tuviera en el local anterior, calculada con respecto a la habida durante los 6 primeros meses de la nueva actividad. 

	
- Si el arrendatario iniciara dentro de los 6 meses siguientes a la extinción del arrendamiento una actividad diferente o no iniciara actividad alguna, y el arrendador o un tercero desarrollan en el local dentro del mismo plazo la misma actividad o una afín a la desarrollada por el arrendatario, la indemnización será de 1 mensualidad por año de duración del contrato, con un máximo de 18 mensualidades. 



En todo caso, el arrendatario tiene derecho a una indemnización de una cuantía igual a 18 mensualidades de la renta vigente al tiempo de la extinción del arrendamiento cuando, antes del transcurso de 1 año desde la extinción del mismo, cualquier persona comience a ejercer en el local la misma actividad o una actividad similar a la que aquél ejercitaba. Se consideran afines a las actividades típicamente aptas para beneficiarse, aunque sólo sea en parte, de la clientela captada por la actividad que ejerció el arrendatario.

 Certificado de Eficiencia Energética

A la celebración del contrato de arrendamiento, el propietario del local deberá facilitar al arrendatario un certificado de eficiencia energética. Este certificado especifica, mediante una escala de siete letras (de la A a la G) la relación existente entre las emisiones de CO2 y las dimensiones de la edificación. El incumplimiento de esta obligación puede ser sancionado con multas de hasta 6.000 euros










Capítulo X. Facturación



1-49 Al día, en su facturación



  Una factura es un documento de carácter mercantil que recoge la información relativa a una transacción o compra venta de bienes o servicios.

Normativa básica

La obligación de facturar de los empresarios y profesionales se recoge en:

-   Artículo 29.2.e) de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria,

-   Artículo 164, apartado Uno, número 3º de la   Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido y,

- Artículo 2.1 del Reglamento por el que se regulan las obligaciones de facturación aprobado por el   artículo primero del Real Decreto 1619/2012, de 30 de noviembre.

Obligación

Los empresarios y profesionales están obligados a expedir factura y copia de ésta por las entregas de bienes y prestaciones de servicios que realicen en el desarrollo de su actividad y a conservar copia de la misma. También deben expedir factura en los supuestos de pagos anticipados, excepto en las entregas intracomunitarias de bienes exentas.

En todo caso, los empresarios y profesionales están obligados a emitir una factura en los siguientes supuestos:

- Cuando el destinatario sea un empresario o profesional y actúe como tal.

- Cuando el destinatario de la obligación así lo exija para el ejercicio de cualquier derecho de naturaleza tributaria.

- Exportaciones de bienes exentas de IVA (salvo las realizadas en tiendas libres de impuestos).

- Entregas intracomunitarias de bienes exentas de IVA.

- Cuando el destinatario sea una Administración Pública o una persona jurídica que no actúe como empresario o profesional.

- Determinadas entregas de bienes objeto de instalación o montaje antes de su puesta a disposición, cuando aquella se ultime en el territorio de aplicación del impuesto.

- Ventas a distancia y entregas de bienes objeto de Impuestos Especiales, cuando se entiendan realizadas en el territorio de aplicación del impuesto.

Tipos de facturas

Existen dos tipos de facturas: Factura simplificada (sustituye a los tiques)

Se podrá expedir factura simplificada en los siguientes supuestos:

- Facturas cuyo importe no supere los 400 euros (IVA incluido)

- Facturas rectificativas.

- Los autorizados por el Departamento de Gestión Tributaria.

- Operaciones en las que el Reglamento de facturación anterior, aprobado por el   RD 1496/2003, permitía la expedición de tiques (operaciones que no excedan de 3.000 euros, IVA incluido):

- Ventas al por menor.

Se consideran ventas al por menor las entregas de bienes muebles corporales o semovientes en las que el destinatario de la operación no actúe como empresario o profesional.

- Ventas o servicios en ambulancia.

- Ventas o servicios a domicilio del consumidor.

- Transporte de personas y sus equipajes.

- Servicios de hostelería y restauración prestados por restaurantes bares y similares, así como el suministro de comidas y bebidas para consumir en el acto.

- Salas de baile y discotecas.

- Servicios telefónicos prestados mediante cabinas o tarjetas magnéticas o electrónicas recargables que no permitan la identificación del portador.

- Servicios de peluquerías e institutos de belleza.

- Utilización de instalaciones deportivas.

- Revelado de fotografías y servicios prestados por estudios fotográficos.

- Aparcamiento de vehículos.

- Servicios de videoclub.

- Tintorerías y lavanderías.

- Autopistas de peaje

No se podrá expedir factura simplificada en las siguientes operaciones:

- Entregas intracomunitarias de bienes (EIB)

- Ventas a distancia.

- Operaciones localizadas en el Territorio de aplicación del Impuesto (TAI) en las que el proveedor o prestador no esté establecido, se produzca la inversión del sujeto pasivo y el destinatario expida la factura por cuenta del proveedor o prestador.

- Las operaciones no localizadas en el Territorio de aplicación del Impuesto (TAI) si el proveedor o prestador está establecido:

- Cuando la operación se entienda realizada fuera de la Unión Europea (UE).

- Cuando la operación se localice en otro Estado miembro (EM), se produzca la inversión del sujeto pasivo (ISP) y el destinatario no expida la factura por cuenta del proveedor o prestador.

Para poder deducir el IVA con factura simplificada, el expedidor debe hacer constar necesariamente:

- El NIF del destinatario y domicilio.

- La Cuota repercutida, que se debe consignar de forma separada.


 Fuera de los supuestos establecidos que permiten la emisión de factura simplificada, los empresarios o profesionales obligados a expedir factura emitirán factura competa.



Que información debe incluir

Toda factura y sus copias contendrán los datos o requisitos que se citan a continuación, sin perjuicio de los que puedan resultar obligatorios a otros efectos y de la posibilidad de incluir cualesquiera otras menciones:

-El número y, en su caso, serie. La numeración de las facturas dentro de cada serie será correlativa.

Será obligatoria, en todo caso, la expedición en series específicas de las facturas siguientes:

• Las expedidas por los destinatarios de las operaciones o por terceros, para cada uno de los cuales deberá existir una serie distinta.

• Las rectificativas.

• Las que se expidan por los adjudicatarios que tengan la condición de empresario o profesional en los procedimientos administrativos y judiciales de ejecución forzosa.

-La fecha de su expedición.

-El nombre y apellidos, razón o denominación social completa, tanto del obligado a expedir factura como del destinatario de las operaciones.

-El número de Identificación Fiscal atribuido por la Administración tributaria española o, en su caso, por la de otro Estado miembro de la Unión Europea, con el que ha realizado la operación el obligado a expedir la factura.

Asimismo, será obligatoria la consignación del Número de Identificación Fiscal del destinatario en los siguientes casos:

• Que se trate de una entrega intracomunitaria de bienes exenta.

• Que se trate de una operación cuyo destinatario sea el sujeto pasivo del Impuesto.

• Que se trate de operaciones que se entiendan realizadas en el territorio de aplicación del Impuesto (TAI), y el empresario o profesional obligado a la expedición de la factura haya de considerarse establecido en dicho territorio.

-El domicilio, tanto del obligado a expedir factura como del destinatario de las operaciones.

-La descripción de las operaciones, consignándose todos los datos necesarios para la determinación de la base imponible del Impuesto y su importe, incluyendo el precio unitario sin Impuesto de dichas operaciones, así como cualquier descuento o rebaja que no esté incluido en dicho precio unitario.

-El tipo impositivo o tipos impositivos, en su caso, aplicados a las operaciones.

-La cuota tributaria que, en su caso, se repercuta, que deberá consignarse por separado.

-La fecha en que se hayan efectuado las operaciones que se documentan o en la que, en su caso, se haya recibido el pago anticipado, siempre que se trate de una fecha distinta a la de expedición de la factura.

-En el supuesto de que la operación que se documenta en una factura esté exenta del Impuesto, una referencia a las disposiciones correspondientes de la   Directiva 2006/112/CE, de 28 de noviembre, relativa al sistema común del Impuesto sobre el Valor Añadido, o a los preceptos correspondientes de la Ley del Impuesto o indicación de que la operación está exenta.

Igualmente, este dato se indicará cuando se documenten varias operaciones en una única factura y las circunstancias que se han señalado se refieran únicamente a parte de ellas.

-En las entregas de medios de transporte nuevos, la fecha de su primera puesta en servicio y las distancias recorridas u horas de navegación o vuelo realizadas hasta su entrega.

-En caso de que sea el adquirente o destinatario de la entrega o prestación quien expida la factura en lugar del proveedor o prestador, la mención «facturación por el destinatario».

-En el caso de que el sujeto pasivo del Impuesto sea el adquirente o el destinatario de la operación, la mención «inversión del sujeto pasivo».

-En caso de aplicación del régimen especial de las agencias de viajes, la mención «régimen especial de las agencias de viajes».

-En caso de aplicación del régimen especial de los bienes usados, objetos de arte, antigüedades y objetos de colección, la mención «régimen especial de los bienes usados», «régimen especial de los objetos de arte» o «régimen especial de las antigüedades y objetos de colección».

Factura electrónica

La factura electrónica es una factura que, ajustándose a los requisitos establecidos en el   Real Decreto 1619/2012, de 30 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de facturación, ha sido expedida y recibida en formato electrónico. En todo caso la expedición de la factura electrónica estará condicionada a que su destinatario haya dado su consentimiento.

El Reglamento de facturación establece una igualdad de trato entre la factura en papel y la electrónica, siempre que se garantice al obligado a su expedición la autenticidad de su origen, la integridad de su contenido y su legibilidad, desde su fecha de expedición y durante todo el periodo de conservación.








1-50 Impago de facturas. Pasos a seguir


  Antes de “luchar “contra un impago real debemos ser precavidos. En estos casos es mejor rehuir de los hechos consumados y actuar con cautela para esquivarlos.

La prevención para evitar impagos es esencial y para ello es recomendable la adopción de medidas tales como:

• Solicitar un pago por adelantado. De esta forma nos aseguramos el cobro de todo o parte del coste del producto o servicio que vendamos.

• Recurrir a garantías. Por ejemplo, la fianza en un contrato de alquiler, o garantías complementarias, como avales o el depósito de una cantidad de dinero.

• Indicar de forma clara en sus facturas la forma y el plazo de pago. Tan importante es señalar el número de cuenta al que se tiene que ingresar el dinero, como el vencimiento.

 ATENCIÓN: En base a la Ley de medidas de lucha contra la morosidad si no se pacta un plazo de pago específico, este será de 30 días naturales (incluyendo sábados, domingos y festivos). Este plazo podrá ser ampliado por acuerdo, pero no podrá ser superior a 60 días.


Verificada la ejecución satisfactoria de la prestación de servicios o entrega de bienes y la falta de voluntad de pago del deudor, deberá ponerse en contacto con él y tratar de averiguar si ha recibido su factura y cuál es la causa del fallido. Intente llegar a un acuerdo escrito y firmado por ambas partes, fraccionando la deuda o, incluso, reduciendo su importe si se paga rápido.

Cuando venza el plazo que haya pactado para pagar (o los 60 días establecidos por la regulación vigente) y la factura siga estando pendiente, puede enviar un burofax con acuse de recibo y certificación de contenido, por el que reclame de forma “cordial “la deuda. Recuerde que la notificación debe contener: el importe y concepto de la deuda, la forma y plazo de pago y la posibilidad de presentar una demanda judicial.

Tras agotar la vía “amistosa” sin resultados, siempre que su deudor sea solvente y la deuda esté bien documentada, podrá hablar con un profesional y consultarle sobre la posibilidad de presentar una demanda judicial para reclamar la deuda a través del procedimiento monitorio.

Juicio monitorio

Un juicio monitorio es un juicio rápido y sencillo, al que se puede acudir para lograr el cobro de una deuda dineraria (de cualquier importe) líquida, determinada, vencida y exigible. (  arts. 812 a   818 LEC)

Fases y trámites del procedimiento

Petición inicial: La tramitación se inicia mediante una petición escrita acompañada de los documentos que justifiquen la deuda. Es lo que se conoce como petición inicial de procedimiento monitorio. Una vez recibida, el Juez solicitará al reclamado y deudor el pago en un plazo de 20 días.

 
 ATENCIÓN: Si se acude a la vía judicial en un juicio monitorio para reclamar una cantidad inferior a 2.000 euros, es posible presentarse en el juzgado sin abogado ni procurador. Pero cuando la cantidad reclamada sea superior a la indicada sí se requerirá la asistencia estos profesionales, tanto en el caso de que la persona demandada se oponga al pago de la deuda, como cuando no abone la misma y sea necesario acudir al proceso de ejecución.



Requerimiento de pago: Una vez que el letrado de la administración de justicia requiera el pago al deudor pueden ocurrir tres cosas: 


	
1.- Que el deudor pague las cantidades debidas, finalizando el proceso monitorio.

	
2.-  Que se oponga. En este caso y, dependiendo de la cantidad reclamada, el trámite continuará según un procedimiento u otro. Por ejemplo, en reclamaciones de cantidades superiores a 2.000 euros e inferiores a 6.000 se iniciaría un juicio verbal.

	
3.-  Que el deudor no comparezca. “Aquí el Juez se pronunciará y derivará ejecución contra el deudor estableciendo un plazo de hasta 5 años para proceder al embargo de los bienes proporcionales para saldar la deuda, así como la inclusión de cualquier gasto que haya supuesto la reclamación de la demanda monitoria.



Tasas

Para la petición inicial del juicio monitorio por una cantidad inferior a los 2.000€ no habrá que pagar tasa alguna, es decir que la reclamación para estas cantidades es gratuita. A partir de 2001 euros, el pago habrá que calcularlo en función de la cantidad que se reclame y las tarifas de los profesionales.

¿Y si el deudor es la Administración?

La Administración tiene la obligación de abonar el precio de las facturas que se generen por los trabajos realizados dentro de los treinta días siguientes a la fecha de expedición de las certificaciones de obras o de los correspondientes documentos que acrediten la realización total o parcial del contrato.

Dicho esto, una vez la empresa realice el servicio o la obra contratada, deberá enviar la factura o certificación de la obra al registro administrativo correspondiente.

La Administración tendrá la obligación de abonar el precio dentro de los treinta días siguientes tal y como le obliga el apartado 4 del   artículo 198 de la Ley 9/2017.

Si no se realiza dicho pago en el plazo de un mes, deberá realizar una reclamación administrativa por escrito. En la reclamación tendrá que detallar la cuantía de la deuda más los intereses de demora y la indemnización por los costes de cobro previstos en la   Ley 3/2004, de 29 de diciembre, por la que se establecen medidas de lucha contra la morosidad en las operaciones comerciales.

 ATENCIÓN: Los intereses de demora los marca la suma del tipo de interés aplicado por el Banco Central Europeo en la última operación de financiación que la administración en cuestión realizó. La indemnización por los costes de cobro tendrá un mínimo de 40 euros, pudiéndose reclamar una cantidad mayor en caso de ser así.

Si pasado un mes de la reclamación la administración no contesta se podrá interponer un recurso contencioso – administrativo contra su inactividad. En este se podrá solicitar como medida cautelar el pago inmediato de la deuda. (  Art. 217 de la Ley de Contratos del Sector Público).

En otras palabras, la Administración tiene un mes para contestar y si no lo hace el vencimiento y los intereses de demora se tienen por reconocidos. Podrá en ese caso formular recurso contencioso-administrativo en los Juzgados contra la inactividad de la Administración y, además, pedir la medida cautelar de pago inmediato (procedimiento monitorio administrativo, tal y como la llaman los expertos)










Capítulo XI. Aspectos fiscales, laborales de las sociedades mercantiles



1-51 Aspectos fiscales de la sociedad mercantil 



  Los principales aspectos fiscales que inciden en el momento de la constitución de una sociedad mercantil afectan al Impuesto de Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, en su modalidad de Operaciones Societarias, a la obligación de declaración censal de inicio de actividad y a la asignación del Número de Identificación Fiscal (NIF). (Ver   comentario relacionado).

Por otra parte, cuando se efectúen aportaciones no dinerarias, la transmisión de los bienes tendrá consecuencias en la tributación de los socios, que variarán en función de que sean personas físicas (IRPF) o personas jurídicas (IS). Estos aspectos han sido tratados en el capítulo de Sociedades de Responsabilidad Limitada (Ver   comentario relacionado y ss.).

Los principales impuestos que afectan a las sociedades mercantiles son el Impuesto sobre Sociedades, el Impuesto sobre el Valor Añadido y el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, en la medida en que las sociedades mercantiles están obligadas a practicar retenciones e ingresos a cuenta.








1-52 Aspectos fiscales de las sociedades mercantiles: Impuesto sobre Sociedades


  El Impuesto sobre Sociedades es un tributo de carácter directo y personal que grava la renta de las sociedades y demás entidades jurídicas.

Grava la renta obtenida, cualquiera que sea su fuente u origen, por los contribuyentes, durante el período impositivo.

Son contribuyentes del Impuesto sobre Sociedades, cuando tengan su residencia en territorio español, las personas jurídicas excepto las sociedades civiles  que no tengan objeto mercantil;  las sociedades agrarias de transformación, los fondos de inversión, las uniones temporales de empresas, los fondos de capital-riesgo y los fondos de inversión colectiva, los fondos de pensiones, los fondos de regulación del mercado hipotecario, los fondos de titulización, los fondos de garantía de inversiones, los Fondos de Activos Bancarios, las comunidades titulares de montes vecinales en mano común y los Grupos fiscales de Sociedades acogidos al régimen de declaración consolidada.

La base imponible es el importe de la renta en el período impositivo, minorada por la compensación de bases imponibles negativas de ejercicios anteriores y la base imponible en estimación directa, que es el método de estimación que se aplica con carácter general, parte del resultado contable sobre el que se practican las correcciones previstas en la normativa del impuesto.

La base imponible puede verse reducida en el 10% del importe destinado a la Reserva de capitalización.

El tipo general del impuesto para los períodos impositivos iniciados con posterioridad al 1 de enero de 2016 es del 25 por 10. 

Además, existe un tipo de gravamen reducido para entidades de nueva creación, que realicen actividades económicas, tributando en el en el primer período impositivo en que la base imponible resulte positiva y en el siguiente al tipo del 15 por 100, excepto si deben tributar a un tipo inferior.

Una vez determinada la cuota íntegra, ésta se minora en el importe de las bonificaciones y de las deducciones por doble imposición, obteniéndose la cuota íntegra ajustada positiva y ésta a su vez se minora en el importe de la deducción por incentivos a la realización de determinadas actividades:


	
- Deducción por actividades de investigación y desarrollo e innovación tecnológica. 

	
- Deducción por inversiones en producciones cinematográficas, series audiovisuales y espectáculos en vivo de artes escénicas y musicales. 

	
- Deducción por creación de empleo para trabajadores con discapacidad. 

	
- Deducción por creación de empleo.

	
- Deducción por gastos e inversiones de las sociedades forestales.



La cuota diferencial o cuota a pagar o a devolver es el resultado de minorar la cuota líquida positiva en el importe de las retenciones e ingresos a cuenta soportados y los pagos fraccionados.

 ATENCIÓN: Las sociedades deberán efectuar pagos fraccionados a cuenta de la liquidación del Impuesto sobre Sociedades que esté en curso el día primero de cada uno de los meses de abril, octubre y diciembre de cada año. Estos pagos deben realizarse en los primeros veinte días naturales de los meses de abril, octubre y diciembre, empleando el modelo 202 y el modelo 222 (entidades que tributan en régimen consolidado).  No obstante, cuando se opte por la domiciliación bancaria como forma de pago, el plazo será del día 1 al 15, ambos incluidos, de cada uno de los meses indicados.


El porcentaje a aplicar para el cálculo de cada pago fraccionado es del 18 por 100 sobre la cuota íntegra del último ejercicio cerrado cuyo plazo reglamentario de declaración ya estuviese vencido el primer día de los veinte en que se debe presentar el pago fraccionado, minorada en el importe de las deducciones y bonificaciones, así como de las retenciones e ingresos a cuenta correspondientes a dicho ejercicio. No obstante los contribuyentes cuya cifra de negocios no supere los seis millones de euros podrán optar por realizar los pagos fraccionados tomando como referencia la base imponible del período, variando el tipo de gravamen en función del volumen de operaciones de los doce meses anteriores a la fecha en que se inicien los períodos impositivos y del importe neto de la cifra de negocios del mismo período de doce meses.

Están obligados a aplicar esta segunda modalidad de cálculo los contribuyentes cuyo importe neto de la cifra de negocios haya superado la cantidad de seis millones de euros durante los doce meses anteriores a la fecha en que se inicie el período impositivo al que corresponda el pago fraccionado. Asimismo, en los supuestos en que el importe de la cifra de negocios sea al menos de diez millones de euros, se establece un importe minimo del pago fraccionado del 23% del resultado positivo de la cuenta de pérdidas y ganancias del ejercicio.

Están obligados a presentar la declaración por este impuesto todos los contribuyentes del impuesto, salvo los totalmente exentos, en el plazo de los 25 días naturales siguientes a los seis meses posteriores a la conclusión del período impositivo, y la declaración debe realizarse en el modelo 200 o en el 220 para los grupos de sociedades.








1-53 Atribución de rentas 


  Las sociedades civiles no eran contribuyentes del Impuesto sobre Sociedades. Sin embargo, a partir del 1 de enero de 2016 si lo son cuando tienen personalidad jurídica y objeto mercantil.

Las rentas correspondientes a las sociedades civiles que no sean contribuyentes del Impuesto sobre Sociedades, a las comunidades de bienes y demás entidades que, carentes de personalidad jurídica, constituyan una unidad económica o un patrimonio separado susceptibles de imposición, así como las retenciones e ingresos a cuenta que hayan soportado, se atribuirán a los socios, herederos, comuneros o partícipes, siguiendo el régimen de atribución de rentas.

La tributación se realiza determinando en un primer momento las rentas que pudieran corresponderles mediante la aplicación de las normas del IRPF, para posteriormente atribuir a sus miembros dichas rentas en función de las normas o pactos aplicables en cada caso y si éstas no constaran a la Administración Tributaria se atribuirán por partes iguales. 

  ATENCIÓN: Si el socio o comunero es una persona física, la renta se integra junto con el resto de rendimientos y ganancias y pérdidas patrimoniales en la base imponible del IRPF, si es persona jurídica en la base imponible del Impuesto sobre Sociedades y si se trata de un sujeto pasivo del Impuesto sobre la Renta de No Residentes, la renta atribuida tributa en este impuesto.


Las rentas atribuidas tendrán, para cada socio, heredero, comunero o partícipe, la naturaleza derivada de la actividad o fuente de donde procedan: actividad económica, capital mobiliario o inmobiliario.

Existen unas reglas especiales dependiendo de la naturaleza de los sujetos pasivos que sean miembros de las entidades en régimen de atribución de rentas:


	
- Si todos los miembros de la entidad son sujetos pasivos del Impuesto sobre Sociedades o contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de No Residentes con establecimiento permanente, la renta atribuible se determinará de acuerdo con la normativa del Impuesto sobre Sociedades. 

	
- La parte de la renta atribuible a los miembros de entidades en régimen de atribución de rentas que sean contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de No Residentes sin establecimiento permanente, se determinará de acuerdo con la normativa de dicho impuesto, en lo relativo a las rentas obtenidas sin mediación de establecimiento permanente. 

	
- La parte de renta atribuible a quienes sean sujetos pasivos del Impuesto sobre Sociedades o contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de No Residentes con establecimiento permanente o sin establecimiento permanente que no sean personas físicas, que proceda de ganancias patrimoniales derivadas de la transmisión de elementos no afectos al desarrollo de actividades económicas, se determinan sin tener en cuenta el régimen transitorio aplicable a las ganancias patrimoniales generadas con anterioridad al 20 de enero de 2006. 

	
- Si sólo una parte de los miembros son sujetos pasivos del Impuesto sobre Sociedades, mientras que otra parte son contribuyentes del IRPF, la renta se cuantificará según las normas del IRPF, pero la renta se atribuirá antes de considerar las reducciones por rendimientos de capital inmobiliario para los arrendamientos de viviendas y por obtención en períodos superiores a dos años y de forma notoriamente irregular en el tiempo, las reducciones para los rendimientos de capital mobiliario por obtención en períodos superiores a los dos años y de forma notoriamente irregular en el tiempo y las reducciones por rendimientos de actividades económicas. Estas reducciones sí podrán aplicarlas luego en su impuesto personal los miembros que sean contribuyentes del IRPF. 










1-54 Retenciones e ingresos a cuenta 


  Están obligados a practicar e ingresar retenciones o ingresos a cuenta, las personas jurídicas y demás entidades, incluidas las comunidades de propietarios y las entidades en régimen de atribución de rentas, cuando satisfagan determinadas rentas en el ejercicio de sus actividades que estén sujetas al IRPF o al Impuesto sobre Sociedades.

Por ello deberán detraer, con ocasión de los pagos que realicen, el importe del tributo que grava los rendimientos que satisfacen e ingresar en el Tesoro dichas detracciones en nombre del perceptor de dichos rendimientos, constituyendo para éste un pago a cuenta adelantado de la futura cuota líquida del impuesto.

Cuando las sociedades mercantiles satisfagan rendimientos a contribuyentes del IRPF, los porcentajes de retención aplicables serán los siguientes:

 ATENCIÓN: Para el cálculo del importe de las retenciones sobre rendimientos del trabajo, será preciso determinar previamente la base para calcular el tipo de retención, calcular el mínimo personal y familiar, determinar la cuota de retención, calcular el tipo previo de retención, el tipo definitivo y aplicar el tipo correspondiente a la cuantía total de las retribuciones que se satisfagan o abonen en función de una escala.


Para las actividades profesionales será del 15 por 100, con carácter general.

El porcentaje de retención e ingreso a cuenta sobre los rendimientos del trabajo derivados de impartir cursos, conferencias, coloquios, seminarios y similares, o derivados de la elaboración de obras literarias, artísticas o científicas, siempre que se ceda el derecho a su explotación, será del 15 por 100.

Para actividades agrícolas, ganaderas y forestales es el 2 por 100 de los ingresos íntegros, en el caso de engorde de porcino y avicultura será el 1 por 100.

Para actividades económicas cuyo rendimiento neto se determine en estimación objetiva y estén dados de alta en determinados epígrafes señalados en el Reglamento del IRPF se aplicará el 1 por 100.

Para los rendimientos de capital mobiliario, para las ganancias patrimoniales derivadas de las transmisiones o reembolsos de acciones y participaciones de instituciones de inversión colectiva, para las ganancias patrimoniales derivadas de la transmisión dederechos de suscripción, para las ganancias patrimoniales derivadas de los aprovechamientos forestales de los vecinos en montes públicos, sobre premios que se entreguen como consecuencia de la participación en juegos, concursos, rifas o combinaciones aleatorias, estén o no vinculadas a la oferta, promoción o venta de determinados bienes, productos o servicios, para los rendimientos procedentes del arrendamiento o subarrendamiento de bienes inmuebles urbanos, para los rendimientos procedentes de la propiedad intelectual, industrial, de la prestación de asistencia técnica, del arrendamiento de bienes muebles, negocios o minas y del subarrendamiento sobre los bienes anteriores, es del 19 por 100. 

  ATENCIÓN: El porcentaje de retención e ingreso a cuenta sobre los rendimientos procedentes de la cesión del derecho a la explotación del derecho de imagen será el 24 por 100.


 El porcentaje de retención e ingreso a cuenta sobre los rendimientos del trabajo que se perciban por la condición de administradores y miembros de los consejos de administración, de las juntas que hagan sus veces, y demás miembros de otros órganos representativos, será del 35 por 100. No obstante, cuando procedan de entidades con un importe neto de la cifra de negocios inferior a 100.000 euros: el porcentaje de retención e ingreso a cuenta será del 19% .

Cuando los perceptores de los rendimientos sobre los que se aplica la retención sean sujetos pasivos del Impuesto sobre Sociedades, deberá practicarse retención e ingreso a cuenta sobre los rendimientos de capital mobiliario, premios, contraprestaciones por el cargo de administrador o consejero en otras sociedades, rentas procedentes de la cesión del derecho a la explotación de la imagen, rentas procedentes del arrendamiento o subarrendamiento de inmuebles urbanos y rentas obtenidas como consecuencia de las transmisiones o reembolsos de acciones o participaciones representativas del capital o patrimonio de instituciones de inversión colectiva.

La cantidad a retener o ingresar a cuenta será el resultado de aplicar el porcentaje de retención a la base de retención, que se corresponde con la contraprestación íntegra exigible o satisfecha. 

 ATENCIÓN: El porcentaje de retención con carácter general es el 19 por 100.


La declaración e ingreso de las retenciones deberá presentarse trimestralmente por el retenedor en los veinte primeros días naturales de abril, julio, octubre y enero.

Sin embargo, las empresas cuyo volumen de operaciones el año anterior fuese superior a 6.010.121,04 de euros, deberán presentar la declaración mensualmente, en los 20 primeros días naturales de cada mes, en relación con las cantidades retenidas en el mes inmediato anterior.

En el plazo comprendido entre el 1 de enero y el 31 de enero del año siguiente al que corresponda la declaración debe presentarse un resumen anual de las retenciones e ingresos a cuenta practicados durante el ejercicio.








1-55 Aspectos fiscales de las sociedades mercantiles: Impuesto sobre el Valor Añadido


  El impuesto sobre el valor añadido, en adelante IVA, es un tributo general de naturaleza indirecta, que recae sobre el consumo y que se exige con ocasión de las entregas de bienes y prestaciones de servicios que tengan lugar en el ámbito de las actividades empresariales y profesionales, así como en las adquisiciones intracomunitarias y en las importaciones de bienes.

Aunque el IVA es un tributo establecido sobre el consumo y lo soportarán, por ello, en definitiva, los consumidores finales, son los empresarios y profesionales -sujetos pasivos del impuesto- quienes deberán recaudarlo e ingresarlo en la Hacienda Pública, repercutiéndolo sobre sus clientes hasta hacerlo recaer sobre el consumidor final.

El ámbito de aplicación del impuesto queda limitado al territorio peninsular español e islas Baleares, no extendiéndose, por tanto, a las islas Canarias, a Ceuta, ni a Melilla.

Existe un régimen general y diversos regímenes especiales. 

El régimen general es de aplicación, cuando no proceda aplicar ninguno de los especiales, se renuncie a ellos o se quede excluido.

 
 ATENCIÓN: La mecánica de funcionamiento de este impuesto es la siguiente:


	
- Se repercutirá a los clientes el IVA que corresponda según el importe de la operación y el tipo aplicable del 21 por 100, 10 por 100 ó 4 por 100, salvo que la misma esté exenta del impuesto. 

	
- Los proveedores de bienes y servicios repercutirán igualmente el IVA correspondiente, que será soportado por el sujeto pasivo. 

	
- Se deberá calcular y en su caso ingresar trimestralmente (mensualmente para Grandes Empresas, entidades a las que se aplique el régimen especial de grupos de entidades o entidades inscritas en el REDEME) la diferencia entre el IVA devengado, es decir, repercutido a clientes, y el IVA soportado deducible, el que repercuten los proveedores. 





Desde el 1 de enero de 2009 existe la posibilidad de solicitar la devolución de IVA cada mes, es decir, aquellos que tengan derecho a ello por tener más IVA soportado que IVA repercutido y que así lo hayan especificado en el modelo 036, de Declaración censal de alta, modificación y baja en el censo de empresarios, profesionales y retenedores, podrán reclamar la devolución del IVA mensualmente a través del modelo 303 de Autoliquidación del Impuesto sobre el Valor Añadido.

El período de liquidación coincide con el trimestre natural. No obstante, dicho período de liquidación coincidirá con el mes natural, cuando se trate de grandes empresas, (volumen de operaciones que en el año natural inmediato anterior hubiera excedido de 6.010.121,04, sujetos pasivos, incluidas las entidades acogidas al régimen especial del grupo de entidades, que se encuentren inscritos en el REDEME y las entidades a las que resulte de aplicación el régimen especial del grupo de entidades.

Las declaraciones períodicas se presentan en el modelo 303 durante los veinte primeros días naturales del mes siguiente al correspondiente período de liquidación trimestral que corresponda, salvo la declaración correspondiente al último período trimestral, del año, en el que el plazo son los treinta primeros días naturales del mes de enero del año siguiente.

Las declaraciones-liquidaciones correspondientes a las personas y entidades que lleven los libros registros del IVA a través de la sede electrónica de la AEAT, a las que se aplica el sistema de suministro de los registro de información (SII), se presentan durante los treinta primeros días naturales del mes siguiente al correspondiente período de liquidación mensual, o hasta el último día del mes de febrero en el caso de la declaración-liquidación correspondiente al mes de enero.

El resumen anual, con todas las operaciones que realicen en el ámbito de aplicación del impuesto la presentarán conjuntamente con la declaración correspondiente al último período de liquidación, a través del modelo 390.

Los regímenes especiales son los siguientes:


	
- Régimen simplificado, sólo si se tributa en Estimación Objetiva en IRPF. La coordinación entre estos regímenes es total. A este régimen no pueden acogerse las sociedades, únicamente las entidades en régimen de atribución de rentas. 

	
- Régimen especial del recargo de equivalencia, se aplica a los comerciantes minoristas, persona física o sociedad civil, herencia yacente o comunidad de bienes cuando todos sus socios, comuneros o partícipes sean personas físicas salvo si comercializan una serie de productos. No se aplica a las sociedades mercantiles.

	
- Régimen especial de la agricultura, ganadería y pesca, se aplica a los titulares de explotaciones agrícolas, forestales o pesqueras que no hayan renunciado a este régimen ni estén excluidos del mismo.

	
- Régimen especial de los bienes usados, objetos de arte, antigüedades y objetos de colección.

	
- Régimen especial del oro de inversión. 

	
- Régimen especial de las agencias de viajes. 

	
- Regímenes especiales aplicables a los servicios de telecomunicaciones, de radiodifusión o de televisión y a los prestados por vía electrónica.

	
- Régimen especial de los grupos de entidades. 

	
- Régimen especial del criterio de caja Aplicable para los sujetos pasivos cuyo volumen de operaciones durante el año natural anterior no supere los 2.000.000 de euros.



  ATENCIÓN: Las sociedades mercantiles deben presentar también una declaración recapitulativa de las entregas y adquisiciones intracomunitarias de bienes que realicen, mediante el modelo 349 en el que deben consignarse los datos de identificación de proveedores y adquirentes y la base imponible de las operaciones intracomunitarias declaradas. 


Las sociedades deberán expedir y entregar factura u otros justificantes por las operaciones que realicen en el desarrollo de su actividad  empresarial, así como conservar copia o matriz de aquéllos. Igualmente, están obligados a conservar las facturas u otros justificantes recibidos de otros empresarios o profesionales por las operaciones de las que sean destinatarios y que se efectúen en desarrollo de la citada actividad. 

  ATENCIÓN: Las sociedades mercantiles deberán presentar la declaración anual de operaciones con terceras personas cuando respecto a otra persona o entidad se hayan realizado operaciones que en su conjunto superen los 3.005,06 euros (IVA incluido) durante el mes de febrero de cada año, en relación con el año natural anterior. Se realizará mediante el modelo 347.


Están excluidos de la obligación de presentar la declaración informativa las entidades en régimen de atribución de rentas constituidas en el extranjero, que no tengan presencia en territorio español, y no deben declararse en el modelo 347 las operaciones en las que no se identifica al destinatario por no ser obligatorio, así como todas aquellas operaciones en las que no exista obligación de emitir factura.

Desde julio de 2017 los sujetos pasivos del IVA que están obligados a llevar sus libros registros del IVA a través de la sede electrónica de la AEAT (SII), no tienen obligación de presentar los modelos 340, 347 y 390.








1-56 Aspectos laborales de la sociedad mercantil 


  Tienen la condición de empresario laboral las personas físicas o jurídicas, o comunidades de bienes que reciban la prestación de servicios de trabajadores que voluntariamente presten sus servicios retribuidos por cuenta ajena y dentro de su ámbito de organización y dirección, así como de las personas contratadas para ser cedidas a empresas usuarias por empresas de trabajo temporal legalmente constituidas.

Así, en la medida en que el trabajo se presta en una empresa, el empresario es el titular de la empresa en la que se aporta trabajo subordinado.

Pueden darse casos en que el concepto de empresario desde la perspectiva del Derecho Mercantil y desde la óptica laboral no coinciden. Así, en laboral, la condición de empresario pueden ostentarla particulares o entidades sin ánimo de lucro y, por tanto, en las que no se da la condición de sociedad mercantil y pueden no ostentarla sociedades mercantiles que no emplean trabajadores.

 ATENCIÓN: El Estatuto de los Trabajadores contempla como empresarios a las comunidades de bienes que reciban prestación de servicios, lo que implica que la condición de empleadores en una relación laboral puede ser asumida por sujetos distintos desprovistos de personalidad jurídica. En este caso lo que ocurre es que, si el grupo no se constituye formalmente y adquiere personalidad, las personas individuales o jurídicas agrupadas son responsables solidarias frente al trabajador de las obligaciones derivadas del contrato. 


Los empresarios están obligados a entregar a la representación legal de los trabajadores una copia básica de todos los contratos de trabajo que deban celebrarse por escrito, a excepción de los de alta dirección.

Una vez firmada por estos, la copia básica debe enviarse a la oficina de empleo, en el plazo de los diez días hábiles siguientes a su concertación, pudiendo remitirse también por medios telemáticos. Si no hubiera representación legal de los trabajadores, también debe formalizarse copia básica y remitirse a la oficina de empleo.

Por otra parte, la apertura de un centro de trabajo o la reanudación o continuación de los trabajos después de efectuar alteraciones o ampliaciones de importancia debe ser comunicada a la autoridad laboral. 

Si la sociedad va a contratar personal asalariado tiene la obligación de implantar un plan de prevención de riesgos laborales en la empresa.

Por otro lado, en relación con la Seguridad Social, la constitución de una sociedad mercantil afecta a las obligaciones de alta y afiliación a la Seguridad Social (tanto la inscripción de la sociedad en el régimen general de la Seguridad Social como la afiliación, altas y bajas de los trabajadores) y a la obligación de cotización y pago de cuotas.

También veremos los aspectos laborales de la aportación de empresa o establecimiento mercantil a la sociedad, de la figura del socio trabajador y de las prestaciones accesorias.








1-57 Inscripción de la sociedad en la Seguridad Social 


  Las sociedades mercantiles que vayan a iniciar sus actividades deben solicitar, con carácter previo, su propia inscripción en la Tesorería General de la Seguridad Social.

  ATENCIÓN: En dicha solicitud deben indicar la entidad gestora o, en su caso, la Mutua Colaboradora de la Seguridad Social que haya de asumir la protección por las contingencias profesionales del personal a su servicio y, en su caso, la prestación económica por cobertura de la prestación económica por incapacidad temporal derivada de contingencias comunes respecto de los trabajadores.


Por ello, en la propia solicitud de inscripción o declaraciones anexas, el empresario debe hacer constar:


	
- Si concierta separadamente la protección por contingencias profesionales o la cobertura de la prestación económica por incapacidad temporal derivada de contingencias comunes, el empresario hará constar la entidad gestora y/o la entidad o entidades colaboradoras por las que opta para la cobertura de tales contingencias, así como la actividad económica de la empresa. 

	
- Si la opción se realiza por una entidad gestora, hará constar los datos precisos para la formalización del documento de cobertura por la Tesorería General de la Seguridad Social. 

	
- Si, por el contrario, dicha opción se hubiera hecho por una o varias mutuas, tales datos se comunicarán directamente a éstas. 



La inscripción de la sociedad es única y válida en los regímenes de sistema de Seguridad Social que se determinen, para todo el territorio nacional y durante toda la vida de la sociedad.

La Tesorería General de la Seguridad Social es quien gestiona el Registro de Empresarios.

La inscripción del empresario se debe efectuar a nombre de aquél en la Dirección Provincial o Administración de la Tesorería General de la Seguridad Social en cuyo ámbito territorial radique el domicilio del empresario.

Al formular su inscripción, se asigna a cada empresario un número único de inscripción que se considera el primero y principal código de cuenta de cotización.

Además, la Tesorería puede asignarle otros números o códigos de cuentas de cotización, pudiendo el empresario en un momento posterior designar cualquiera de ellas como cuenta principal de la sede de su empresa.

El empresario ha de solicitar la apertura de tantas cuentas como actividades desarrolla en la provincia o modalidades de cotización tiene reconocidas por contar con trabajadores que, por estar excluidos de algunas situaciones o contingencias protegidas, deben cotizar por diferentes conceptos.

 ATENCIÓN: Así, las sociedades han de solicitar un código de cuenta de cotización específico para la inclusión de los consejeros y administradores asimilados a trabajadores por cuenta ajena en el Régimen de la Seguridad Social que corresponda.


Además, la sociedad debe comunicar las variaciones que se produzcan en los datos que declararon al formular su inscripción o al solicitar la identificación de sus centros de trabajo y, en especial, el cambio de entidad que cubra las contingencias de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales y, en su caso, la prestación económica por incapacidad temporal derivada de contingencias comunes. El incumplimiento de esta comunicación constituye una infracción leve que conlleva la imposición de una sanción administrativa.

Otras variaciones que deberá comunicar la sociedad son las siguientes:


	
- Cambio de denominación. 

	
- Cambio del domicilio de la sociedad o del lugar en el que radiquen sus centros de trabajo. 

	
- Cambio de identidad de la empresa principal en el supuesto de contratistas y subcontratistas. 

	
- Cambio de convenio o convenios colectivos aplicables a la empresa. 

	
- Cambio de actividad económica y, en general, cualquier variación que afecte a los datos declarados con anterioridad. 



La comunicación de variaciones tiene que ser presentada en la Dirección Provincial de la Tesorería General, o administración de la Seguridad Social de la provincia en la que se formuló la inscripción, en el modelo oficial, dentro del plazo de 3 días naturales, contados a partir de la fecha en que se produzcan, salvo en el caso de cambio de la entidad que cubra las contingencias de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales y, en su caso, la prestación económica por incapacidad temporal derivada de contingencias comunes, en cuyo supuesto se debe presentar con una antelación de 10 días naturales a su efectividad.

Cuando la Tesorería General de la Seguridad Social, como consecuencia de actuación de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, de los datos obrantes en la misma o de los existentes en las entidades gestoras, tiene conocimiento de la inobservancia, por parte de los empresarios, del cumplimiento de la obligación de inscripción, o de comunicación de variaciones de datos, procederá de oficio a efectuarla. 

Ello, sin perjuicio de las posibles sanciones que correspondan al empresario, ya que el incumplimiento de la obligación de inscripción o de comunicación de apertura y cese de actividad en los centros de trabajo o de variaciones de datos constituye una infracción grave sancionable con multa de entre 626 y 6.250 euros, según la Ley de Infracciones y Sanciones en el Orden Social.








1-58 Afiliación de los trabajadores 


  El empresario está obligado a solicitar la afiliación a la Seguridad Social de todos los trabajadores que contrate cuando todavía no estén afiliados, constituyendo el incumplimiento de esta obligación en tiempo y forma una infracción grave sancionable con multa de entre 626 y 6.250 euros.

La no solicitud de la afiliación inicial de los trabajadores o la solicitud como consecuencia de una actuación inspectora fuera del plazo establecido será sancionable con multa de 3.126 a 10.000 euros, mientras que la solicitud de afiliación fuera de plazo, cuando no medie actuación inspectora, será sancionable con  multa de entre 626 y 6.250 euros. 

La afiliación debe solicitarse con carácter previo al inicio de la prestación, a nombre de cada trabajador, ante la Dirección Provincial o administración  de la Tesorería Generalde la Seguridad Social de la provincia en que figura domiciliada la empresa.

La Tesorería asigna a cada trabajador un número de la Seguridad Social que tiene carácter vitalicio y es válido para todo el territorio nacional.

 ATENCIÓN: Los trabajadores por cuenta ajena respecto de los cuales el empresario no cumpla la obligación de solicitar la afiliación pueden solicitarla directamente a la Dirección Provincial de la Tesorería General, Administración o agencia de la Seguridad Social de la provincia en que radique el centro de trabajo donde prestan sus servicios.


La Dirección Provincial de la Tesorería General de la Seguridad Social debe dar cuenta a la Inspección de Trabajo y Seguridad Social de las solicitudes de afiliación formuladas directamente por los trabajadores por cuenta ajena, en los supuestos de incumplimiento por los empresarios de su obligación de afiliarles, al objeto de su comprobación y aplicación de las sanciones a que haya lugar.

La afiliación se efectuará de oficio por la Dirección Provincial de la Tesorería General cuando, como consecuencia de la actuación de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, datos obrantes en las entidades gestoras y Tesorería General de la Seguridad Social o cualquier otro procedimiento, se compruebe el incumplimiento de la obligación de solicitar la afiliación.

Los datos facilitados en la afiliación inicial que por cualquier circunstancia experimenten variación deben ser comunicados a la Dirección Provincial de la Tesorería General de la Seguridad Social o administración de la misma dentro de los tres días naturales siguientes a aquél en que se produzca la variación.








1-59 Altas y bajas de los trabajadores 


  Las sociedades -empresarios- deben comunicar a la Dirección Provincial de la Tesorería General, Administración o agencia de la Seguridad Social de la provincia en la que figuren identificados los centros de trabajo, las altas y bajas de los trabajadores que ingresen o cesen en los mismos mediante modelos oficiales.

También deben ser dados de baja y alta los trabajadores que cambien de centro de trabajo con número de cotización diferente o que por cualquier causa deban quedar adscritos a una cuenta de cotización distinta.

  ATENCIÓN: Las solicitudes de alta deberán presentarse con carácter previo al comienzo de la prestación de servicios y las de baja dentro del plazo de los tres días naturales siguientes al cese en el trabajo o de aquel en que la variación se produzca.


El incumplimiento de la obligación de comunicación de altas y bajas de trabajadores por parte del empresario da lugar a que la comunicación pueda ser efectuada por el trabajador o de oficio por la Tesorería, sin perjuicio de las sanciones a que dé lugar. Así, no comunicar el alta del trabajador constituye una infracción grave, sancionable con multa entre 626 y 6.250 euros y no comunicar la baja constituye una infracción leve sancionable con multa de entre 60 y 625 euros.

La no solicitud del alta de los trabajadores que ingresen al servicio del empresario o  la solicitud como consecuencia de una actuación inspectora fuera del plazo establecido será sancionable con multa de 3.126 a 10.000 euros, mientras que la solicitud de alta fuera de plazo, cuando no medie actuación inspectora, será sancionable con  multa de entre 626 y 6.250 euros. 

Los datos facilitados en los documentos de alta que, por cualquier circunstancia, experimenten variación también deben ser comunicados dentro del plazo de tres días a la Dirección Provincial de la Tesorería General, Administración o agencia de la Seguridad Social de la provincia.








1-60 Conservación de la documentación laboral


  Los empresarios están obligados a conservar, por un período de cuatro años, la documentación o los registros o soportes informáticos en que se hayan transmitido los datos que acrediten el cumplimiento de las obligaciones en materia de inscripción del empresario, asociación para la protección de las contingencias profesionales y, en su caso, de la opción por la cobertura de la prestación económica por incapacidad temporal, afiliación, altas, bajas o variaciones que se produzcan en relación con dichas materias.

El incumplimiento de esta obligación constituye una infracción administrativa de carácter leve.








1-61 Obligación de cotización y pago de cuotas 


  Están sujetos a la obligación de cotizar al Régimen general de la Seguridad Social los trabajadores comprendidos en su campo de aplicación y los empresarios por cuya cuenta trabajan; en nuestro caso, las sociedades mercantiles.

Es decir, que la cotización comprende dos aportaciones: la de los empresarios y la de los trabajadores, existiendo la cuota obrera y la cuota patronal.

La cotización por contingencias profesionales corre a cargo exclusivamente de los empresarios. También corresponde al empresario realizar la aportación al Fondo de Garantía Salarial (FOGASA).

Corresponde tanto a trabajadores como a empresarios la obligación de cotizar en relación con las contingencias comunes, horas extraordinarias y desempleo (aparte de la aportación a la formación profesional, que no forma parte de la cotización a la Seguridad Social).

El reparto de cargas de la Seguridad Social establecido legalmente tiene carácter imperativo, siendo nulo todo pacto que exonere al trabajador del pago de la cuota obrera. 

También es nulo todo pacto, individual o colectivo, por el cual el trabajador asume la obligación de pagar total o parcialmente la prima o parte de cuota a cargo del empresario. Tal pacto constituye una infracción muy grave sancionable con multa entre 6.251 y 187.515 euros.

Igualmente, es nulo todo pacto que pretende alterar las bases de cotización. 

Por otra parte, aunque, como hemos visto, la obligación de cotizar recae tanto sobre el trabajador como sobre el empresario, es éste el sujeto responsable del cumplimiento de la obligación de cotizar, debiendo ingresar las aportaciones propias y las de sus trabajadores en su totalidad.

 ATENCIÓN: Así, el empresario debe descontar a sus trabajadores, al hacerles efectivas sus retribuciones, la aportación que corresponda a cada uno de ellos correspondiente a las cuotas de Seguridad Social. Si no efectúa ese descuento en ese momento, no puede realizarlo con posterioridad y queda obligado a ingresar la totalidad de las cuotas.


Si el empresario ha efectuado el descuento al trabajador pero no lo ha ingresado dentro de plazo incurre en responsabilidad ante los trabajadores y las entidades gestoras y la Tesorería General de la Seguridad Social por lo que respecta tanto al pago de las cuotas como de posibles prestaciones. Además, dicha conducta puede ser constitutiva de infracción penal por la comisión de un delito de apropiación indebida y, en todo caso, constituye una infracción administrativa muy grave.








1-62 El socio trabajador 


  El socio puede estar también vinculado con la sociedad en virtud de un contrato de trabajo, pudiendo ser la relación laboral de carácter general o especial, en función de la prestación que deba realizar el socio y rigiéndose por la normativa laboral.

En relación con el régimen general de la Seguridad Social, en principio se incluyen en él los socios trabajadores de sociedades mercantiles capitalistas, aun cuando sean miembros de su consejo de administración, siempre que el desempeño de dicho cargo no conlleve la realización de funciones de dirección y gerencia de la sociedad y no posean el control de la misma.

Tienen la condición de autónomos quienes realicen de forma habitual personal y directa una actividad económica a título lucrativo, como medio fundamental de vida, sin sujeción a ella por un contrato de trabajo, y aunque utilice el servicio remunerado de otras personas. Así pues, las condiciones de empresario y de autónomo no son excluyentes.

Son socios trabajadores incluidos en el Régimen Especial de Trabajadores Autónomos:


	
-  Los socios de Compañías Regulares Colectivas y socios Colectivos de las Compañías Comanditarias. 

	
-  Los socios de Sociedades Civiles que no adopten la forma mercantil de sociedad. 

	
-  Los socios de Comunidades de Bienes y de Sociedades Civiles irregulares. 

	
- Los Socios Industriales. 



 ATENCIÓN: Los socios de Sociedades Capitalistas o de Responsabilidad Limitada, que ejerzan las funciones de dirección y gerencia que conlleva el desempeño del cargo de consejero o administrador y los que presten otros servicios para la sociedad, a título lucrativo y de forma habitual, personal y directa, siempre que posean su control efectivo, directo o indirecto, también son socios incluidos en el Régimen Especial de Trabajadores Autónomos. 


Existe la presunción, salvo prueba en contrario, que el trabajador posee el control efectivo de la sociedad cuando, al menos, la mitad del capital de la sociedad para la que preste sus servicios esté distribuido entre socios, con los que conviva, y a quienes se encuentre unido por vínculo conyugal o de parentesco por consanguinidad, afinidad o adopción, hasta el segundo grado, cuando su participación en el capital social sea igual o superior a la tercera parte del mismo y cuando su participación en el capital social sea igual o superior a la cuarta parte del mismo, si tiene atribuidas funciones de dirección y gerencia de la sociedad.


	
-   Los socios de Sociedades Laborales, cuando su participación en el capital social junto con la de su cónyuge y parientes por consanguinidad, afinidad o adopción hasta el segundo grado, con los que conviva alcance, al menos, el 50 por 100, salvo que acredite que el ejercicio del control efectivo de la sociedad requiere el concurso de personas ajenas a las relaciones familiares.

	
- Las cooperativas de trabajo asociado pueden optar por asimilar a sus socios trabajadores a trabajadores autónomos o asimilarlos a trabajadores por cuenta ajena e incluirlos en el régimen general o alguno de los especiales de la Seguridad Social, si procede. 



Están incluidos en el régimen general de la Seguridad Social los socios trabajadores de las Cooperativas de Explotación Comunitaria de la Tierra, así como los socios de trabajo de sociedades cooperativas, que se asimilan, en todo caso, a los trabajadores por cuenta ajena a efectos de Seguridad Social .

Sin embargo, no son de aplicación a estos colectivos, las normas sobre cotización y prestaciones del Fondo de Garantía Salarial.

En todo caso, sea cual fuere la opción, se excluye la aplicación de las normas sobre cotización y prestaciones del FOGASA ya que están excluidos de cotización al FOGASA y de sus prestaciones las cooperativas de trabajo asociado y las de explotación comunitaria de la tierra respecto de los socios trabajadores.

Por otra parte, la inclusión en el régimen general de consejeros y administradores de sociedades mercantiles capitalistas que no posean el control efectivo es una inclusión incompleta, pues no comprende la protección por desempleo y del FOGASA.










2ª PARTE. Sociedades colectivas y comanditarias



Capítulo I. Sociedad colectiva



2-1 Concepto y características de la sociedad colectiva 



  Se entiende por sociedad colectiva aquella sociedad personalista dedicada, en nombre colectivo y bajo el principio de la responsabilidad personal, ilimitada, solidaria y subsidiaria de los socios, por las deudas sociales, a la explotación de una actividad económica o industria mercantil.

La sociedad colectiva es:


	
- Una sociedad que funciona bajo un nombre colectivo o razón social integrado por el nombre de todos los socios o de alguno de ellos. 

	
- Una sociedad de trabajo. Faculta a todos los socios para concurrir a la dirección o manejo de los asuntos sociales. Todos los socios son gestores natos, salvo renuncia o disposición contraria de los estatutos (  art. 129 C de C). 

	
- Una sociedad personalista. La consideración de la personalidad de cada socio, de sus cualidades propias o patrimoniales es la causa determinante del consentimiento de los demás para constituir la sociedad.  ATENCIÓN: La razón de ser de la sociedad colectiva radica en la mutua confianza entre los socios. 




	 El carácter personalista se manifiesta: 
	
- En el régimen de transmisión de las cuotas sociales: ningún socio puede transmitir a otra persona el interés que tenga en la compañía, ni sustituirla en su lugar para que desempeñe las funciones que a él le correspondan en la administración social, sin el consentimiento previo de los demás socios (  art. 143 C de C). 

	
- En la disolución de la sociedad por muerte de un socio colectivo salvo pacto en contrario; las compañías colectivas se disuelven por la muerte de uno de los socios colectivos, si no contiene la escritura social pacto expreso de continuar en la sociedad los herederos del socio difunto, o de subsistir ésta entre los socios sobrevivientes (  art. 222.1 C de C). 

	
- En la responsabilidad ilimitada, si bien subsidiaria respecto de la sociedad, de los socios por las deudas sociales: 
	
• Todos los socios que forman la compañía colectiva, sean o no gestores de la misma, están obligados personal y solidariamente, con todos sus bienes, a las resultas de las operaciones que se hagan a nombre y por cuenta de la compañía, bajo la firma de ésta y por persona autorizada para usarla. 

	
• Los bienes particulares de los socios colectivos que no se incluyeron en el haber de la sociedad al formarse ésta, no pueden ser ejecutados para el pago de las obligaciones contraídas por ella, sino después de haber hecho excusión del haber social (  arts. 127 y   237 C de C). 





	
- En cuanto al número mínimo de socios, ya que, aunque no se exija legalmente un límite máximo de socios, como sociedad personalista que es deberá contar con un mínimo de dos socios. 





	
- No es necesario que tenga un objeto social de naturaleza mercantil, ahora bien en este caso, estaríamos ante una sociedad civil con aplicación de los   artículos 1665 y ss del CC. 



Aunque, en un principio, este tipo social sirvió para reunir capitales y participaciones en empresas familiares, en la actualidad su utilización es cada vez menor, pues se prefieren otras formas sociales más apropiadas para el moderno tráfico mercantil, que además proporcionan la ventaja añadida de la no responsabilidad de los socios por las deudas sociales.

 ATENCIÓN: En la actualidad su utilización es reducida, debido a que se opta por otras formas sociales en las que no se aplique el principio de responsabilidad ilimitada de los socios por las deudas sociales.Sin embargo, no debemos olvidar que también resulta de aplicación a los supuestos de irregularidad de la Sociedad Anónima, de la Sociedad de Responsabilidad Limitada y de la Sociedad Comanditaria por Acciones (  art. 39.1 LSC) siendo también  derecho supletorio de las Agrupaciones de Interés Económico (  art. 1 L 12/1991).


La sociedad colectiva sólo puede ser recomendable para empresas con capital reducido, compuestas por pocos socios, y en las que la intervención en la administración de cada uno de ellos sea fundamental para desarrollar el tráfico de la empresa.

Esta intervención en la gestión se ve incrementada por el compromiso o vinculación que para el patrimonio de cada socio supone la buena o mala marcha de la compañía. 

Fiscalmente, a las sociedades colectivas se les aplica la normativa prevista para el Impuesto sobre Sociedades, sin especialidad ninguna prevista para ellas.









Sección 1. Constitución



2-2 Requisitos para la constitución de la sociedad colectiva 



  Para la constitución de una sociedad colectiva se requiere el otorgamiento de escritura pública, y la inscripción en el Registro Mercantil (ver   comentario relacionado y ss.). Si falta cualquiera de estos dos requisitos, la sociedad es irregular careciendo por ello de personalidad jurídica. Sin embargo, los pactos contractuales serían válidos entre los socios, quienes podrían reclamarse entre sí su cumplimiento (  art. 119 C de C).

La constitución de la Sociedad colectiva se ha de publicar en el BORME (  art. 21 C de C y   art. 9 RRM).

 ATENCIÓN: La escritura pública y la inscripción en el Registro Mercantil son requisitos necesarios para que la Sociedad Colectiva tenga personalidad jurídica.









2-3 Escritura pública de sociedad colectiva


  La escritura pública debe contener (  art. 125 C de C y   art. 209 RRM):


	
- El nombre, apellidos y domicilio y NIF de los socios, así como la constancia del estado civil -cuando sean personas físicas- y la nacionalidad. Recordar, que existe la posibilidad de que todos los socios colectivos sean sociedades. En tal caso, igualmente se deben indicar los datos identificativos de las mismas (  art. 41.2 C de C). 

	
- La razón social o denominación (  arts. 125 y   126 C de C). 

	
- La aportación de cada socio indicando: 
	
- El título en que se realice, dinero efectivo, créditos o efectos. 

	
- El valor que se le haya dado, o 

	
- Las bases conforme a las cuales se efectúe el avalúo. 







En las sociedades colectivas la valoración de las aportaciones debe realizarse de forma precisa y clara ya que la misma está directamente relacionada con la responsabilidad solidaria que los socios asumen frente a  terceros.


 Ejemplo:


 Don Mario Álvarez aporta un local situado en el número 14 de la calle Palacios de Madrid. Este local le pertenece en concepto de propietario, según consta por escritura pública inscrita en el Registro de la Propiedad n.º 12 de Madrid. Por tasación hecha por el perito Don Carlos Cuerda se valora en 120.000 euros.




	
- La duración. La sociedad podrá constituirse por un plazo determinado o por tiempo indefinido. En los casos en que se constituya por un tiempo previamente determinado, si llegado éste no se hubiera inscrito la prórroga en el Registro Mercantil, la sociedad se disolverá (  art. 363 LSC). La disolución no opera automáticamente  sino que debemos distinguir tres fases que tienen lugar en momentos distintos y sucesivos:


	
a)  la propia disolución, que inicia el proceso de desaparición de la sociedad. 

	
b) la liquidación, que consiste en la realización del haber social. 

	
c) la extinción, que supone el cierre y terminación de la liquidación distribuyendo el remanente entre los socios y la inscripción del balance final en el Registro Mercantil. 





	
- El nombre y apellidos de los socios gestores y representantes a quienes se encomiende la gestión de la compañía y el uso de la firma social. El nombre, apellidos y domicilio de todos los socios es un requisito esencial que debe constar en escritura. No obstante, la Ley exige incluir también las mismas circunstancias personales de los socios a quienes se encomienda la gestión de la compañía y el uso de la firma social. Es decir, la identificación de las personas que, teniendo la condición de socios, están facultados para contraer obligaciones en nombre de la sociedad y utilizar la firma social (  art. 125.1 C de C). 

La escritura puede prever varias posibilidades: 


	
a) Facultar a todos los socios en condición de representantes o administradores pudiendo cada asociado separadamente obligar a la entidad. 

	
b)  Facultar a uno o varios socios para que actúen como administradores a fin de que realicen las funciones establecidas por la sociedad. 

	
c)  Atribuir la titularidad de la representación a un tercero no socio. 





	
-  El domicilio. Aunque el   artículo 125 del Código de Comercio no lo exija específicamente, si es necesario dejar constancia del domicilio social para poder inscribir la escritura en el Registro Mercantil correspondiente (  art. 209 RRM).  En el caso de que se hiciera constar un domicilio legal y éste tuviera el carácter de ficticio, prevalecerá siempre el real. Esto es, aquél en el que la sociedad realice realmente sus operaciones o constituya el núcleo central de la compañía.



	
- El objeto social. En las sociedades colectivas no es necesaria la determinación exacta del objeto social. Sin embargo, se recomienda su especificación a los efectos de la prohibición de competencia que se impone a los socios. Igualmente, reiterada jurisprudencia defiende la necesidad de su determinación exacta (STS 5-7-40). 

	
- La fecha de comienzo de las operaciones. Que en ningún caso puede ser anterior a la fecha de otorgamiento de la escritura social. 

	
- El capital social, salvo en las sociedades constituidas exclusivamente por socios que sólo aporten servicios. 

	
- Las cantidades asignadas a socios gestores para sus gastos. Si se trata de coadministrador nombrado para intervenir en la gestión de un administrador estatutario, se debe indicar expresamente con inclusión de la identidad de los socios que lo hayan nombrado.

	
- El régimen de participación en los beneficios si se hubiere previsto. 

	
- Todos los demás pactos lícitos y condiciones especiales que los socios quieran establecer (  arts. 125 C de C y   209 RRM). 



Todos los requisitos enumerados anteriormente son obligatorios, y la omisión de uno o varios de ellos obligará a su subsanación a través de escritura posterior, sujeta a idénticas formalidades y a la obligatoriedad de su inscripción en el Registro Mercantil (Ver   comentario relacionado).

Igualmente, Además de todos estos datos, los otorgantes pueden introducir en la escritura los pactos, cláusulas y condiciones que tengan por conveniente, siempre que no infrinjan la Ley, la moral o el orden público (  art. 1255 C. Civil).








2-4 Razón social de sociedad colectiva


  La razón social es el nombre o firma de la sociedad, mediante la cual la empresa es individualizada en el tráfico mercantil.

 ATENCIÓN: Para la determinación de la razón social deben observarse los principios de veracidad y novedad.


 Veracidad

La sociedad colectiva debe girar bajo el nombre de todos sus socios, de algunos de ellos o de uno solo, debiéndose añadir, en estos dos últimos casos, al nombre o nombres que se expresen, las palabras «y compañía».

 
ATENCIÓN: Este nombre colectivo no puede incluir nunca el nombre de persona que no pertenezca a la compañía. Igualmente, la pérdida de la condición de socio colectivo de una persona cuyo nombre figure en la razón social obliga a modificar ésta de inmediato (  art. 126 C de C y   art. 401 RRM).

 Los que, no perteneciendo a la compañía, incluyan su nombre en la razón social, quedan sujetos a responsabilidad solidaria, sin perjuicio, en su caso, de la penal (  art. 126 C de C).



 Novedad

No puede adoptarse una razón social idéntica a la de otra compañía preexistente. Esto es, no se pueden inscribir en el Registro Mercantil las sociedades o entidades cuya denominación sea idéntica a alguna de las que figuran incluidas en la Sección de denominaciones del Registro Mercantil Central.

Aun cuando la denominación no figure en el Registro Mercantil Central, el notario no autorizará, ni el registrador inscribirá, sociedades o entidades cuya denominación les conste por notoriedad que coincide con la de otra entidad preexistente, sea o no de nacionalidad española.

Se entiende que existe identidad no sólo en caso de coincidencia total y absoluta entre denominaciones, sino también cuando se dé alguna de las siguientes circunstancias:


	
- La utilización de las mismas palabras en diferente orden, género o número. 

	
- La utilización de las mismas palabras con la adición o supresión de términos o expresiones genéricas o accesorias, o de artículos, adverbios, preposiciones, conjunciones, acentos, guiones, signos de puntuación u otras partículas similares. 



 ATENCIÓN: Se entiende que existe identidad cuando se utilizan palabras distintas pero con la misma expresión fonética.


Sin embargo, cuando la solicitud de certificación se realice a instancia o con autorización de la sociedad afectada por la nueva denominación que pretenda utilizarse, se procederá a su inscripción. En la certificación expedida por el Registro Mercantil Central se consignará la oportuna referencia a la autorización. La autorización habrá de testimoniarse en la escritura o acompañarse a la misma para su inscripción en el Registro Mercantil.

Para determinar si existe o no identidad entre dos denominaciones se prescindirá de las indicaciones relativas a la forma social o de aquellas otras cuya utilización venga exigida por la ley (  arts. 407 y 408 RRM) (Ver   comentario relacionado).

 Figuras afines

No debemos confundir el concepto de razón social de las sociedades personalistas con:


	
-  La denominación social de las sociedades de Capital.  Efectivamente, las sociedades colectivas  han de girar bajo una razón social, formada por el nombre de los socios y cualquier variación referente a la responsabilidad de sus socios, supone una variación de la persona jurídica. Sin embargo, para las sociedades de capital a nivel legal tan sólo existe la prohibición de adoptar una denominación idéntica con la de otra sociedad ya preexistente, y la necesidad de incluir la indicación de la forma social.

	
-  El nombre comercial de un negocio o empresa, que constituye el distintivo de las actividades profesionales de un comerciante o empresario, es decir, todo signo, suceptible de representación gráfica que identifica a una empresa en el tr´fico mercantil y que sirve para distinguirlar de las demás empresas que desarrollan actividades idénticas o similares (  art. 87 L 17/2001).



 Uso de la firma social

Para el uso vinculante de la firma social, es necesario que medie autorización específica para ello. Así, según medie o no dicha autorización, la eficacia de los actos será distinta:

	
-  Actos realizados por un socio autorizado para usar la firma social. Estos actos obligan a la compañía cuando se den esencialmente dos requisitos: 
	
• o	que estén autorizados para usar la firma social; y 

	
• o	que los actos se realicen en interés de la sociedad y no en provecho del socio como particular. La ley prohíbe la posibilidad de que la sociedad quede obligada respecto a terceros por actos que un socio haya realizado en su propio nombre o cuando ha actuado de mala fe. 

	
-  Actos realizados por un socio sin facultades bastantes para usar la firma social. Estos actos no obligan a la compañía pero si al socio usurpante que responderá, frente a los otros socios,  por los daños y perjuicios causados con todos sus bienes. Los actos del socio que no esté autorizado es posible que revistan el carácter de uno o varios ilícitos penales. En el supuesto de una simulación dolosa en perjuicio de los socios, los hechos pueden constituir un delito de estafa o de falsedad.















2-5 Capital social de la sociedad colectiva


  Se debe consignar, el capital social, con expresión numérica de la participación que corresponde a cada socio, así como las aportaciones de bienes o derechos indicando el título o el concepto en que se realicen y el valor que se les haya atribuido (Res. DGRN 8 de octubre de 1998).

Las aportaciones pueden ser de dinero, bienes, derechos o incluso industriales: prestaciones de trabajo personal o prestación de servicios en virtud de la cual, el socio pone a disposición de la sociedad su actividad. 


 Ejemplo:


Don Pedro Pérez, Don Pablo Alcorta y Doña María Ruiz quieren constituir una sociedad colectiva para la explotación de una academia de inglés. Para ello cuentan con el capital que aportan dos de ellos y con el trabajo que se compromete a realizar en el negocio el tercero.A la hora de formalizar estos compromisos, deciden incluir en la escritura de constitución una cláusula que dice lo siguiente:

Doña María Ruiz sólo aportará a la sociedad su trabajo como titulada en filología inglesa, consistente en la realización de las siguientes actividades (40 horas lectivas semanales), asumiendo en este acto la condición de socio industrial, por lo que percibirá con carácter mensual una cantidad de 1.500 euros revisables por períodos anuales según el IPC y tendrá una participación en la empresa de un 10 por 100

A la hora de formalizar estos compromisos, deciden incluir en la escritura de constitución una cláusula que dice lo siguiente:

Capital social

 El capital social se cifra en 60.000 euros, importe que ha sido puesto en común y depositado en el acto de otorgamiento de la escritura pública de constitución, según la siguiente distribución de participaciones: Don Pedro Pérez aporta 27.000 euros (45 por 100) y Don Pablo Alcorta aporta 27.000 euros (45 por 100).



Al no existir un mínimo o cuantía de capital ni existir normas especiales de valoración de los bienes que se aportan, se puede afirmar que si bien es necesario que éste (el capital) exista, basta con que sea una cifra puramente formal. En su caso, la aportación de trabajo que se efectúe no debe hacerse en virtud de un contrato laboral.

 ATENCIÓN: El trabajo personal puede ser objeto de aportación en las sociedades colectivas.


El incumplimiento por parte del socio de la obligación de aportación puede dar lugar a su exclusión de la sociedad (  art. 218.4 y 7 C de C).








2-6 Gestión y representación de la sociedad colectiva


  En la escritura se debe expresar el nombre y apellidos de los socios a quienes se encomienda la administración y representación de la sociedad, el alcance de sus facultades y las cantidades que, en su caso, se asignen anualmente a cada uno de ellos, para gastos.


 Ejemplo: 


 Un ejemplo de cláusula a incluir en la escritura sería: La administración y representación de la sociedad se encomienda a Pedro Pérez, socio gestor, quien tendrá el uso de la firma social. El gestor representará a la sociedad en cuantos aspectos sean necesarios para la realización del negocio, tanto judicial como extrajudicialmente.



En la sociedad colectiva puede autorizarse a usar la firma de la compañía sólo a alguno de los socios, y se prevé un caso en que -contra las reglas que ordinariamente rigen en el mandato y en la sociedad- el poder del socio es irrevocable. Por constituir una excepción a la regla de la revocabilidad, este último caso debe interpretarse estrictamente: es necesario que la “facultad de administrar y de usar de la firma de la compañía haya sido conferida como condición expresa del contrato social” (  art. 132 C de C). Es decir, la facultad de administrar en la sociedad colectiva conferida inicialmente a uno de los socios puede estarlo como condición estructural del contrato social o bien sin este carácter y siendo revocable a voluntad de la mayoría de los socios (Res. DGRN 7-2-53).








2-7 Constitución de sociedades colectivas: otras cláusulas


  Se pueden incluir en la escritura social todos los demás pactos lícitos y condiciones especiales que los socios tengan por conveniente establecer.


 Ejemplo: 


 Frecuentemente, estos pactos se refieren a:


	
- La distribución de ganancias. 

	
- La continuación de la sociedad en caso de muerte de uno de los socios o de incapacidad sobrevenida. 

	
- Las normas de liquidación. 

	
- Las disposiciones específicas referentes a los socios industriales, etc. 












2-8 Aspectos fiscales de la constitución de una sociedad colectiva 


  Los principales aspectos fiscales que inciden en el momento de la constitución de una sociedad colectiva afectan al Impuesto de Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, en su modalidad de Operaciones Societarias, a la obligación de declaración censal de inicio de actividad y a la asignación del Número de Identificación Fiscal (NIF).

La constitución de una sociedad colectiva se enmarca dentro del hecho imponible de la modalidad de operaciones societarias del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, se devenga con el otorgamiento de la escritura pública y está obligado al pago del impuesto en calidad de contribuyente la sociedad, aplicándose a la base, que coincide con el capital social, el tipo de gravamen del 1 por 100 y el plazo de declaración es de 30 días hábiles.

Sin embargo, ha de tenerse en cuenta que desde el 3 de diciembre de 2010 está exenta de este impuesto la constitución de sociedades, que queda como hecho imponible sujeto, pero exento.

La entidad deberá presentar la declaración censal de inicio de actividad, a través de la cual pasa a formar parte del Censo de Obligados Tributarios, con carácter previo al inicio de su actividad, a través del modelo 036. Esta presentación produce los efectos propios de la presentación de las declaraciones relativas al comienzo en el ejercicio de las actividades económicas sujetas al IVA, sustituye a la presentación del parte de alta en el índice de entidades a efectos del Impuesto sobre Sociedades y, en relación con los sujetos pasivos que resulten exentos del Impuesto sobre Actividades Económicas, sustituye también a la presentación de las declaraciones específicas del Impuesto sobre Actividades Económicas.

Cuando el sujeto pasivo no resulte exento en el Impuesto sobre Actividades Económicas deberá presentar una declaración de alta en dicho impuesto dentro del primer mes de ejercicio de la actividad y en el mes de diciembre inmediato anterior al año en que resulten obligados a contribuir por este impuesto.

Las sociedades colectivas deberán solicitar el Número de Identificación Fiscal a través de la declaración censal de inicio de actividad.

 ATENCIÓN: La Orden   EHA/451/2008, de 20 de febrero, regula el número de identificación fiscal de las personas jurídicas y entidades sin personalidad jurídica (Ver   comentario relacionado).


Por otra parte, a las sociedades colectivas fiscalmente se les aplica la normativa prevista para el Impuesto sobre Sociedades, sin que exista ninguna especialidad prevista para ellas (Ver   comentario relacionado).








2-9 Aspectos laborales de la constitución de una sociedad colectiva 


  Los principales aspectos laborales con incidencia en la constitución de una sociedad colectiva afectan a las obligaciones de alta y afiliación a la Seguridad y a la obligación de cotización y pago de cuotas.

El empresario, en este caso una sociedad colectiva, que vaya a iniciar sus actividades debe solicitar, con carácter previo, su propia inscripción en la Tesorería General de la Seguridad Social. En dicha solicitud debe indicarse la entidad gestora o, en su caso, la Mutua de Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales de la Seguridad Social que haya de asumir la protección por estas contingencias del personal a su servicio, así como la cobertura de la prestación económica por incapacidad temporal derivada de contingencias comunes respecto de los trabajadores.

La inscripción del empresario (sociedad colectiva) se debe efectuar a nombre de aquél en la Dirección Provincial de la Tesorería General de la Seguridad Social de la provincia en la que radica el domicilio del empresario o en las administraciones o agencias de la Seguridad Social existentes en dicha provincia y al formalizar la inscripción se le dará un número único de inscripción que se considerará el primero y principal código de cuenta de cotización.

 ATENCIÓN: El empresario está obligado a solicitar la afiliación a la Seguridad Social de todos los trabajadores que contrate cuando todavía no estén afiliados, con carácter previo al inicio de la prestación, ante la Dirección Provincial de la Tesorería General o administración de la Seguridad Social de la provincia en que figura domiciliada la empresa. La Tesorería les asigna un número de la Seguridad Social que tiene carácter vitalicio y es válido para todo el territorio nacional.


Las sociedades colectivas deben comunicar a la Dirección Provincial de la Tesorería General, Administración o agencia de la Seguridad Social de la provincia en la que figuren identificados los centros de trabajo, las altas y bajas de los trabajadores que ingresan o cesan en los mismos mediante modelos oficiales, quienes cambien de centro de trabajo con número de cotización diferente o por cualquier causa deban quedar adscritos a una cuenta de cotización distinta.

Están sujetos a la obligación de cotizar al Régimen general de la Seguridad Social los trabajadores comprendidos en su campo de aplicación y los empresarios por cuya cuenta trabajan; en nuestro caso, la sociedad colectiva.









Sección 2. Socios



2-10 Capacidad de los socios de la sociedad colectiva



  Los socios administradores o gestores deben tener capacidad general para comerciar. Esto es, mayoría de edad y libre disposición de bienes (  art. 4 C de C).

 ATENCIÓN: Para ser socio colectivo sólo es necesario tener la mayoría de edad y la libre disposición de bienes, o sea, plena capacidad.


Los menores de edad o mayores incapacitados no pueden otorgar escritura de constitución de sociedad, ni por sí mismos ni por medio de sus representantes legales. Sin embargo, en los casos en los que la sociedad se constituya para continuar una actividad empresarial familiar y hereditaria si se autoriza a los padres, que ejerzan la patria potestad, representar a su hijo menor en el otorgamiento de la escritura de constitución (Res. DGRN 25-5-45)

El menor emancipado puede otorgar por sí solo escritura de constitución en los casos en que no intervenga en la gestión y representación de la sociedad. 

 ATENCIÓN: El emancipado necesitará el concurso de su padre, madre o tutor siempre que aporte bienes inmuebles.


Finalmente, se ha de tener presente que la doctrina mayoritaria entiende que las personas jurídicas pueden constituir sociedades colectivas, en tanto en cuanto el socio obligado sería la propia persona jurídica, que sí puede ser sujeto de derechos y obligaciones al tener personalidad jurídica propia.

En este sentido, es admitido por la Dirección General de los Registros y del Notariado que una sociedad anónima sea socia de una sociedad colectiva y que ejercite tal cualidad a través de los administradores u órganos que ejerzan la representación social (Res. DGRN 20-10-1992)








2-11 Aportaciones de los socios de sociedad colectiva


  Los socios de la sociedad colectiva deben:


	 

	
- Aportar bienes o trabajo a la sociedad. 

	 

	
- Abstenerse de ejercitar una actividad similar a la efectuada por la empresa. 



Según cuál sea el contenido de su aportación, los socios pueden ser:


	
- Capitalistas: aportan dinero o bienes (muebles o inmuebles). Por ejemplo: Don Pablo Alcorta aporta 60.000 euros, íntegramente desembolsados en cuenta abierta a nombre de la sociedad en el Banco de Crédito Industrial. 



	
- Industriales: aportan trabajo, servicios y actividades en general.  Por ejemplo:  Doña María Ruiz aporta su trabajo en calidad de Profesora de Inglés, comprometiéndose a impartir 10 horas semanales de clases. 





Si existen uno o más socios que aportan únicamente trabajo, la sociedad pasaría a ser "sociedad irregular colectiva". No se debe confundir este tipo de irregularidad con el que se aplica, al contrato de sociedad, en el caso de que no se haya adquirido la personalidad jurídica por incumplimiento de los requisitos necesarios (escritura e inscripción).

En todo caso, la aportación ha de realizarse dentro del plazo convenido. El socio que por cualquier causa retrase la entrega total de su capital, abonará a la masa común el interés legal del dinero que no haya entregado a su debido tiempo, y el importe de los daños y perjuicios que haya ocasionado con su morosidad (  art. 171 C de C). 

En caso de que algún socio incumpla esta obligación contractual, se entiende incumplido el contrato por lo que nacerá una acción a favor de la sociedad colectiva, frente al socio, para poderle reclamar el importe de la aportación debida. Si la sociedad no tiene personalidad jurídica, por ser irregular, los titulares de esta acción serán los restantes socios.








2-12 Prohibición de competencia en la sociedad colectiva 


  A los socios colectivos, les está prohibida la realización de actividades económicas similares a las realizadas por la empresa.

Con esta prohibición se pretende impedir que los socios puedan utilizar los secretos de la empresa en provecho propio o en el de un tercero, contraviniendo el deber de colaboración asumido mediante la constitución del vínculo social.

 
ATENCIÓN: El contenido de la prohibición varía, según cual sea la mayor o menor determinación del objeto social y la clase de aportación, de capital o trabajo, realizada por el socio:


	 

	
- Si la sociedad no tiene género de comercio determinado, el socio no puede hacer operaciones por cuenta propia sin el consentimiento de la empresa. Ésta, no podrá negarlo sin acreditar que de ello le resulta un perjuicio efectivo y manifiesto. Los socios que contravengan la prohibición establecida aportarán al caudal común el beneficio que obtengan de sus operaciones competitivas y sufrirán individualmente las pérdidas que, en su caso, se produzcan como consecuencia de tal actividad. 



	
- Si la sociedad tiene género de comercio determinado, los socios pueden hacer lícitamente por su cuenta toda operación mercantil, con tal de que no pertenezca a la especie de negocio a que se dedique la compañía. 

	
-  Si se trata de un socio industrial, no puede ocuparse de negocios de ninguna especie por su propia cuenta, salvo si la sociedad lo permite expresamente (  art. 138 C de C). Los socios que no sean industriales podrán dedicarse, salvo que exista pacto social en contrario, a una actividad por su cuenta que no sea la de la sociedad. Incluso podrán hacer la competencia a ésta, si expresa y unánimemente se acepta por el resto de los socios (  art.137 C de C). En este último caso, es necesario:


	
• Que se determine en la escritura constitucional o en otra posterior; 

	
• Que exista la declaración de voluntad expresa de todos los socios por unanimidad de forma precisa y clara; y 

	
• Que dichos pactos y condiciones no sean contrarios a la Ley, a la moral ni al orden público (  art. 1255 C Civ.). 










 Ejemplo: 


 Doña María Ruiz podrá realizar trabajos puntuales como traductor jurado, siempre y cuando estos no interfieran en su labor académica en la empresa.



El hecho de que el socio colectivo realice una actividad con identidad de objeto que la que desarrolla la compañía a la que pertenece no significa que infrinja necesariamente el principio de competencia leal. Así pues, cuando el objeto social tenga ámbito local, el hecho de realizar la misma actividad a mucha distancia no supone competencia a no ser que la prohibición se prevea especialmente en los estatutos o pueda causar daño a la entidad colectiva por el acceso a la información técnica, comercial o de otra índole.

La sanción, al no tratarse del incumplimiento de un pacto, sino de la contravención de la Ley, se traduce en que los actos realizados por el socio son nulos, sin perjuicio de los derechos de terceros de buena fe.

Cuando resulte perjuicio efectivo y manifiesto del ejercicio de la actividad competitiva sin autorización, el socio viene compelido a:


	
- Aportar al patrimonio social las ganancias que hubiere obtenido incumpliendo la obligación de fidelidad y no competencia. 

	
- Sufrir las pérdidas que resulten de las operaciones mercantiles infractoras. 

	
- Perder la condición de socio en virtud de exclusión (  art. 218 C de C); y, en su caso, 

	
- Indemnizar los daños y perjuicios que haya podido ocasionar. 



Finalmente, debemos de tener en cuenta que la sociedad puede facultar a sus socios para que lleven a cabo una actividad mercantil idéntica o similar a la establecida en el objeto social. 








2-13 Gestión de la sociedad colectiva


  Si la administración de las compañías colectivas no se ha limitado por un acto especial a alguno de los socios, todos tienen la facultad de concurrir a la dirección y manejo de los negocios comunes (  art. 129 C de C).

Esto es, puede ocurrir que, en la escritura social se limite la administración a alguno de los socios o que, por el contrario, no se diga nada. En este último caso, todos los socios tendrán la facultad de concurrir a la dirección y manejo de los negocios sociales. La titularidad de la administración corresponderá al conjunto y contra la voluntad de uno de los socios administradores que expresamente la manifieste, no deberá contraerse ninguna obligación nueva. Este derecho de veto, en su caso, tendrá únicamente efectos internos, ya que el contrato seguirá siendo válido frente a terceros, si bien los socios que lo hayan realizado deberán responder ante la sociedad del daño que ocasionaren. 

Cuando el nombramiento de administrador ha sido conferido como condición expresa del contrato social, no se podrá privar del mismo a quien lo obtuvo, entendiéndose su nombramiento irrevocable, pero si administrara mal, los demás socios podrán nombrar de entre ellos un coadministrador que intervenga todas sus operaciones o pedir la rescisión judicial del contrato (  art. 132 C de C). 

En la práctica, debemos distinguir dos tipos de administración:


	
-  La realizada por la persona designada en la escritura fundacional o en otra posterior con el consentimiento de todos los socios. Se trata de  un derecho originario, no sujeto a mandato de los socios y con poderes irrevocables. 

	
-  La del administrador funcional que no recibe los poderes de la escritura constitucional con carácter irrevocable, sino que su facultad de administrar le viene delegada por los socios y está limitada al mandato conferido por éstos, pudiendo revocarse sus poderes en cualquier momento. 










2-14 Derecho de información en la sociedad colectiva 


  Los socios tienen derecho a examinar el estado de la administración y de la contabilidad, y a hacer, con arreglo a los pactos consignados en la escritura de la sociedad, las reclamaciones que crean convenientes al interés común (  art. 133 C de C).

 ATENCIÓN: En el examen de la contabilidad, el socio, puede solicitar la ayuda de expertos. 


El derecho de información es absolutamente necesario en la sociedad colectiva, porque la posibilidad de pérdida que puede sufrir el socio es total y definitiva ya que responde con todos sus bienes presentes y futuros. Por esta razón es un derecho amplio, ya que los administradores de la sociedad deberán poner a disposición del socio todos los documentos que éste desee examinar sin sujeción a plazo de revisión.

Las facultades que la Ley confiere al socio para el ejercicio del derecho de información con el objetivo de que pueda examinar y conocer el estado de la administración y de la contabilidad podrá ejercitarse mientras la sociedad exista y no haya sido disuelta, liquidada, extinguida o declarada en concurso. En este sentido, no debemos olvidar que la declaración de concurso por el sobreseimiento general en el pago de las obligaciones no supone la extinción de la sociedad ya que  ésta puede continuar sus operaciones, por ejemplo, si se obtiene un convenio dilatorio. No obstante, como ya es sabido, el auto de declaración de concurso conlleva la sustitución de los administradores de la sociedad colectiva.

Ante la negativa del administrador, el socio podrá reclamarlo por escrito ante un juez para que este ordene que se le enseñen los libros y documentos de la sociedad.








2-15 Reparto de ganancias de la sociedad colectiva 


  Los socios tienen derecho a participar en las ganancias y en el patrimonio resultante de la liquidación.

El reparto de ganancias debe estar establecido en el contrato de sociedad, Pudiendo consistir en una participación proporcional, en una participación igualitaria, en el pago de un interés fijo o en cualquier otro sistema análogo.

En ningún caso, bajo pena de nulidad, puede establecerse la exclusión de un socio en la participación de las ganancias sociales. En otras palabras, al ser la causa del contrato de sociedad el ánimo de lucro, la exclusión de un socio en el reparto de las ganancias sociales sería nula, ya que convertiría al contrato social en un contrato sin causa (  art. 1691 C Civ). La nulidad solo alcanza a la cláusula contraria a la Ley no al contrato en su globalidad. La escritura fundacional, mantiene su validez respecto a las relaciones internas entre los socios. En otras palabras, se trata de una nulidad parcial que afecta a un pacto residual sin relación alguna con las demás estipulaciones y condiciones del contrato, y que en modo alguno puede afectar a la subsistencia del mismo.

No habiéndose determinado en el contrato de compañía la parte correspondiente a cada socio en las ganancias se dividirán éstas a prorrata en proporción al interés que cada uno tenga en la sociedad, figurando en la distribución los socios industriales, si los hubiere, en la clase del socio capitalista de menos participación (  art. 140 C de C  y   art. 209 10ª RRM).

El interés del socio, comprende:


	
-  La aportación primitiva. 

	
-  Las aportaciones sucesivas. 

	
-  Las prestaciones por cobertura de pérdidas. 



La determinación de las ganancias y la participación de los socios puede encomendarse a un tercero siempre que se cumplan los siguientes requisitos:


	
-  Que se trate de un acuerdo de los socios recogido en escritura de constitución o en otra posterior con el voto de todos los asociados. 

	
-  Que el tercero no ostente la condición de socio, debe ser ajeno al contrato social. 

	
-  Que el tercero actúe como arbitro imponiéndose a las partes por voluntad exclusiva de éstas; y 

	
-  Que el tercero tenga los conocimientos necesarios para realizar el acto encomendado. 



En los casos en que se encomiende a un tercero la designación de la parte que a cada socio corresponda en las ganancias, la distribución hecha por éste sólo podrá ser impugnada por los socios cuando haya faltado a la equidad (  art. 1690 C Civ).

Sin embargo, no podrá reclamar el socio que:


	
- Haya empezado a ejecutar la decisión del tercero. 

	
- No la haya impugnado en el término de 3 meses contados desde el día en que la conoció (  art. 1.690 C Civ). 



Los socios gestores o administradores, pueden recibir una cantidad o suma específica por el desempeño de su labor (  art. 125 C de C y   art. 209 RRM), por lo que podemos concluir que:


	
-  las cantidades asignadas a cada socio deben venir especificadas (con nombre y suma) en la escritura fundacional; 

	
-  para los casos en los que el contrato constitucional se limite a establecer solo el importe, se deberá de asignar a  los socios gestores o administradores; y 

	
-   cuando por deseo de los socios, todos los asociados tengan asignada una cantidad (con  cuantía y cálculo determinado), será necesario disponerlo como pacto o condición específica de la escritura. 



 Cálculo

Sólo hay beneficios o ganancias cuando el activo líquido de la sociedad excede de la cifra de capital.

 ATENCIÓN: La distribución de beneficios ficticios supone una devolución encubierta de las aportaciones de los socios, y no puede realizarse sin el consentimiento unánime de todos ellos. 


Incluso cuando haya mediado consentimiento unánime, los acreedores sociales pueden oponerse a la distribución de beneficios ficticios siempre que, como consecuencia de esta operación y por falta de patrimonio social, no puedan realizar plenamente sus derechos.

Las sociedades no están obligadas a repartir el importe total de las ganancias obtenidas en cada ejercicio económico. Los socios pueden acordar la constitución de reservas voluntarias con cargo a los beneficios habidos.


 Ejemplo:


Al cierre del ejercicio del año 2009, el activo de la sociedad colectiva Alfa S.A. alcanza los 60.000 euros, además debe a proveedores y a entidades de crédito 20.000 euros. La aportación inicial de todos los socios fue de 10.000 euros.

Activo líquido: 60.000 euros - 20.000 euros = 40.000 euros

 40.000 euros - 10.000 euros = 30.000 euros



 Incumplimiento

Cuando el socio disponga de una cantidad no autorizada en el contrato fundacional, o retire una suma que exceda a la asignada, podrá ser obligado a devolverla, de igual forma a lo establecido para los casos en los que los asociados no hubiesen completado la porción del capital que se obligaron a poner en la sociedad. En estos casos, la no devolución de las cantidades dispuestas indebidamente dará derecho a la compañía a optar entre ejecutar sus bienes para hacer efectiva la suma extraída o rescindir el contrato reteniendo las cantidades que le correspondan de la masa social. Si los socios han optado por la ejecución del patrimonio, no podrán reclamar la rescisión del contrato, es decir ambas vías son incompatibles. No obstante, despachado mandamiento de ejecución, si del embargo no resultaren bienes suficientes para el pago, los asociados perjudicados podrán rescindir el contrato de sociedad. En cualquier caso, el socio que no hubiese devuelto las sumas retiradas indebidamente de la sociedad, vendrá obligado a abonar a la masa común el interés legal del dinero y el importe de los daños y perjuicios que hubiere causado a la entidad.








2-16 Distribución de pérdidas en la sociedad colectiva


  Generalmente, las pérdidas se imputan entre los socios capitalistas en la misma proporción que las ganancias (  art. 141 C de C) siendo nulo todo pacto que excluya a los socios de participar tanto en las pérdidas como en las ganancias (v. STS 9 marzo 1998). Incluso las pérdidas originadas por fuerza mayor repercuten en los socios proporcionalmente a su participación en la sociedad. Igualmente, debemos incluir en el concepto de pérdidas los gastos de mantenimiento y explotación.

Sin embargo, en la escritura social puede establecerse:


	
- Un porcentaje distinto de distribución entre ganancias y pérdidas. 
 Ejemplo: 


 Los socios A, B, C y D participan en las pérdidas al 25 por 100 y en las ganancias A y B al 30 por 100 cada uno y C y D al 20 por 100 cada uno.





	
- Una limitación de responsabilidad para algún socio: esta limitación sólo produce efectos en las relaciones internas y es totalmente irrelevante para los terceros acreedores. (  art. 127 C de C).



Es nulo el pacto, cláusula o condición que exonere a un socio capitalista de soportar las pérdidas sociales. La cláusula de exclusión de pérdidas solo es eficaz cuando afecta al socio industrial y se ha pactado expresamente en el contrato fundacional o en otro posterior con el consentimiento de todos los socios.

La exclusión de los socios industriales en la participación de las pérdidas puede justificarse por su especial estatuto personal. Es decir, se trata de socios que tienen una menor participación en las ganancias por lo que resulta lógico y justo que estén exentos de participar en las pérdidas. No obstante, si el socio industrial se hubiera obligado  por pacto expreso en la escritura constitucional, a satisfacer las pérdidas, responderá de las mismas en la proporción pactada. En cualquier caso, cuando el socio además de aportar industria suscribió también capital tendrá una doble condición y la exoneración de la primera no la exime de hacer frente a las pérdidas como socio capitalista en la proporción que le corresponda.








2-17 Participación en la liquidación de sociedad colectiva


  El socio tiene derecho a participar en la división o reparto del haber social en el modo o medida determinado en el contrato de constitución y, en su defecto, a prorrata de su parte de interés.








2-18 Socio colectivo industrial


  Por socio industrial se entiende aquel que sólo aporta trabajo personal.

Su estatuto social difiere al del resto de los socios pues, salvo pacto en contrario:


	
- No pueden participar en la gestión de la sociedad; de hacerlo, pueden ser excluidos de la compañía y perder los beneficios que en la misma les correspondan.  ATENCIÓN: Su participación en las ganancias se limita a la del socio capitalista de menor cuantía. 


La equiparación entre los socios industriales y los capitalistas de menor participación en lo referente al reparto de ganancias no está exenta de polémicas. Así, a título de ejemplo, podría ocurrir que un socio industrial dedicado de forma exclusiva a la sociedad y con una alta cualificación profesional perciba una cantidad muy inferior a la que le corresponde según su convenio laboral. En estos casos, es de preferente aplicación el salario establecido por la normativa laboral vigente en cada momento.



	
- No podrá ocuparse en negociaciones de especie alguna, salvo si la empresa se lo permitiera expresamente; y, en caso de verificarlo, quedará al arbitrio de los socios capitalistas excluirlo de la compañía, privándole de los beneficios que le correspondan en ella, o aprovecharse de los que hubiere obtenido contraviniendo a esta disposición (  art. 138 C de C). 

	
- Quedan exentos de cubrir las pérdidas producidas (  arts. 140 y   141 C de C). 



Excepto estas reglas especiales, el socio colectivo industrial queda sometido al mismo régimen legal que los socios colectivos capitalistas, tanto en la esfera interna de la sociedad como en la vida social externa y en el régimen de responsabilidad frente a terceros por los resultados de las operaciones sociales.








2-19 Aspectos fiscales de las aportaciones no dinerarias de la sociedad colectiva


  Cuando se efectúen aportaciones no dinerarias de los socios, la transmisión de los bienes tendrá consecuencias en la tributación de los socios, que variarán en función de que sean personas físicas (IRPF) o personas jurídicas (IS).  Estos aspectos han sido tratados en el capítulo de Sociedades de Responsabilidad Limitada. (Ver   comentario relacionado y ss.).








2-20 Aspectos laborales de los socios trabajadores 


  Se encuentran incluidos en el régimen de autónomos los socios industriales.

Como tales trabajadores autónomos, son los socios industriales quienes tienen la obligación de afiliarse al sistema de Seguridad Social y comunicar su alta en el Régimen Especial de Trabajadores Autónomos.

Sin embargo, en caso de incumplimiento de dicha obligación  responderán subsidiariamente las sociedades del cumplimiento de dicha obligación por sus socios trabajadores, siendo el plazo para el cumplimiento subsidiario de 6 días naturales contados a partir del siguiente al agotamiento del plazo para el trabajador.









Sección 3. Administración



2-21 Características de la administración de la sociedad colectiva 



  Si la administración de las compañías colectivas no se limita por acto especial a alguno de los socios, todos tienen la facultad de concurrir a la dirección de los negocios comunes.

La sociedad no debe contraer ninguna obligación en contra de la voluntad expresa de algún socio; de contraerse, los socios que así lo hayan decidido responderán por el quebranto que ocasionen (  arts. 129 y   130 C de C).

Este régimen general de administración puede modificarse, por pacto expreso, en la escritura de constitución. Puede sustituirse el principio de unanimidad en la decisión por el de mayoría. Puede pactarse que las facultades de gestión se confíen a uno o varios socios e, incluso, encomendarlas a un tercero, etc.








2-22 Administración de la sociedad colectiva: Varios socios


  Si la administración ha sido asignada a determinados socios, los demás tienen la obligación de no entorpecer su labor.

 ATENCIÓN: La injerencia de socios no administradores en la gestión se puede sancionar con su exclusión de la sociedad.


Para evitar que el abandono, o el deseo de obstrucción de cualquier gestor, pueda paralizar la marcha de la sociedad se considera causa de rescisión parcial del contrato, la ausencia injustificada del socio obligado a prestar servicios personales en la sociedad (  art. 218.6 C de C).

Si los administradores son varios, ha de verse si su actuación ha de ser conjunta o separada. El problema puede estar resuelto ab initio en la escritura social, si en esta se ha indicado la forma de estructurar la organización de la administración y  la forma de actuación de los administradores. Por ejemplo, de forma colegiada mediante la adopción de acuerdos por mayoría. Si en la escritura no se dice nada, deberemos de priorizar el principio de administración conjunta, esto supone que contra la voluntad de uno de los socios administradores que expresamente la manifieste, no deberá contraerse ninguna obligación nueva (  art. 130 C de C).

Si no se establece de manera expresa en la escritura de constitución qué socios son los llamados a gestionar y administrar la compañía todos los socios tendrán derecho a concurrir a la decisión y manejo de los negocios comunes, mediante acuerdos generalmente unánimes, según interpreta la doctrina mayoritaria como espíritu de la Ley (  art. 129 C de C). 








2-23 Administración de la sociedad colectiva: Un socio


  Cuando la facultad privativa de administrar y de usar de la firma de la compañía haya sido conferida en condición expresa del contrato social a un socio no se podrá privar de ella al que la obtuvo; pero si éste usa mal dicha facultad, y de su gestión resulta perjuicio manifiesto a la masa común, podrán los demás socios nombrar de entre ellos un coadministrador que intervenga en todas las operaciones.

En este mismo caso, también podrán los restantes socios promover la rescisión del contrato, ante el juez o tribunal competente, que deberá declararla si se prueba que, efectivamente, el perjuicio existe.

 ATENCIÓN: Esta rescisión requiere resolución judicial firme para que pueda ser inscrita en el Registro Mercantil (  art. 211 RRM).









2-24 Condición del administrador de la sociedad colectiva 


  Si el administrador ha sido nombrado en la escritura social: el cargo adquiere permanencia y estabilidad y no se podrá revocar sin perjuicio de que, en su caso, se nombre coadministrador o se promueva la rescisión parcial del contrato (  art. 132 C de C).

Si el gestor se nombra durante la vida de la sociedad, el nombramiento podrá ser revocado libremente por los socios. Tanto en el nombramiento como en la revocación se requerirá el consentimiento de todos los socios, si la escritura social no establece otra cosa.

En principio, puede ser nombrado administrador de una sociedad colectiva, cualquier persona que tenga capacidad para ejercer el comercio. Sin embargo, al estar ante una sociedad personalista, parece incoherente encargar a un tercero la tarea de representar a la sociedad, aunque el Código de Comercio no lo prohíba expresamente.

 ATENCIÓN: Para la prórroga del nombramiento de gerente no es necesario el acuerdo unánime de los socios (Res. DGRN 19-11-75)









2-25 Facultades del administrador de la sociedad colectiva 


  Los administradores tienen las facultades o poderes que les confiera la escritura social. A falta de determinación expresa deben reputarse investidos de todos los poderes necesarios para realizar el giro o tráfico de la empresa y para la mejor consecución del fin social.


 Ejemplo:


 No sólo pueden realizar actos de conservación del patrimonio social sino, también, todo tipo de actos de enajenación o ventas y asunción de obligaciones.



En concreto, deben:


	
- Llevar a cabo sus funciones de acuerdo con las instrucciones recibidas. 

	
- Informar a la sociedad de las gestiones que realicen. 

	
- Rendir cuentas de la gestión efectuada. 



 ATENCIÓN: Los administradores deben pagar los intereses por los fondos que en su caso destinen a inversiones diferentes de la propia administración.









2-26 Responsabilidad  de los administradores de la sociedad colectiva


  Además de la responsabilidad general prevista para todo socio colectivo; esto es, la obligación de indemnización por los daños y perjuicios producidos a la compañía y causados por malicia, abuso de facultades o negligencia grave, los administradores asumen una responsabilidad concreta.


 Ejemplo: 


 Un ejemplo de cláusula a incluir en la escritura sería: Responderán frente a la sociedad, frente a los demás socios y frente a los acreedores sociales del daño que causen por actos contrarios a la ley o a los estatutos o por los realizados sin la diligencia con la que deben desempeñar el cargo.



Cuando las operaciones del tráfico mercantil de la empresa sean asumidas o firmadas por personas autorizadas, responderán todos los socios solidariamente con todos sus bienes. Sin embargo, los bienes privativos de los socios no incluidos en el haber social, no pueden ser ejecutados para el pago de las obligaciones sociales, salvo el caso de insuficiencia del patrimonio social.

Cuando las operaciones de la empresa sean ejecutadas por socios no autorizados debidamente para usar la firma social, responderán exclusivamente sus autores. No obligarán a la compañía.

 ATENCIÓN: Hoy en día son responsables los socios industriales, siempre y cuando medie sentencia firme en contra (STS 29-11-27)


Cuando la facultad privativa de administrar y de usar de la firma de la compañía haya sido conferida en condición expresa del contrato social, no se podrá privar de ella al que la obtuvo; pero si éste usare mal de dicha facultad, y de su gestión resultare perjuicio manifiesto a la masa común, podrán los demás socios nombrar de entre ellos un coadministrador que intervenga en todas las operaciones, o promover la rescisión del contrato ante el Juez o Tribunal competente, que deberá declararla si se probare aquel perjuicio.

El incumplimiento de las obligaciones del administrador, debe ser grave, sin que sea necesario que el mal uso de las facultades de administración se produzca reiterada y constantemente; basta que un acto negligente revista especial gravedad aunque sea esporádico o aislado.  

Finalmente, debemos de tener en cuenta que únicamente tendrá acceso al Registro Mercantil la inscripción de la rescisión parcial del contrato de sociedad colectiva por exclusión del administrador cuando se verifique en virtud de sentencia firme (  art. 211 RRM). 








2-27 Socios no administradores de la sociedad colectiva


  Habiendo socios especialmente encargados de la administración, los demás no podrán contrariar ni entorpecer las gestiones de aquéllos ni impedir sus efectos (  art. 131 C de C).

La injerencia de los socios no administradores en las funciones gestoras de la sociedad trae, como consecuencia, su exclusión de la misma (  art. 218.2 C de C).

No obstante, conservan un poder de vigilancia y control pudiendo hacer las reclamaciones que estimen convenientes para el interés común. Además, todos los socios, administren o no, tendrán derecho a examinar el estado de la administración y de la contabilidad (  art. 133 C de C). En todo caso, su consentimiento es necesario para autorizar determinados asuntos de la empresa.


 Ejemplo:


 Asuntos tales como:


	
- La designación o revocación de los administradores. 

	
- La aprobación de las cuentas y 

	
- Los actos de modificación de la escritura social 





De cualquier forma, el socio saliente, con independencia de la causa que haya provocado su baja, responderá en todo caso de las deudas anteriores a su cese. No responde de las deudas posteriores a su salida de la sociedad, salvo que hayan sido contraídas con terceros de buena fe, en el período existente entre la baja y su publicación en el BORME.








2-28 Transmisión de las cuotas sociales de la sociedad colectiva


  Ningún socio podrá trasmitir a otra persona el interés que tenga en la compañía, ni sustituirla en su lugar para que desempeñe los oficios que a él le correspondan en la administración social, sin que preceda el consentimiento de los demás socios (  art. 143 C de C).

La transmisión de las cuotas sociales es escasa porque en la sociedad colectiva los socios responden con su patrimonio particular de las deudas sociales y, por ello, la continuidad del mismo es fundamental. Igualmente, la separación de un socio -aunque no implique la incorporación de un tercero- puede traer consecuencias perjudiciales para la sociedad y para los demás socios.

 ATENCIÓN: La transmisión de la cuota implica una modificación de la escritura social, por lo que, además de la aprobación general, deberá ser inscrita en el Registro Mercantil (  art. 119 C de C).


La cualidad de socio puede transmitirse por acto inter vivos o mortis causa.

En las transmisiones inter vivos debemos distinguir entre las voluntarias y las de carácter forzoso.

La transmisión forzosa, se produce en dos supuestos:


	
a) Mediante el acto por el cual se expulsa al socio de la sociedad. En principio, el acuerdo de rescisión debe ser adoptado por todos los socios y por unanimidad. Se trata de una rescisión parcial de la compañía que produce la ineficacia del contrato respecto al socio culpable; se le podrá exigir la parte de pérdida que pudiera corresponderle, quedando, para ello, la sociedad autorizada para retener, sin darle participación en las ganancias ni indemnización alguna, los fondos que tuviere en la masa social hasta que estén terminadas y liquidadas todas las operaciones (  arts. 218 y   219 C de C). En este caso, la sociedad estará obligada a reducir el capital social en la cuantía correspondiente a la participación que el socio expulsado tenía en el mismo, siempre que no medie disolución de la sociedad. 



	
b) Por embargo. Esta transmisión resulta obligatoria cuando el embargo se produce como consecuencia de la insolvencia del socio, y ésta no ha determinado la disolución de la sociedad. En este caso, los acreedores del socio no tendrán, respecto a la sociedad, ni aun en el caso de concurso del mismo, otro derecho que el de embargar y percibir lo que por beneficios o liquidación pudiera corresponder al socio deudor. Mediante la  limitación del embargo a los beneficios que obtuviere el socio colectivo deudor, se impide que puedan producirse transmisiones de la condición de socio por medio de embargos, protegiéndose de esta manera la naturaleza personalista de la sociedad. De otra forma, mediante el embargo de la condición de socio el acreedor podría ocupar directamente el lugar del socio deudor sin necesidad de obtener el consentimiento de los demás socios, infringiendo así, la normativa vigente (  art. 143 C de C) (Res DGRN 13 de octubre de 1998).



La transmisión voluntaria se puede llevar a cabo por cualquiera de los medios reconocidos por la normativa vigente para la transmisión de derechos. 

Por acto mortis causa, es transmisible la cualidad de socio, pero es necesario que figure esta posibilidad en la escritura de constitución.

El   artículo 222.1 del Código de Comercio prevé como vía de ingreso de un nuevo socio en la sociedad, la muerte de otro socio, siempre y cuando la escritura social contenga pacto expreso de continuar la empresa con los herederos del socio difunto. 

En las cláusulas de continuación de la sociedad con los herederos se establece la transmisión de la cualidad de socio del causante a su heredero. La situación del nuevo socio no se verá alterada con relación al causante, con la salvedad de los derechos y obligaciones que fueran personalísimos.

En el supuesto que hubiera una pluralidad de herederos, hemos de decir que la posición de socio se transmite individualmente a cada uno de ellos y no conjuntamente a la comunidad hereditaria.

 ATENCIÓN: La transmisión ha de constar en escritura pública e inscribirse en el Registro Mercantil. Sólo desde la fecha de esta inscripción, tiene eficacia frente a terceros.


Los pactos asociativos entre un socio y un tercero son irrelevantes para la sociedad. El asociado sólo ingresará en la empresa cuando cuente con el consentimiento unánime de los demás socios (  art. 1696 CC).

Finalmente, se debe tener en cuenta que el socio transmitente está obligado a responder, frente a terceros, de forma personal, ilimitada por las deudas contraídas por la sociedad hasta el momento en que la transmisión se inscribe en el Registro Mercantil..








2-29 Aspectos fiscales de la transmisión de las cuotas sociales de la sociedad colectiva


  La transmisión de las cuotas sociales tiene distinta tributación dependiendo de que sea a título oneroso o a título lucrativo, en los términos establecidos en el epígrafe anterior. Estos aspectos han sido tratados en el capítulo de Sociedades de Responsabilidad Limitada. (Ver   comentario relacionado y ss.).









Sección 4. Representación



2-30 Funciones de representación en la sociedad colectiva



  La sociedad necesita valerse de personas físicas que le representen en sus relaciones con terceros. En la práctica, la facultad de representación corresponde, normalmente, al administrador o administradores que ejerzan las facultades de gestión. Puede otorgarse a persona distinta de estos, siempre y cuando tal otorgamiento sea inscrito en el Registro Mercantil.

La representación implica el uso de la firma social. Los socios que no tengan dicha autorización, de firma social, no obligarán con sus actos y contratos a la compañía, aunque los ejecuten a nombre de ésta (  art. 128 C de C).

 ATENCIÓN: No se debe confundir el ejercicio de funciones de administración (en el ámbito interno) con las funciones de representación (de ámbito externo).









2-31 Firma o razón social de la sociedad colectiva


  La sociedad colectiva opera en el tráfico mercantil bajo una denominación subjetiva o razón social que le permite individualizarse y diferenciarse de otros operadores del mercado.

La compañía colectiva ha de girar bajo el nombre de todos sus socios, de algunos de ellos o de uno solo, debiéndose añadir, en estos dos últimos casos, al nombre o nombres que se expresen, las palabras «y compañía».

Este nombre colectivo constituirá la razón o firma social, en la que no podrá incluirse nunca el nombre de persona que no pertenezca a la compañía o que, perteneciendo a ella, no preste su consentimiento. Los que, no perteneciendo a la compañía, incluyan su nombre en la razón social, quedarán sujetos a responsabilidad solidaria, sin perjuicio de la penal si a ella hubiere lugar.

La sociedad se beneficia del crédito de que gozan sus socios, por el hecho de estar incluidos éstos en su denominación. Los terceros resultarían defraudados si, girando la sociedad bajo el nombre de personas extrañas a ella, no se les extendiera a éstos la responsabilidad ilimitada del socio.

La pérdida de la condición de socio colectivo de una persona cuyo nombre figura total o parcialmente en la razón social obligará a la sociedad a modificarla de inmediato.








2-32 Abuso de la firma social en la sociedad colectiva 


  Constituye abuso de la firma social:


	
- El empleo de la misma por un socio no autorizado debidamente para ello. La responsabilidad recae directa y exclusivamente sobre el propio socio, sin que pueda alegar buena fe (  art. 128 C de C). 

	
- El empleo de la misma por un socio autorizado pero en interés propio. La actuación vincula a la sociedad con las personas con quien contrató, aunque la sociedad podrá reclamarle en caso de pérdidas producidas por su actuación (  art. 144 C de C). 



En todo caso, el socio que en el ejercicio de la gestión o representación de la sociedad abuse de la firma social perderá, en beneficio de la compañía, la parte de ganancias que en la operación u operaciones hechas de este modo le puedan corresponder, y podrá haber lugar a la rescisión del contrato social en cuanto a ellos, sin perjuicio del reintegro de los fondos de que hayan hecho uso y de indemnizar, además, a la sociedad de todos los daños y perjuicios producidos (  art. 135 C de C). 


 Ejemplo:


 Si un socio, en determinado momento, sin conocimiento ni autorización de la empresa, utiliza fondos de la compañía para hacer una inversión puntual en bolsa, de la que resulta un beneficio de 3.000 euros, deberá devolver la cantidad ganada, además de reponer los fondos usados, asumir su responsabilidad y la posible expulsión de la empresa por su conducta.










2-33 Responsabilidad frente a terceros de la sociedad colectiva


  El uso legítimo de la firma social vincula directamente a la sociedad con las personas que hayan contratado con sus gestores (  arts. 284 y   285 C de C).

Como garantía de sus créditos, los acreedores sociales cuentan con el patrimonio de la sociedad y con los patrimonios particulares de los socios.

La sociedad responde de sus deudas con todos sus bienes presentes y futuros.

Las deudas no cubiertas por el patrimonio social deberán ser atendidas por sus socios (  art. 127 C de C).

La responsabilidad del socio es:

 ATENCIÓN: Responsabilidad Subsidiaria: primero responde el patrimonio social y, después de agotado éste, responden los patrimonios particulares de los socios.


Los bienes particulares de los socios colectivos que no se incluyeron en el haber de la sociedad al formarse ésta, no podrán ser ejecutados para el pago de las obligaciones contraídas por ella, sino después de haber hecho excusión del haber social.

 ATENCIÓN: Responsabilidad Solidaria e ilimitada: el acreedor puede dirigirse contra cualquiera de los socios por el importe total de la deuda, sin perjuicio de que el socio que pague, pueda repetir después contra los demás, reclamándoles la parte que corresponda a cada uno.



 Ejemplo: 


 El acreedor Antonio Pérez se dirige contra Pablo Gómez, socio de la empresa, reclamándole 1.200 euros. El Sr. Pablo Gómez le paga y, posteriormente, reclama a los otros cinco socios de la empresa los 1.000 euros que le adeudan.



En otras palabras, esta responsabilidad de los socios colectivos tiene las siguientes características:


	
a) Es de carácter personal e ilimitada. La responsabilidad del socio es ilimitada, estando sujetos al cumplimiento de la obligación todos sus bienes, presentes y futuros (STS 29-11-27). Se trata de una responsabilidad patrimonial universal. El   artículo 127 del Código de Comercio no limita la obligación del socio por las operaciones societarias a su aportación social sino que la amplía al contenido del   artículo 1911 del Código Civil. 

	
b) Es una responsabilidad subsidiaria o de segundo grado, ya que los socios gozan del beneficio de excusión, en cuanto que el patrimonio personal del socio colectivo no podrá ejecutarse «sino después de haber hecho excusión del haber social» de la entidad. El socio tiene el beneficio de excusión, con una responsabilidad ilimitada pero subsidiaria. Por tanto, esta excusión es un presupuesto necesario para poder proceder contra el patrimonio del socio. Sólo cuando quede acreditado que el patrimonio de la sociedad ha sido realizado, ejecutado o es inexistente procederá la acción contra los socios. La prueba de la insuficiencia del patrimonio social corresponde a la persona que demanda la responsabilidad de los socios. Las acciones accesorias contra el socio no pueden ser ejercitadas sino después de intentada inútilmente la acción contra la sociedad deudora principal (STS 22-6-96). No obstante, es posible que el tercero demande conjuntamente a la sociedad y a los socios, pero la condena de éstos será subsidiaria y la sentencia sólo podrá ejecutarse contra ellos después de haberse ejecutado plenamente contra la sociedad. 

	
c) Es una responsabilidad solidaria. Esta solidaridad se produce en las relaciones de los socios entre sí, pero no con relación a la sociedad, respecto a la cual, como acabamos de indicar, la responsabilidad es subsidiaria. De esta característica ha de derivarse que son aplicables en principio a esta responsabilidad de los socios las normas contenidas en el Código Civil sobre las obligaciones solidarias. En particular, la que dice que el acreedor podrá dirigirse contra cualquiera de los deudores solidarios o contra todos ellos simultáneamente, y las reclamaciones entabladas contra uno no serán obstáculo para las que posteriormente se dirijan contra los demás, mientras no resulte cobrada la deuda por completo (  art. 1144 CC). En este sentido es posible y lícito que los terceros puedan renunciar a ejercitar su acción contra uno o varios socios e incluso desistir de las pretensiones ya iniciadas contra alguno de ellos y mantenerlas contra los demás, ya que la responsabilidad de los socios, como queda dicho,  es solidaria entre ellos y subsidiaria respecto a la compañía, por lo que el no llamamiento a juicio de alguno de los socios no afectará a la relación jurídica procesal ni influirá en la formación del litisconsorcio pasivo necesario.





 ATENCIÓN: Los socios de la sociedad colectiva no pueden limitar sus obligaciones respecto a los terceros contratantes. No obstante, es plenamente eficaz el pacto interno en el que se haga constar que el socio responde exclusivamente hasta el límite de su aportación.


En este supuesto, si al referido socio se le reclamara por terceros que han contratado con la compañía una suma superior, podrá, en virtud de la condición suscrita con sus asociados, repetir contra los mismos por las cantidades que excedieran de las sumas estipuladas en la escritura social.

El régimen de responsabilidad de los socios de la empresa colectiva se aplica también cuando estamos ante una sociedad mercantil irregular, es decir, aquellas que no se han constituido de acuerdo con los requisitos formales de escritura pública e inscripción en el Registro Mercantil (  arts. 39 y   40 LSC). Pero no sólo eso, cuando una entidad civil se califica de sociedad mercantil irregular, debido a que su objeto social tiene indubitadamente tal carácter, aunque no se haya constituido con los requisitos que exige el   artículo 125 del Código de Comercio, se aplicarán a las relaciones de la sociedad con terceros las normas de la sociedad colectiva (  art. 127 C de C).

La responsabilidad alcanza no sólo a los bienes que el socio puso o se obligó a poner en la sociedad, sino a todos sus bienes, presentes y futuros.

Los acreedores particulares de los socios no pueden dirigirse contra los bienes sociales para realizar su derecho, pero pueden embargar y percibir lo que por beneficios o liquidación pudiera corresponder al socio deudor (  art. 174 C de C).









Sección 5. Modificaciones sociales



2-34 Supuestos de modificaciones sociales de la sociedad colectiva



  Para la modificación del contrato de sociedad colectiva se requiere el consentimiento de todos los socios colectivos y su constancia en escritura pública.

Son supuestos o causas modificativas de la escritura social:


	
- La transmisión de la cualidad de socio. 

	
- La admisión de nuevos socios con aportaciones al fondo social. 

	
- La disolución o rescisión parcial de la sociedad. 










2-35 Transmisión y admisión de socios en la sociedad colectiva


  La transmisión de la cualidad de socio y la admisión de nuevos socios requiere el consentimiento de todos los demás y presupone el cumplimiento de las mismas formalidades exigidas para la constitución de la sociedad (escritura pública e inscripción en el Registro Mercantil).

Se considera válido el pacto estatutario de que, si fallece algún socio, continúe la sociedad con los herederos del difunto o subsista entre los sobrevivientes (  art. 212 RRM).








2-36 Exclusión de socios de la sociedad colectiva


  Son causas de exclusión:


	
- El uso de los bienes comunes y de la firma social en operaciones por cuenta propia. 

	
- La injerencia del socio no gestor en funciones de administración. 

	
- El fraude de los socios administradores. 

	
- El incumplimiento de la obligación de aportar la parte del capital convenido. 

	
- La violación de la prohibición de hacer competencia a la sociedad. 

	
- El incumplimiento del deber de prestar servicios personales a la sociedad. 

	
- El incumplimiento de cualquier otra obligación social. 



La exclusión producirá la ineficacia del contrato con respecto al socio culpable, pudiendo exigirle la parte de pérdida que pueda corresponderle, y quedando autorizada la sociedad a retener, sin darle participación en las ganancias ni indemnización alguna, los fondos que tenga en la masa social, hasta que estén terminadas y liquidadas todas las operaciones pendientes al tiempo de la rescisión (  art. 219 C de C).








2-37 Separación voluntaria de socios de la sociedad colectiva


  Respecto de la separación, cabe señalar que el socio que por su voluntad se separe de la compañía, no podrá impedir que se concluyan del modo más conveniente a los intereses comunes las negociaciones pendientes (  art. 225 C de C).

Se trata de supuestos en los que un socio quiere vender o donar su participación en la sociedad, bien a otro socio o a otra persona ajena a la misma. Esta determinación puede resultar difícil en la sociedad colectiva ya que, la transmisión de la cualidad de socio, requiere el acuerdo unánime de todos los demás socios.

 ATENCIÓN: En estos casos, la normativa permite al socio desvincularse de la compañía, se trata como una causa de disolución, siempre y cuando la empresa tenga una duración indefinida. Si se constituye por tiempo determinado, un socio no podrá alegar que se quiere separar, ya que ello supondría el incumplimiento de las condiciones del contrato. 


El resto de los socios no podrán oponerse sino porque medie mala fe en el socio que lo proponga. 

Se entiende que existe mala fe, cuando, con ocasión de la disolución de la sociedad, se pretende obtener un lucro que no se hubiera obtenido si la sociedad hubiera seguido existiendo








2-38 Procedimiento de rescisión parcial de sociedad colectiva 


  La rescisión parcial conlleva la exclusión del contrato de sociedad respecto de uno o varios socios.

La rescisión parcial del contrato de sociedad colectiva puede tener lugar por cualquiera de los siguientes motivos:


	
- Por usar un socio de los capitales comunes y de la firma social para negocios por cuenta propia. 

	
- Por ingerirse en funciones administrativas de la sociedad el socio al que no compete desempeñarlas según las condiciones del contrato de sociedad. 

	
- Por cometer fraude algún socio administrador en la administración o contabilidad de la sociedad. 

	
- Por dejar de poner en la caja común el capital al que cada uno se haya comprometido en el contrato de sociedad, después de haber sido requerido al efecto. 

	
- Por ejecutar un socio por su cuenta operaciones de comercio que no le sean lícitas y vulnerar prohibiciones legales tales como: 
	
a)  Realizar cualquier operación por cuenta propia, sin consentimiento de la sociedad, cuando ésta no tenga género de comercio determinado. 

	
b)  Realizar operaciones mercantiles de la especie de negocios a los que se dedique la sociedad, cuando ésta sí tenga determinado en su contrato constitutivo el género de comercio al que se va a dedicar. 

	
c)  Realizar el socio industrial cualquier negociación de cualquier tipo sin permiso expreso de la sociedad. 





	
- Por ausentarse un socio obligado a prestar servicios personales en la sociedad si, una vez requerido para regresar y cumplir con sus deberes, no lo verifica o no acredita una justa causa que temporalmente se lo impida. 

	
- Por faltar de cualquier otro modo al cumplimiento de las obligaciones fijadas en el contrato social. 



La rescisión parcial del contrato produce su ineficacia, respecto al socio culpable, con las siguientes consecuencias para él:


	
- Queda excluido de la sociedad. 

	
- Se le exige la parte de pérdida que pueda corresponderle, si es que hay tal pérdida. 

	
- La sociedad queda autorizada a retener los fondos que dicho socio tenga en el patrimonio común, sin darle ninguna participación en las ganancias ni tampoco ninguna indemnización, hasta que estén determinadas y liquidadas todas las operaciones pendientes al tiempo de la rescisión. 



Mientras no se inscribe en el Registro Mercantil dicha rescisión parcial del contrato, continúa la responsabilidad del socio excluido y la de la sociedad por los actos y obligaciones que se practiquen en nombre y por cuenta de ésta con terceras personas.

 ATENCIÓN: El acuerdo de rescisión cuando afecte al socio gestor sólo podrá inscribirse en el Registro Mercantil mediante resolución judicial firme.









2-39 Responsabilidad del socio saliente de sociedad colectiva


  El socio saliente responde frente a terceros de las obligaciones contraídas por la sociedad antes del acto de la modificación como si continuara formando parte de la misma, salvo que aquéllos hayan consentido el acto de modificación, liberando al socio saliente de toda responsabilidad.

Para que la separación o exclusión del socio surta efectos en perjuicio de terceros es necesario que se inscriba en el Registro Mercantil. El acuerdo de rescisión debe ser tomado por todos los socios, por unanimidad, salvo el implicado o los implicados en el hecho que da lugar a la rescisión parcial. Tomado el acuerdo unánimemente, sólo puede inscribirse en el Registro Mercantil mediante resolución judicial firme (  art. 180 RRM).

Mientras en el Registro Mercantil no se haga el asiento de la rescisión parcial del contrato de sociedad subsistirá la responsabilidad del socio excluido, así como la de la compañía, por todos los actos y obligaciones que se practiquen en nombre y por cuenta de ésta, con terceras personas (  art. 220 C de C).

La separación voluntaria o exclusión de un socio colectivo puede influir considerablemente en la sociedad y en el régimen de responsabilidad que los terceros hayan podido tomar en consideración para el otorgamiento del contrato. Por ello, se concede al tercero el derecho a denunciar la vigencia del contrato celebrado, en todos aquellos casos en que la salida de un socio repercuta gravemente en las circunstancias inicialmente tenidas en cuenta para prestar su consentimiento.








2-40 Responsabilidad del nuevo socio de sociedad colectiva


  Los nuevos socios quedan sujetos al cumplimiento de las obligaciones contraídas por la sociedad desde la fecha de su admisión. Para liberarse de responsabilidad por las deudas anteriores deberá constar fehacientemente la fecha de su incorporación.








2-41 Aspectos fiscales de la separación y exclusión del socio de sociedad colectiva


  Cuando el socio ejercite su derecho de separación o sea excluido de la sociedad, se pueden poner de manifiesto rentas tanto en la sociedad como en los socios y su tratamiento fiscal varía dependiendo de que estos sean personas físicas o jurídicas.

Cuando el socio ejercite su derecho de separación o sea excluido de la sociedad, si la devolución de aportaciones se hace en dinero, para la entidad no se generarían rentas, mientras que si se hace en bienes o derechos, la entidad debe tributar por la diferencia entre el valor de mercado de los bienes entregados y su valor fiscal.

 ATENCIÓN: Cuando el socio sea una persona física, las cantidades que perciba constituyen una ganancia o pérdida patrimonial a los efectos del IRPF. Si al socio se le entrega dinero por su separación o exclusión, la ganancia o pérdida patrimonial se computa por la diferencia entre el valor de la cuota de liquidación social y el valor de adquisición de la participación en el capital que le corresponda.


En el caso de entrega de bienes, la ganancia o pérdida se determina por la diferencia entre el valor de mercado del bien recibido como consecuencia de la liquidación y el valor de adquisición de las participaciones del socio que se separa.

Si la participación societaria ha sido adquirida antes del 31 de diciembre de 1994, la ganancia que pueda obtenerse se beneficia de la aplicación de un régimen transitorio, que sigue siendo de aplicación para las ganancias en todos los bienes transmitidos desde el 1 de enero de 2015 hasta que la suma acumulada del valor de transmisión de los bienes, supere los 400.000 euros, sin que puedan reducirse las ganancias patrimoniales a partir de esta cifra. Esta limitación de 400.000 euros se aplica, no a la venta de cada bien de forma individual, sino al conjunto de los mismos, con independencia de que la venta de cada uno de ellos se produzca en momentos distintos. 

Cuando el socio sea una persona jurídica, por la diferencia entre el valor normal de mercado de los elementos recibidos y el valor fiscal de la participación anulada se le genera una renta que debe integrarse en la base imponible del Impuesto sobre Sociedades correspondiente al período impositivo en que tiene lugar la separación o exclusión.

En otro sentido, cuando la separación o exclusión de un socio dé lugar a una reducción de capital, ésta estará sujeta al Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales en la modalidad de Operaciones Societarias.









Sección 6. Disolución, liquidación y extinción



2-42 Causas de la disolución de la sociedad colectiva



  La disolución pone fin a la actividad mercantil de la sociedad y da lugar a operaciones de liquidación, tales como: 


	
- El cobro de los créditos. 

	
- El pago de las deudas. 

	
- La fijación del haber social remanente y 

	
- La división de éste entre los socios. 



Las causas de la disolución pueden ser contractuales o legales.

Las primeras son las establecidas en el contrato originario o en una posterior modificación del mismo y para cuya determinación gozan los socios de la más amplia libertad.


 Ejemplo: 


 Por la pérdida de un 50 por 100 o más del capital, en cualquier momento y siempre que lo solicite alguno de los socios.



Las segundas son las establecidas por una disposición legal:


	
- El cumplimiento del término de duración fijado en el contrato (  art. 221.1 C de C). La única manera de evitar la disolución es prorrogar la vida de la sociedad, por acuerdo de todos los socios, en escritura pública que deberá presentarse para su inscripción en el Registro Mercantil antes de que transcurra el plazo de duración de la sociedad (  arts. 223 C de C y   238.3 y   239.2 RRM). 

En caso de disolución de pleno derecho por transcurso del tiempo de duración pactado para la sociedad, el Registrador Mercantil debe: 


	
- Extender una nota al margen de la última inscripción, expresando que la sociedad ha quedado disuelta, cuando deba practicar algún asiento en la hoja abierta a la sociedad o se haya solicitado certificación, o a instancia de cualquier interesado. 

	
- Extender una nota al margen de la inscripción del nombramiento de los administradores, expresando que han cesado en su cargo. 





	
- La conclusión de la empresa que constituya el objeto social (  art. 221.1 C de C). 

	
- La pérdida total del capital social (  art. 221.2 C de C). 

	
- Apertura de la fase de liquidación de la compañía declarada en concurso  (  arts. 221.3 C de C y arts. 406 y ss.TRL Concursal). 

	
- La muerte de uno de los socios colectivos, si no contiene la escritura social pacto expreso de continuar  la sociedad entre los herederos del socio difunto, o de subsistir ésta entre los socios sobrevivientes (  art. 222.1 C de C). Los herederos responden de las obligaciones sociales hasta la muerte del causante, hasta donde llegue la herencia, si es aceptada a beneficio de inventario, o con su propio patrimonio, si la aceptación es pura y simple. 

En el supuesto de que se contenga, en la escritura social, pacto expreso de continuar en la sociedad entre los herederos del difunto, se planteaba el problema de determinar si quien sucede o puede suceder a la sociedad es la comunidad creada entre los adjudicatarios de la que era su cuota o necesariamente han de pasar a ser socios los herederos individualmente considerados. Es cada heredero el que deviene socio por su aceptación de la herencia que conlleva la aceptación de dicha condición con todas sus consecuencias, y esa voluntad le vincula para las obligaciones futuras de la sociedad de forma individual y no compartida, al margen de que, en la esfera interna, su participación en beneficios o cargas sea mayor o menor, según la distribución que se haya hecho de la cuota del causante (Res.   DGRN 10-7-03). 



	
- La inhabilitación de un socio gestor para administrar sus bienes (  art. 222.2 C de C). 

	
- Apertura de la fase de liquidación en el concurso de cualquiera de los socios colectivos (  arts. 222.3 C de C y   arts. 406 y ss. TRL Concursal). 

	
- La denuncia unilateral del contrato. La denuncia unilateral del contrato, puede hacerse judicial o extrajudicialmente; en este último supuesto, la denuncia no produce el efecto disolutorio de la sociedad de no ir acompañada del acuerdo o consentimiento de los demás socios (STS 18-2-64).El socio que promueve la disolución de la sociedad, no puede impedir que se concluyan del modo más conveniente a los intereses comunes las negociaciones pendientes. Mientras no se terminen no se procederá a la división de los bienes y efectos de la sociedad (  art. 225 C de C). 

La disolución de la sociedad puede provenir también del acuerdo unánime de todos los socios. Todos los contratos de duración se pueden extinguir por la voluntad acorde de las partes (desistimiento). 



	
- Incumplimiento en el plazo de un año de la obligación de cambio de denominación social impuesta en sentencia dictada en procedimiento por violación del derecho de marca. (  DA 17   L 17/2001, de Marcas) 










2-43 Formalidades de la disolución de sociedad colectiva 


  La disolución, en cuanto da lugar a la liquidación de la sociedad, debe inscribirse en el Registro Mercantil, mientras tanto no producirá efectos en perjuicio de tercero (  art. 226 C de C). (Ver   comentario relacionado).

La inscripción de la disolución de las sociedades colectivas se practicará en virtud de testimonio judicial de la sentencia firme por la que se hubiera declarado la disolución de la empresa o en virtud de escritura pública, otorgada por todos los socios colectivos.

En caso de concurso de la sociedad o de cualquiera de los socios colectivos, la inscripción se practicará en virtud de testimonio de la resolución judicial firme que declare el concurso.

En caso de muerte o declaración judicial de fallecimiento de un socio colectivo, la inscripción se practicará en virtud de instancia a la que se acompañará el certificado del Registro Civil o testimonio judicial del auto correspondiente.








2-44 Liquidación de la sociedad colectiva 


  La liquidación es la consecuencia inmediata de la disolución y supone el cese de los socios administradores para hacer nuevos contratos y contraer nuevas obligaciones (  art. 228 C de C).

El cargo de liquidador recae sobre personas designadas en la escritura social y, en su defecto, en los propios administradores, salvo que medie oposición por parte de alguno de los socios, en cuyo caso se convocará sin dilación junta general y se estará a lo que en ella se resuelva, tanto sobre el nombramiento de liquidadores como en lo relativo a la forma, trámites de la liquidación y a la administración del caudal común (  art. 229 C de C).

En otras palabras, los liquidadores pueden:


	
1.  Coincidir con los administradores, cuando éstos cesan en su cargo por declararse la sociedad en liquidación y hay conformidad de todos los socios. 

	
2.  Ser nombrados por la junta general de los socios, que debe decidir por unanimidad quién va a encargarse de la liquidación (un socio o un tercero), por haber discrepancias en cuanto a que dichas funciones las realicen los antiguos administradores. El nombramiento de los liquidadores debe inscribirse en el Registro Mercantil, con arreglo a lo siguiente (Ver   comentario relacionado): 


	
- Puede inscribirse simultáneamente o con posterioridad a la disolución, haciendo constar su identidad y el modo de ejercitar sus facultades, es decir, si se trata de liquidador único o de varios solidarios o mancomunados. 

	
- Si no se hace constar un plazo determinado, se entiende efectuado por todo el período de liquidación. 

	 La inscripción se realiza en virtud de: 
	
- Certificación del acta de la junta general expedida en debida forma y con las firmas legitimadas notarialmente, o 

	
- Testimonio notarial de dicha acta, o 

	
- Copia autorizada del acta notarial de la junta, o 

	
- Escritura pública que acredite las circunstancias del nombramiento y de la aceptación, o 

	
- Testimonio judicial de la sentencia firme por la que se nombren, o 

	
- De oficio por el Registrador cuando los administradores queden convertidos en liquidadores, como sucede en los supuestos de disolución de pleno derecho de la sociedad. 











Para las sociedades colectivas, el único supuesto previsto de disolución automática es la disolución por transcurso del plazo de duración de la sociedad.

 Funciones

 ATENCIÓN: La actividad de los liquidadores está limitada a la conservación y administración de los bienes sociales así como a la liquidación de las operaciones pendientes. 



 Ejemplo: 


 Están legitimados para percibir los créditos de la compañía y extinguir las obligaciones contraídas de antemano.



Bajo pena de destitución, deberán los liquidadores:


	
- Formar y comunicar a los socios, dentro del término de 20 días, el inventario del haber social, con el balance de las cuentas de la sociedad en liquidación. 

	
- Comunicar igualmente a los socios, todos los meses, el estado de la liquidación. 



Los liquidadores serán responsables de cualquier perjuicio que resulte al haber común, por fraude o negligencia grave en el desempeño de su encargo, sin que por eso se entiendan autorizados para hacer transacciones ni celebrar compromisos sobre los intereses sociales, a no ser que los socios les hayan concedido expresamente estas facultades (  arts. 230 y   231 C de C).

Cuando el patrimonio de la sociedad fuera insuficiente para el pago de todas las obligaciones pendientes, los liquidadores podrán exigir de todos los socios la entrega de las cantidades necesarias para este fin.

Si por el contrario, una vez extinguidas todas las obligaciones, resultan bienes sobrantes, se dividirán entre todos los socios.

En cualquier caso, los socios pueden autorizar a los liquidadores para la venta de todos los bienes, procediéndose a la división del metálico obtenido en proporción a su participación en la sociedad.

Ningún socio podrá exigir la entrega del haber que le corresponda en la división de la masa social, mientras no se hallen extinguidas todas las deudas y obligaciones de la compañía (  art. 235 C de C).

La división del haber social se llevará a cabo según la calificación que hagan los liquidadores o la establecida por la junta de socios convocada al efecto.

Si alguno de los socios se creyese agraviado en la división acordada, podrá usar de su derecho ante el juez o tribunal (  arts. 232 y   233 C de C).








2-45 Extinción de la sociedad colectiva


  Dividido entre los socios el haber social, deberán cancelarse en el Registro Mercantil los asientos referentes a la sociedad. La cancelación señala el momento de extinción de la persona jurídica social.

La cancelación de una sociedad colectiva debe constar en escritura pública inscrita en el Registro Mercantil. Dicha escritura debe contener la manifestación de los liquidadores de que se han cumplido las disposiciones legales y estatutarias y se debe acompañar con los libros de comercio, la correspondencia y los justificantes concernientes al tráfico de la sociedad. 

 ATENCIÓN: El registrador mercantil está obligado a conservar esta documentación durante el plazo de 6 años. 


En la inscripción registral debe:


	
- Transcribirse el balance final de liquidación. 

	
- Hacerse constar la identidad de los socios y el valor de la cuota de liquidación que haya correspondido a cada uno de ellos. 

	
- Expresarse que quedan cancelados todos los asientos relativos a la sociedad. 



La cancelación de la inscripción sólo será oponible a terceras personas de buena fe desde su publicación en el Boletín Oficial del Registro Mercantil (  art. 21 C de C).








2-46 Aspectos laborales de la disolución de la sociedad colectiva


  La disolución y posterior liquidación de la sociedad no provoca por sí sola la extinción o modificación de los contratos de trabajo, y durante la fase de liquidación de la sociedad, los liquidadores tienen facultades para llevar a cabo la extinción de los contratos laborales que tengan como empresario a la sociedad.

La extinción de la sociedad, previa disolución y liquidación de su patrimonio, supone la extinción de los contratos de trabajo celebrados por la sociedad como empresario. Sin embargo, previamente han de seguirse los trámites establecidos para el despido colectivo.

La extinción de la empresa y el consiguiente cese en la actividad debe ser objeto de la correspondiente toma de razón en el Registro de Empresarios, debiendo los empresarios comunicar la extinción de la empresa o el cese de su actividad a la Tesorería General de la Seguridad Social.

 ATENCIÓN: La liquidación de la sociedad también puede terminar con la cesión global del activo y del pasivo que, desde la perspectiva laboral, constituye un supuesto de sucesión de empresa, ya que se sustituye un empresario por otro y se transmiten un conjunto de medios organizados que permiten la continuidad de la actividad económica.


En este caso no se extinguen las relaciones laborales, quedando el nuevo empresario subrogado en los derechos y obligaciones laborales y de Seguridad Social del anterior.

Además, y salvo pacto en contrario, las relaciones laborales de los trabajadores afectados por la cesión seguirán rigiéndose por el convenio colectivo que en el momento de la transmisión fuere de aplicación y no se extingue por sí mismo el mandato de los representantes legales de los trabajadores.

Por otra parte, al producirse un cambio en la titularidad de la empresa o centro de trabajo, deberá procederse a la toma de razón en el Registro de Empresarios y en la misma inscripción figurada a nombre del titular anterior, de la extinción de la empresa, así como a una nueva inscripción y anotación a nombre del nuevo titular, si éste no estuviere ya inscrito, o solamente a una nueva anotación, si el nuevo titular figurase ya inscrito como empresario.








2-47 Aspectos fiscales de la disolución de la sociedad colectiva


  Los principales aspectos fiscales que inciden en el momento de la disolución, liquidación y extinción de una sociedad colectiva afectan a la presentación de autoliquidación por el Impuesto sobre Sociedades, al Impuesto de Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, en su modalidad de Operaciones Societarias, y a la obligación de presentación de declaración censal de cese de actividad y de baja en el IAE en su caso.

Por otra parte, la adjudicación de bienes o derechos a los socios que se produce como consecuencia de la liquidación de la sociedad tiene consecuencias en la tributación de los socios, que variarán en función de que sean personas físicas (IRPF) o personas jurídicas (IS).

Asimismo, la Ley General Tributaria regula la responsabilidad tributaria de los socios, administradores y liquidadores de las sociedades disueltas y liquidadas.

 ATENCIÓN: Los liquidadores de la sociedad deben contabilizar el gasto por el Impuesto sobre Sociedades y presentar la autoliquidación por dicho impuesto en el plazo comprendido dentro de los 25 días naturales siguientes a los seis meses posteriores a la extinción de la sociedad.


La sociedad en liquidación debe integrar en su base imponible la diferencia entre el valor normal de mercado de los elementos (el acordado en condiciones normales de mercado entre partes independientes) y su valor fiscal. Por ello, en el caso de una entrega a los socios se genera una diferencia permanente positiva si el valor de mercado del bien entregado es superior a su valor fiscal y negativa en caso contrario, no generándose ninguna diferencia cuando la entrega a los socios es dineraria.

La disolución de la sociedad de responsabilidad es una operación sujeta a la modalidad de operaciones societarias del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados cuando se produzca una distribución de los bienes entre los socios. Los liquidadores de sociedades serán responsables subsidiarios del pago del gravamen.

La sociedad limitada que cese en el ejercicio de una actividad empresarial ha de presentar la declaración censal de cese de actividad a través del modelo 036, quedando dada de baja en el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores.

Por otro lado, cuando el sujeto pasivo no resulte exento en el Impuesto sobre Actividades Económicas deberá presentar una declaración de baja en dicho impuesto en el plazo de un mes desde que se produce el cese en el ejercicio de una actividad.

 Tributación de la adjudicación de bienes y derechos a los socios

Cuando el socio que se adjudica los bienes es una persona física tributa por el IRPF, constituyendo una ganancia o una pérdida patrimonial la diferencia entre el valor de la cuota de liquidación social o el valor de mercado de los bienes recibidos como consecuencia de la separación y el valor de adquisición del título o participación de capital que corresponda.

Cuando el socio que se adjudica los bienes es una persona jurídica, tributará por el Impuesto sobre Sociedades, integrándose en su base imponible la renta generada por la diferencia entre el valor normal de mercado de los elementos recibidos y el valor contable de la participación anulada.

 ATENCIÓN: Por otro lado, la adjudicación no dineraria efectuada en la liquidación de la entidad tiene la consideración de entrega de bienes a efectos del IVA y, como tal, está sometida al impuesto, siendo la sociedad (sujeto pasivo) quien debe repercutírselo al socio. La base imponible está constituida por el importe total de la contraprestación y el tipo de gravamen depende del tipo de bien entregado al socio. En todo caso no sería una operación sujeta la transmisión de un conjunto de elementos del patrimonio empresarial que constituyan una unidad económica autónoma.









2-48 Aspectos contables de la disolución de la sociedad colectiva


  En los casos de disolución con liquidación, una vez disuelta la sociedad se abre el proceso de liquidación, al final del cual se dan las circunstancias necesarias para la extinción de la personalidad jurídica.

En relación con este punto, véase lo establecido para la sociedad de responsabilidad limitada. (Ver   comentario relacionado).









Sección 7. Obligaciones contables



2-49 Llevanza de la contabilidad en la sociedad colectiva



  La sociedad colectiva debe llevar una contabilidad ordenada, adecuada a la actividad de su empresa, que permita:


	
- Un seguimiento cronológico de todas sus operaciones. 

	
- La elaboración periódica de unos balances e inventarios que reflejen la imagen fiel de la situación económica y financiera de la empresa. 



 ATENCIÓN: La contabilidad debe ser llevada directamente por los empresarios o por otras personas debidamente autorizadas, sin perjuicio de la responsabilidad de los primeros. La autorización se presume concedida salvo prueba en contrario.


Los libros de contabilidad representan el soporte físico, tanto si son instrumentados o materializados en papel o bien mediante cualquier otro soporte de carácter digital, en el que se registran todas las transacciones y demás hechos económicos con trascendencia contable acaecidos en la empresa.

Los requisitos necesarios para que una contabilidad sea ordenada, son los siguientes:


	
- Que se someta a los criterios y principios técnicos establecidos en el   Plan General de Contabilidad, en sus adaptaciones sectoriales y demás normativa contable aplicable. 

	
- Que recoja la totalidad de las operaciones y hechos de relevancia económica para la entidad acaecidos durante el ejercicio. 

	
- Que toda anotación contable quede justificada documentalmente de modo suficiente. 

	
- Que todo bien u operación sea registrado de modo tal que refleje adecuadamente su significado y naturaleza. 



Los requisitos generalmente admitidos y necesarios para una buena llevanza de la contabilidad son los siguientes:


	
- Todos los libros y documentos contables deben ser llevados, cualquiera que sea el procedimiento utilizado, con claridad, por orden de fechas, sin espacios en blanco, interpolaciones, tachaduras ni raspaduras. 

	
- Deben salvarse, a continuación, inmediatamente que se adviertan, los errores u omisiones padecidos en las anotaciones contables. 

	
- No pueden utilizarse abreviaturas o símbolos cuyo significado no sea preciso con arreglo a la ley, el reglamento o la práctica mercantil de general aplicación. 










2-50 Libros contables obligatorios de la sociedad colectiva


  La sociedad colectiva debe llevar necesariamente, sin perjuicio de lo establecido en las leyes o disposiciones especiales, los siguientes registros: (Ver   comentario relacionado)


	
- Libro diario. 

	
- Libro de inventarios y cuentas anuales. 










2-51 El libro diario en la sociedad colectiva


  El libro diario registra día a día todas las operaciones relativas a la actividad de la empresa.

 ATENCIÓN: Es válida la anotación conjunta de los totales de las operaciones por períodos no superiores al trimestre, siempre que su detalle aparezca en otros libros o registros concordantes, de acuerdo con la naturaleza de la actividad de que se trate (  art. 28 C de C).


En consecuencia, el contenido del diario varía según que la empresa utilice, o no, otros libros o registros auxiliares.

En caso de que, por no utilizarse otros libros o registros concordantes, tengamos que registrar las operaciones día a día, surge la duda de saber de qué día se trata, ya que un mismo hecho contable puede ser asociado con distintas fechas; así, por ejemplo, en el caso de las compras, con las correspondientes a las de emisión o recepción de la factura o al momento en que el departamento correspondiente da el visto bueno a la factura, reconociendo de esta forma la validez y exigibilidad de la misma. En el caso de un cheque puede dudarse entre la fecha de su firma y la de su envío, etc.

En conclusión, las operaciones deben ser contabilizadas diariamente, sin retraso, estimando como fecha la que en cada caso se considere razonable.

En caso de que se opere sin libros o registros concordantes, no es admisible globalizar los movimientos diarios, sin que puedan encontrarse, en el mismo libro, los registros de cada operación.

Advertimos que, como registros concordantes, podremos utilizar los tradicionales «libros de caja», y los rollos de las máquinas registradoras, si es que detallan suficientemente la naturaleza de las operaciones consignadas. Este último sistema de registro auxiliar es especialmente útil en el caso de operaciones de la misma naturaleza, realizadas en un mismo lugar, a lo largo de un mismo día.








2-52 Libro de inventarios y cuentas anuales en la sociedad colectiva


  El libro de inventarios y cuentas anuales se abre con el balance inicial detallado de la empresa. Al menos trimestralmente deben transcribirse los balances de comprobación, con sumas y saldos.

Al cierre del ejercicio deben transcribirse igualmente el inventario de cierre y las cuentas anuales (  art. 28 C de C).

Por lo tanto, al libro de inventarios y cuentas anuales deben transcribirse los siguientes documentos contables:


	
- Balance inicial detallado. 

	
- Balances de comprobación (4, al menos). 

	
- Inventario de cierre. 

	
- Cuentas anuales. 










2-53 El inventario en la sociedad colectiva


  El inventario es una relación valorada del patrimonio de una empresa. Debe reunir las siguientes características:


	
- Debe referirse a la totalidad de bienes, derechos y obligaciones que conforman el patrimonio de la empresa. 

	
- Debe reflejar la cantidad y el valor de cada elemento a la fecha de realización del inventario. 

	
- Debe identificar los elementos, para ello puede señalarse su ubicación geográfica, referencia, marca, nombre del deudor o acreedor; en las cuentas bancarias del banco y su número, etc. 



En la práctica, está generalizada la costumbre de transcribir al libro de inventarios y cuentas anuales los datos del inventario, agrupados por elementos de la misma naturaleza, de acuerdo con la clasificación de las cuentas del   PGC, de forma que pueda justificarse el contenido de cada una de las partidas del balance de situación.

Si se procediese de esta manera, sería necesario, durante el período que corresponda en cada caso, conservar los inventarios detallados, que habrán de concordar con las agrupaciones transcritas al libro de inventarios y cuentas anuales.

La legislación señala, únicamente, que al libro de inventarios y cuentas anuales debe transcribirse el inventario de cierre de ejercicio.

Ahora bien, esto no significa que el recuento deba hacerse en el mismo momento del cierre del ejercicio; cosa que, por otro lado, en la mayor parte de los casos resultaría imposible de realizar en la práctica.

 
ATENCIÓN: Usualmente, y de forma generalmente aceptada, la toma de inventarios se realiza, dependiendo del tipo de elementos y de que la empresa lleve o no «inventarios permanentes» suficientemente fiables, en las fechas que se señalan a continuación:


	 

	
- Si no existen inventarios permanentes es necesario efectuar el inventario físico en la fecha de cierre o en fechas próximas (unos días antes o después), siempre que el inventario a la fecha de cierre pueda obtenerse a partir del que se haya efectuado, por medio de registros y soportes documentales. Así, en los casos en que el recuento se haga después del cierre, a las cantidades obtenidas habrá que sumarles las salidas y restarle las entradas ocurridas desde el cierre, para retrotraer las cifras al momento del cierre. 

En el supuesto contrario, cuando el recuento se haga antes del cierre, habrá que sumar las entradas y restar las salidas, con el fin de extrapolar las cifras al momento del cierre. 



	
- Si existen inventarios permanentes, es decir, un sistema organizativo que registra de forma continuada las cantidades y los valores de los elementos existentes, la necesidad de realizar inventarios físicos para poder controlar las pérdidas por robos u otros motivos, ajustar errores y revisar el estado de uso y la posible obsolescencia de los elementos, continúa existiendo a pesar de que la llevanza del inventario permanente supone una mejora notable en la realización de los mismos. 

	
- En este caso, las empresas suelen ir realizando inventarios físicos, de forma rotativa por grupos de productos a lo largo de todo el ejercicio, de manera que las existencias y el utillaje hayan sido revisados, y ajustados, al menos una vez al año; a menudo, los grandes inmovilizados son inspeccionados con una frecuencia menor que, en cualquier caso, suele estar establecida de forma que, al menos cada 4 años, todos los activos hayan sido inspeccionados. 





En el caso de elementos sujetos a un alto riesgo de pérdida o deterioro, especialmente cuando su valor pueda resultar significativo, es conveniente tratar de aproximar a la fecha de cierre del ejercicio la de la toma de inventarios. En ningún caso puede depositarse la confianza en los datos proporcionados por el inventario permanente cuando los procedimientos seguidos por la empresa no aseguren que los excedentes o faltantes de lo que se recuenta en determinado momento no se compensen con faltantes o excedentes en otros departamentos que no se estén recontando; ni cuando los registros no se ajusten, con cierta frecuencia, a los recuentos parciales.

El legislador pretende que, al menos en el momento del cierre de cada ejercicio, todo empresario compruebe, de forma extracontable, la existencia y el valor de los elementos de activo y pasivo que forman el patrimonio de la empresa.

Es decir, se trata de un trabajo no contable, cuya finalidad es el permitir confrontar las cifras teóricas registradas en contabilidad con las empíricas obtenidas por observación.

Recordamos que, conforme al principio de prudencia, las pérdidas deberán registrarse en contabilidad tan pronto como sean observadas; aunque los beneficios latentes no se trasladarán a la contabilidad hasta que se realicen.








2-54 Balance de comprobación de sumas y saldos de la sociedad colectiva


  El balance de comprobación de sumas y saldos es un documento en el que se presentan la totalidad de las cuentas, ordenadas correlativamente según la codificación del Plan; reflejando, para cada una de ellas, las sumas totales del debe y haber, así como sus correspondientes saldos.

El balance de comprobación posee las siguientes características aritméticas:


	
- Las sumas del debe han de ser iguales a las sumas del haber. 

	
- El total de los saldos deudores ha de ser igual al total de los saldos acreedores. 



Su utilidad puede resumirse en los siguientes puntos:


	
- Como instrumento de control que permite asegurarse de que, a todas las anotaciones efectuadas en el debe, les corresponden anotaciones en el haber por el mismo importe. 

	
- Para obtener los montantes acumulados de cada cuenta en una fecha dada y, a partir de ellos, poder elaborar el balance de situación, la cuenta de pérdidas y ganancias, el estado de cambios en el patrimonio neto y el estado de flujos de efectivo. 










2-55 Cuentas anuales de la sociedad colectiva


  Al cierre del ejercicio, el empresario deberá formular las cuentas anuales de su empresa, que comprenderán el balance, la cuenta de pérdidas y ganancias, un estado que refleje los cambios en el patrimonio neto del ejercicio, un estado de flujos de efectivo y la memoria. Estos documentos forman una unidad. El estado de cambios en el patrimonio neto y el estado flujos de efectivo no será obligatorio cuando así lo establezca una disposición legal (  art. 34 C de C), no siendo obligatorio para las empresas que puedan formular balance y memoria abreviados. (Ver   comentario relacionado y ss.) Por lo tanto, tenemos:


	
- El balance, como expresión del patrimonio. En el balance deben figurar, de forma separada: 
	
• El activo. 

	
• El pasivo. 

	
• El patrimonio neto. 





	
- La cuenta de pérdidas y ganancias, como expresión del resultado realizado del ejercicio, separando debidamente los ingresos y gastos imputables al mismo, y distinguiendo los resultados de explotación, de los que no lo sean. 

	
- El estado de cambios en el patrimonio neto, formado a su vez por los siguientes estados: 
	
• El estado de ingresos y gastos reconocidos, que incorpora la totalidad de los ingresos y gastos del ejercicio: los que han pasado por la cuenta de resultados, los que han sido imputados directamente al patrimonio neto y los que pasan del patrimonio neto a la cuenta de pérdidas y ganancias. 

	
• El estado de cambios en el patrimonio neto, como expresión de la totalidad de las variaciones del patrimonio neto incluidas las originadas por operaciones con los socios o propietarios cuando actúen como tales y las debidas a cambios en criterios contables y correcciones de errores. 





	
- El estado de flujos de efectivo, como expresión del origen y utilización de los activos monetarios representativos de efectivo y otros activos líquidos equivalentes. 

	
- La memoria, que completa, amplía y comenta la información contenida en los otros documentos que integran las cuentas anuales (  art. 35 C de C). 



La legislación mercantil no impone, de forma general, a las sociedades colectivas la obligación de depositar sus cuentas, sino que excluye de la misma a aquéllas que a la fecha de cierre del ejercicio cuenten, al menos, con un socio que, sin tener la condición de sociedad, responda ilimitadamente de las deudas sociales. En consecuencia, si no hay obligación legal de depositar las cuentas en este supuesto, tampoco resulta aplicable el régimen sancionador establecido para el caso de inobservancia. A la vista del régimen legal de responsabilidad de socios colectivos, el legislador ha considerado que para los terceros es más relevante el conocimiento de la identidad de los socios, ilimitadamente responsables con todo su patrimonio de las deudas sociales a través de su inscripción en el Registro Mercantil, que la situación patrimonial de la sociedad (Res.   DGRN 22-7-99).








2-56 Otros registros de la sociedad colectiva


  Las sociedades colectivas, además del libro de inventarios y cuentas anuales y del libro diario, están obligadas a llevar Libro de actas   en el que deben constar, al menos, todos los acuerdos tomados por las juntas generales y especiales y los demás órganos colegiados de la sociedad, con expresión de los datos relativos a la convocatoria y a la constitución, un resumen de los asuntos debatidos, las intervenciones de las que se haya solicitado constancia, los acuerdos adoptados y los resultados de las votaciones (  art. 26 C de C)








2-57 Auditoría en la sociedad colectiva


  La auditoría de las cuentas anuales de las sociedades colectivas, sólo es obligatoria en los siguientes casos:


	
- Cuando, a la fecha de cierre del ejercicio, todos los socios colectivos sean sociedades españolas o extranjeras; en otras palabras, personas jurídicas y sea preceptiva la auditoría de las cuentas, de acuerdo con la normativa mercantil general. En este caso, las cuentas anuales quedan sometidas a la normativa de las sociedades anónimas, salvo lo referente a la aprobación de las cuentas. 

	
- Cuando, previa petición fundada de quien acredite un interés legítimo, así lo acuerde el juzgado competente. 












Capítulo II. Sociedad comanditaria simple



2-58 Concepto y características de la sociedad comanditaria simple 



  La sociedad comanditaria es una sociedad personalista dedicada, en nombre colectivo y con responsabilidad ilimitada para unos socios (colectivos) y limitada para otros (comanditarios), a la explotación de una empresa mercantil.

Como caracteres más relevantes cabe señalar:


	
- Es una sociedad personalista con dos clases de socios: 
	
• Colectivos: desempeñan la gestión de la sociedad y responden subsidiaria e ilimitadamente de las deudas sociales. 

	
• Comanditarios: no intervienen en la gestión social y responden frente a terceros por las deudas sociales de forma limitada hasta el capital aportado o pendiente de aportar (  art. 148 C de C).  ATENCIÓN: Los socios comanditarios tienen la responsabilidad limitada al importe de su aportación. 








	
- Funciona bajo una razón social formada exclusivamente por los nombres de los socios colectivos. 

	
-  No existe mínimo legal para el capital social, lo que no es demasiado importante en la práctica, al existir la responsabilidad ilimitada de los socios colectivos. 

	
-  Se puede constituir a partir de dos socios y sin que exista un número máximo de ellos.

	
- Ni la cualidad de socio colectivo ni la de comanditario es transmisible sin previo consentimiento de los demás socios. Salvo pacto en contrario, no se podrá prescindir del consentimiento de ningún socio, colectivos o comanditarios. La salida de un socio y su sustitución por otra persona puede ser perjudicial para los socios primitivos, esto es, los que entraron a formar parte de la sociedad sobre la base de una determinada organización que necesariamente sería alterada con la transmisión de cualquier participación social. La ventaja económica de la sociedad comanditaria radica en la posibilidad de que unos socios -los comanditarios- participen en las resultas de un negocio sin asumir responsabilidad ilimitada por las posibles pérdidas, y otros -los colectivos- reciben un aporte de capital sin perder el control de la sociedad. 

En principio, las sociedades comanditarias permiten conseguir una mayor aportación o acumulación de capital sin que los socios comanditarios intervengan y entorpezcan la gestión social. Sin embargo, en cuanto que supone la entrada de socios extraños, hay que tener en cuenta que, aunque no participen en la gestión social, pueden dificultar la toma de decisiones en las que es necesario su concurso, esto es, para la transformación, para la modificación de estatutos, etc. 





 ATENCIÓN: Existen dos clases de sociedades comanditarias, simples y por acciones


Caben dos tipos de sociedad comanditaria:


	
- La simple, en la que los socios comanditarios aportan capital y responden personal e ilimitadamente por las deudas sociales y 

	
- Por acciones, en la que los socios comanditarios aportan capital, representado por acciones, y no responden por las deudas sociales (  art. 122 C de C). 



Cada una de estas sociedades tiene una naturaleza distinta, personalista la primera y capitalista la segunda. Precisamente, la sociedad comanditaria por acciones se encuentra muy próxima a la sociedad anónima en cuanto a su regulación, dado que le será de aplicación el régimen de esta última, salvo en lo que resulte incompatible con las disposiciones que el Código de Comercio prevé para la propia sociedad comanditaria por acciones.

A la regulación de las sociedades comanditarias simples, dedica el Código la   sección 3.ª del Título I del Libro II (cuyo rótulo es «De las compañías en comandita»), siéndoles de aplicación, en lo no específicamente previsto para las mismas, el régimen de las sociedades colectivas (a saber:   arts. 125 a 144 C de C). Por otra parte, las sociedades colectivas y las sociedades comanditarias simples comparten algunos de los preceptos del Código de Comercio dedicados al «término y liquidación de las compañías mercantiles» (v. por ejemplo,   arts. 218 o   222 C de C).









Sección 1. Constitución



2-59 Escritura pública de la sociedad comanditaria simple



  Las sociedades comanditarias, antes de dar inicio a sus operaciones, deben hacer constar su constitución, pactos y condiciones, en escritura pública, que se debe presentar para su inscripción en el Registro Mercantil (  art. 119 C de C).

 ATENCIÓN: Son requisitos constitutivos la escritura pública y la inscripción en el Registro Mercantil.


Estos requisitos se exigen para que la sociedad adquiera personalidad jurídica. La falta de cumplimiento de los mismos no determina la inexistencia de un contrato de sociedad (  art. 117 C de C), sino que da lugar a la llamada sociedad irregular (  arts. 39 y 40 LSC).

La escritura social debe contener (  art. 210 RRM):


	
- La identidad de los socios. La condición de socio comanditario podrá recaer tanto en personas físicas como jurídicas. Si se trata de personas físicas, se deberá dejar constancia en la escritura pública de: nombre y apellidos, estado civil, mayoría de edad, nacionalidad si es extranjero, domicilio con expresión de la calle y número o el lugar de situación, la localidad y el municipio, excepto que estuviere fuera de poblado, en cuyo caso bastará con indicar el municipio y el nombre del lugar o cualquier dato de localización, documento nacional de identidad, y número de identificación fiscal (  art. 38 RRM). 

Si se trata de personas jurídicas, se deberá expresar en dicha escritura la razón social o denominación, los datos de identificación registral, la nacionalidad si fueran extranjeras, el domicilio en la misma forma prevista para las personas físicas y el número de identificación fiscal cuando se trate de entidades que deban disponer del mismo con arreglo a la normativa tributaria.

La capacidad requerida para asumir en la escritura de constitución la cualidad de socio comanditario, coincide con la exigida para disponer de los bienes en que consiste la aportación, dado que las obligaciones del socio comanditario se agotan normalmente con la realización de la aportación prometida. 

Para los socios colectivos se requiere: mayoría de edad y libre disposición de sus bienes (  art. 4 C de C). 



	
- La razón social o denominación social y nacionalidad en los casos de personas jurídicas. La razón o denominación social debe estar formada exclusivamente por los nombres de los socios colectivos. Si algún socio comanditario incluyese su nombre o consintiese su inclusión en la razón social, quedará sujeto, frente a terceros, a la misma responsabilidad que asumen los socios colectivos, sin adquirir por ello más derechos que los correspondientes a su calidad de socios comanditarios. Entre los socios, la responsabilidad continuará estando limitada a su aportación. A diferencia de lo que sucede para la sociedad en comandita por acciones, las comanditarias simples tienen prohibido operar en el tráfico bajo una denominación objetiva, si bien podrá formar parte de la denominación subjetiva alguna expresión que haga referencia a una actividad que esté incluida en el objeto social. En el caso de que esta actividad que figura en la denominación subjetiva deje de estar incluida en el objeto social, la modificación de éste no podrá inscribirse en el Registro Mercantil sin que simultáneamente se presente a inscripción la modificación de la denominación social (  arts. 400.2 y   402.2 RRM). 



	
- El domicilio de la sociedad. 

	
- El objeto social, actividad a desarrollar por la empresa. 

	
- La fecha de comienzo de las operaciones. 
 Ejemplo: 


 Una cláusula para incluir en la escritura sería: La sociedad tendrá una duración de carácter indefinido, dando comienzo al inicio de sus operaciones el día siguiente al del otorgamiento de esta escritura, constitutiva, 10 de febrero de 2009, sin perjuicio de las consecuencias legales previstas para los actos y contratos celebrados en nombre de la sociedad en momentos anteriores al de su inscripción en el Registro Mercantil. 





	
- La duración de la sociedad. Esta sociedad puede constituirse por un tiempo indefinido o determinado, en este segundo caso, si llegado el fin del plazo de duración, este no se hubiese prorrogado he inscrito dicha prórroga en el Registro Mercantil, la sociedad se disolverá de pleno derecho. 

	
- La aportación de cada socio, expresando: 
	
• El título en que se realice. 

	
• El valor que se le haya dado, o 

	
• El sistema establecido para su valoración. 





	
- El capital social, con expresión numérica de la participación que corresponde a cada socio, así como las aportaciones que cada socio comanditario haga o se obligue a hacer a la sociedad, con expresión de su valor, cuando no sean dinerarias. Cuando el capital o la parte de él que un socio haya de aportar consista en efectos, éstos se valorarán en la forma prevenida en el contrato de sociedad. A falta de pacto especial sobre ello, se valorarán por peritos elegidos por ambas partes y según los precios de la plaza, corriendo los aumentos o disminuciones posteriores por cuenta de la sociedad. En caso de divergencia entre los peritos, se designará un tercero.  ATENCIÓN: Cuando las aportaciones no sean dinerarias se permitirá la intervención de peritos para su valoración. 




	
- Los socios a quienes se encomiende la administración y representación de la sociedad y las cantidades que, en su caso, se asignan a cada uno de ellos, anualmente, para sus gastos particulares.La posición de los socios comanditarios en la sociedad (salvo en lo que a la administración social se refiere) no es distinta a la de los socios colectivos y por ello deben también participar en la formación de la voluntad social.  Si se trata de un coadministrador nombrado para intervenir en la administración de un gestor estatutario se debe hacer constar así expresamente, indicando la identidad de los socios que lo hayan nombrado. 



	
- El régimen de adopción de acuerdos sociales (  arts. 209 y   210 RRM). 



Las modificaciones de la escritura social no pueden realizarse sin que conste en escritura pública el consentimiento de los socios.

El consentimiento de los socios colectivos es inexcusable, pero el de los comanditarios puede excluirse, mediante pacto inserto en la propia escritura social (  art. 212 RRM).

 ATENCIÓN: Si no existe pacto en contrario, se requiere la unanimidad.









2-60 Inscripción en el Registro Mercantil de la sociedad comanditaria simple


  En la inscripción primera de las sociedades comanditarias simples deberán constar necesariamente las mismas circunstancias que las indicadas para las sociedades colectivas (Ver   comentario relacionado y ss.). Esto es: 


	
- La identidad de los socios. 

	
- La razón social. 

	
- El domicilio de la sociedad. 

	
- El objeto social, si estuviese determinado. 

	
- La fecha de comienzo de las operaciones. 

	
- La duración de la sociedad. 

	
- La aportación de cada socio, expresando el título en que se realice y el valor que se le haya dado a la aportación o de las bases conforme a las cuáles se realizará el avalúo. 

	
- El capital social. 

	
- Los socios a quienes se encomiende la administración y representación de la sociedad y las cantidades que, en su caso, se asignen a cada uno de ellos anualmente para sus gastos particulares. Si se tratara de coadministrador nombrado para intervenir la administración de un gestor estatutario, se hará constar así expresamente, con expresión de la identidad de los socios que lo hubieran nombrado. 

	
- Los demás pactos lícitos contenidos en la escritura social. 



Y, además, deben indicarse las siguientes circunstancias relacionadas con los socios comanditarios:


	
- La identidad de los socios comanditarios. La condición de socio comanditario podrá recaer tanto en personas físicas como jurídicas. 


	
- En el caso de ser una persona física, se debe hacer constar en la escritura social los siguientes datos: 
	
• Nombre y apellidos. 

	
• Estado civil. 

	
• Mayoría de edad. 

	
• Nacionalidad si es extranjero. 

	
• Domicilio con expresión de la calle y número o el lugar de situación. 

	
• Localidad y el municipio, excepto que estuviere fuera de poblado, en cuyo caso bastará con indicar el municipio y el nombre del lugar o cualquier dato de localización, 

	
• Documento nacional de identidad, y 

	
• Número de identificación fiscal (art. 38 RRM). 





	
- Si se tratare de personas jurídicas, se deberá expresar en dicha escritura: 
	
• La razón social o denominación. 

	
• Los datos de identificación registral. 

	
• La nacionalidad, si fueran extranjeras. 

	
• El domicilio, de la misma forma indicada para las personas físicas, y 

	
• El número de identificación fiscal cuando se trate de entidades que deban disponer del mismo con arreglo a la normativa tributaria (art. 38 RRM). 









	
- Las aportaciones que hubiera realizado cada socio comanditario. La aportación del socio comanditario puede ser dineraria o no dineraria. 

Ahora bien, cuando se trate de aportación no dineraria, la expresión de ese valor debe realizarse, en primer lugar, de la forma prevenida en el contrato de sociedad y, en su defecto, por peritos elegidos por ambas partes, y según los precios de la plaza. Los aumentos o disminuciones posteriores corren a cargo de la sociedad. En caso de divergencia entre los peritos elegidos por las partes, se designará un tercero. 



	
- El régimen de adopción de acuerdos sociales.  En la adopción de los acuerdos sociales participarán todos los socios, tanto los colectivos como los comanditarios, sin que estos últimos puedan ser excluidos de las deliberaciones y discusiones para la adopción de los acuerdos sociales bajo pretexto de la prohibición de administrar que recae sobre ellos. Esto es, salvo en lo que hace referencia a la administración social, la posición de los socios comanditarios en la sociedad no es distinta a la de los socios colectivos, de no mediar pacto en contrario y, por ello, deben también participar en la formación de la voluntad social. 

Dada la poca regulación del Código de Comercio con respecto a las sociedades comanditarias simples, y el carácter dispositivo de algunas de las normas previstas, cobra especial importancia las reglas de funcionamiento interno de la sociedad que se inserten en su escritura de constitución o en sus estatutos. Estas reglas podrán hacer referencia a aspectos tan importantes para los socios en la sociedad y, en particular, para los comanditarios, como los relativos al: 


	
a) La necesidad o no de contar con su consentimiento para cualquier modificación del contrato social, 

	
b) La forma y tiempo en que podrán examinar el estado y situación de la administración social, y en general, 

	
c)  La forma en que los mismos podrán intervenir a la formación de la voluntad social. 







 ATENCIÓN: Como especialidad de las sociedades comanditarias es necesario indicar la identidad de los socios comanditarios, las aportaciones que estos hubiesen realizado y el régimen de adopción de acuerdos sociales.









2-61 Aspectos fiscales de la constitución de una sociedad comanditaria simple 


  Los principales aspectos fiscales que inciden en el momento de la constitución de una sociedad comanditaria simple afectan al Impuesto de Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, en su modalidad de Operaciones Societarias, a la obligación de declaración censal de inicio de actividad y a la asignación del Número de Identificación Fiscal (NIF).

La constitución de una sociedad comanditaria simple constituye el hecho imponible de la modalidad de operaciones societarias del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, se devenga con el otorgamiento de la escritura pública y está obligado al pago del impuesto en calidad de contribuyente la sociedad, aplicándose a la base, que coincide con el capital social, el tipo de gravamen del 1 por 100 y el plazo de declaración es de 30 días hábiles.

Sin embargo, ha de tenerse en cuenta que desde el 3 de diciembre de 2010 está exenta de este impuesto la constitución de sociedades, que queda como hecho imponible sujeto, pero exento

La entidad deberá presentar la declaración censal de inicio de actividad, a través de la cual pasa a formar parte del Censo de Obligados Tributarios, con carácter previo al inicio de su actividad, a través del modelo 036. Esta presentación produce los efectos propios de la presentación de las declaraciones relativas al comienzo en el ejercicio de las actividades económicas sujetas al IVA, sustituye a la presentación del parte de alta en el índice de entidades a efectos del Impuesto sobre Sociedades y, en relación con los sujetos pasivos que resulten exentos del Impuesto sobre Actividades Económicas, sustituye también a la presentación de las declaraciones específicas del Impuesto sobre Actividades Económicas.

Cuando la sociedad comanditaria simple no esté exenta en el Impuesto sobre Actividades Económicas deberá presentar una declaración de alta en dicho impuesto dentro del primer mes de ejercicio de la actividad y en el mes de diciembre inmediato anterior al año en que resulten obligados a contribuir por este impuesto.

La sociedad deberá solicitar el Número de Identificación Fiscal (ver   comentario relacionado) a través de la declaración censal de inicio de actividad.

Por otra parte, a las sociedades comanditarias simples fiscalmente se les aplica la normativa prevista para el Impuesto sobre Sociedades, sin que exista ninguna especialidad prevista para ellas. (Ver   comentario relacionado).








2-62 Aspectos laborales de la constitución de una sociedad comanditaria simple 


  Los principales aspectos laborales con incidencia en la constitución de una sociedad comanditaria simple afectan a las obligaciones de alta y afiliación a la Seguridad y a la obligación de cotización y pago de cuotas.

El empresario, en este caso una sociedad comanditaria simple, que vaya a iniciar sus actividades debe solicitar, con carácter previo, su propia inscripción en la Tesorería General de la Seguridad Social. En dicha solicitud debe indicarse la entidad gestora o, en su caso, la Mutua de Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales de la Seguridad Social que haya de asumir la protección por estas contingencias del personal a su servicio, así como la cobertura de la prestación económica por incapacidad temporal derivada de contingencias comunes respecto de los trabajadores.

 ATENCIÓN: La inscripción se debe efectuar a nombre del empresario en la Dirección Provincial de la Tesorería General de la Seguridad Social de la provincia en la que radica su domicilio o en las administraciones o agencias de la Seguridad Social existentes en dicha provincia y, al formalizarla se le dará un número único de inscripción que se considerará el primero y principal código de cuenta de cotización.


El empresario está obligado a solicitar la afiliación a la Seguridad Social de todos los trabajadores que contrate cuando todavía no estén afiliados, con carácter previo al inicio de la prestación, ante la Dirección Provincial de la Tesorería General o administración de la Seguridad Social de la provincia en que figura domiciliada la empresa. La Tesorería les asignará un número de la Seguridad Social que tendrá carácter vitalicio y será válido para todo el territorio nacional.

Las sociedades comanditarias simples deben comunicar a la Dirección Provincial de la Tesorería General, Administración o agencia de la Seguridad Social de la provincia en la que figuren identificados los centros de trabajo, las altas y bajas de los trabajadores que ingresan o cesan en los mismos mediante modelos oficiales, quienes cambien de centro de trabajo con número de cotización diferente o por cualquier causa deban quedar adscritos a una cuenta de cotización distinta.

Están sujetos a la obligación de cotizar al Régimen general de la Seguridad Social los trabajadores comprendidos en su campo de aplicación y los empresarios por cuya cuenta trabajan; en nuestro caso, la sociedad comanditaria simple.









Sección 2. Socios



2-63 Socios colectivos 



  En la sociedad comanditaria simple se distinguen dos clases de socios: los socios colectivos y los socios comanditarios.

Los socios colectivos en las sociedades comanditarias simples:


	
- Pueden aportar tanto capital como trabajo personal (  art. 210.2.ª RRM). 

	
- Tienen una responsabilidad subsidiaria respecto a la sociedad, solidaria respecto a los demás socios y, en cualquier caso, ilimitada frente a terceros. 

	
- Son los únicos autorizados para desempeñar la gestión social (  art. 148.4 C de C).

	
- Tienen los mismos derechos y obligaciones que los socios de la sociedad colectiva. 



 ATENCIÓN: Todos los socios colectivos, sean o no gestores de la compañía en comandita, quedan obligados personal y solidariamente a las resultas de las operaciones de ésta, en los propios términos y con igual extensión que los de la sociedad colectiva.



 Ejemplo:


 Su estatus, régimen de actuación y prohibición de competencia se regula igual que en la sociedad colectiva.



Los socios colectivos, pueden realizar todas las operaciones necesarias en el tráfico de la empresa (Res.   DGRN 6-12-47).








2-64 Socios comanditarios 


  Los socios comanditarios de las sociedades comanditarias simples:


	
- Sólo aportan capital. 

	
- Su responsabilidad alcanza a la cantidad que se hayan obligado a aportar. 

	
- No pueden intervenir en la gestión social. 



El socio comanditario, socio capitalista, contrae al entrar en la sociedad la obligación fundamental de hacer una aportación al capital social. Esta aportación es destinada a integrar el capital de explotación de la compañía (  art. 202 RRM). 

 ATENCIÓN: La cuantía de la aportación constituye el límite de responsabilidad del socio comanditario (  art. 148.3 C de C).


Así, pues, al socio comanditario no le alcanzan las pérdidas más allá de su aportación. Puede perder lo realmente aportado o lo que se obligó a aportar, pero nada más. Para cubrir las deudas que excedan de su aportación social, responden ilimitadamente los socios colectivos.


 Ejemplo: 


 Si ha aportado a la sociedad 3.000 euros, sólo puede perder esa cantidad, por lo que exceda de la misma responderán los socios colectivos



Cuando la aportación no sea dineraria, se valorará conforme a lo dispuesto en el contrato de sociedad; y, a falta de pacto especial, se hará por peritos, elegidos por ambas partes y según los precios de la plaza, corriendo los aumentos y disminuciones posteriores por cuenta de la compañía. En caso de divergencia entre los peritos se designará un tercero.

El incumplimiento de la obligación de aportación faculta a la sociedad bien a proceder ejecutivamente frente a los bienes del incumplidor para hacer efectiva su obligación o bien a rescindir parcialmente el contrato social respecto a este (  arts. 170 y   218 C de C).

A su vez, el retraso en la realización de la aportación autoriza a la sociedad para exigir el interés legal aplicable y, en su caso, los daños y perjuicios que el retraso hubiese ocasionado.

En razón a su carácter exclusivamente capitalista, para el socio comanditario no rige la prohibición de competencia, sin embargo, no puede incluir su nombre en la razón social, ni inmiscuirse en operaciones de administración y, al igual que los socios colectivos, está sometido a la obligación de indemnizar a la sociedad por los daños causados por malicia, abuso de facultades o negligencia grave (  art. 149 C de C).

 ATENCIÓN: Para el socio comanditario no rige la prohibición de competencia.


Los socios comanditarios tienen derechos económicos y políticos. Así, y respecto a los primeros, tienen derecho a participar tanto en las ganancias como en el patrimonio resultante tras la liquidación.

No habiéndose determinado en el contrato de compañía la parte correspondiente a cada socio en las ganancias, se dividirán éstas a prorrata de la porción de interés que cada uno tenga en la compañía (  art. 140 C de C).

Si existen pérdidas, se aplicará también el régimen previsto para la sociedad colectiva y, por tanto, el   artículo 141 del Código de Comercio, aunque debe tenerse en cuenta la limitación de responsabilidad del socio comanditario. En este sentido, debemos recordar que las pérdidas no podrán superar el importe de la cuota de aportación del socio comanditario.

Respecto a los derechos políticos, si bien carecen de todo derecho a participar en la gestión social, tienen un derecho de información limitada.


 Ejemplo: 


 Los socios comanditarios no pueden examinar el estado y situación de la administración social sino en la forma y épocas prescritas en el contrato de constitución o en sus adicionales.



Si el contrato no contiene tal prescripción, se debe comunicar necesariamente a los socios comanditarios el balance de la sociedad a fin de año, poniéndoles de manifiesto, durante un plazo no inferior a 15 días, los antecedentes y documentos precisos para comprobarlo y juzgar las operaciones (  art. 150 C de C).

En relación con este tema puede comprobarse nuevamente la importancia que posee la escritura de constitución social, que constituye la primera fuente de regulación de información del socio comanditario. La escritura puede establecer:


	
- La documentación contable a que tiene acceso el socio comanditario (por ejemplo, acceso a ciertos libros contables de la sociedad). 

	
- El momento en que puede tener acceso a esa información (por ejemplo, trimestralmente) y, también, 

	
- La forma de solicitarla (por ejemplo, mediante escrito dirigido a la sociedad con una antelación mínima de una semana). 



En cualquier caso, creemos que la escritura solamente puede ampliar la previsión informativa del   artículo 150.2 del Código de Comercio y que, en ningún caso, podrá restringir o eliminar este derecho.

 Este derecho de información en modo alguno ha de entenderse como sustitutivo del derecho del socio comanditario a concurrir, con el resto de socios colectivos, a la aprobación de las cuentas anuales, pues si su formulación es competencia de los socios administradores, la aprobación del mismo y la aplicación del resultado corresponde a todos los socios, incluidos los comanditarios.

Respecto a la prohibición de intervenir en la gestión social, los socios comanditarios no pueden ni deben realizar ningún acto de administración sobre los intereses sociales, ni siquiera como apoderados de los socios gestores. Sin embargo, pueden participar en los acuerdos de modificación de la escritura de constitución, así como en los de transformación, o fusión de la misma.

Igualmente, el uso de la firma social está reservada a los socios colectivos.

Si el socio comanditario contraviniere dicha prohibición, podrá ser excluido de la sociedad a través de la rescisión parcial del contrato social y, además, el resto de los socios podrá exigirle la parte de pérdida que por consecuencia de su intervención se haya causado a la sociedad, sin darle participación alguna en las ganancias, y reteniendo los fondos que tuviere en la masa social hasta que se terminen y liquiden todas las operaciones pendientes al tiempo de la rescisión (  art. 219 C de C). Incluso, y como es lógico, deberá indemnizar a la sociedad por los daños y perjuicios que su actuación le haya causado, siempre que se aprecie dolo, negligencia, grave o abuso de facultades en la actuación del socio (  arts. 144,   218.2 y   219 C de C). 

Frente a terceros, el incumplimiento por parte del socio comanditario de la prohibición de inmiscuirse en la gestión social, determinará que deba responder ilimitadamente de las deudas sociales contraídas como consecuencia de su actuación, e, incluso, de todas las deudas sociales si su intervención es tan amplia que puede equipararse a la de un socio colectivo. La sociedad, en todo caso, no quedará obligada por las consecuencias de su actuación (  art. 148.4 C de C).








2-65 Responsabilidad de los socios de la sociedad comanditaria simple


  La responsabilidad de los socios colectivos por razón de las deudas sociales es subsidiaria respecto de la sociedad y solidaria entre los mismos socios. La sociedad responde de sus obligaciones con todos sus bienes presentes y futuros.

 ATENCIÓN: La responsabilidad de los socios colectivos es ilimitada.


Respecto a la responsabilidad de los socios comanditarios es necesario saber que esta se encuentra limitada a la cuantía de las aportaciones que realiza o se obliga a realizar. Esto es:


	
- Si el socio comanditario ha realizado íntegramente su aportación, no queda obligado personalmente respecto de terceros. Los acreedores sociales sólo pueden dirigirse contra el patrimonio de la sociedad y, en su defecto, contra el de los socios colectivos que responden personal, solidaria e ilimitadamente de las deudas sociales (  arts. 148.1 y 2,   127 y   237 C de C). 



	
- Si el socio comanditario no ha realizado en todo o en parte su aportación queda obligado personalmente frente a terceros hasta el límite de la aportación prometida. Los acreedores pueden dirigirse directamente contra el socio comanditario aunque es dudoso que puedan hacerlo sin previa exclusión de los bienes sociales (STS 30-9-60 y   4-7-80). En otras palabras, con la entrega por el socio comanditario de la totalidad del importe de su aportación y por tanto cubierto con éste la cuantía máxima de su responsabilidad, quedará el socio comanditario liberado de responder personalmente frente a los acreedores de ésta, quienes no tendrán acción alguna contra él para obligarle al pago de las deudas que no hayan podido ser cubiertas con el patrimonio social. Agotado éste, los acreedores sociales sólo podrán dirigirse  contra los socios colectivos, quienes sí responderán personal, solidaria e ilimitadamente de las deudas sociales.





En todo caso, el socio comanditario queda sujeto a responsabilidad ilimitada en los supuestos en que haya consentido incluir su nombre en la razón social y en los casos en que se haya inmiscuido en la gestión de la sociedad.

Finalmente, tener en cuenta que, todos los socios, colectivos y comanditarios, sin excepción, responden del daño que causen a la sociedad por malicia, abuso de facultades o negligencia grave. En cualquiera de estos casos, el socio responsable tiene la obligación de indemnizarla, si los demás socios lo exigen, y siempre que no pueda inducirse de acto alguno la aprobación o ratificación del hecho en que se funde la reclamación indemnizatoria.








2-66 Aspectos fiscales de las aportaciones no dinerarias de la sociedad comanditaria simple


  Cuando se efectúen aportaciones no dinerarias de los socios, la transmisión de los bienes tendrá consecuencias en la tributación de los socios, que variarán en función de que sean personas físicas (IRPF) o personas jurídicas (IS). (Ver   comentario relacionado). Estos aspectos han sido tratados en el capítulo de Sociedades de Responsabilidad Limitada (Ver   comentario relacionado y ss.).








2-67 Aspectos laborales de los socios trabajadores de la sociedad comanditaria simple 


  Se encuentran incluidos en el régimen de autónomos los socios colectivos de las compañías comanditarias.

Como tales trabajadores autónomos, son los socios colectivos de las sociedades comanditarias quienes tienen la obligación de afiliarse al sistema de Seguridad Social y comunicar su alta en el Régimen Especial de Trabajadores Autónomos.

Sin embargo, en caso de incumplimiento de dicha obligación, las sociedades comanditarias responderán subsidiariamente del cumplimiento de la misma por sus socios trabajadores, siendo el plazo para el cumplimiento subsidiario de 6 días naturales contados a partir del siguiente al agotamiento del plazo para el trabajador.









Sección 3. Administración



2-68 Administración de la sociedad comanditaria simple 



  La administración y representación de la sociedad comanditaria simple están encomendadas, en exclusiva, a los socios colectivos.

 ATENCIÓN: Sólo pueden ser administradores los socios colectivos.









2-69 Socios comanditarios 


  Los socios comanditarios no pueden hacer acto alguno de administración relativo a los intereses de la compañía, ni aun en calidad de apoderados de los socios gestores (  art. 148 C de C).

Esta exclusión se debe a:


	
- La limitación de su responsabilidad. Pueden realizar operaciones muy arriesgadas sin poner en peligro su patrimonio personal, lo cual supone una clara desventaja para el socio colectivo cuya responsabilidad es ilimitada. 

	
- La necesidad de proteger el interés de los terceros de buena fe contra el equívoco de creer ilimitadamente responsable al socio que contrata en nombre de la compañía. 



La prohibición no alcanza a los acuerdos modificativos, de fusión o de transformación de la sociedad y de cesión de las participaciones sociales. En estos casos debe intervenir el socio comanditario, porque en ellos no juega para nada la limitación de su responsabilidad patrimonial, ni corren peligro los intereses de los terceros.

La violación de esta prohibición, intervenir en la administración, produce las siguientes consecuencias:


	
- Frente a terceros, el socio comanditario responde ilimitadamente de las obligaciones contraídas como consecuencia de su intervención en la gestión y de todas las obligaciones sociales si su intervención es tan amplia como la del socio colectivo. 

	
-  En el ámbito interno,  el resto de los socios podrá exigirle la parte de pérdida que por consecuencia de su intervención se haya causado a la sociedad, sin darle participación alguna en las ganancias, y reteniendo los fondos que tuviere en la masa social hasta que se terminen y liquiden todas las operaciones pendientes al tiempo de la rescisión (  arts. 218 y   219 C de C) debiendo también indemnizar a la sociedad por los daños y perjuicios que su actuación le haya causado, siempre que se aprecie dolo, negligencia, grave o abuso de facultades en la actuación del socio (  art. 144 C de C). 

	
- En el ámbito interno, el socio comanditario participa ilimitadamente de las pérdidas sociales ocasionadas por su intervención en la gestión (  art. 218.2 C de C). 

	
- Puede ser causa de exclusión de la sociedad. 










2-70 Socios colectivos 


  Conferida la administración social con carácter exclusivo a los socios colectivos, estos tienen competencia sobre toda la materia relativa a:


	
- Los modos de organizar la administración. 

	
- La condición jurídica de los administradores y 



Las facultades y responsabilidades de estos socios, se rigen por las normas de la sociedad colectiva.

 ATENCIÓN: Salvo pacto en contrario, todos los socios colectivos tienen la facultad de concurrir a la dirección de los negocios comunes.


La sociedad no debe contraer ninguna obligación en contra de la voluntad expresa de algún socio administrador; de contraerse, los socios que así lo hayan decidido responderán por el quebranto que ocasionen (  arts. 129 y   130 C de C).

Este régimen general de administración puede modificarse, por pacto expreso, en la escritura de constitución.


 Ejemplo: 


 Puede sustituirse el principio de unanimidad en la decisión por el de mayoría y también puede pactarse que las facultades de gestión se confíen a uno o varios socios o, incluso, encomendarlas a un tercero.










2-71 Administración de la sociedad comanditaria simple: Varios socios


  Si la administración ha sido asignada a determinados socios, los demás tienen la obligación de no entorpecer su labor.

 ATENCIÓN: La injerencia de socios no administradores en la gestión se puede sancionar con su exclusión de la sociedad.


Para evitar que el abandono o el deseo de obstrucción de cualquier gestor pueda paralizar la marcha de la sociedad se considera causa de rescisión parcial del contrato, la ausencia injustificada del socio obligado a prestar servicios personales en la sociedad (  art. 218.6 C de C).








2-72 Administración de la sociedad comanditaria simple: Un socio


  Cuando la facultad privativa de administrar y de usar de la firma de la compañía haya sido conferida a un socio en condición expresa del contrato social, no se podrá privar de ella al que la obtuvo; pero si éste usa mal dicha facultad, y de su gestión resulta perjuicio manifiesto a la masa común, podrán los demás socios nombrar de entre ellos un coadministrador que intervenga en todas las operaciones.

En este mismo caso, también podrán los restantes socios promover la rescisión del contrato, ante el juez o tribunal competente, que deberá declarar si se prueba que efectivamente el perjuicio existe.

Esta rescisión requiere resolución judicial firme para que pueda ser inscrita en el Registro Mercantil (  art. 211 RRM).








2-73 Condición de socios de la sociedad comanditaria simple


  Si el gestor ha sido nombrado en la escritura social, el cargo adquiere permanencia y estabilidad y no se podrá revocar el nombramiento, sin perjuicio de que, en su caso, se nombre coadministrador o se promueva la rescisión parcial del contrato (  art. 132 C de C).

Si el gestor se nombra durante la vida de la sociedad, el nombramiento podrá ser revocado libremente por los socios.

Tanto en el nombramiento como en la revocación se requerirá el consentimiento de todos los socios, si la escritura social no establece otra cosa.








2-74 Facultades de los socios de la sociedad comanditaria simple


  Los administradores tienen las facultades o poderes que les confiera la escritura social. A falta de determinación expresa deben refutarse investidos de todos los poderes necesarios para realizar el giro o tráfico de la empresa y para la mejor consecución del fin social.


 Ejemplo:


 No sólo pueden realizar actos de conservación del patrimonio social sino también todo tipo de actos de enajenación, venta y asunción de obligaciones.



En concreto deben:


	
- Llevar a cabo sus funciones de acuerdo con las instrucciones recibidas. 

	
- Informar a la sociedad de las gestiones que realicen. 

	
- Rendir cuentas de la gestión efectuada. 

	
- Pagar los intereses por los fondos que en su caso se destinen a inversiones diferentes de la propia administración. 



El socio comanditario no  debe inmiscuirse en la gestión y representación de la sociedad y como contrapartida dispone del derecho a informarse sobre la marcha de la empresa. Pero este derecho de información solo puede hacerse en el tiempo y forma previstos en el contrato social y, en su defecto, tan solo abarcará al balance anual de la sociedad y durante un plazo no inferior de quince días (  art. 150 C de C).

Tal y como queda dicho, la escritura de constitución es la primera fuente del derecho de información del socio comanditario. De tal forma que si la escritura lo prevé, puede establecer la documentación contable a que tiene acceso el socio comanditario, el momento en que puede tener acceso a esa información (por ejemplo, trimestralmente) y también la forma de solicitarla.








2-75 Responsabilidad de los socios de la sociedad comanditaria simple


  Además de la responsabilidad general prevista para todo socio colectivo, esto es, la obligación de indemnización por los daños y perjuicios producidos a la compañía y causados por malicia, abuso de facultades o negligencia grave, los administradores asumen una responsabilidad concreta: responderán frente a la sociedad, frente a los demás socios y frente a los acreedores sociales del daño que causen por actos contrarios a la ley o a los estatutos o por los realizados sin la diligencia con la que deben desempeñar el cargo.

Habiendo socios especialmente encargados de la administración, los demás no podrán contrariar ni entorpecer las gestiones de aquéllos ni impedir sus efectos (  art. 131 C de C).

 ATENCIÓN: La injerencia de los socios no administradores en las funciones gestoras de la sociedad trae, como consecuencia, su exclusión de la misma (  art. 218.2 C de C).


No obstante, los socios conservan un poder de vigilancia y control pudiendo hacer las reclamaciones que estimen convenientes para el interés común; además, todos los socios, administren o no, tendrán derecho a examinar el estado de la administración y de la contabilidad (  art. 133 C de C).

En todo caso, su consentimiento es necesario para la aprobación de determinados asuntos contemplados en la normativa vigente.


 Ejemplo:



	 

	
- La designación o revocación de los administradores. 

	
- Para la aprobación de las cuentas, y 

	
- Para los actos de modificación de la escritura social. 





La responsabilidad de los socios comanditarios se  limita a la cantidad que se ha comprometido a aportar a la sociedad: 


	
-  Cuando la aportación del comanditario al capital social es dineraria, la aportación y la suma de responsabilidad coinciden. En este caso, hay que entender que la extensión de responsabilidad coincide con el importe de la aportación. 

	
-  Cuando la aportación es no dineraria, la suma de responsabilidad o importe máximo hasta donde el socio comanditario se obliga a responder frente a terceros por razón de las deudas sociales, se fijará por el valor que en la escritura social se haya querido dar a dicha aportación (  art. 172 del C de C y   art. 210.2º RRM). En caso de que existan diferencias entre la valoración realizada  y el valor efectivo del bien aportado,  suma de responsabilidad del socio será, (según opinión doctrinal mayoritaria) el que consta registralmente, sin perjuicio de la posible responsabilidad en que haya podido incurrir el socio comanditario por las diferencias de valor. 











Sección 4. Representación



2-76 Firma o razón social de la sociedad comanditaria simple



  Sólo pueden ejercer la representación los socios colectivos autorizados para el uso de la firma social. Si la representación la ostenta un socio comanditario, responderá ilimitadamente por las deudas sociales.

 ATENCIÓN: Sólo los socios colectivos pueden hacer uso de la firma social.


La sociedad comanditaria gira y se obliga en el tráfico jurídico bajo una denominación subjetiva o razón social.

Esta denominación subjetiva o razón social se forma exclusivamente con el nombre de todos los socios colectivos, de alguno de ellos o de uno solo, debiendo añadirse en estos dos últimos casos al nombre o nombres que se expresen, las palabras «y compañía» y en todos las de «sociedad comanditaria» o bien la abreviatura "S. en C." o "S.Com.", que deberá figurar al final de dicha denominación.. Igualmente, expresiones que hagan referencia a una actividad incluida en el objeto social, pueden formar parte de dicha denominación subjetiva (  arts. 146 C de C y   400.2 RRM).

A diferencia de lo que sucede para la sociedad en comandita por acciones, las comanditarias simples no pueden operar en el tráfico bajo una denominación objetiva, si bien podrá formar parte de la denominación subjetiva alguna expresión que haga referencia a una actividad que esté incluida en el objeto social. En el caso de que esta actividad que figura en la denominación subjetiva deje de estar incluida en el objeto social, la modificación de éste no podrá inscribirse en el Registro Mercantil sin que simultáneamente se presente a inscripción la modificación de la denominación social (  arts 400.2,   402.2 RRM y   146 C de C).

El socio comanditario que incluya su nombre en la razón social queda sujeto, respecto a las personas extrañas a la compañía, a las mismas responsabilidades que los gestores, sin adquirir más derechos que los correspondientes a su calidad de comanditario En el ámbito interno, sin embargo, la responsabilidad del socio comanditario que consiente la inclusión de su nombre en la denominación de la sociedad continúa siendo limitada a su aportación. (  art. 147 C de C).








2-77 Abuso de la firma social 


  En la práctica, el abuso de la firma social puede consistir:


	
- En el empleo de la misma por un socio no autorizado debidamente: La responsabilidad recaerá exclusivamente en él, sin que pueda alegar buena fe. 

	
- En el empleo de la misma por socio autorizado, pero en interés propio: La actuación vincula a la sociedad con las personas con quien contrató, aunque la sociedad podrá reclamarle si hubo pérdidas con su actuación. 











Sección 5. Modificaciones sociales



2-78 Modificaciones sociales en la sociedad comanditaria simple: Consentimiento general



  Poco dice el Código de Comercio respecto a las modificaciones sociales de estas sociedades, por lo que es recomendable aplicar la regla general, según la cual, la modificación de los contratos exige el consentimiento de todos los contratantes. Así, si la escritura social no dice nada al respecto, el acuerdo modificativo requerirá también el consentimiento también unánime de los socios comanditarios (  art. 1.256 CC).


 Ejemplo:


 Tal es el caso de modificación o ampliación del objeto social y del establecimiento de nuevas aportaciones sociales, que deberán ser acordados también por los socios comanditarios.



El Reglamento del Registro Mercantil parte del principio de que la modificación del contrato social requiere el consentimiento de todos los socios colectivos, admitiendo no obstante el pacto en contrario. Sin embargo, tal pacto no debe ser admisible cuando se trate de algún acto o contrato mediante el cual el socio colectivo transmita a otra persona el interés que tiene en la sociedad, o sustituya, en su caso,  a otro socio para desempeñar sus cargos y funciones en la administración o gestión social, pues en cualquiera de estos supuestos para que estos actos puedan ser inscritos en el Registro Mercantil es necesario que en escritura pública conste el consentimiento de los demás socios colectivos. (  art. 212 RRM)








2-79 Rescisión parcial de la sociedad comanditaria simple


  El contrato de compañía mercantil en comandita se rescinde por cualquiera de los siguientes motivos:


	
- Por usar un socio de los capitales comunes y de la firma social para negocios por cuenta propia. 

	
- Por injerirse en funciones administrativas de la compañía el socio a quien no compete desempeñarlas, según las condiciones del contrato de sociedad. 

	
- Por cometer fraude algún socio administrador en la administración o contabilidad de la compañía. 

	
- Por dejar de poner en la caja común el capital que cada uno estipuló en el contrato de sociedad, después de haber sido requerido para verificarlo. 

	
- Por ejecutar un socio por su cuenta operaciones de comercio que no le sean lícitas: 
	
a)  Realizar cualquier operación por cuenta propia, sin consentimiento de la sociedad, cuando ésta no tenga género de comercio determinado. 

	
b)  Realizar operaciones mercantiles de la especie de negocios a los que se dedique la sociedad, cuando ésta sí tenga determinado en su contrato constitutivo el género de comercio al que se va a dedicar. 

	
c)  Realizar el socio industrial cualquier negociación de cualquier tipo sin permiso expreso de la sociedad. 





	
- Por ausentarse un socio que estuviere obligado a prestar servicios personales en la sociedad, si, habiendo sido requerido para regresar y cumplir con sus deberes, no lo verifique o no acredite una causa justa que temporalmente se lo impida. 

	
- Por faltar de cualquier otro modo uno o varios socios al cumplimiento de las obligaciones que se impusieron en el contrato de compañía (  art. 218 C de C). 



 ATENCIÓN: El régimen de separación del socio, bien sea por voluntad propia o por instancia de la sociedad, es el mismo que el descrito para la sociedad colectiva, con la única salvedad de que al exigir la unanimidad, también han de participar en el acuerdo los socios comanditarios.


La rescisión parcial de la compañía produce la ineficacia del contrato con respecto al socio culpable, que se considerará excluido de ella, exigiéndole la parte de pérdida que pueda corresponderle, si la hubiere, y quedando autorizada la sociedad a retener, sin darle participación en las ganancias ni indemnización alguna, los fondos que tuviere en la masa social, hasta que estén terminadas y liquidadas todas las operaciones pendientes al tiempo de la rescisión.

En el supuesto de rescisión parcial del contrato de sociedad comanditaria por mala gestión del administrador y con perjuicio a la masa común la inscripción sólo podrá verificarse en virtud de resolución judicial.

Mientras en el Registro Mercantil no se haga el asiento de la rescisión parcial del contrato de sociedad, subsistirá la responsabilidad del socio excluido, así como la de la compañía, por todos los actos y obligaciones que se practiquen, en nombre y por cuenta de ésta, con terceras personas.

Dado que la rescisión implica una alteración del contrato, habrá de realizarse con los requisitos y formalidades propias de la modificación de las escrituras sociales (  art. 119 C de C).

 ATENCIÓN: La rescisión parcial sólo podrá verificarse en virtud de resolución judicial firme (  art. 211 RRM).









2-80 Aspectos fiscales de las modificaciones sociales de la sociedad comanditaria simple


  Desde el 1 de enero de 2009 no está sujeta al Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados (en sus tres modalidades de transmisiones patrimoniales onerosas, operaciones societarias y actos jurídicos documentados) la transformación de una sociedad.

Tampoco están sujetas en la modalidad de operaciones societarias las operaciones de reestructuración empresarial.

Por otra parte, estas operaciones están exentas en cuanto al gravamen por la modalidad de transmisiones patrimoniales onerosas y actos jurídicos documentados. 

Tampoco las transmisiones patrimoniales derivadas de la fusión están sujetas a tributación por el IVA.

En relación con el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, hay que tener en cuenta que con la fusión o escisión se originan alteraciones en el patrimonio de estos socios personas físicas, que se computará por la diferencia entre el valor de adquisición de los títulos representativos de la participación del socio y el valor de mercado de los títulos recibidos o el valor de mercado de los entregados.

Sin embargo, esta regla no es de aplicación cuando la operación pueda beneficiarse del régimen especial de las fusiones, escisiones, aportaciones de activos, canje de valores y cambio de domicilio social de una Sociedad Europea o una Sociedad Cooperativa Europea. En este caso, el gravamen queda aplazado hasta el momento en que se produzca la transmisión de los valores recibidos en la operación.

En relación con la aplicación de este régimen especial en la normativa reguladora del Impuesto sobre Sociedades.

Cuando el socio ejercite su derecho de separación o sea excluido de la sociedad, se pueden poner de manifiesto rentas tanto en la sociedad como en los socios y su tratamiento fiscal varía dependiendo de que estos sean personas físicas o jurídicas.

Cuando el socio ejercite su derecho de separación o sea excluido de la sociedad, si la devolución de aportaciones se hace en dinero, para la entidad no se generarían rentas, mientras que si se hace en bienes o derechos, la entidad debe tributar por la diferencia entre el valor de mercado de los bienes entregados y su valor fiscal.

Cuando el socio sea una persona física, las cantidades que perciba constituyen una ganancia o pérdida patrimonial a los efectos del IRPF. Si al socio se le entrega dinero por su separación o exclusión, la ganancia o pérdida patrimonial se computa por la diferencia entre el valor de la cuota de liquidación social y el valor de adquisición de la participación en el capital que le corresponda.

En el caso de entrega de bienes, la ganancia o pérdida se determina por la diferencia entre el valor de mercado del bien recibido como consecuencia de la liquidación y el valor de adquisición de las participaciones del socio que se separa.

Si la participación societaria ha sido adquirida antes del 31 de diciembre de 1994, la ganancia que pueda obtenerse se beneficia de la aplicación de un régimen transitorio, que sigue siendo de aplicación para las ganancias en todos los bienes transmitidos desde el 1 de enero de 2015 hasta que la suma acumulada del valor de transmisión de los bienes, supere los 400.000 euros, sin que puedan reducirse las ganancias patrimoniales a partir de esta cifra. Esta limitación de 400.000 euros se aplica, no a la venta de cada bien de forma individual, sino al conjunto de los mismos, con independencia de que la venta de cada uno de ellos se produzca en momentos distintos.

Cuando el socio sea una persona jurídica, por la diferencia entre el valor normal de mercado de los elementos recibidos y el valor fiscal de la participación anulada se le genera una renta que debe integrarse en la base imponible del Impuesto sobre Sociedades correspondiente al período impositivo en que tiene lugar la separación o exclusión.

En otro sentido, cuando la separación o exclusión de un socio dé lugar a una reducción de capital, ésta estará sujeta al Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales en la modalidad de Operaciones Societarias.








2-81 Aspectos laborales de las modificaciones sociales de la sociedad comanditaria simple 


  La transformación de una sociedad, al igual que la fusión y la escisión, desde el punto de vista de los contratos de trabajo conlleva la aplicación del régimen de sucesión de empresa, quedando la sociedad resultante de la transformación subrogada en los derechos y obligaciones laborales y de Seguridad Social del anterior.

Además, y salvo pacto en contrario, las relaciones laborales de los trabajadores afectados por la sucesión seguirán rigiéndose por el convenio colectivo que en el momento de la transmisión fuere de aplicación en la sociedad transformada. Por otro lado, el cambio de titularidad del empresario no extinguirá por sí mismo el mandato de los representantes legales de los trabajadores, que seguirán ejerciendo sus funciones en los mismos términos y bajo las mismas condiciones que regían con anterioridad.








2-82 Aspectos contables de las modificaciones sociales de la sociedad comanditaria simple 


  No hay una regulación contable de las distintas cuestiones que puede presentar la transformación de sociedades.

La sociedad transformada seguirá realizando, en principio, las mismas operaciones que deberán contabilizarse aplicando las normas contables que correspondan en función de su naturaleza.

Desde el punto de vista contable deben destacarse dos cuestiones: la separación de socios como consecuencia de la transformación de la sociedad y la valoración de los elementos patrimoniales no dinerarios en el caso de que la nueva forma jurídica de la entidad tras la transformación sea de sociedad anónima.

En una operación de fusión hay que contabilizar la extinción de la sociedad absorbida o de las sociedades participantes en la fusión por creación de una nueva sociedad y la adquisición de patrimonio por la sociedad adquirente (absorbente o de nueva creación) y en las de escisión hay que contabilizar la extinción de la sociedad escindida y la adquisición de patrimonio por la sociedad beneficiaria de la escisión.

Previamente es preciso efectuar una valoración de los elementos patrimoniales de las sociedades participantes en la fusión y en la escisión y la elaboración de los balances de fusión y escisión, debiendo efectuarse por su valor de mercado, que normalmente no será coincidente con su valor contable.

Además, hay que determinar la relación de canje de los valores que la sociedad absorbente o de nueva creación debe entregar por cada acción de la sociedad absorbida y que la sociedad beneficiaria de la escisión debe entregar por cada acción de la sociedad escindida, que se establece sobre la base del valor real de cada sociedad, contenido en los balances de fusión o escisión.

Por otra parte, la aplicación del régimen especial del Impuesto sobre Sociedades impone unas obligaciones contables para las entidades adquirentes y para las beneficiarias de la escisión, que se concretan en una serie de menciones que deben consignarse en la memoria anual, para los socios personas jurídicas y para la sociedad adquirente que participa en la transmitente.

Se establecen, asimismo, sanciones específicas por el incumplimiento de dichas obligaciones contables.

La separación o exclusión de un socio supone el reembolso de sus acciones o participaciones, la amortización de las mismas y la reducción del capital social.

El registro contable por la adquisición de las acciones propias se efectuaría con cargo a la cuenta 109. Acciones o participaciones propias para reducción de capital.

El registro contable por la reducción de capital mediante la amortización de acciones propias por ejercicio del derecho de separación de un socio sería con cargo a la cuenta 100. Capital Social y con cargo a abono a la cuenta 109. Acciones o participaciones propias para reducción de capital. Además debería dotarse una reserva voluntaria por la diferencia entre el valor de reembolso y el valor nominal de las acciones amortizadas.









Sección 6. Disolución y liquidación



2-83 Causas de disolución de la sociedad comanditaria simple



  Las sociedades comanditarias simples se disuelven por las siguientes causas:


	
- Por el cumplimiento del término fijado en el contrato de sociedad, o la conclusión de la empresa que constituya su objeto. Las compañías mercantiles no se entienden prorrogadas por la voluntad tácita o presunta de los socios, después que se haya cumplido el término por el cual fueron constituidas; y si los socios quieren continuar en la compañía, deben celebrar un nuevo contrato, sujeto a todas las formalidades prescritas para su establecimiento. 



	
- Por la pérdida entera del capital. 

	
- Por la insolvencia de la compañía. El concurso de la sociedad lleva consigo el de sus socios con responsabilidad solidaria e ilimitada, pero manteniéndose separadas las liquidaciones respectivas. 

	
- Por la muerte de uno de los socios colectivos, si no contiene la escritura social pacto expreso de continuar en la sociedad los herederos del socio difunto, o de subsistir ésta entre los socios sobrevivientes. 

	
- Por la demencia u otra causa que produzca la inhabilitación de un socio gestor para administrar sus bienes. 

	
- Por la insolvencia de cualquiera de los socios colectivos. El concurso de cualquiera de los socios colectivos no produce por sí misma la de la sociedad, pero como se ve sí es causa de disolución 

	
- En las sociedades por tiempo indefinido, por exigencia de disolución de alguno de los socios. Para este supuesto se prevén las siguientes reglas: 


	
a)  Los demás socios no pueden oponerse salvo cuando consideren que existe mala fe en quien propone la disolución. A estos efectos se entiende que un socio obra de mala fe cuando, con ocasión de la disolución, pretende obtener un lucro particular que no hubiera obtenido en caso de subsistir la sociedad. 



	
b)  El socio que por su voluntad se separa de la sociedad o promueve su disolución no puede impedir que se concluyan del modo más conveniente a los intereses comunes las negociaciones pendientes. 

	
c)  Mientras éstas no se terminen, no se puede proceder a la división de los bienes y efectos de la sociedad. 





	
- Incumplimiento en el plazo de un año de la obligación de cambio de denominación social impuesta en sentencia dictada en procedimiento por violación del derecho de marca. (  DA 17 L 17/2001, de Marcas) 



 ATENCIÓN: Se entiende que un socio obra de mala fe, cuando, con ocasión de la disolución de la sociedad, pretenda hacer un lucro particular que no haya obtenido subsistiendo la compañía.


El socio que por su voluntad se separe de la compañía o promueva su disolución, no podrá impedir que se concluyan del modo más conveniente a los intereses comunes las negociaciones pendientes, y mientras no se terminen no se procederá a la división de los bienes y efectos de la compañía.

La disolución de la compañía de comercio, que proceda de cualquier otra causa que no sea la finalización del plazo por el cual se constituyó, no surtirá efecto en perjuicio de tercero hasta que se anote en el Registro Mercantil.

La inscripción de la disolución de las sociedades comanditarias debe practicarse en virtud de:


	
- Testimonio judicial de la sentencia firme por la que se haya declarado, o 

	
- Escritura pública, otorgada por todos los socios colectivos. 

	
- Testimonio de la resolución judicial firme que declare el concurso de la sociedad o de cualquiera de los socios colectivos. 

	
- Instancia acompañada de certificado del Registro Civil o testimonio judicial del auto correspondiente, en caso de muerte o declaración judicial de fallecimiento de un socio colectivo. 



En la inscripción de la disolución deben hacerse constar, además de las circunstancias generales, las siguientes:


	
- La causa que la determina. 

	
- El cese de los administradores. 

	
- Las personas encargadas de la liquidación. 

	
- Las normas que en su caso haya acordado la asamblea de socios para la liquidación y división del haber social. 










2-84 Reglas de liquidación de la sociedad comanditaria simple


  En la liquidación y división del haber social, salvo pacto en contrario, se deben observar las siguientes reglas:


	
1) Desde el momento en que la sociedad se declare en liquidación, cesará la representación de los socios administradores para hacer nuevos contratos y asumir nuevas obligaciones, quedando limitadas sus facultades, en calidad de liquidadores (  art. 228 C de C). Ahora bien, este precepto no impide la realización de todas aquellas actividades que integran el complejo proceso de liquidación de una sociedad y que vienen legalmente encomendadas a los liquidadores, entre las cuales habrá de incluirse la enajenación de los bienes sociales, como una más de las operaciones necesarias para convertir en dinero el patrimonio social y repartirlo entre los socios (Res.   DGRN 21-3-2002). 


 Ejemplo:  


 Sólo pueden percibir los créditos de la compañía, extinguir las obligaciones contraídas de antemano, según vayan venciendo, y realizar las operaciones pendientes. 





	
2) En las sociedades en comandita, no habiendo oposición por parte de alguno de los socios, continuarán encargados de la liquidación los que hayan tenido la administración del caudal social; pero, si no hubiese conformidad para esto de todos los socios, se convocará sin dilación junta general y se estará a lo que en ella se resuelva, así en cuanto al nombramiento de liquidadores de dentro o fuera de la sociedad, como en lo relativo a la forma y trámites de la liquidación y a la administración del caudal común. En otras palabras, los liquidadores pueden: 


	
- Coincidir con los administradores, cuando éstos cesan en su cargo por declararse la sociedad en liquidación y por haber conformidad de todos los socios. 

	
- Ser nombrados por la junta general de socios, que debe decidir por unanimidad quién va a encargarse de la liquidación, por haber discrepancias en cuanto a que dichas funciones las realicen los antiguos administradores. Habida cuenta del carácter dispositivo de las reglas establecidas en el Código de Comercio sobre el cargo de liquidador de las sociedades comanditarias, deben prevalecer las previsiones que sobre tal punto contenga la escritura de constitución de la sociedad (  art. 227 C de C), las cuales no podrán ser modificadas por el simple acuerdo mayoritario a que se refiere dicho   artículo 229. 

El nombramiento de los liquidadores debe inscribirse en el Registro Mercantil, bien simultáneamente o con posterioridad a la disolución, haciendo constar su identidad y el modo de ejercitar sus facultades (es decir, si se trata de liquidador único o de varios administradores solidarios o mancomunados). 

Si no se hace constar un plazo determinado, se entiende efectuado por todo el período de liquidación. 

La inscripción se realiza en virtud de: 



	
a) Certificación del acta de la junta general expedida en debida forma y con las firmas legitimadas notarialmente, o 

	
b) Testimonio notarial de dicha acta, o 

	
c) Copia autorizada del acta notarial de la junta, o 

	
d) Escritura pública que acredite las circunstancias del nombramiento y de la aceptación, o 

	
e) Testimonio judicial de la sentencia firme por la que se nombren, o El nombramiento judicial de los liquidadores es posible en aquellos supuestos en los que no quepa su nombramiento por la junta general. 



	
f) De oficio por el Registrador cuando los administradores queden convertidos en liquidadores, y se trate de alguno de los supuestos de disolución de pleno derecho de la sociedad. Para las sociedades comanditarias el único supuesto previsto de disolución automática es la disolución por transcurso del plazo de duración de la sociedad (  art. 238.1.1 y   238.1.2 RRM). 







	
3) Bajo pena de destitución, deberán los liquidadores: 
	
• Formar y comunicar a los socios, dentro del término de 20 días, el inventario del haber social, con el balance de las cuentas de la sociedad en liquidación, según los libros de su contabilidad. 

	
• Comunicar igualmente a los socios todos los meses el estado de la liquidación. Como señala la DGRN, disuelta la sociedad comanditaria se produce un cambio en la posición jurídica de los administradores, ya que desde ese momento se les atribuye una función meramente conservativa y preparatoria de la liquidación, incompatible con la realización de nuevas operaciones que tengan la finalidad de desarrollo del objeto social. Ahora bien, este precepto no impide la realización de todas aquellas actividades que integran el complejo proceso de liquidación de una sociedad y que vienen legalmente encomendadas a los liquidadores, entre las cuales habrá de incluirse la enajenación de los bienes sociales, como una más de las operaciones necesarias para convertir en dinero el patrimonio social y repartirlo entre los socios. A mayor ahondamiento, si en la liquidación y división del haber social han de ser observadas las reglas establecidas en la escritura de constitución de la sociedad, dado el carácter subsidiario de las reglas establecidas en el Código de Comercio, debe reconocerse la misma virtualidad a los pactos de los socios en la fase liquidatoria, siempre que no exista norma imperativa que lo impida (  arts. 229 y   231 C de C y STS 4-5-28). Por lo demás, el interés de los socios queda suficientemente protegido mediante la unanimidad con que ha sido adoptado el acuerdo debatido y los acreedores conservan respecto de la liquidación el amplio abanico de instrumentos legales para la defensa de sus créditos (  arts. 1111 y   1291-3.° CC) (Res.   DGRN 21-3-02). 







	
4) Los liquidadores serán responsables ante los socios por cualquier perjuicio que resulte al haber común, por fraude o negligencia grave en el desempeño de su encargo, sin que por eso se entiendan autorizados para hacer transacciones ni celebrar compromisos sobre los intereses sociales, a no ser que los socios les hayan concedido expresamente estas facultades. 

	
5) Terminada la liquidación y llegado el caso de proceder a la división del haber social, según la calificación que hagan los liquidadores o la junta de socios, que cualquiera de ellos podrá exigir que se celebre para este efecto, los mismos liquidadores verificarán dicha división dentro del término que la junta determine. 

	
6)  Si alguno de los socios se creyese agraviado en la división acordada, podrá usar de su derecho ante el juez o tribunal competente. 

	
7) En la liquidación de sociedades mercantiles en que tengan intereses personas menores de edad o incapacitadas, intervendrán los padres o el tutor siendo válidos e irrevocables, sin beneficio de restitución, todos los actos que dichos representantes otorguen o consientan por sus representados, sin perjuicio de la responsabilidad que contraigan por haber obrado con dolo o negligencia. 

	
8) Ningún socio puede exigir la entrega del haber que le corresponda en la división de la masa social, mientras no se hallen extinguidas todas las deudas y obligaciones de la compañía o, en su caso, no se haya depositado su importe. 

	
9) De las primeras distribuciones que se hagan a los socios se les descontarán las cantidades que hayan percibido para sus gastos particulares, o que bajo otro cualquier concepto les haya anticipado la compañía. 

	
10) En todo caso, los bienes particulares de los socios colectivos que no se incluyeron en el haber de la sociedad al formarse ésta, no podrán ser ejecutados para el pago de las obligaciones contraídas por ella, sino después de haber hecho excusión del haber social.



La liquidación termina, como siempre, con la cancelación de la inscripción en el Registro Mercantil, tras la división del haber social, que se ha de practicar siguiendo las mismas normas que en la sociedad colectiva. Una vez hecha la cancelación de la inscripción, habrán de depositarse los libros en Registro Mercantil y se extinguirá con ello la personalidad jurídica de la sociedad mercantil.

En la inscripción registral debe:


	
- Transcribirse el balance final de liquidación. 

	
- Hacerse constar la identidad de los socios y el valor de la cuota de liquidación que haya correspondido a cada uno de ellos. 

	
- Expresarse que quedan cancelados todos los asientos relativos a la sociedad. 



Además, con la escritura deben depositarse en el Registro Mercantil los libros de comercio, la correspondencia, la documentación y los justificantes concernientes al tráfico de la sociedad, salvo cuando en dicha escritura los liquidadores hayan asumido el deber de conservación de tales libros y documentos durante el plazo de 6 años a contar desde la fecha del asiento de cancelación de la sociedad, o manifestado que la sociedad carece de ellos.

En el caso de depósito de los libros y documentos, que deben relacionarse en la escritura o en instancia con firma legitimada, el Registrador Mercantil está obligado a conservarlos durante 6 años a contar desde la fecha del asiento de cancelación de la sociedad.








2-85 Especialidades de la disolución de sociedades comanditarias 


  Como especialidades de la sociedad comanditaria cabe señalar:


	
- Que para la disolución no es suficiente en principio, el consentimiento de los socios colectivos, sino que a falta de pacto social en contrario se necesita también el de los comanditarios. 

	
- Que la facultad de denunciar unilateralmente el contrato, prevista como causa de disolución, corresponde tanto a los socios colectivos como a los comanditarios ya que la ley no distingue entre unos y otros socios. 

	
- Que la prohibición de administrar que recae sobre los comanditarios, no impide que éstos puedan asumir funciones liquidatorias, si el contrato o los demás socios les confieren ese encargo. Esto es, los socios comanditarios podrán ser liquidadores, ya que no existe ninguna prohibición legal expresa. 










2-86 Aspectos laborales de la disolución de la sociedad comanditaria simple 


  La disolución y posterior liquidación de la sociedad no provoca por sí sola la extinción o modificación de los contratos de trabajo y, durante la fase de liquidación de la sociedad, los liquidadores tienen facultades para llevar a cabo la extinción de los contratos laborales que tengan como empresario a la sociedad.

 
ATENCIÓN: La extinción de la sociedad, previa disolución y liquidación de su patrimonio, supone la extinción de los contratos de trabajo celebrados por la sociedad como empresario. Sin embargo, previamente han de seguirse los trámites establecidos para el despido colectivo.

 Por otra parte, al extinguirse la empresa y cesar la actividad, debería ser objeto de toma de razón en el Registro de Empresarios.



La liquidación de la sociedad también puede terminar con la cesión global del activo y del pasivo, que desde la perspectiva laboral, constituye un supuesto de sucesión de empresa, sin que se extingan las relaciones laborales, quedando el nuevo empresario subrogado en los derechos y obligaciones laborales y de Seguridad Social del anterior.








2-87 Aspectos fiscales de la disolución de la sociedad comanditaria simple


  La disolución de la sociedad comanditaria simple es una operación sujeta a la modalidad de operaciones societarias del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados cuando se produzca una distribución de los bienes entre los socios. Los liquidadores de sociedades serán responsables subsidiarios del pago del gravamen.

 ATENCIÓN: La sociedad comanditaria que cese en el ejercicio de una actividad empresarial ha de presentar la declaración censal de cese de actividada través del modelo 036, quedando dada de baja en el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores.


Por otro lado, cuando el sujeto pasivo no resulte exento en el Impuesto sobre Actividades Económicas deberá presentar una declaración de baja en dicho impuesto en el plazo de un mes desde que se produce el cese en el ejercicio de una actividad.

Por otra parte, la adjudicación de bienes o derechos a los socios que se produce como consecuencia de la liquidación de la sociedad tiene consecuencias en la tributación de los socios, que variarán en función de que sean personas físicas (IRPF) o personas jurídicas (IS).

Asimismo, la Ley General Tributaria regula la responsabilidad tributaria de los socios, administradores y liquidadores de las sociedades disueltas y liquidadas.

Los liquidadores de la sociedad deben contabilizar el gasto por el  Impuesto sobre Sociedades y presentar la autoliquidación por dicho impuesto en el plazo comprendido dentro de los 25 días naturales siguientes a los seis meses posteriores a la extinción de la sociedad.

La sociedad en liquidación debe integrar en su base imponible la diferencia entre el valor normal de mercado de los elementos (el acordado en condiciones normales de mercado entre partes independientes) y su valor fiscal. Por ello, en el caso de una entrega a los socios se genera una diferencia permanente positiva si el valor de mercado del bien entregado es superior a su valor fiscal y negativa en caso contrario, no generándose ninguna diferencia cuando la entrega a los socios es dineraria.

 ATENCIÓN: Por otro lado, en relación con la adjudicación de bienes y derechos a los socios, cuando el socio que se adjudica los bienes es una persona física, tributa por el IRPF, constituyendo una ganancia o una pérdida patrimonial la diferencia entre el valor de la cuota de liquidación social o el valor de mercado de los bienes recibidos como consecuencia de la separación y el valor de adquisición del título o participación de capital que corresponda.


Cuando el socio que se adjudica los bienes es una persona jurídica, tributará por el Impuesto sobre Sociedades, integrándose en su base imponible la renta generada por la diferencia entre el valor normal de mercado de los elementos recibidos y el valor fiscal de la participación anulada.

Por otra parte, la adjudicación no dineraria efectuada en la liquidación de la entidad tiene la consideración de entrega de bienes a efectos del IVA y como tal está sometida al impuesto, siendo la sociedad (sujeto pasivo) quien debe repercutírselo al socio. La base imponible está constituida por el importe total de la contraprestación y el tipo de gravamen depende del tipo de bien entregado al socio. En todo caso no sería una operación sujeta la transmisión de un conjunto de elementos del patrimonio empresarial que constituyan una unidad económica autónoma.








2-88 Aspectos contables de la disolución de la sociedad comanditaria simple


  En los casos de disolución con liquidación, una vez disuelta la sociedad se abre el proceso de liquidación, al final del cual se dan las circunstancias necesarias para la extinción de la personalidad jurídica.

En relación con este punto, véase lo establecido para la sociedad de responsabilidad limitada (ver   comentario relacionado).









Sección 7. Obligaciones contables



2-89 Llevanza de la contabilidad en la sociedad comanditaria simple



  La sociedad comanditaria simple debe llevar una contabilidad ordenada, adecuada a la actividad de su empresa, que permita:


	
- Un seguimiento cronológico de todas sus operaciones. 

	
- La elaboración periódica de unos balances e inventarios que reflejen la imagen fiel de la situación económica y financiera de la empresa. 



La contabilidad debe ser llevada directamente por los empresarios o por otras personas debidamente autorizadas, sin perjuicio de la responsabilidad de los primeros. La autorización se presume concedida salvo prueba en contrario.

Los requisitos necesarios para que una contabilidad sea ordenada, son los siguientes:


	
- Que se someta a los criterios y principios técnicos establecidos en el   Plan General de Contabilidad, en sus adaptaciones sectoriales y demás normativa contable aplicable. 

	
- Que recoja la totalidad de las operaciones y hechos de relevancia económica para la entidad acaecidos durante el ejercicio. 

	
- Que toda anotación contable quede justificada documentalmente de modo suficiente. 

	
- Que todo bien u operación sea registrado de modo tal que refleje adecuadamente su significado y naturaleza. 



Los requisitos generalmente admitidos y necesarios para una buena llevanza de la contabilidad son los siguientes:


	
- Todos los libros y documentos contables deben ser llevados, cualquiera que sea el procedimiento utilizado, con claridad, por orden de fechas, sin espacios en blanco, interpolaciones, tachaduras ni raspaduras. 

	
- Deben salvarse, a continuación, inmediatamente que se adviertan, los errores u omisiones padecidos en las anotaciones contables. 



No pueden utilizarse abreviaturas o símbolos cuyo significado no sea preciso con arreglo a la ley, el reglamento o la práctica mercantil de general aplicación.








2-90 Libros contables obligatorios de la sociedad comanditaria simple


  La sociedad comanditaria simple debe llevar necesariamente, sin perjuicio de lo establecido en las leyes o disposiciones especiales, los siguientes registros:


	
-  Libro diario. 

	
-  Libro de inventarios y cuentas anuales. 










2-91 El libro diario en la sociedad comanditaria simple


  El libro diario registra día a día todas las operaciones relativas a la actividad de la empresa.

 ATENCIÓN: Es válida la anotación conjunta de los totales de las operaciones por períodos no superiores al trimestre, siempre que su detalle aparezca en otros libros o registros concordantes de acuerdo con la naturaleza de la actividad de que se trate (  art. 28 C de C).


En consecuencia, el contenido del diario varía según que la empresa utilice, o no, otros libros o registros auxiliares.

En caso de que, por no utilizarse otros libros o registros concordantes, tengamos que registrar las operaciones día a día, surge la duda de saber de qué día se trata, ya que un mismo hecho contable puede ser asociado con distintas fechas; así, por ejemplo, en el caso de las compras, con las correspondientes a las de emisión o recepción de la factura o al momento en que el departamento correspondiente da el visto bueno a la factura, reconociendo de esta forma la validez y exigibilidad de la misma. En el caso de un cheque, puede dudarse entre la fecha de su firma y la de su envío, etc.

En conclusión, las operaciones deben ser contabilizadas diariamente, sin retraso, estimando como fecha la que en cada caso se considere razonable.

En caso de que se opere sin libros o registros concordantes, no es admisible globalizar los movimientos diarios, sin que puedan encontrarse, en el mismo libro, los registros de cada operación.

Advertimos que, como registros concordantes, podremos utilizar los tradicionales «libros de caja», y los rollos de las máquinas registradoras, si es que detallan suficientemente la naturaleza de las operaciones consignadas. Este último sistema de registro auxiliar es especialmente útil en el caso de operaciones de la misma naturaleza, realizadas en un mismo lugar, a lo largo de un mismo día.








2-92 Libro de inventarios y cuentas anuales en la sociedad comanditaria simple


  El libro de inventarios y cuentas anuales se abre con el balance inicial detallado de la empresa. Al menos trimestralmente deben transcribirse los balances de comprobación, con sumas y saldos.

Al cierre del ejercicio deben transcribirse igualmente el inventario de cierre y las cuentas anuales (  art. 28 C de C).

Por lo tanto, al libro de inventarios y cuentas anuales deben transcribirse los siguientes documentos contables:


	
- Balance inicial detallado. 

	
- Balances de comprobación (4, al menos). 

	
- Inventario de cierre. 

	
- Cuentas anuales. 










2-93 El inventario en la sociedad comanditaria simple


  El inventario es una relación valorada del patrimonio de una empresa. Debe reunir las siguientes características:


	
- Debe referirse a la totalidad de bienes, derechos y obligaciones que conforman el patrimonio de la empresa. 

	
- Debe reflejar la cantidad y el valor de cada elemento a la fecha de realización del inventario. 

	
- Debe identificar los elementos, para ello puede señalarse su ubicación geográfica, referencia, marca, nombre del deudor o acreedor; en las cuentas bancarias del banco y su número, etc. 



En la práctica, está generalizada la costumbre de transcribir al libro de inventarios y cuentas anuales los datos del inventario, agrupados por elementos de la misma naturaleza, de acuerdo con la clasificación de las cuentas del   PGC, de forma que pueda justificarse el contenido de cada una de las partidas del balance de situación.

Si se procediese de esta manera, sería necesario, durante el período que corresponda en cada caso, conservar los inventarios detallados, que habrán de concordar con las agrupaciones transcritas al libro de inventarios y cuentas anuales.

La legislación señala, únicamente, que al libro de inventarios y cuentas anuales debe transcribirse el inventario de cierre del ejercicio.

Ahora bien, esto no significa que el recuento deba hacerse en el mismo momento del cierre del ejercicio; cosa que, por otro lado, en la mayor parte de los casos resultaría imposible de realizar en la práctica.

 
ATENCIÓN: Usualmente, y de forma generalmente aceptada, la toma de inventarios se realiza, dependiendo del tipo de elementos y de que la empresa lleve o no «inventarios permanentes» suficientemente fiables, en las fechas que se señalan a continuación:


	 

	
- Si no existen inventarios permanentes es necesario efectuar el inventario físico en la fecha de cierre o en fechas próximas (unos días antes o después), siempre que el inventario a la fecha de cierre pueda obtenerse a partir del que se haya efectuado, por medio de registros y soportes documentales. Así, en los casos en que el recuento se haga después del cierre, a las cantidades obtenidas habrá que sumarles las salidas y restarle las entradas ocurridas desde el cierre, para retrotraer las cifras al momento del cierre. 

En el supuesto contrario, cuando el recuento se haga antes del cierre, habrá que sumar las entradas y restar las salidas, con el fin de extrapolar las cifras al momento del cierre. 



	
- Si existen inventarios permanentes, es decir, un sistema organizativo que registra de forma continuada las cantidades y los valores de los elementos existentes, la necesidad de realizar inventarios físicos para poder controlar las pérdidas por robos u otros motivos, ajustar errores y revisar el estado de uso y la posible obsolescencia de los elementos, continúa existiendo a pesar de que la llevanza del inventario permanente supone una mejora notable en la realización de los mismos. 

	
- En este caso, las empresas suelen ir realizando inventarios físicos, de forma rotativa por grupos de productos a lo largo de todo el ejercicio, de forma que las existencias y el utillaje hayan sido revisados, y ajustados, al menos una vez al año; a menudo, los grandes inmovilizados son inspeccionados con una frecuencia menor que, en cualquier caso, suele estar establecida de forma que, al menos cada 4 años, todos los activos hayan sido inspeccionados. 





En el caso de elementos sujetos a un alto riesgo de pérdida o deterioro, especialmente cuando su valor pueda resultar significativo, es conveniente tratar de aproximar a la fecha de cierre del ejercicio la de la toma de inventarios. En ningún caso puede depositarse la confianza en los datos proporcionados por el inventario permanente cuando los procedimientos seguidos por la empresa no aseguren que los excedentes o faltantes de lo que se recuenta en determinado momento no se compensen con faltantes o excedentes en otros departamentos que no se estén recontando; ni cuando los registros no se ajusten, con cierta frecuencia, a los recuentos parciales.

El legislador pretende que, al menos en el momento del cierre de cada ejercicio, todo empresario compruebe, de forma extracontable, la existencia y el valor de los elementos de activo y pasivo que forman el patrimonio de la empresa.

Es decir, se trata de un trabajo no contable, cuya finalidad es el permitir confrontar las cifras teóricas registradas en contabilidad con las empíricas obtenidas por observación.

Recordamos que, conforme al principio de prudencia, las pérdidas deberán registrarse en contabilidad tan pronto como sean observadas; aunque los beneficios latentes no se trasladarán a la contabilidad hasta que se realicen.








2-94 Balance de comprobación de sumas y saldos de la sociedad comanditaria simple


  El balance de comprobación de sumas y saldos es un documento en el que se presentan la totalidad de las cuentas, ordenadas correlativamente según la codificación del Plan; reflejando, para cada una de ellas, las sumas totales del debe y haber, así como sus correspondientes saldos.

El balance de comprobación posee las siguientes características aritméticas:


	
- Las sumas del debe han de ser iguales a las sumas del haber. 

	
- El total de los saldos deudores ha de ser igual al total de los saldos acreedores. 



Su utilidad puede resumirse en los siguientes puntos:


	
- Como instrumento de control que permite asegurarse de que a todas las anotaciones efectuadas en el debe, les corresponden anotaciones en el haber por el mismo importe. 

	
- Para obtener los montantes acumulados de cada cuenta en una fecha dada y, a partir de ellos, poder elaborar el balance de situación, la cuenta de pérdidas y ganancias, el estado de cambios en el patrimonio neto y el estado de flujos de efectivo. 










2-95 Cuentas anuales de la sociedad comanditaria simple


  Al cierre del ejercicio, el empresario deberá formular las cuentas anuales de su empresa, que comprenderán el balance, la cuenta de pérdidas y ganancias, un estado que refleje los cambios en el patrimonio neto del ejercicio, un estado de flujos de efectivo y la memoria. Estos documentos forman una unidad. El estado de cambios en el patrimonio neto y el estado flujos de efectivo no serán obligatorio cuando así lo establezca una disposición legal (  art. 34 C de C), como ocurre para las empresas que puedan formular balance y memoria abreviados. Por lo tanto, tenemos:


	
- El balance, como expresión del patrimonio. En el balance deben figurar de forma separada: 
	
• El activo, 

	
• El pasivo, 

	
• El patrimonio neto. 





	
- La cuenta de pérdidas y ganancias, como expresión del resultado realizado del ejercicio separando debidamente los ingresos y gastos imputables al mismo, y distinguiendo los resultados de explotación, de los que no lo sean. 

	
- El estado de cambios en el patrimonio neto, formado a su vez por los siguientes estados: 
	
• El estado de ingresos y gastos reconocidos, que incorpora la totalidad de los ingresos y gastos del ejercicio: los que han pasado por la cuenta de resultados, los que han sido imputados directamente al patrimonio neto y los que pasan del patrimonio neto a la cuenta de pérdidas y ganancias; 

	
• El estado de cambios en el patrimonio neto, como expresión de la totalidad de las variaciones del patrimonio neto incluidas las originadas por operaciones con los socios o propietarios cuando actúen como tales y las debidas a cambios en criterios contables y correcciones de errores. 





	
- El estado de flujos de efectivo, como expresión del origen y utilización de los activos monetarios representativos de efectivo y otros activos líquidos equivalentes. 

	
- La memoria, que completa, amplía y comenta la información contenida en los otros documentos que integran las cuentas anuales (  art. 35 C de C). 



La legislación mercantil no impone de forma general a las sociedades colectivas y comanditarias simples la obligación de depositar sus cuentas, sino que excluye de la misma a aquéllas que a la fecha de cierre del ejercicio cuenten, al menos, con un socio que, sin tener la condición de sociedad, responda ilimitadamente de las deudas sociales. En consecuencia, si no hay obligación legal de depositar las cuentas en este supuesto, tampoco resulta aplicable el régimen sancionador establecido para el caso de inobservancia. A la vista del régimen legal de responsabilidad de socios colectivos, el legislador ha considerado que para los terceros es más relevante el conocimiento de la identidad de los socios, ilimitadamente responsables con todo su patrimonio de las deudas sociales a través de su inscripción en el Registro Mercantil, que la situación patrimonial de la sociedad (Res.   DGRN 22-7-99). 








2-96 Otros registros de la sociedad comanditaria simple


  Las sociedades mercantiles, además del libro de inventarios y cuentas anuales y del libro diario, están obligadas a llevar libros de actas, donde deben constar, al menos, todos los acuerdos tomados por las juntas generales y especiales y los demás órganos colegiados de la sociedad, con expresión de los datos relativos a la convocatoria y a la constitución, un resumen de los asuntos debatidos, las intervenciones de las que se haya solicitado constancia, los acuerdos adoptados y los resultados de las votaciones (  art. 26 C de C). 








2-97 Auditoría en la sociedad comanditaria simple 


  La auditoría de las cuentas anuales de las sociedades comanditarias simples, sólo es obligatoria en los siguientes casos:


	
- Cuando, a la fecha de cierre del ejercicio, todos los socios colectivos sean sociedades españolas o extranjeras; en otras palabras, personas jurídicas, y sea preceptiva la auditoría de cuentas, de acuerdo con la normativa mercantil general. En este caso las cuentas anuales quedan sometidas a la normativa de las sociedades anónimas, salvo lo referente a la aprobación de las cuentas. 

	
- Cuando, previa petición fundada de quien acredite un interés legítimo, así lo acuerde el juzgado competente. 











Sección 8. Concurso de acreedores



2-98 Concurso de acreedores de la sociedad comanditaria simple



   ATENCIÓN: La declaración de concurso procede en caso de insolvencia del deudor. Se encuentra en insolvencia el deudor que no puede cumplir regularmente sus obligaciones exigibles.


Se debe tener presente que el deudor bien puede ser una persona física como una persona jurídica. En este sentido y respecto a:


	
-  Los socios colectivos: 
	
• La apertura de la fase de liquidación en el concurso de la sociedad, lleva consigo la de sus socios con responsabilidad solidaria. Manteniéndose separadas las liquidaciones respectivas. 

	
• La apertura de la fase de liquidación en el concurso de cualquiera de sus socios colectivos, no produce por sí sola la de la sociedad, pero sí es causa de disolución 





	
- Los socios comanditarios: Si al tiempo de la apertura de la fase de liquidación del concurso, el socio comanditario tiene pendiente realizar la aportación comprometida, bien en su totalidad o bien en parte, la administración concursal tendrá derecho a reclamarle los dividendos que sean necesarios, dentro del límite de sus responsabilidades. 














Capítulo III. Sociedad comanditaria por acciones



2-99 Concepto  de sociedad comanditaria por acciones



  Se entiende por sociedad comanditaria por acciones aquella cuyo capital social, integrado por las aportaciones de los socios, está dividido en acciones y cuyos administradores asumen la condición de socios colectivos, respondiendo de las deudas y obligaciones sociales contraídas durante el período de su gestión.

 ATENCIÓN: Por tener el capital dividido en acciones, le es de aplicación la normativa reguladora de las sociedades anónimas, salvo que sea incompatible con su regulación específica.


La sociedad comanditaria por acciones se caracteriza por tres elementos fundamentales:


	
- En primer lugar, estamos ante una sociedad de capitales en la cual el capital social está integrado por las aportaciones de todos los socios, tanto las de los socios colectivos como las de los socios comanditarios. El capital social no podrá ser inferior a 60.000 euros (  art. 4.2 LSC).Sólo pueden ser objeto de aportación bienes que impliquen "una efectiva aportación patrimonial a la sociedad" (  art. 59.1 LSC). Quedan excluidas las aportaciones de trabajo o servicios, sin perjuicio de que en los estatutos sociales puedan establecerse con carácter obligatorio para todos o algunos accionistas prestaciones accesorias distintas de las aportaciones de capital, que no pueden integrar el capital de la sociedad (  art. 86 LSC).



	
- Todo el capital social está representado por acciones. En consecuencia, todos los socios de una Sociedad Comanditaria por Acciones, independientemente de su denominación y del estatuto de responsabilidad que les sea aplicable, ostentan la condición jurídica de accionistas, siendo este el segundo elemento definidor de la sociedad comanditaria por acciones. 

	
- En tercer lugar, la sociedad comanditaria por acciones requiere la existencia de al menos un socio personalmente responsable de las deudas sociales, que será quien ostentará la administración de la sociedad. Será necesario para adquirir la condición de gestor de la sociedad ser accionista de la misma, lo cual no implica la existencia de dos categorías distintas de socios, sino que en el caso del socio administrador de la sociedad comanditaria por acciones éste quedará sometido a un riguroso régimen de responsabilidad mientras ostente la titularidad de dicho cargo. La responsabilidad del gestor será personal, ilimitada, solidaria y subsidiaria. 



ATENCIÓN: En esta sociedad se integran dos tipos de socios:


	 

	
-  Los colectivos, cuya responsabilidad es ilimitada. 

	 

	
-  Los comanditarios, con responsabilidad limitada hasta el importe de sus aportaciones. 



La sociedad comanditaria por acciones históricamente ha tenido una limitada trascendencia en el tráfico empresarial. A pesar de ello, en los últimos tiempos, este tipo societario ha evolucionado de forma sorprendente siendo elegido por importantes empresas europeas que operan en distintos ámbitos como son el sector de la cosmética, la banca y la moda o la automoción. Esto es debido a que la sociedad comanditaria por acciones permite tanto la participación en la gestión y al mismo tiempo en el capital de forma rentable e inversora.

La sociedad comanditaria por acciones es una sociedad pensada especialmente para empresarios individuales que pretenden financiarse en el mercado de capitales sin perder en ningún momento su doble condición de accionistas y administradores.








2-100 Normativa aplicable  a la sociedad comanditaria por acciones


  La normativa aplicable a la sociedad comanditaria por acciones se encuentra en  la   Ley de Sociedades de Capital, tanto en su regulación específica como en la establecida para las sociedades anónimas a título subsidiario y  en la medida en que lo permita su específica naturaleza. 

 ATENCIÓN: El fundamento de este principio de aplicación subsidiaria del régimen jurídico de la sociedad anónima lo encontramos en la existencia de un capital formado por aportaciones de todos los socios y en el hecho de que éstos ostenten, sin excepción, la condición de accionistas.


El sometimiento de la sociedad comanditaria por acciones al régimen general de la sociedad anónima se pone de manifiesto en los requisitos esenciales exigidos para la constitución de la sociedad y su inscripción registral, así como en las reglas relativas a la fijación de un capital mínimo y en la necesidad de suscripción y desembolso.

De esta forma, son aplicables a la SComA las disposiciones generales de la sociedad anónima referentes a la modificación de estatutos, aumento y reducción de capital, disciplina sobre cuentas anuales y normas sobre emisión de obligaciones. 

El funcionamiento de la Junta General como órgano integrado por todos los socios debe estar, también sujeto a las mimas disposiciones que la sociedad anónima en lo que se refiere a la convocatoria, constitución, asistencia, información, ejercicio e impugnación del derecho de voto. No será, sin embargo, aplicable el régimen de la Ley de Sociedades Anónimas a las competencias de los órganos de administración  puesto que en ésta el cargo de administrador se configura como un cargo "personal" que hace inaplicables muchas de las normas de la LSC. 








2-101 Denominación de la sociedad comanditaria por acciones 


  Podrá utilizarse una razón social, con el nombre de todos los socios colectivos, de alguno de ellos o de uno solo, o bien, una denominación objetiva, con la necesaria indicación de "Sociedad en comandita por acciones" o su abreviatura "S. Com por A"   (art 6.3 LSC).

A diferencia de las sociedades personalistas que están sujetas forzosamente a la adopción de una razón social, en la sociedad comanditaria por acciones se puede optar entre escoger una denominación social objetiva o bien una razón social, en la que podrá figurar el nombre de todos o alguno de los socios colectivos de la misma (  arts. 401 y 402 RRM).

Los fundadores podrán elegir entre una denominación objetiva o una denominación subjetiva o razón social, cuyo régimen aplicable será el establecido, con carácter general, en los   artículos 400 y siguientes del Reglamento del Registro Mercantil.

Sin embargo, esta libertad de denominación se halla sujeta a restricciones formales y materiales, como por ejemplo la exigencia de que en la denominación social figure la identificación de la forma social de que se trate o su abreviatura  (  arts. 6.3 LSC y    403 RRM).

Un ejemplo a las restricciones materiales hace referencia a la no inscripción de denominaciones que entrañen la utilización de denominaciones oficiales, entre las que quedan comprendidas las que lleven el nombre de España, de sus Comunidades Autónomas, provincias o municipios, de los Estados extranjero y organismos internacionales, así como el nombre de organismos, departamentos o dependencias de las Administraciones Públicas, ni denominaciones que se sirvan de los adjetivos "nacional" o "estatal" (  art. 405 RRM).

 ATENCIÓN: Tampoco podrán adoptarse denominaciones que sean idénticas a la de otra sociedad preexistente (  art. 407 RRM), ni aquellas que puedan inducir a error o confusión en el tráfico mercantil sobre la propia identidad de la sociedad o entidad y sobre la clase o naturaleza de éstas (  art. 406 RRM).


Existe la prohibición general de que no podrán incluirse en la denominación términos o expresiones que resulten contrarios a la Ley, al orden público y a las buenas costumbres (  art. 404 RRM).

 En caso que la Sociedad Comanditaria por Acciones opte por una denominación social subjetiva, la pérdida de la condición de socio personalmente responsable obligará a modificar de inmediato la razón social mediante la modificación de los estatutos sociales para  lo que se requerirá el consentimiento expreso de todos los socios colectivos.

El hecho de que únicamente puedan constar en la razón social los nombres de los socios personalmente responsables es una garantía destinada a proteger los intereses del tráfico y la buena fe de los terceros, que en caso contrario se verían dañados si se creara la falsa apariencia de que todos los incluidos en la denominación social responden como socios colectivos.

 ATENCIÓN: El incumplimiento de la inclusión de la denominación social en los estatutos sociales es un elemento esencial en el proceso fundacional, cuya omisión viene sancionada con la nulidad de la sociedad   (art. 56.1.b LSC).










Sección 1. Constitución



2-102 Requisitos de la sociedad comanditaria por acciones 



  Los requisitos necesarios para la constitución de una sociedad comanditaria por acciones son:


	
- Escritura pública. 

	
- Inscripción en el Registro Mercantil. 

	
- Publicación de la inscripción en el Boletín Oficial del Registro Mercantil (BORME).










2-103 Escritura de la sociedad comanditaria por acciones


  La escritura de constitución de la sociedad debe contener:


	
- Los nombres, apellidos y edad de los otorgantes, si éstos fueran personas físicas, o la denominación o razón social, si fueran personas jurídicas, y, en ambos casos, la nacionalidad y el domicilio. Podrá ser fundador de una Sociedad Comanditaria por Acciones cualquier persona física o jurídica -tenga carácter público o privado y sea comerciante o no- siempre que reúna la capacidad jurídica necesaria o, en su caso, la capacidad de obrar (  arts. 5 C de C y   88.2 y   91 RRM). 

Los menores e incapacitados podrán ser fundadores de una SComA en tanto en cuanto la ausencia de su capacidad de obrar se supla con la actuación de los representantes legales o, en el caso de los incapacitados, con la intervención judicial. 

En cuanto a la capacidad jurídica debemos tener en cuenta que la ausencia de personalidad jurídica -como sucede en el caso de las sociedades irregulares en formación- les priva de la capacidad necesaria para ser fundadores de una sociedad comanditaria por acciones. 

El fundador quedará sujeto a unas determinadas ventajas y derechos especiales   (art. 27 LSC) así como deberes y responsabilidades (  arts. 30,   31 y   32 LSC). Es importante tener en cuenta que la responsabilidad será exigible por la sociedad, por los terceros y por los accionistas. El fundador responderá de: 


	
a)  La realidad de las aportaciones realizadas. 

	
b)  La omisión de cualquiera de las menciones de la escritura de constitución exigidas por la ley. 

	
c)  El pago de los impuestos. 

	
d)  El pago de los gastos de constitución 

	
e)  El deber de presentar la escritura en el Registro Mercantil del domicilio social en el plazo de dos meses a contar desde la fecha de su otorgamiento. 



La responsabilidad de los fundadores por los daños y perjuicios derivados del incumplimiento de sus obligaciones es solidaria. 

Nada impide que la SComA pueda existir con un único socio, deviniendo, por lo tanto una sociedad unipersonal, siempre y cuando éste asuma la posición jurídica de administrador y quede sujeto a la responsabilidad propia de los socios colectivos. 

En el caso de las SComA unipersonales, éstas se regularán conforme con los principios que regulan la unipersonalidad en las sociedad anónimas (  arts. 12 y ss LSC,   174 RRM). 



	
- La voluntad de los otorgantes de fundar una sociedad comanditaria por acciones. 

	
- El metálico, los bienes o derechos que cada socio aporta o se obliga a aportar, indicando el título en que lo haga y el número de acciones atribuidas en pago. 

	
- La cuantía total, al menos aproximada, de los gastos de constitución, tanto de los ya satisfechos como de los previstos hasta que aquélla quede constituida. 

	
- Los estatutos que han de regir el funcionamiento de la sociedad. 

	
- Los nombres, apellidos y edad de las personas que se encarguen de la administración y representación social (siempre socios colectivos)   (art. 22 LSC). 










2-104 Estatutos de la sociedad comanditaria por acciones


  En los estatutos que han de regir el funcionamiento de la sociedad, se debe hacer constar:


	
- El  nombre de los socios colectivos. Es decir, el nombre de aquellos accionistas que, por el hecho de asumir la posición jurídica de administradores, responden personalmente de las deudas de la sociedad. Por lo tanto, en la SComA no será suficiente cumplir con la mención obligatoria de identificar a los otorgantes, sino que deberá constar el nombre de todos los «socios colectivos».  ATENCIÓN: La razón de la necesaria mención del nombre de los «socios colectivos» en los estatutos de la SComA se debe a que estamos ante una sociedad en la que los accionistas administradores están sujetos a un estatuto especial, lo que supone unas características especiales en la organización y responsabilidad de este tipo societario. Por otra parte, esta exigencia legal también encuentra su fundamento en la necesidad de amparar los intereses del tráfico mercantil y de los terceros (  art. 23 e LSC).


Se trata de un requisito de cumplimiento indispensable en el proceso fundacional de la SComA y su inobservancia no podrá ser suplida por otros medios. No es posible que la identidad de los «socios colectivos» pueda remitirse a mecanismos de designación extraestatutarios. 

En el caso de que la indicación de los nombres de los "socios colectivos" se realizara fuera de los estatutos, daría lugar a un pacto reservado que, si bien no sería declarado nulo, no sería oponible ni a la sociedad ni a terceros por no haberse inscrito en el Registro Mercantil. 



	
- La denominación, subjetiva u objetiva, de la sociedad con la necesaria indicación de sociedad en comandita por acciones o su abreviatura "S. Com. por A.". La denominación social es subjetiva, razón social, cuando incluye el nombre de todos los socios colectivos, o de alguno de ellos o de uno solo (  art. 6.3 LSC).

Por otra parte, la pérdida de la condición de socio colectivo de quien figure total o parcialmente en la denominación social, obliga a la modificación inmediata de la denominación. 

La denominación social es objetiva cuando hace referencia a una actividad económica de las que integran el objeto social estatutario o es de fantasía (  art. 402 RRM). 



	
- El objeto social, determinando las actividades que lo integran. 

	
- La duración de la sociedad. 
 Ejemplo: 


 La duración de la sociedad se establece de mutuo acuerdo por un plazo de 5 años a contar desde el día de la fecha, finalizado el cual se podrá prorrogar por otros tantos años siempre que ningún socio hubiere manifestado a los otros su voluntad de darla por disuelta con un mínimo de 3 meses de antelación al vencimiento del primer plazo. 





	
- La fecha en que dará comienzo a sus operaciones. 

	
- El domicilio social, así como el órgano competente para decidir o acordar la creación, la supresión o el traslado de las sucursales. Igualmente, será conveniente indicar, en su caso, la sede electrónica o la página web corporativa. (  art. 11 bis LSC)Téngase en cuenta que, a partir de la entrada en vigoe del Real Decreto Ley 15/2017, de 6 de octubre, como  excepción a la competencia de la junta general para aprobar cualquier modificación estatutaria, el órgano de administración será competente para cambiar el domicilio social dentro del territorio nacional, salvo disposición contraria. Se considerará que hay disposición contraria de los estatutos solo cuando los mismos establezcan expresamente que el órgano de administración no ostenta esta competencia.



	
- El capital social, expresando, en su caso, la parte de su valor no desembolsado, así como la forma y el plazo máximo en que han de satisfacerse los dividendos pasivos dinerarios. 

	
- El número de acciones en que esté dividido el capital social; su valor nominal; su clase y serie, si existieren varias, con exacta expresión del valor nominal, número de acciones y derechos de cada una de las clases; el importe efectivamente desembolsado; y si están representadas por medio de títulos o por medio de anotaciones en cuenta. En caso de que se representen por medio de títulos, debe indicarse si son nominativas o al portador y si se prevé la emisión de títulos múltiples. 

	
- Las restricciones a la libre transmisibilidad de las acciones, cuando se hayan estipulado. 

	
- El régimen de las prestaciones accesorias, en caso de establecerse, mencionando expresamente: 
	
a)  Su contenido. 

	
b)  Su carácter gratuito o retribuido. 

	
c)  Las acciones que lleven aparejada la obligación de realizarlas, así como 

	
d)  Las eventuales cláusulas penales inherentes a su incumplimiento y, finalmente, 

	
e)  Los derechos especiales que, en su caso, se reserven los fundadores o promotores de la sociedad. 





	
- La estructura del órgano al que se confía la administración de la sociedad, determinando los administradores, socios colectivos, a quienes se confiere el poder de representación así como su régimen de actuación. Se debe expresar además, el número de administradores, que en el caso del consejo no debe ser inferior a 3, o, al menos, el número máximo y el mínimo, así como el plazo de duración del cargo y, en su caso, el sistema de su retribución. 

	
- El modo de deliberar y adoptar sus acuerdos los órganos colegiados de la sociedad. 

	
- La fecha de cierre del ejercicio social, a falta de disposición estatutaria se entenderá que el ejercicio termina el 31 de diciembre de cada año. 










2-105 Inscripción de la sociedad comanditaria por acciones


  Las circunstancias de la primera inscripción de la sociedad comanditaria por acciones son las siguientes:


	
- La identidad de los socios. 

	
- La aportación de cada socio, así como las acciones, debidamente identificadas, adjudicadas en pago. 

	
- La cuantía total, al menos aproximada, de los gastos de constitución. 

	
- Los estatutos de la sociedad. 

	
- La identidad de las personas que se encarguen inicialmente de la administración y representación de la sociedad. En todo caso, se debe hacer constar su condición de socios colectivos (  art. 114 RRM). 



En resumen, en la inscripción primera en el Registro Mercantil deben constar necesariamente las circunstancias previstas para las sociedades anónimas, con las siguientes peculiaridades: 


	
- En la mención relativa a la denominación, si ésta es subjetiva, sólo pueden incluirse en ella nombres de los socios colectivos. 

	
- En la mención relativa a las personas que se encargan de la administración y la representación de la sociedad debe constar su condición de socios colectivos.. 

	
- En los estatutos sociales debe consignarse el nombre de los socios colectivos. (  art 213 RRM).



(Ver   comentario relacionado).








2-106 Publicación de la sociedad comanditaria por acciones 


  Una vez inscrita la escritura pública de constitución, tal inscripción debe publicarse en el Boletín Oficial del Registro Mercantil, con el consiguiente contenido mínimo:


	
- La denominación. 

	
- La calle y número o lugar de situación, la localidad y el municipio del domicilio social. 

	
- La cifra de capital, indicando, en su caso, la parte no desembolsada. 

	
- La fecha de comienzo de sus operaciones. Si está pendiente de algún condicionamiento administrativo se debe indicar así expresamente. 

	
- El plazo de duración, si no es indefinido. 

	
- El objeto social o, en su caso, la actividad descrita por el registrador en forma extractada. 

	
- La estructura del órgano de administración. 

	
- Los apellidos y nombre o la denominación de quienes integren los órganos legal o estatutariamente previstos para la administración y representación, indicando el cargo. 

	
- Los apellidos y nombre o la denominación de los auditores, en su caso (  art. 387 RRM). 










2-107 Sociedad comanditaria irregular 


  Se entiende por sociedad irregular aquella en la que falta el doble requisito de escritura pública y de inscripción registral o, simplemente, este último.

Si se opta por no inscribir la sociedad comanditaria por acciones estamos ante  las llamadas sociedades irregulares, que estarán sujetas a las mismas reglas que la sociedad anónima irregular (  arts 39 y 40 LSC).

Para estos casos, verificada la voluntad de no inscribir la sociedad y, en cualquier caso, transcurrido 1 año desde el otorgamiento de la escritura sin que se haya solicitado su inscripción, cualquier socio podrá instar la disolución de la sociedad y exigir, previa liquidación del patrimonio social, la restitución de sus aportaciones. La finalidad de la normativa vigente sobre esta materia es facilitar la salida de los socios que disienten de la voluntad de no inscribir la sociedad a fin de que no se vean perjudicados por un régimen de responsabilidad agravado.

En tales circunstancias, si la sociedad ha iniciado o continúa sus operaciones se aplicarán las normas de la sociedad colectiva o, en su caso, las de la sociedad civil   (arts. 39 y 40 LSC).

Este derecho de denuncia deberá ser instado por vía judicial. La admisión por parte de los tribunales dará lugar a la disolución de la sociedad con efectos ex nunc, abriéndose el período de liquidación de la sociedad de conformidad con las reglas previstas para la sociedad en formación.

Esto es, únicamente sujeta a responsabilidad solidaria a aquellos fundadores que, antes de la inscripción de la SComA, hayan celebrado actos y contratos en nombre de la sociedad, siempre y cuando no hayan condicionado su eficacia a la inscripción de la misma en el Registro Mercantil.

Quedarán excluidos de la responsabilidad solidaria:


	
-  Los actos indispensables para la inscripción,

	
-  Los realizados por los administradores dentro de las facultades que les confiere la escritura de constitución para la fase anterior a la inscripción, por ejemplo, la liquidación de impuestos o la presentación de la escritura a inscripción, y

	
-  Los estipulados en virtud de mandato específico por las personas a tal fin designadas por los socios, subordinando el alcance de las facultades atribuidas al contenido específico del mandato



 ATENCIÓN: En todos estos supuestos de exclusión de la responsabilidad solidaria de los actuantes, responderá la sociedad en formación con el patrimonio constituído por las aportaciones de los socios.


Finalmente, en caso que el valor del patrimonio social sumados los gastos indispensables para la inscripción de la sociedad sean inferiores al capital social, serán los socios quienes deberán aportar la diferencia a fin de salvaguardar el equilibrio entre el patrimonio y el capital social.








2-108 Fiscalidad de la constitución de la sociedad comanditaria por acciones


  La constitución de la sociedad comanditaria por acciones conlleva, para la misma, el cumplimiento de determinadas obligaciones tributarias que son las siguientes:


	
a) La presentación de la declaración censal de comienzo de la actividad, antes de que ésta tenga lugar, para comunicar a la Administración la intención del ejercicio de actividades en el territorio español.

	
b) La solicitud en el plazo de 30 días desde el otorgamiento de la escritura de constitución del Número de Identificación Fiscal (NIF), las etiquetas y la tarjeta identificativa. En principio, la asignación del NIF es provisional y debe canjearse, tras la inscripción registral, por el NIF definitivo.

	
c) En el plazo de 30 días hábiles, a contar desde el otorgamiento de la escritura de constitución, la SComA deberá proceder a la autoliquidación del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados (ITP y AJD), sobre la base del importe del capital emitido -primas de emisión incluidas, en su caso- al tipo del 1 por 100.Sin embargo, ha de tenerse en cuenta que desde el 3 de diciembre de 2010 está exenta de este impuesto la constitución de sociedades, que queda como hecho imponible sujeto, pero exento.

Una copia simple de la escritura de constitución y de la autoliquidación practicada por el ITP y AJD, permanecen en poder de la Administración Tributaria, al objeto de comprobar, en el plazo general de prescripción (4 años), que la misma ha sido correctamente realizada. En caso de que se observase algún error en la liquidación efectuada que implicase menor ingreso tributario, la Administración puede girar de oficio la liquidación complementaria que corresponda. 

 ATENCIÓN: La autoliquidación del ITP y AJD es importante por cuanto no se admite la inscripción de la escritura en el Registro Mercantil si no se justifica previamente el haberla efectuado. El Registrador, por su parte, cuando realiza la inscripción hace constar, en nota marginal, que la constitución puede quedar sujeta al pago de posibles liquidaciones complementarias por el ITP y AJD. La nota se extiende de oficio y se cancela con la presentación de la carta de pago de la liquidación complementaria que, en su caso, se gire o el transcurso del plazo de 4 años. 




	
d) El alta del Impuesto sobre Actividades Económicas, cuando proceda. 










2-109 Aspectos laborales de la constitución de una sociedad comanditaria por acciones 


  Los principales aspectos laborales con incidencia en la constitución de una sociedad comanditaria por acciones afectan a las obligaciones de alta y afiliación a la Seguridad y a la obligación de cotización y pago de cuotas. (Ver   comentario relacionado).









Sección 2. Socios



2-110 Clases de socios de la sociedad comanditaria por acciones 



  En la sociedad comanditaria por acciones la categoría de socio se adquiere por la aportación de capital a la sociedad y la recepción, en contrapartida, de la titularidad de acciones. 

De entre los socios, según se asuma o no la gestión y administración de la sociedad, el régimen de responsabilidad aplicable será distinto. Esto es, los socios que a su vez sean administradores tendrán una responsabilidad personal e ilimitada por las deudas sociales. La normativa vigente, confiere el poder de gestión de la sociedad comanditaria por acciones como contrapartida a la asunción de una responsabilidad personal e ilimitada. 

En la sociedad comanditaria por acciones todos los socios son iguales, tal y como se observa en la necesaria colaboración de todos tanto para la constitución como para la modificación o  alteración del contrato social.

En otras palabras, todos los socios de la sociedad comanditaria por acciones se vinculan por igual a un único contrato de sociedad con el objetivo de desarrollar y alcanzar un fin social, con  independencia de las particularidades impuestas por la diversa posición jurídica existente entre ellos, según sean únicamente accionistas o sean además administradores de la sociedad.

La responsabilidad asumida por el gestor o administrador mientras dura su cargo como tal es personal, ilimitada, solidaria y subsidiaria.

 ATENCIÓN: En este tipo social, la condición de socio colectivo es inherente a la de administrador. 









2-111 Aspectos fiscales de las aportaciones no dinerarias de la sociedad comanditaria por acciones


  Cuando se efectúen aportaciones no dinerarias de los socios, la transmisión de los bienes tendrá consecuencias en la tributación de los socios, que variarán en función de que sean personas físicas (IRPF) o personas jurídicas (IS). (Ver   comentario relacionado). Estos aspectos han sido tratados en el capítulo de Sociedades de Responsabilidad Limitada (Ver   comentario relacionado y ss.).








2-112 Aspectos laborales de los socios trabajadores de la sociedad comanditaria por acciones


  Se encuentran incluidos en el régimen de autónomos los socios industriales.

Como tales trabajadores autónomos, son los socios industriales quienes tienen la obligación de afiliarse al sistema de Seguridad Social y comunicar su alta en el Régimen Especial de Trabajadores Autónomos.

Sin embargo, en caso de incumplimiento de dicha obligación responderán subsidiariamente las sociedades del cumplimiento de dicha obligación por sus socios trabajadores, siendo el plazo para el cumplimiento subsidiario de 6 días naturales contados a partir del siguiente al agotamiento del plazo para el trabajador.









Sección 3. Junta General



2-113 Competencias  de la junta general de la sociedad comanditaria por acciones



  La junta general, de la sociedad en comandita por acciones, está integrada por todos los socios y tiene como competencias fundamentales:


	
- Aprobar la adquisición de bienes a título oneroso que se realice dentro de los 2 primeros años a partir de la constitución de la sociedad y cuyo importe exceda de la décima parte del capital social (  art. 72 LSC). 

	
- Autorizar, bajo unos límites y requisitos, la adquisición por algún socio de acciones de la propia sociedad (  art. 146 LSC). 

	
- Censurar la gestión social, aprobar las cuentas anuales y resolver sobre la aplicación de resultados (  art. 164 LSC). 

	
- Acordar el aumento o la reducción del capital, la transformación, fusión o escisión de la sociedad o cualquier otra modificación de los estatutos (  art. 287 LSC). 

	
- Nombrar a los administradores, así como concretar su número cuando los estatutos sólo establezcan el máximo y el mínimo (  art. 214 LSC). 

	
- Confirmar o no la designación efectuada por el consejo de administración cuando se haya procedido a la elección de un miembro por el sistema de cooptación (  art. 244 LSC). 

	
- Decidir la separación de los administradores (  art. 223 LSC). 

	
- Resolver sobre el ejercicio de la acción social de responsabilidad contra los administradores (  art. 238 LSC). 

	
- Acordar la disolución de la sociedad (  arts. 363 a 368 LSC). 



 
ATENCIÓN: En ningún caso, la junta general podrá:


	
- Adoptar válidamente acuerdos contrarios a la ley o a los estatutos. 

	
- Desempeñar funciones que correspondan a otros órganos. 

	
- Tomar decisiones que contradigan los principios configuradores de la sociedad. 












2-114 Impugnación de acuerdo de la junta de la sociedad comanditaria por acciones


  Los acuerdos adoptados por la junta general de accionistas son susceptibles de impugnación.

 ATENCIÓN:Son impugnables los acuerdos sociales que sean contrarios a la Ley, se opongan a los estatutos o al reglamento de la junta de la sociedad o lesionen el interés social en beneficio de uno o varios socios o de terceros.  (art. 204 LSC).


La lesión del interés social se produce también cuando el acuerdo, aun no causando daño al patrimonio social, se impone de manera abusiva por la mayoría. Se entiende que el acuerdo se impone de forma abusiva cuando, sin responder a una necesidad razonable de la sociedad, se adopta por la mayoría en interés propio y en detrimento injustificado de los demás socios.

No será procedente la impugnación de un acuerdo social cuando haya sido dejado sin efecto o sustituido válidamente por otro adoptado antes de que se hubiera interpuesto la demanda de impugnación. Si la revocación o sustitución hubiera tenido lugar después de la interposición, el juez dictará auto de terminación del procedimiento por desaparición sobrevenida del objeto.

Tampoco procederá la impugnación de acuerdos basada en los siguientes motivos:


	
a)  La infracción de requisitos meramente procedimentales establecidos por la Ley, los estatutos o los reglamentos de la junta y del consejo, para la convocatoria o la constitución del órgano o para la adopción del acuerdo, salvo que se trate de una infracción relativa a la forma y plazo previo de la convocatoria, a las reglas esenciales de constitución del órgano o a las mayorías necesarias para la adopción de los acuerdos, así como cualquier otra que tenga carácter relevante.

	
b)  La incorrección o insuficiencia de la información facilitada por la sociedad en respuesta al ejercicio del derecho de información con anterioridad a la junta, salvo que la información incorrecta o no facilitada hubiera sido esencial para el ejercicio razonable por parte del accionista o socio medio, del derecho de voto o de cualquiera de los demás derechos de participación.

	
c)  La participación en la reunión de personas no legitimadas, salvo que esa participación hubiera sido determinante para la constitución del órgano.

	
d)  La invalidez de uno o varios votos o el cómputo erróneo de los emitidos, salvo que el voto inválido o el error de cómputo hubieran sido determinantes para la consecución de la mayoría exigible



La acción de impugnación de los acuerdos sociales caducará en el plazo de un año, salvo que tenga por objeto acuerdos que por sus circunstancias, causa o contenido resultaren contrarios al orden público, en cuyo caso la acción no caducará ni prescribirá.

Para la impugnación de los acuerdos sociales están legitimados cualquiera de los administradores, los terceros que acrediten un interés legítimo y los socios que hubieran adquirido tal condición antes de la adopción del acuerdo, siempre que representen, individual o conjuntamente, al menos el uno por ciento del capital.

Los estatutos podrán reducir los porcentajes de capital indicados y, en todo caso, los socios que no los alcancen tendrán derecho al resarcimiento del daño que les haya ocasionado el acuerdo impugnable.

Para la impugnación de los acuerdos que sean contrarios al orden público estará legitimado cualquier socio, aunque hubieran adquirido esa condición después del acuerdo, administrador o tercero.









Sección 4. Administración



2-115 Aspectos generales de la administración de la sociedad comanditaria por acciones 



  En los estatutos se debe hacer constar la estructura del órgano al que se confía la administración, determinando si se atribuye:


	
- A un administrador único. 

	
- A varios administradores que actúen individualmente. 

	
- A dos administradores que actúen conjuntamente. 

	
- A un consejo de administración, integrado por un mínimo de 3 miembros. 

	
- A un consejo de administración y a una comisión ejecutiva, o a uno o más consejeros delegados, con indicación de sus respectivas competencias (  art. 124 RRM). 



 ATENCIÓN: La administración de la sociedad debe estar necesariamente a cargo de los socios colectivos cuyos nombres deben figurar en los estatutos sociales.


En las compañías comanditarias simples, los socios colectivos no tienen por qué ser necesariamente administradores; en la sociedad comanditaria por acciones, la condición de socio colectivo va unida a la de administrador, de tal forma que la condición de socio colectivo y administrador viene a ser lo mismo.

Mientras los socios colectivos de la sociedad comanditaria simple pueden ser «socios industriales» (simples aportantes de trabajo), los socios colectivos de la sociedad en comandita por acciones, además de administrar, han de contribuir a la formación del capital social con aportaciones patrimoniales susceptibles de valoración económica, sin que puedan ser objeto de aportación el trabajo o los servicios.

Los socios colectivos de la sociedad en comandita por acciones gozan, como administradores de la misma, de un alto grado de estabilidad y permanencia. Por lo que la alteración del régimen de la administración como el nombramiento o la separación de los administradores requieren la modificación de los estatutos, con expreso consentimiento de todos los socios colectivos.








2-116 Nombramiento  de administradores de la sociedad comanditaria por acciones


  En el nombramiento de los administradores es necesario distinguir entre nombramiento en el acto constitutivo y nombramiento durante la vida de la sociedad:


	
- Cuando los administradores son nombrados en el acto constitutivose debe indicar sus nombres en la escritura constitucional y en los estatutos 

	
- Cuando los administradores son nombrados posteriormente, su nombramiento, con aprobación expresa de todos los socios colectivos, corresponde a la junta general. Cuando la designación se efectúe fuera del acto de constitución de la sociedad el nombramiento dará lugar a una modificación de los estatutos que se efectuará mediante acuerdo de la Junta General. No se puede delegar en el Consejo de Administración la facultad de nombrar a los administradores (  art 285.1 LSC). La normativa vigente vincula los cambios en el órgano de administración a la modificación de la escritura social, y por tanto es clara al no permitir el establecimiento de cláusulas sobre  órganos de administración alternativos o el nombramiento de  administradores suplentes.

El nombramiento de administradores durante el funcionamiento de la sociedad se debe inscribir en el Registro Mercantil. Dicha inscripción, puede realizarse mediante: 


	
- Certificación del acta de la junta general en el que fueron nombrados, 

	
- Testimonio notarial de dicha acta, o 

	
- Copia autorizada del acta notarial de la junta. 







La transmisión inter vivos de sus acciones por parte del administrador supondrá la pérdida de su condición de accionista y de gestor de la sociedad. El adquirente únicamente quedará investido como accionista de la sociedad pero en ningún caso adquirirá la condición de gestor puesto que para el nombramiento de administrador es preciso el consentimiento expreso y unánime de los restantes socios colectivos (  art 294 LSC).








2-117 Responsabilidad de los administradores de la sociedad comanditaria por acciones


  Los administradores deberán desempeñar el cargo y cumplir los deberes impuestos por las leyes y los estatutos con la diligencia de un ordenado empresario, teniendo en cuenta la naturaleza del cargo y las funciones atribuidas a cada uno de ellos. (  art. 225 LSC).

En el desempeño de sus funciones, el administrador tiene el deber de exigir y el derecho de recabar de la sociedad la información adecuada y necesaria que le sirva para el cumplimiento de sus obligaciones

 Como socios colectivos

Como socios colectivos, los administradores de la sociedad comanditaria por acciones responden personal y solidariamente, con todos sus bienes, por las deudas sociales (  art. 127 C de C).

 Como administradores

Los administradores responderán frente a la sociedad, frente a los socios y frente a los acreedores sociales, del daño que causen por actos u omisiones contrarios a la ley o a los estatutos o por los realizados incumpliendo los deberes inherentes al desempeño del cargo, siempre y cuando haya intervenido dolo o culpa. (art. 236 LSC).

La responsabilidad de los administradores se extiende igualmente a los administradores de hecho. A tal fin, tendrá la consideración de administrador de hecho tanto la persona que en la realidad del tráfico desempeñe sin título, con un título nulo o extinguido, o con otro título, las funciones propias de administrador, como, en su caso, aquella bajo cuyas instrucciones actúen los administradores de la sociedad.

La culpabilidad se presumirá, salvo prueba en contrario, cuando el acto sea contrario a la ley o a los estatutos sociales.

La responsabilidad puede ser exigida mediante el ejercicio de la acción social de responsabilidad o mediante el ejercicio de la acción individual. La responsabilidad social es distinta de la que pueden contraer los administradores cuando sus actos lesionen directamente los intereses de socios o terceros. Esto es, quedan a salvo las acciones de indemnización que puedan corresponder a los socios y a terceros por actos de los administradores que lesionen directamente los intereses de aquéllos (acción individual de responsabilidad).

Si el órgano de administración que realizó el acto o adoptó el acuerdo lesivo está integrado por varios miembros, todos ellos responderán solidariamente, excepto: 


	
- Los que no habiendo intervenido en la adopción ni en la ejecución del acto o acuerdo lesivo, desconocían su existencia. 

	
- Los que no habiendo intervenido en la adopción ni en la ejecución del acto o acuerdo lesivo pero conociendo su existencia: 
	
• Hicieron todo lo conveniente para evitar el daño, o 

	
• Se opusieron expresamente al acto o acuerdo. 







El acuerdo social para determinar la responsabilidad de los administradores debe adoptarse en junta general, conforme a los siguientes quórum:


	
- En primera convocatoria, es necesaria la concurrencia de accionistas, presentes o representados, que posean al menos el 50 por 100 del capital suscrito. 

	
- En segunda convocatoria, es suficiente la concurrencia del 25 por 100 de dicho capital. 

	
- Cuando concurran accionistas que superen el 50 por 100 del capital social, bastará con que el acuerdo se adopte por mayoría absoluta. Sin embargo, se requerirá el voto favorable de los dos tercios del capital presente o representado en la junta cuando en segunda convocatoria concurran accionistas que representen el veinticinco por ciento o más del capital suscrito con derecho de voto sin alcanzar el cincuenta por ciento (  art. 194 LSC). 










2-118 Separación y cese de los administradores de la sociedad comanditaria por acciones


  El incurrir en prohibiciones legales es causa de cese o destitución. Esto es, los administradores que estén incursos en cualquiera de las prohibiciones legalmente establecidas, deben ser inmediatamente destituidos a petición de cualquier accionista.

A este respecto, no pueden ser administradores:


	
- Los concursados y concursados no rehabilitados. 

	
- Los menores e incapacitados. 

	
- Los condenados a penas que lleven aneja la inhabilitación para el ejercicio de cargo público. 

	
- Los que por razón de su cargo no puedan ejercer el comercio. 

	
- Los funcionarios al servicio de la administración con funciones a su cargo que se relacionen con las actividades propias de la sociedad de que se trate. 

	
- Los administradores que lo sean de otra sociedad competidora. 

	
- Las personas que bajo cualquier forma tengan intereses opuestos a los de la sociedad. 



El administrador de la sociedad comanditaria por acciones si bien no es inamovible, para su separación del cargo será necesaria la existencia una justa causa sin que, en tal caso, el administrador afectado pueda reclamar a la sociedad una indemnización por los daños y perjuicios ocasionados. También será posible la separación del cargo mediante resolución judicial firme.

 ATENCIÓN: Por lo tanto, no existe en la sociedad comanditaria por acciones la libertad de revocación del cargo de administrador, requiriéndose para ello una justa causa que expresará, en todo caso, un defecto del funcionamiento de la actividad gestora. La justa causa no operará como una condición de eficacia de la revocación sino como causa de licitud del acuerdo de revocación.


La separación del cargo de administrador requiere modificación de los estatutos sociales e inscripción en el Registro Mercantil. Una vez adoptado el acuerdo de separación, éste surtirá efectos frente a terceros a partir de la publicación de su inscripción en el Registro Mercantil y será oponible a los terceros de buena fe desde su publicación en el Boletín Oficial del Registro Mercantil, lo que significa que el administrador será responsable de las deudas contraídas por la sociedad durante los quince días siguientes a la publicación de su separación del cargo mientras no conste inscrita en el Registro.

 ATENCIÓN: El cese del administrador pone fin a su responsabilidad ilimitada con relación a las deudas sociales que se contraigan con posterioridad a la publicación de su inscripción en el Registro Mercantil.


El cese voluntario del administrador se produce:


	
- Por la enajenación de todas sus acciones. 

	
- Por el ejercicio del derecho de separación de todo accionista. Quien deja de ser accionista, no puede continuar siendo administrador. 

	
- Por el ejercicio del derecho de renuncia o dimisión. 



La inscripción de la dimisión de los administradores se practicará mediante escrito de renuncia al cargo otorgado por el administrador y notificado fehacientemente a la sociedad, al resto de los administradores, o en caso de ser administrador único, al presidente de la junta general de accionistas.

Efectuada la inscripción registral del cese voluntario, se procederá a su publicación en el Boletín Oficial del Registro Mercantil.

Si el nombre del administrador-socio colectivo que cesa figura total o parcialmente en la denominación subjetiva, la sociedad está obligada a modificar de inmediato la razón social (  art. 401.4 RRM).









Sección 5. Modificación de los estatutos



2-119 Requisitos para la modificación de estatutos de la sociedad comanditaria por acciones



  La modificación de los estatutos debe ser acordada por la junta general y exige la concurrencia de los siguientes requisitos (  art. 3.2 LSC):


	
- Que los administradores o, en su caso, los accionistas autores de la propuesta formulen un informe escrito con la justificación de la misma. 

	
- Que se expresen en la convocatoria, con la debida claridad, los extremos que hayan de modificarse. La falta de claridad de la convocatoria de la junta queda subsanada por el conocimiento por el socio, de los pormenores del acuerdo social proyectado, adquirido por el acceso al texto íntegro de la modificación propuesta. (  Res. DGRN 06.02.2015)



	
- Que en el anuncio de la convocatoria se haga constar el derecho que corresponde a todos los accionistas de examinar en el domicilio social el texto íntegro de la modificación propuesta y del informe sobre la misma y de pedir la entrega o el envío gratuito de dichos documentos. 

	
- Que el acuerdo sea adoptado por la junta. 

	
- Que el socio afectado se abstenga de participar en la votación, cuando los acuerdos tengan por objeto la separación de un administrador (  art 252 LSC). 



En todo caso, el acuerdo se hará constar en escritura pública, que se inscribirá en el Registro Mercantil, y se publicará en el Boletín Oficial del Registro Mercantil.

Se requerirá el consentimiento expreso de todos los socios colectivos cuando la modificación estatutaria tenga por objeto:


	
- El nombramiento de administradores, 

	
- La modificación del régimen de administración, 

	
- El cambio del objeto social o 

	
- La continuación de la sociedad más allá del término previsto en los estatutos (  art. 294 LSC). 



La exigencia de este consentimiento se configura como un derecho de veto. Esto es así ya que los accionistas que ostentan el cargo de gestores de la sociedad comanditaria por acciones están facultados para oponerse al acuerdo de reforma estatutaria adoptado por los restantes socios no gestores, sin necesidades en estos casos de que la oposición se halle fundada. El fundamento de esta disposición se encuentra en el régimen de responsabilidad ilimitada a que se encuentran sometidos los socios encargados de la gestión. Es lógico que aquellos socios que no ostentan la gestión de la sociedad no gocen de un derecho de veto respecto a la adopción de acuerdos que afectan a las tareas de administración de la sociedad.

 ATENCIÓN: Cualquier modificación de los estatutos que implique nuevas obligaciones para los accionistas deberá adoptarse con el consentimiento de los interesados.


La creación, la modificación y la extinción anticipada de la obligación de realizar prestaciones accesorias requerirá igualmente el consentimiento de los interesados.

Para su inscripción en el Registro Mercantil, la escritura de modificación estatutaria debe contener:


	
- La transcripción literal de la propuesta de modificación. 

	
- La transcripción literal de los puntos del orden del día de la junta general relativos a la modificación. 

	
- La manifestación de los otorgantes de que ha sido emitido el preceptivo informe justificando la modificación y su fecha. 

	
- La indicación de que en el anuncio de la convocatoria se ha hecho constar el derecho que corresponde a todos los accionistas de examinar en el domicilio social el texto íntegro de la modificación propuesta y del informe sobre la misma y de pedir la entrega o el envío gratuito de dichos documentos. 

	
- La transcripción literal de la nueva redacción de los artículos de los estatutos sociales que se modifican o adicionan, así como, en su caso, la expresión de los artículos que se derogan o sustituyen (  art. 158 RRM). 



Así pues, una vez otorgada la escritura, ésta deberá inscribirse en el Registro Mercantil requiriéndose asimismo la publicación en el BORME de los actos relativos a la modificación inscrita. Una vez inscrita la modificación ésta será oponible a terceros, salvo que éstos hubieran realizado la operación de que se trate dentro de los 15 días siguientes a dicha publicación y prueben que no pudieron conocer el acto realizado.








2-120 Especialidades de las Modificaciones estructurales en las sociedades comanditarias por acciones


  El régimen de las modificaciones estructurales de la sociedad comanditaria por acciones regular esto es, inscrita en el Registro Mercantil, se establece en la   Ley 3/2009, de 3 de abril, de modificaciones estructurales de las sociedades mercantiles (LMESM). Esta norma reglamenta las operaciones de transformación, fusión, escisión, cesión global de activo y pasivo y transferencia internacional de la sede social (  arts. 1 y 2 LMESM y   art. 122 C de C).

La sociedad comanditaria por acciones puede transformarse en una sociedad colectiva, en una sociedad comanditaria simple, en una sociedad de responsabilidad limitada, en una sociedad anónima, en una agrupación de interés económico y en una sociedad cooperativa. Y, a su vez, también, todas estas sociedades y además, una sociedad civil puede transformarse en una sociedad comanditaria por acciones (  art. 4 LMESM).

El procedimiento para llevar a cabo la transformación se encuentra en los   artículos 8 a 21 LMESM y ha quedado descrito en el apartado titulado "Modificaciones Estructurales de las Sociedades Personalistas".

En este procedimiento y respecto a las sociedades comanditarias por acciones, conviene tener en cuenta dos características específicas:


	
a)  Tal y como dice la Ley "el acuerdo de transformación se adoptará con los requisitos y formalidades establecidos en el régimen de la sociedad que se transforma" (  art. 10.1 LMESM), por ello, será necesario para transformar la sociedad el consentimiento de todos los accionistas administradores, cuyo régimen se encuentra asimilado a los socios colectivos. Respecto a los accionistas no administradores, la aplicación supletoria del régimen de la sociedad anónima (artículo 3.2 LMESM) implica la exigencia del quórum extraordinario (  art. 194 LSC). Además, los socios que no hubieran votado a favor del acuerdo tendrán derecho a separarse de la sociedad (  art. 15 LMESM).

	
b)  Cuando la transformación suponga que los accionistas administradores pasen a responder de forma limitada de las deudas sociales, "subsistirá, salvo que los acreedores sociales lo hayan consentido expresamente, la responsabilidad de los socios que respondían personalmente de las deudas de la sociedad transformada por las deudas sociales contraídas con anterioridad a la transformación de la sociedad". Esta responsabilidad prescribirá a los cinco años a contar desde la publicación de la transformación en el Boletín Oficial del Registro Mercantil (  art. 21.1 LMESM).



La sociedad comanditaria por acciones puede igualmente participar en una fusión pudiendo ser la sociedad absorbente, la sociedad absorbida, la sociedad que se extingue o la sociedad de nueva constitución. En la operación pueden participar solo sociedades comanditarias por acciones o sociedades mercantiles de otro tipo. Por ejemplo, una sociedad comanditaria por acciones que absorbe a una sociedad limitada, o una sociedad comanditaria por acciones que es absorbida por una sociedad anónima, o una sociedad comanditaria por acciones y una sociedad anónima que se fusionan para crea una sociedad colectiva, etc.).

Respecto a la fusión con una sociedad civil, parece que una sociedad comanditaria por acciones puede absorber a una sociedad civil e igualmente, una sociedad civil puede participar en una fusión por constitución de nueva sociedad (siempre que esta última sea mercantil), no siendo legalmente admitida, aunque el precepto no lo diga expresamente, la absorción de una sociedad mercantil por una sociedad civil . (  art. 4.3 LMESM)

Téngase en cuenta que el acuerdo de fusión deberá ser adoptado de acuerdo con el régimen general de adopción de decisiones en esta tipo de sociedades y, por lo tanto, será necesario el acuerdo unánime de los accionistas administradores en tanto que para los que no lo son será de aplicación el régimen de quórum y mayorías previstos para la transformación de la sociedad anónima (  arts. 194 y   201 LSC).

Igualmente, no debemos olvidar que "salvo que los acreedores sociales hayan consentido de modo expreso la fusión, los socios responsables personalmente de las deudas de las sociedades que se extingan por la fusión contraídas con anterioridad a esa fusión, continuarán respondiendo de esas deudas. Esta responsabilidad prescribirá a los cinco años a contar desde la publicación de la fusión en el Boletín Oficial del Registro Mercantil". (  art. 48 LMESM)

El procedimiento para llevar a cabo la fusión se encuentra en los   artículos 22 a 48 LMESM y ha quedado descrito en el apartado titulado "Modificaciones Estructurales de las Sociedades Personalistas".

Lo indicado sobre la fusión es aplicable también, a la escisión de la sociedad comanditaria por acciones. Así, una sociedad de este tipo puede escindirse de forma total o parcial y también ser objeto de una segregación. Las sociedades beneficiarias de la escisión pueden ser sociedades también comanditarias por acciones, o bien de un tipo mercantil diferente al de la sociedad que se escinde, con lo que se excluye la opción de que se trate de una sociedad civil (  art. 68.2 LMESM).

El procedimiento de escisión se regirá por lo dispuesto en los   artículos 73 a 80 LMESM, teniendo en cuenta la remisión general al régimen de la fusión en todo lo no regulado específicamente en dichos preceptos. En efecto, según el   artículo 73.1 LMESM, "la escisión se regirá por las normas establecidas para la fusión en esta Ley, con las salvedades contenidas en este Capítulo, entendiendo que las referencias a la sociedad resultante de la fusión equivalen a referencias a las sociedades beneficiarias de la escisión". Remitimos, por lo tanto, a lo expuesto sobre el procedimiento de escisión en. el apartado titulado "Modificaciones Estructurales de las Sociedades Personalistas").

Por último, la sociedad comanditaria por acciones puede también adoptar la decisión de ceder de forma global su activo y pasivo conforme a los   artículos 81 a 91 LMESM (v. "Cesión global de activo y pasivo" dentro de "Modificaciones estructurales de las Sociedades Personalistas"), así como trasladar al extranjero su domicilio o sede social de acuerdo con los   artículos 92 a 103 LMESM (v. "Traslado internacional del domicilio social" dentro de "Modificaciones estructurales de las sociedades personalistas").









Sección 6. Disolución



2-121 Causas de disolución de la sociedad comanditaria por acciones 



  La sociedad comanditaria por acciones se disuelve:


	
- Por fallecimiento, cese, incapacidad o concurso de todos los socios colectivos, salvo que en el plazo de 6 meses y mediante modificación de los estatutos se incorpore algún socio colectivo o se acuerde la transformación de la sociedad en otro tipo social (  art. 363.2 LSC). Se entiende que se ha producido un cese cuando transcurra más de un año de inactividad.Con referencia a la causa de disolución por fallecimiento, debemos recordar que la cualidad de administrador presupone un nombramiento y aceptación específicos que excluye la posibilidad continuación con los herederos.

Aunque no se mencione expresamente en la normativa vigente, en los casos de transmisión de la totalidad de las acciones por parte del administrador, éste no podrá conservar su cargo de gestor al haber perdido la condición de socio, ni tampoco el nuevo accionista adquirirá el cargo de gestor de la sociedad por la simple transmisión de las acciones, por lo que si en este supuesto no existiera otro accionista administrador se produciría la disolución de la sociedad comanditaria por acciones.



	
- Por la conclusión de la empresa que constituye su objeto. 

	
- Por la imposibilidad manifiesta de realizar el fin social. 

	
- Por la paralización de los órganos sociales, de modo que resulte imposible su funcionamiento. 

	
- Por consecuencia de pérdidas que dejen reducido el patrimonio a una cantidad inferior a la mitad del capital social, a no ser que éste se aumente o se reduzca en la medida suficiente. 

	
- Por reducción del capital social por debajo del mínimo legal. 

	
- Por apertura de la fase de liquidación en el concurso de todos los socios colectivos. El fundamento de este precepto se encuentra en la necesidad de tutelar los intereses de terceros contratantes cuando, independientemente de la solvencia de la sociedad, los accionistas administradores se hallen incursos en un concurso judicialmente declarado como consecuencia del ejercicio de actividades empresariales incompatibles con el objeto social. 

	
- Por cualquier otra causa establecida en los estatutos (  art. 363 LSC). 



 ATENCIÓN: La concurrencia de cualquiera de las causas citadas no produce, de forma automática, la disolución de la sociedad. Es necesario que se adopte el acuerdo social correspondiente o recaiga resolución judicial.


La disolución de la sociedad requiere la adopción del correspondiente acuerdo de disolución por parte de la junta general. En caso de que el acuerdo social fuera denegatorio cualquier interesado podría impugnarlo y solicitar su resolución judicial. Además es necesario que hayan transcurrido seis meses sin que se incorpore a la sociedad ningún socio colectivo ni se acuerde su transformación en otro tipo social.

Para obtener el acuerdo de disolución es necesario convocar la junta general en el plazo de dos meses. Si la causa de disolución se ampara en el   artículo 363.2 de la   Ley de Sociedades de Capital entonces será necesario instar la disolución judicial directa de la sociedad por parte de cualquier interesado ante la imposibilidad de convocatoria de la junta general.

Cuando la disolución de la sociedad comanditaria por acciones se produzca de pleno derecho por transcurso del término fijado en los estatutos, se extenderá de oficio o a instancia de cualquier interesado una nota al margen de la última inscripción expresando que la sociedad ha quedado disuelta. En los casos en que la disolución se adopte por acuerdo de la junta general, la publicidad legal se efectuará mediante la inscripción de la escritura pública en el Registro Mercantil por parte de los administradores. En caso de disolución judicial se inscribirá el testimonio de la sentencia firme por la que se haya declarado la disolución.

 ATENCIÓN: La inscripción de la disolución de la sociedad en el Registro Mercantil tiene carácter simplemente declarativo, de modo que la apertura del período de liquidación y la cesión de las facultades representativas de los administradores se producen automáticamente una vez disuelta la sociedad, sin necesidad de posteriores requisitos de publicidad registral. La disolución no podrá oponerse a terceros de buena fe, antes de su publicación en el Boletín Oficial del Registro Mercantil ni tampoco dentro de los quince días siguientes a su publicación si los terceros prueban que no pudieron conocerla.


La disolución debe tener acceso al Registro Mercantil:


	
- En caso de disolución por transcurso del plazo de duración de la sociedad, el registrador mercantil extenderá nota, al margen de la última inscripción, expresando que la sociedad ha quedado disuelta. 

	
- En caso de apertura de la fase de liquidación en el concurso de la sociedad, la disolución será objeto de inscripción, en virtud de testimonio de la resolución judicial firme que declare la quiebra. 

	
- En cualquier otro supuesto de disolución por causa legal o estatutaria, el acuerdo de disolución o la resolución judicial, en su caso, se inscribirán en el Registro Mercantil en virtud de escritura pública o de testimonio judicial de la sentencia firme por la que se haya declarado la disolución de la sociedad.  El registrador mercantil remitirá de oficio, de forma telemática y sin coste adicional alguno, la inscripción de la disolución al "Boletín Oficial del Registro Mercantil" para su publicación.



 Disuelta la sociedad, se abre el período de liquidación; durante el mismo, la sociedad disuelta conserva su personalidad jurídica, pero deberá añadir a su denominación social la frase «en liquidación».

 
ATENCIÓN COVID 19:Mediante el   Real Decreto 463/2020, el día 14 de marzo de 2020 fue declarado el estado de alarma con el fin de afrontar la situación de emergencia sanitaria provocada por el coronavirus COVID-19. Pues bien, según el   artículo 40 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19:

10. En el caso de que, durante la vigencia del estado de alarma, transcurriera el término de duración de la sociedad fijado en los estatutos sociales, no se producirá la disolución de pleno derecho hasta que transcurran dos meses a contar desde que finalice dicho estado.

11. En caso de que, antes de la declaración del estado de alarma y durante la vigencia de ese estado, concurra causa legal o estatutaria de disolución de la sociedad, el plazo legal para la convocatoria por el órgano de administración de la junta general de socios a fin de que adopte el acuerdo de disolución de la sociedad o los acuerdos que tengan por objeto enervar la causa, se suspende hasta que finalice dicho estado de alarma.

12. Si la causa legal o estatutaria de disolución hubiera acaecido durante la vigencia del estado de alarma, los administradores no responderán de las deudas sociales contraídas en ese periodo.

Igualmente, por   Real Decreto-ley 16/2020, de 28 de abril, de medidas procesales y organizativas para hacer frente al COVID-19 en el ámbito de la Administración de Justicia, y a los solos efectos de determinar la concurrencia de la causa de disolución prevista en el   artículo 363.1 e) del texto refundido de la Ley de Sociedades de Capital no se tomarán en consideración las pérdidas del presente ejercicio 2020










2-122 Liquidación  de la sociedad comanditaria por acciones 


  Una vez disuelta la sociedad comanditaria por acciones entra en período de liquidación durante el cual ésta conserva su personalidad jurídica. La liquidación implica extinguir obligaciones y derechos respecto a terceros y  distribuir entre los socios el patrimonio social.

 ATENCIÓN: En la sociedad comanditaria por acciones, desde el momento en que la sociedad se declare en liquidación, cesará la representación de los administradores para hacer nuevos contratos, asumiendo los liquidadores sus funciones. 


Una vez disuelta la sociedad y declarada en liquidación, los terceros dejan de contar con la responsabilidad personal e ilimitada de los accionistas administradores al ser los liquidadores quienes ostentarán la representación de la sociedad para el cumplimiento de las funciones. 

El   artículo 363.2 de la Ley de Sociedades de Capital prevé la posibilidad de mantener en suspenso la disolución de la sociedad durante seis meses a fin de que, mediante la oportuna modificación de los estatutos, se incorpore algún socio colectivo o se acuerde la transformación de la sociedad. El momento para el cómputo del plazo de seis meses será la fecha en la que se haya producido la causa de disolución, bien sea la declaración de fallecimiento, la incapacidad o la apertura del proceso de la fase de liquidación en el concurso de los mismos.

Esta posibilidad plantea la necesidad de contar con un administrador provisional, durante este período de seis meses, a fin de que ostente la administración y dirección de la sociedad. La designación de este administrador provisional debería realizarse en junta general de accionistas convocada a petición de los socios no gestores, por el Juez de Primera Instancia del domicilio social quien nombrará la persona que hubiera de presidir la administración de la sociedad comanditaria por acciones. Aunque pueda ser nombrado un tercero no accionista como administrador provisional sería preferible que se nombrara a un accionista de la sociedad comanditaria por acciones, el cual no adquiriría la condición de socio ilimitadamente responsable. Su actuación se limitaría a los actos de ordinaria administración de la sociedad y se mantendría en cargo durante el plazo de seis meses fijado por el   artículo 363.2 LSC 

 ATENCIÓN: Con carácter subsidiario y para el caso de que, en el plazo de seis meses, no se incorpore un nuevo "socio colectivo" se prevé la posibilidad de transformación de la sociedad comanditaria por acciones que se someterá a la disciplina legal prevista para la sociedad anónima.


Será preciso que la SComA adopte el correspondiente acuerdo de transformación por la junta general de accionistas. El acuerdo deberá ser aprobado por todos los accionistas, incluidos aquellos que ostentan la condición de administradores.

La transformación deberá constar en escritura pública que deberá contener: un balance general cerrado dentro de los seis meses anteriores al acuerdo, que tendrá por finalidad reflejar la situación financiera de la sociedad en el momento de la transformación y que será objeto de aprobación por la junta general; una relación de los accionistas que hayan hecho uso del derecho de separación y del capital que representan; el balance final; y  todos los extremos del acuerdo de transformación en la forma que haya sido adoptado en junta general, con mención de la fecha de publicación en el BORME y en la prensa.

 ATENCIÓN: La inscripción cierra el proceso de transformación de la sociedad comanditaria por acciones en otro tipo social, siendo las exigencias de escritura pública e inscripción en el Registro Mercantil constitutivas, de modo que su inobservancia haría nulo el acuerdo de transformación.


En el supuesto que la sociedad comanditaria por acciones no se transforme en otro tipo societario dentro de los 6 meses previstos, corresponderá a los liquidadores otorgar la escritura pública de extinción de la sociedad. Dicha escritura deberá contener las siguientes manifestaciones:


	
a) Que el balance final de liquidación ha sido aprobado por la junta general y publicado de acuerdo a lo establecido en la normativa vigente

	
b) Que ha transcurrido el plazo para su impugnación, sin que se hayan formulado reclamaciones, o que ha alcanzado firmeza la sentencia que las ha resuelto. 

	
c) Que se ha pagado a los acreedores, o consignado o asegurado sus créditos, con expresión del nombre de los acreedores pendientes de pago y del importe de las cantidades consignadas y aseguradas, así como la entidad en que se hubieren consignado o la que hubiere asegurado el pago de los créditos no vencidos. 

	
d) Que se ha procedido al reparto entre los socios, o consignado a disposición de sus legítimos dueños las cuotas no reclamadas, con expresión de su importe y, en su caso, que se han anulado las acciones (  art. 247 RRM). 



Una vez otorgada la escritura de extinción de la sociedad comanditaria por acciones, ésta deberá inscribirse en el Registro Mercantil.

Existen dos corrientes doctrinales sobre el carácter de la inscripción de la extinción:


	
1.ª) Una primera corriente atribuye a la inscripción de la extinción un carácter declarativo, por lo que estima que la liquidación se completa cuando se ha realizado el pago de acreedores y el reparto del activo neto social entre los socios. Esta tesis se basa en que serán los liquidadores quienes deberán solicitar la cancelación registral de la sociedad ya extinguida, así como en el carácter extraordinario que tiene en nuestro ordenamiento jurídico el principio de la inscripción constitutiva, sin perjuicio de la aplicación de los principios registrales sobre protección de terceros mientras no se publique la cancelación. 



	
2.ª) Un segundo grupo doctrinal considera que la liquidación debe entenderse como un todo, de modo que ésta no se culmina mientras no se cumplan todos y cada uno de los requisitos previstos legalmente, incluso los formales. Esta teoría defiende el carácter constitutivo de la inscripción en el Registro Mercantil atribuyéndole el carácter de condición necesaria para la extinción de la personalidad jurídica, puesto que considera que la liquidación no se ha realizado hasta que no se cumpla el requisito de la cancelación de los asientos registrales. Asimismo, esta corriente fundamenta su teoría en que la inscripción constitutiva, en cuanto a la extinción de la sociedad, es el reverso necesario a la inscripción constitutiva para la adquisición de su personalidad jurídica. 










2-123 Aspectos laborales de la disolución  de la sociedad comanditaria por acciones 


  La disolución y posterior liquidación de la sociedad no provoca por sí sola la extinción o modificación de los contratos de trabajo y, durante la fase de liquidación de la sociedad, los liquidadores tienen facultades para llevar a cabo la extinción de los contratos laborales que tengan como empresario a la sociedad.

La extinción de la sociedad, previa disolución y liquidación de su patrimonio, supone la extinción de los contratos de trabajo celebrados por la sociedad como empresario. Sin embargo, previamente han de seguirse los trámites establecidos para el despido colectivo.

Por otra parte, al extinguirse la empresa y cesar la actividad, debería ser objeto de toma de razón en el Registro de Empresarios.








2-124 Aspectos fiscales de la disolución  de la sociedad comanditaria por acciones 


  La disolución de la sociedad comanditaria por acciones es una operación sujeta a la modalidad de operaciones societarias del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados cuando se produzca una distribución de los bienes entre los socios. Los liquidadores de sociedades serán responsables subsidiarios del pago del gravamen.

 ATENCIÓN: La sociedad comanditaria por acciones que cese en el ejercicio de una actividad empresarial ha de presentar la declaración censal de cese de actividad a través del modelo 036, quedando dada de baja en el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores.


Por otro lado, cuando el sujeto pasivo no resulte exento en el Impuesto sobre Actividades Económicas, deberá presentar una declaración de baja en dicho impuesto en el plazo de un mes desde que se produce el cese en el ejercicio de una actividad.

Por otra parte, la adjudicación de bienes o derechos a los socios que se produce como consecuencia de la liquidación de la sociedad tiene consecuencias en la tributación de los socios, que variarán en función de que sean personas físicas (IRPF) o personas jurídicas (IS) (Ver   comentario relacionado).








2-125 Aspectos contables de la disolución de la sociedad comanditaria por acciones


  En los casos de disolución con liquidación, una vez disuelta la sociedad se abre el proceso de liquidación, al final del cual se dan las circunstancias necesarias para la extinción de la personalidad jurídica.

En relación con este punto, véase lo establecido para la sociedad de responsabilidad limitada (ver   comentario relacionado).










Capítulo IV. Modificaciones estructurales



2-126 Modificaciones estructurales de las sociedades colectivas y comanditarias



  Se entiende por «modificaciones estructurales», aquellas alteraciones de la sociedad que van más allá de las simples modificaciones estatutarias para afectar a la estructura patrimonial o personal de la empresa, y que, por tanto, incluyen la transformación, la fusión, la escisión y la cesión global de activo y pasivo.

 ATENCIÓN: Aunque el régimen jurídico de estas operaciones societarias tiene como modelo subyacente el de las sociedades de capital, sin embargo, es aplicable a cualquier sociedad de naturaleza mercantil, con independencia de la forma o del tipo social. Salvo que expresamente se establezca lo contrario, como acontece al ocuparse de las fusiones transfronterizas intracomunitarias que sólo pueden ser asumidas por las sociedades anónimas, comanditarias por acciones y limitadas.


El tratamiento normativo de las distintas modificaciones estructurales ha sufrido una renovación, a partir de la promulgación de la   Ley 3/2009, de 3 de abril, que es conveniente contemplar en cada una de ellas. Así:

Respecto a la transformación, se procede a la unificación de la normativa sobre transformación de sociedades mercantiles, a la vez que se actualiza y se dilata el perímetro de las transformaciones posibles. 

En materia de fusión, destacan la regulación de la absorción de una sociedad íntegramente participada, la de una sociedad participada al 90 por 100 y, también, la de aquella operación mediante la cual una sociedad se extingue transmitiendo en bloque el patrimonio a la sociedad que posee la totalidad de las acciones, participaciones o cuota correspondientes a aquélla, es decir, sin atribución de éstas a los socios de la sucesora. También, se incorpora a la legislación española la Directiva 2005/56/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de octubre de 2005, relativa a las fusiones transfronterizas de las sociedades de capital (hoy derogada   por el artículo 166 de la Directiva (UE) 2017/1132 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 14 de junio de 2017, sobre determinados aspectos del Derecho de sociedades) . Aunque la práctica española conocía ya fusiones transfronterizas entre sociedades sometidas a leyes de distintos Estados miembros de la Unión Europea, la incorporación de la Directiva es el cauce para armonizar estas complejas operaciones, que la regulación, por cierto, reconociendo la importancia de ese proceso de internacionalización, no limita al ámbito comunitario al contemplar expresamente las fusiones de sociedades españolas con sociedades extracomunitarias, las cuales se regirán por las respectivas leyes personales.

Respecto a la escisión, sobresale el ingreso en el Derecho sustantivo de sociedades mercantiles de la figura de la segregación, junto con las ya reguladas operaciones de escisión total y parcial; y la aplicación de las normas de la escisión a aquella operación mediante la cual una sociedad transmite en bloque una parte del patrimonio social a otra de nueva creación, recibiendo directamente a cambio todas las acciones, participaciones o cuotas de socio de esa sociedad. 

En cuanto a la ampliación, destaca el ingreso de la cesión global de activo y pasivo entre esas modificaciones estructurales, rompiendo amarras con aquella concepción que limitaba esta operación al ámbito propio de la liquidación y, al mismo tiempo, proporcionando un instrumento legislativo más para la transmisión de empresas. Ahora, la normativa permite que una sociedad transmita en bloque todo su patrimonio a otra u otras por sucesión universal a cambio de una contraprestación que no podrá consistir en acciones, participaciones o cuotas del cesionario. En estos casos, la tutela del socio se persigue a través de la información que facilita el proyecto de cesión global y a través del sometimiento del acuerdo a algunos requisitos establecidos para la adopción del acuerdo de fusión; y la tutela de los acreedores se articula a través del derecho de oposición y de la responsabilidad solidaria del cesionario o cesionarios hasta el límite del activo neto atribuido a cada uno de ellos en la cesión.








2-127 Concepto de transformación de las sociedades colectivas y comanditarias


  En virtud de la transformación, una sociedad adopta un tipo social distinto, conservando su personalidad jurídica. Por lo tanto, no cualquier modificación de la estructura societaria constituye una transformación en sentido estricto, sino sólo aquélla que afecta a la forma social. No hay transformación cuando la sociedad cambia de denominación, domicilio u objeto social, sino únicamente cuando abandona la forma social primitiva y adopta una nueva.

 ATENCIÓN: La transformación de una sociedad supone la modificación de su forma social en otra reconocida por ley sin pérdida de su personalidad jurídica.


La sociedad que se transforma mantiene su personalidad bajo el nuevo tipo o forma social adoptada.

La disolución de una sociedad y la posterior constitución de otra con los mismos socios y distinta forma social no es un supuesto de transformación. La primitiva sociedad y la nueva tienen distinta personalidad jurídica.

La transformación presupone la voluntad social de abandonar la forma actual societaria para, sin disolverse, adoptar otra de las formas o tipos de sociedad mercantil existentes en nuestro ordenamiento positivo. La transformación comporta la modificación de los estatutos de la sociedad aunque es un acuerdo que va más allá y que constituye un supuesto de modificación estructural, "entendidas como aquellas alteraciones de la sociedad que son más profundas que las simples modificaciones estatutarias para afectar a la estructura patrimonial y personal de la empresa".

Respecto a la trascendencia interna, la transformación consiste en una modificación de la estructura y organización de la sociedad, que pasa a ser la correspondiente a la nueva forma social adoptada. La transformación altera la posición jurídica de los socios sin modificar la participación de ellos en el capital de la compañía, salvo consentimiento unánime de los mismos, y sin perjuicio de reconocerles el derecho de separación. No obstante, el alcance exacto que la operación tenga dependerá de la mayor o menor proximidad entre los tipos sociales dejado y adoptado (normalmente alterará mucho más la posición jurídica de los socios la transformación de sociedad colectiva en sociedad anónima que la transformación de esta última en sociedad limitada) (  arts. 12 y   15 L 3/2009).

En el plano externo, por el contrario, la transformación no afecta a la existencia o a la identidad de la sociedad.

 Mantenimiento de la participación social

El acuerdo de transformación no podrá modificar la participación social de los socios si no es con el consentimiento de todos los que permanezcan en la sociedad (  art. 12.1 L 3/2009).

Es norma de obligado cumplimiento el que la transformación no pueda modificar las participaciones de los socios en la sociedad. 

Sin embargo, es posible que, con el consentimiento individual de todos los socios que permanezcan en la sociedad, se pueda modificar su cuota de participación. Solamente se exige el consentimiento unánime de los socios que sigan en la sociedad resultante, pero no de aquellos que se separen. Por otro lado, el consentimiento individual puede obtenerse en cualquier momento antes del otorgamiento de la escritura pública de transformación.








2-128 Régimen legal de la transformación de las sociedades colectivas y comanditarias


  La normativa sobre la transformación se trata de unificar, en la medida de lo posible, en un sólo texto legal. Así, en los   artículos 3 a 21 de la   Ley 3/2009, de 3 de abril, de Modificaciones Estructurales de las Sociedades Mercantiles, desarrollados por los   artículos 216 a 225 del   Reglamento del Registro Mercantil, que siguen vigentes en tanto no sean modificados salvo en aquello que no sea compatible con la nueva regulación de la transformación.

Sin embargo, la unificación normativa no ha podido ser absoluta sino que, en ocasiones, la   Ley 3/2009 remite a las disposiciones reguladoras del tipo social que se transforma o de la forma social resultante de la operación. 


 Ejemplo:


 Así, por ejemplo, el   artículo 10.1 de la Ley 3/2009 establece que el acuerdo de transformación se adoptará con los requisitos y formalidades establecidos para el régimen de la sociedad que se transforma, y los artículos 10.2 o 18.2 de la misma Ley exigen que el acuerdo y la escritura contengan las menciones exigidas para la constitución de la sociedad cuya forma se adopte.










2-129 Supuestos de posible transformación de las sociedades colectivas y comanditarias


  La transformación puede ser:


	
1. De una sociedad mercantil a cualquier otro tipo de sociedad mercantil. Se habla siempre de sociedad mercantil inscrita, lo que excluye de la operación a las sociedades que se encuentran en formación, a las sociedades irregulares y a las sociedades colectivas que no se encuentren inscritas. Por ello, se establece que la transformación  de las sociedades colectivas no inscritas y, en general, de las sociedades irregulares, requerirán su previa inscripción registral (  DA 2ª L 3/2009) 



	
2. De una sociedad mercantil, a una agrupación de interés económico. 

	
3. De una agrupación de interés económico a una sociedad mercantil. 

	
4. De una sociedad civil a cualquier tipo de sociedad mercantil. En este tipo de transformaciones no debemos olvidar que la transformación de una sociedad civil en una sociedad mercantil no requiere de la adopción de un objeto mercantil (  art. 1670 CC) ni siquiera cuando se transforme en una sociedad capitalista. 



	
5. De una sociedad cooperativa a una sociedad mercantil. 

	
6. De una sociedad mercantil a una sociedad cooperativa. 



Finalmente, cualquiera de estas sociedades cuando estén en proceso de liquidación podrán transformarse siempre que no haya comenzado la distribución de su patrimonio entre los socios. 

El legislador se encarga de delimitar temporalmente el momento a partir del cual no es posible proceder a una transformación  y lo fija en aquel  en el que hayan comenzado la distribución de su patrimonio entre los socios. Esta delimitación cronológica plantea una serie de interrogantes entre los que destacamos los siguientes:


	
a) En primer lugar, el que surge por la licitud de la transformación de una sociedad que, hallándose en liquidación, hubiera sido declarada nula judicialmente. La Resolución de la Dirección General de los Registros y del Notariado de   8 de noviembre de 1995 admite que una sociedad disuelta de pleno derecho, por haber transcurrido su plazo de duración, participe en un proceso de fusión pero, en tales casos, considera que debe concederse a los socios que no hayan votado a favor del acuerdo un derecho de separación. 



	
b) En segundo lugar, podemos afirmar que pueden haber finalizado las operaciones de realización de activos y de pago de pasivos pero, en todo caso, debe quedar pendiente el reparto o división del patrimonio común. 

	
c) Con la tercera cuestión, sólo recordar que, dado que la liquidación conlleva la sustitución del órgano de administración por el de liquidación, deberán adaptarse las disposiciones que imponen deberes u obligaciones a los administradores ante la transformación de la sociedad (la elaboración del informe de los administradores ha de corresponder a los liquidadores y también a éstos corresponde informar a la junta de socios sobre modificaciones importantes del activo o del pasivo acaecidas entre la fecha del informe justificativo y del balance y la fecha de reunión de la junta (  art. 9.2 L 3/2009). 

	
d) Por último, afirmar que es posible incluso acordar la transformación con posterioridad al inicio del reparto del patrimonio, pero siempre que se obtenga el acuerdo unánime de los socios. 



En la práctica, la transformación de una sociedad anónima en una colectiva o comanditaria no es frecuente. La evolución mercantil se ha dirigido hacia la constitución de sociedades limitadas buscando el beneficio de la limitación de responsabilidad de los socios.

Sin embargo, la transformación de sociedad anónima en sociedad de responsabilidad limitada, además de ser más frecuente es menos complicada, debido a que no altera sustancialmente, ni el primitivo carácter capitalista de la sociedad, ni el sistema de responsabilidad limitada de los socios.








2-130 Acuerdo de transformación de las sociedades colectivas y comanditarias


  La transformación de la sociedad debe ser acordada necesariamente por la junta de socios. 

En la convocatoria de la junta donde haya de deliberarse sobre el acuerdo de transformación, los administradores deberán poner a disposición de los socios, bien en el domicilio social o bien mediante su entrega o envío gratuito, incluso por medios electrónicos, los siguientes documentos: 


	
a) El informe de los administradores que explique y justifique los aspectos jurídicos y económicos de la transformación. Este informe es emitido por el órgano de administración en su conjunto y debe ir firmado por todos los administradores. Si faltara alguna firma, deberá hacerse constar así expresamente en el informe, con indicación de la causa. En el informe los administradores deben: 


	
- Explicar y justificar los aspectos jurídicos y económicos de la transformación (los motivos, la razón de la elección de un tipo de sociedad  y no otro, etc.). 

	
- Exponer las consecuencias de diverso orden que la operación va a tener para los socios y las consecuencias de mayor relevancia que, en su caso, supondrá para otros sujetos vinculados a la sociedad (acreedores sociales, trabajadores, titulares de derechos especiales).

	
- Incluir, por un lado, el impacto que la transformación pueda tener en el órgano de administración de la sociedad y, por otro, su incidencia en la responsabilidad social de la empresa. 



 ATENCIÓN: Este informe, pieza básica del proceso de transformación, ha de ponerse a disposición de los socios en el domicilio social a partir de la convocatoria de la junta que haya de deliberar sobre la transformación. Además, los socios podrán pedir su entrega o envío gratuito "incluso por medios electrónicos" (  art. 9.1 L 3/2009). 


Por ello, y aunque nada se diga al menos de un modo directo, acerca del momento de la redacción del informe, creemos que debe estar terminado antes de la publicación de la convocatoria de la junta. 

Para finalizar, no olvidemos que, por un lado, los administradores están obligados a comunicar a los socios reunidos para la aprobación de la transformación cualquier modificación patrimonial de entidad que se haya producido con posterioridad al informe justificativo y al balance de transformación (  art. 9.2 L 3/2009) y, por otro, que la documentación sobre la transformación no se requerirá y, por ello, tampoco el informe, cuando el acuerdo se haya adoptado por unanimidad en junta universal (  art. 9.3 L 3/2009). No basta con que la junta sea universal sino que, además, es preciso que el acuerdo se adopte por unanimidad. 



	
b) El balance de la sociedad a transformar, que deberá estar cerrado dentro de los seis meses anteriores a la fecha prevista para la reunión, junto con un informe sobre las modificaciones patrimoniales significativas que hayan podido tener lugar con posterioridad al mismo. A diferencia de lo que sucede con la regulación de la fusión (  art. 36.1 L 3/2009), respecto a la transformación no se hace referencia a la posible utilización del último balance de ejercicio como balance de transformación, si cumple con aquel requisito temporal de haber sido cerrado dentro de los seis meses anteriores a la celebración de la junta de socios. Sin embargo, puede pensarse que, no existe inconveniente en la utilización de dicho balance. 



	
c) El informe del auditor de cuentas sobre el balance presentado, cuando la sociedad que se transforme esté obligada a someter sus cuentas a auditoría. 

	
d) El proyecto de escritura social o estatutos de la sociedad que resulte de la transformación, así como, en su caso, otros pactos sociales que vayan a constar en documento público. El cambio de tipo social exigirá: 


	
- Que se hagan modificaciones en los estatutos sociales que tuviere la sociedad para adaptarlos a los requisitos exigidos en la nueva forma elegida. 

	
- Que se sustituya el contenido estatutario por los pactos oportunos de la escritura social cuando la sociedad resultante no utilice el primer soporte documental (transformación de sociedad limitada en sociedad colectiva). 

	
- Que se elaboren unos nuevos estatutos por venir exigidos cuando en la sociedad resultante no sea suficiente la mera escritura social (transformación de sociedad colectiva en sociedad anónima).


	
- Que se redacte un proyecto de escritura social que haya de sustituir a la que rige la sociedad que se transforma para introducir las exigencias del nuevo tipo (transformación de sociedad colectiva en sociedad comanditaria simple). 



De este modo, se da cumplimiento a lo dispuesto en el   artículo 10.1 de la  Ley 3/2009 conforme al cual el acuerdo de transformación "se adoptará con los requisitos y formalidades establecidos en el régimen de la sociedad que se transforma". 

No es suficiente con poner a disposición de los socios la escritura y los estatutos sociales que van a ser modificados, sino que será preciso darles a conocer el texto íntegro de aquellos documentos, que incluye tanto los artículos nuevos y modificados, como los que mantienen su contenido. En este caso, es aconsejable que en el informe de los administradores se destaquen los cambios que se introducen en la escritura o en los estatutos o, al menos, los preceptos que se modifican, para una mayor claridad informativa de los socios (y otros beneficiarios, en su caso, del derecho de información documental). 

 ATENCIÓN: Los administradores de la sociedad están obligados a informar a la junta de socios a la que se someta la aprobación de la transformación, sobre cualquier modificación importante del activo o del pasivo acaecida entre la fecha del informe justificativo de la transformación y del balance puestos a disposición de los socios y la fecha de la reunión de la junta. 




	
e) Informe de expertos independientes sobre el patrimonio social En caso de que la sociedad resultante de la transformación sea una sociedad anónima o una sociedad comanditaria por acciones, se exige la elaboración de un informe por expertos independientes sobre el patrimonio social, que habrá de incorporarse a la escritura de transformación (  art. 18.3 L 3/2009). 

La finalidad o función del informe de experto o expertos independientes es, fundamentalmente, asegurar la correspondencia entre la cifra de capital y el valor del patrimonio neto, impidiendo una sobrevaloración de este último. Se trata de evitar que mediante la transformación se puedan burlar las normas que regulan el proceso fundacional de una sociedad anónima o comanditaria por acciones. 

El informe de los expertos independientes sobre el patrimonio no dinerario ha de incorporarse a la escritura de transformación (  art. 18.3 L 3/2009). En la inscripción se hará constar el nombre del experto o expertos que lo hayan elaborado, las circunstancias de su designación, la fecha de emisión del informe y si existen diferencias entre el valor atribuido por el experto y el que conste en la escritura de transformación. Cuando el valor escriturado supere al atribuido por el experto, el registrador mercantil debe denegar la inscripción de la transformación   (art. 67.3 LSC). Se debe entender por "valor escriturado", en los casos de transformación, el valor por el que dichos bienes y derechos figuran en el balance de la sociedad cerrado el día anterior al del acuerdo y que se incorpora a la escritura. En el supuesto de que el valor escriturado fuera superior al atribuido por el experto, la solución parece ser la disminución del activo y, en igual medida del pasivo no exigible, ya sea primero, liquidando reservas y, en su caso, si éstas no bastan, el capital nominal. 

 ATENCIÓN: No es precisa la puesta a disposición o envío de la información indicada cuando el acuerdo de transformación se adopte en junta universal y por unanimidad. 













2-131 Derecho de información en las sociedades colectivas y comanditarias


  El   artículo 9.1 de la Ley 3/2009 reconoce un derecho de información documental de los socios previo a la transformación y que ha de servir para que tengan los datos precisos para poder pronunciarse sobre la operación (bien sea en sentido favorable, o bien sea en sentido contrario).

La documentación que ha de ponerse a disposición de los socios es la siguiente: 


	
-  El informe de los administradores conteniendo una explicación y una justificación de los aspectos jurídicos y económicos de la transformación. 

	
-  El balance de la sociedad. 

	
-  El informe de los auditores sobre este balance cuando la sociedad esté obligada a someter sus cuentas a auditoria. 

	
-  El proyecto de estatutos o escritura social de la sociedad resultante (  art. 9.1 L 3/2009). 



 Plazo y forma

El derecho de información documental previo al acuerdo de transformación corresponde a los socios a partir de la convocatoria de la junta en que haya de deliberarse sobre tal acuerdo (  art. 9.1 L 3/2009). 

En el caso de que la convocatoria haya de publicarse en varios medios, la documentación debe tenerse disponible a partir de la primera de las publicaciones efectuadas. Igualmente, y en su caso, el momento inicial se corresponderá con el de la primera de las comunicaciones notificadas individualmente.

 ATENCIÓN: Los documentos deberán estar a disposición de los legitimados "en el domicilio social", aunque también se podrá pedir "su entrega o envío gratuito" incluso por "medios electrónicos".


Esta obligación de puesta a disposición, entrega o envío gratuito corre a cargo de los administradores sociales.

En el anuncio de la convocatoria se debe hacer indicación de este derecho que corresponde a todos los socios   (art. 40.2 L 3/2009).








2-132 Requisitos del acuerdo de transformación de las sociedades colectivas y comanditarias


  El acuerdo de transformación se debe adoptar con los requisitos y formalidades establecidos en el régimen de la sociedad que se transforma. 

En la sociedad colectiva, la transformación exige para su validez el consentimiento de todos los socios (  art. 217.1 RRM), ya que se trata de un acto que altera la estructura social y que, por tanto, excede de las facultades de los gestores. 

La transformación de sociedad colectiva en sociedad de responsabilidad limitada requiere el consentimiento unánime de los socios. No es posible entender que a la muerte de uno de los socios de la sociedad colectiva, los herederos (que siguen en la sociedad por disposición estatutaria) mantengan la cuota del causante en régimen de comunidad de bienes, de modo que para acordar la transformación sea suficiente obtener el voto mayoritario de los integrantes de la cuota (Res. DGRN   10-7-2003).

Al mismo resultado de consentimiento unánime de todos los socios ha de llegarse en caso de una agrupación de interés económico, salvo que en la escritura se hubiera establecido otra cosa (  art. 10.3 LAIE). E, igualmente, si una sociedad civil se transforma en sociedad mercantil será preciso el acuerdo unánime de todos los socios (  art. 1702 CC).

Por lo que se refiere a las sociedades comanditarias simples, la transformación también requiere, en principio, el consentimiento de todos los socios, tanto colectivos como comanditarios. No obstante, si bien el consentimiento de todos los socios colectivos es inexcusable, el consentimiento de todos los socios comanditarios puede excluirse mediante pacto inserto en la escritura social (  art. 227.1 RRM). Pero si esta escritura nada dispone, es necesario entender que todos los socios, incluidos los comanditarios, han de consentir la transformación.

Por último, en las sociedades comanditarias por acciones ha de tenerse en cuenta el   artículo 294 de la Ley de Sociedades de Capital según el cual la modificación de los estatutos se efectuará "mediante acuerdo de la junta general, que se adoptará con arreglo a lo prevenido en la Ley". Así, el acuerdo se adoptará por la junta general de accionistas y exigiendo el cumplimiento del quórum extraordinario previsto en el   artículo 194 LSC.

Esto es, en primera convocatoria deben concurrir accionistas presentes o representados que posean, al menos, el 50 por 100 del capital suscrito con derecho de voto; mientras que, en segunda convocatoria, será suficiente la concurrencia del 25 por 100 de dicho capital, pero teniendo en cuenta que si concurren accionistas que representen menos del 50 por 100 del capital suscrito con derecho de voto, el acuerdo sólo podrá adoptarse válidamente con el voto favorable de los dos tercios del capital presente o representado en la junta. No obstante, los estatutos pueden elevar los quórum y mayorías legalmente previstos.

 ATENCIÓN: El acuerdo deberá incluir la aprobación del balance de la sociedad presentado para la transformación, con las modificaciones que, en su caso, resulten procedentes, así como de las menciones exigidas para la constitución de la sociedad cuyo tipo se adopte. 


En ningún caso, el acuerdo de transformación podrá modificar la participación social de los socios si no es con el consentimiento de todos los que permanezcan en la sociedad. 

En el caso de una sociedad con uno o más socios industriales que se transforme en un tipo social en el que no existan tales socios, la participación de éstos en el capital de la nueva sociedad transformada será la que corresponda a la cuota de participación que les hubiera sido asignada en la escritura de constitución de la sociedad o, en su defecto, la que se convenga entre todos los socios, reduciéndose proporcionalmente en ambos casos la participación de los demás. 

La subsistencia, en su caso, de la obligación personal del socio industrial en la sociedad una vez transformada exigirá siempre el consentimiento del socio y deberá instrumentarse como prestación accesoria en las condiciones que se establezcan en los estatutos sociales.








2-133 Publicación del acuerdo de transformación de las sociedades colectivas y comanditarias


  El acuerdo de transformación se debe publicar una vez en el «Boletín Oficial del Registro Mercantil» y en uno de los diarios de gran circulación de la provincia en que la sociedad tenga su domicilio. 

Dicha publicación no será necesaria cuando el acuerdo se comunique individualmente, por escrito, a través de un procedimiento que asegure su recepción en el domicilio que figure en la documentación de la sociedad a:


	
- Todos los socios y, en su caso, a los titulares de derechos especiales distintos de las acciones, participaciones o cuotas que no puedan mantenerse después de la transformación. 

	
- Todos los acreedores en los domicilios que hayan puesto en conocimiento de la sociedad o, en su defecto, en sus domicilios legales. 



 ATENCIÓN: La transformación no podrá tener lugar si, dentro del mes siguiente a la publicación en el «Boletín Oficial del Registro Mercantil» del acuerdo de la misma o del envío de la comunicación individual por escrito, se opusieran titulares de derechos especiales distintos de las acciones, de las participaciones o de las cuotas que no puedan mantenerse después de la transformación. 


Esa oposición no producirá efecto alguno si es realizada por un socio que hubiere votado a favor de la transformación.








2-134 Derecho de separación de los socios en las sociedades colectivas y comanditarias


  La decisión de transformación no vincula a los socios que asuman responsabilidad personal por las deudas sociales y que no hayan votado a favor del acuerdo. 

Estos socios quedan automáticamente separados de la sociedad salvo que muestren su deseo expreso de integrarse en la sociedad resultante de la transformación (y, de este modo, asumir dicha responsabilidad). 

Por socios que no hayan votado a favor del acuerdo hay que entender, lógicamente, no sólo aquellos que votaron expresamente en contra, hayan o no hecho constar en acta su oposición al mismo, sino también los que no asistieron a la junta, los que se abstuvieron y los que emitieron un voto en blanco o un voto nulo.

 ATENCIÓN: El derecho de separación sólo opera para los socios que vayan a asumir responsabilidad personal por las deudas sociales en la sociedad resultante. El legislador, sin duda, está pensando en los casos en que una sociedad de tipo capitalista (con responsabilidad limitada de sus socios) se transforma en una sociedad personalista (en la que sus socios responden de forma ilimitada por las deudas sociales: colectivas y comanditarias). 


Sin embargo, no olvidemos que:


	
- No queda separado automáticamente aquel socio que mantiene su responsabilidad (limitada o ilimitada) por las deudas sociales (socio de la sociedad de responsabilidad limitada que se convierte en socio comanditario en una sociedad comanditaria simple, o socio colectivo de una sociedad comanditaria simple que se convierte en socio de una sociedad colectiva, aunque en este último caso será preciso su consentimiento para poder realizar la transformación). 

	
- Cuando el legislador habla de responsabilidad personal se refiere a los casos en los que en la sociedad resultante el socio responda de las deudas sociales, en general, por importe superior a la aportación al capital social realizada, pero sin tener en cuenta responsabilidades especiales y concretas (responsabilidad por la realidad y valoración de las aportaciones no dinerarias en la sociedad limitada). 



El socio que no vota a favor queda automáticamente separado de la sociedad a menos que se adhiera fehacientemente a él dentro del plazo de un mes a contar desde la fecha de su adopción cuando hubiera asistido a la junta de socios, o desde la comunicación de ese acuerdo cuando no hubiera asistido. En resumen, el derecho de separación debe ejecutarse:


	
-  Por escrito que, además, debe ser fehaciente (carta certificada con acuse de recibo, burofax, comunicación notarial). 

	
-  En el plazo de un mes, computado de fecha a fecha (  art. 5.1 CC): 
	
- Si el socio ha asistido a la junta de socios, el mes de plazo comienza a contar desde la fecha de adopción del acuerdo. 

	
-  Si el socio no ha asistido, el día inicial se fija en la comunicación del acuerdo, es decir, en la fecha en que se publique el último de los dos anuncios previstos en el   artículo 14.1 de la Ley 3/2009, o bien en la fecha de recepción de la comunicación individual (  art. 14.2 L 3/2009). 





	
-  La valoración de las partes sociales correspondientes a los socios que se separan se hace conforme a lo dispuesto para las sociedades de responsabilidad limitada, es decir, conforme a lo previsto para estas sociedades en los   artículos 355 y   356 LSC. Estas normas establecen un doble sistema de valoración: el acuerdo entre la sociedad y el socio que se separa y, en su defecto, el valor razonable determinado por un auditor distinto del de la sociedad. En los demás casos, el derecho de separación es distinto, es decir, los socios que no hubieran votado a favor del acuerdo podrán separarse de la sociedad que se transforma si lo manifiestan de forma expresa (  art. 15.1 L 3/2009). 



	
-  El derecho de separación también se atribuye a los socios que no hubieran votado a favor del acuerdo. Aquí también hay que entender que ostentan dicho derecho no sólo aquellos que votaron expresamente en contra, hayan o no hecho constar en acta su oposición al mismo, sino también los que no asistieron a la junta, los que se abstuvieron y los que emitieron un voto en blanco o un voto nulo. 

	
- El socio legitimado que quiera separarse de la sociedad debe manifestarlo expresamente ya que, de otro modo, quedará integrado en la sociedad resultante de la transformación. 

	
- La forma y plazo de ejercicio del derecho son las siguientes: 
	
a)  La forma por escrito, que es conveniente que sea fehaciente. 

	
b)  En el plazo de un mes, contado de fecha a fecha (  art. 5.1CC): 
	
• Si el socio ha asistido a la junta de socios, el mes de plazo comienza a contar desde la fecha de adopción del acuerdo. 

	
• Si el socio no ha asistido, el día inicial se fija en el de la comunicación del acuerdo, es decir, en la fecha en que se publique el último de los dos anuncios previstos en el   artículo 14.1 de la  Ley 3/2009, o bien en la fecha de recepción de la comunicación individual ex   artículo 14.2 de la misma Ley. 





	
-  La valoración de las partes sociales correspondientes a los socios que se separan se hace también conforme a lo dispuesto para las sociedades de responsabilidad limitada por el acuerdo entre la sociedad y el socio que se separa y, en su defecto, por el valor razonable determinado por un auditor distinto del de la sociedad. 














2-135 Inscripción de la transformación de las sociedades colectivas y comanditarias


  La escritura pública de transformación habrá de ser otorgada por la sociedad y por todos los socios que pasen a responder personalmente de las deudas sociales. 

Las escasas previsiones sobre la escritura de transformación de la Ley de Modificaciones Estructurales han de ser completadas con lo previsto en el Reglamento del Registro Mercantil (  arts. 216 a 225), en todo lo que no sea incompatible con la nueva regulación y hasta que se hayan adaptado estos preceptos a esta nueva normativa.

Además de las menciones exigidas para la constitución de la sociedad cuyo tipo se adopte, la escritura pública de transformación habrá de contener:


	
- La relación de socios que hubieran hecho uso del derecho de separación y el capital que representen. 

	
- La cuota, las acciones o las participaciones que se atribuyan a cada socio en la sociedad transformada. 



Si las normas sobre la constitución de la sociedad cuyo tipo se adopte así lo exigieran, se incorporará a la escritura el informe de los expertos independientes sobre el patrimonio social.

 ATENCIÓN: La eficacia de la transformación quedará supeditada a la inscripción de la escritura pública en el Registro Mercantil. 


Una vez inscrita, la transformación podrá ser impugnada en el plazo de tres meses. 








2-136 Efectos de la transformación sobre la responsabilidad de los socios en las sociedades colectivas y comanditarias


  Los socios que, en virtud de la transformación, asuman responsabilidad personal e ilimitada por las deudas sociales, responderán en la misma forma de las deudas anteriores a la transformación. 

 ATENCIÓN: Salvo que los acreedores sociales hayan consentido expresamente la transformación, subsistirá la responsabilidad de los socios que respondían personalmente de las deudas de la sociedad transformada por las deudas sociales contraídas con anterioridad a la transformación de la sociedad. 


Esta responsabilidad prescribirá a los cinco años a contar desde la publicación de la transformación en el Boletín Oficial del Registro Mercantil.










Capítulo V. Fusión



2-137 Concepto de fusión en las sociedades colectivas y comanditarias



  Se entiende por fusión la operación jurídica realizada entre dos o más sociedades orientada a la extinción de todas o de alguna de ellas y a la integración de sus respectivos socios y patrimonios en una sola sociedad ya preexistente o de nueva creación.

Esto es, en virtud de la fusión, dos o más sociedades mercantiles inscritas se integran en una única sociedad mediante la transmisión en bloque de sus patrimonios y la atribución a los socios de las sociedades que se extinguen de acciones, participaciones o cuotas de la sociedad resultante, que puede ser de nueva creación o una de las sociedades que se fusionan. 

 
ATENCIÓN: A la vista del concepto legal de fusión, podemos delimitar genéricamente cuáles son los principales efectos que se derivan de esta operación:


	 

	
- El total traspaso del activo y del pasivo ("transmisión en bloque de sus patrimonios") de una o más sociedades a la sociedad destinataria que, como se verá, podrá ser una ya existente (sociedad absorbente) o, por el contrario, una que se constituya expresamente a tal fin (sociedad de nueva creación). 

	
- La entrega a los socios de las sociedades que han transmitido todo su patrimonio de acciones, participaciones o cuotas de la sociedad destinataria de aquel y, complementariamente, en determinados supuestos excepcionales, de una cantidad de dinero. 

	
- La extinción, como consecuencia de la fusión, de las sociedades que han transmitido su patrimonio. 





La fusión implica la participación, por lo menos, de dos sociedades y su ejecución tiene las siguientes fases:


	
1. Fase preparatoria. Termina con la redacción del proyecto de fusión (como documento formal que establece sus bases) y del denominado balance de fusión. Estos documentos, que deberán ser objeto de verificación mediante informe de administradores y de expertos independientes y de una determinada publicidad mediante su depósito en el Registro Mercantil, deberán someterse, además, a la aprobación de las juntas generales de todas las sociedades implicadas en el proceso de fusión. 

	
2. Fase decisoria. Las juntas generales de las sociedades que participen en la fusión adoptarán, en su caso, la decisión de fusionarse mediante la aprobación del respectivo acuerdo de fusión. 

	
3. Fase de ejecución. Logrado el acuerdo de todas las sociedades mediante la aprobación en sus respectivas juntas generales, éste será publicado al efecto de, en su caso, posibilitar el ejercicio del denominado "derecho de oposición de los acreedores". Transcurrido un determinado plazo se otorgará la escritura de fusión, procediéndose a la inscripción de la misma en el Registro Mercantil y efectuándose la pertinente publicidad en el "Boletín Oficial del Registro Mercantil". 



 
ATENCIÓN: La regulación legal pretende:


	
-  Estructurar un claro y completo proyecto de fusión preparado por los administradores de las sociedades intervinientes en la operación. 

	
-  Garantizar una efectiva tutela de los derechos de los socios y de los terceros: acreedores, obligacionistas, trabajadores, etc. 

	
-  Cuidar la regularidad y exactitud de los balances de las sociedades intervinientes en la fusión. 

	
-  Exigir claridad en los canjes de acciones. 

	
-  Regular las fusiones transfronterizas de las sociedades de capital. 





La fusión no exige identidad de forma en las sociedades fusionadas. Pueden fusionarse en una sociedad anónima no sólo sociedades de esta clase, sino cualesquiera otras: de responsabilidad limitada, colectivas y comanditarias. Tampoco se exige identidad de objeto en las sociedades que se fusionan, es decir, pueden fusionarse sociedades dedicadas a explotaciones económicas diferentes.








2-138 Clases de fusión en las sociedades colectivas y comanditarias


  Los procedimientos para realizar una fusión son:


	
- Fusión por creación de nueva sociedad. Este tipo de fusión implica la extinción de cada una de las sociedades que se fusionan y la transmisión en bloque de los respectivos patrimonios sociales a la nueva entidad, que adquirirá por sucesión universal los derechos y obligaciones de aquéllas. 

	
- Fusión por absorción. Si la fusión hubiese de resultar de la absorción de una o más sociedades por otra ya existente, ésta adquirirá por sucesión universal los patrimonios de las sociedades absorbidas, que se extinguirán, aumentando, en su caso, el capital social de la sociedad absorbente en la cuantía que proceda. 



La diferencia entre ambos procedimientos de fusión es puramente externa y formal, no sustancial. En ambos supuestos se produce la unificación de patrimonios, de socios y de relaciones jurídicas.








2-139 Continuidad en la participación en las sociedades colectivas y comanditarias


  Los socios de las sociedades extinguidas se integrarán en la sociedad resultante de la fusión, recibiendo un número de acciones o participaciones, o una cuota, en proporción a su respectiva participación en aquellas sociedades (  art. 24.1 L 3/2009).

Esa relación de canje debe establecerse sobre la base del valor real del patrimonio de las sociedades participantes en la fusión (  art. 25.1 L 3/2009).

Este principio general de continuidad (proporcional) en la participación no puede ser calificado de total ni de absoluto, ya que el propio legislador contempla dos excepciones: 


	
-  La primera referente a la entrega en metálico para ajustar el tipo de canje (  art. 25.2 L 3/2009) y 

	
- La segunda respecto al mismo derecho de ser titular de acciones de la sociedad absorbente o, en su caso, de nueva creación (  art. 26 L 3/2009). 



 ATENCIÓN: En el caso de una sociedad con uno o más socios industriales que se fusione en otra en la que no puedan existir tales socios, la participación de éstos en el capital de la sociedad resultante de la fusión se determinará atribuyendo a cada uno de ellos la participación en el capital de la sociedad extinguida correspondiente a la cuota de participación que le hubiera sido asignada en la escritura de constitución, o en su defecto, la que se convenga entre todos los socios de dicha sociedad, reduciéndose proporcionalmente en ambos casos la participación de los demás socios. 


La subsistencia, en su caso, de la obligación personal del socio industrial en la sociedad que resulte de la fusión, exigirá siempre el consentimiento del socio y deberá instrumentarse como prestación accesoria cuando no puedan existir socios industriales.








2-140 Tipo de canje en las sociedades colectivas y comanditarias


  En las operaciones de fusión, el tipo de canje de las acciones de las sociedades que participan en la misma debe establecerse sobre la base del valor real de su patrimonio. 

Cuando sea conveniente para ajustar el tipo de canje, los socios podrán recibir, además, una compensación en dinero que no exceda del diez por ciento del valor nominal de las participaciones o del valor contable de las cuotas atribuidas. 

 
ATENCIÓN: El tipo de canje se configura como una mención esencial del proyecto de fusión que deberá ser objeto de:


	
- Especial atención en el informe de los administradores (  art. 33 L 3/2009). 

	
- Verificación explícita por los expertos independientes (  art. 34.3 L 3/2009) y, 

	
- Una amplia publicidad (  art. 39 L 3/2009). 





Su importancia viene reforzada a través del establecimiento de la medida de protección de su integridad, a tenor del cual una vez suscrito el proyecto de fusión, los administradores de las sociedades que se fusionen se abstendrán de realizar actos y contratos que puedan modificar sustancialmente la relación de canje de las acciones, participaciones o cuotas.

El tipo de canje se debe efectuar sobre la base del "valor real" del patrimonio social. Este extremo permite, por una parte, la valoración actualizada de todos los elementos de las sociedades que se fusionan y, por otro, aflorar determinados valores reales que, habitualmente, no se contabilizan (expectativas de negocio, fondo de comercio, racionalidad de la estructura empresarial, etc.).









Sección 1. Proyecto común de fusión



2-141 Obligatoriedad y contenido del proyecto de fusión en las sociedades colectivas y comanditarias



  Los administradores de cada una de las sociedades que participen en la fusión habrán de redactar y suscribir un proyecto de fusión. Si falta la firma de alguno de ellos, se deberá señalar, al final del proyecto, indicación de la causa. 

La suscripción del proyecto común de fusión por los administradores de las sociedades que se fusionan, marca el momento en que el proyecto se entiende finalizado, lo que generará diversos efectos, entre los que destacan:


	
- La determinación del momento en que empieza a transcurrir el plazo de caducidad que delimita la validez de este documento y que está limitado a seis meses. 

	
- La obligación de los administradores de realizar diversas acciones relacionadas con la finalidad que informa a la fusión. 
 Ejemplo: 


 La solicitud de designación de expertos independientes, comunicaciones a la junta general de las modificaciones importantes sufridas en el activo o el pasivo de la sociedad, etc. 





	
- La obligación de los administradores de abstenerse de realizar cualquier clase de acto o de concluir cualquier contrato que pudiera comprometer la aprobación del proyecto o modificar sustancialmente la relación de canje en la fusión. 

	
- La determinación del día de referencia para comprobar si el último balance de ejercicio aprobado puede ser utilizado como balance de fusión, por estar cerrado dentro de los seis meses anteriores a la fecha del proyecto de fusión (  art. 36.1 L 3/2009). 



 ATENCIÓN: El proyecto de fusión quedará sin efecto si no hubiera sido aprobado por las juntas de socios de todas las sociedades que participen en la fusión, dentro de los seis meses siguientes a su fecha. 


El proyecto común de fusión debe contener, al menos, las menciones siguientes: 


	
1.  La denominación, el tipo social y el domicilio de las sociedades que se fusionan y de la sociedad resultante de la fusión, así como los datos identificadores de la inscripción de aquéllas en el Registro Mercantil. La exigencia de que en la fusión participen varias sociedades (al menos, dos) determina que todas ellas deben ser debidamente identificadas en el proyecto mediante su denominación (objetiva o subjetiva según se trate de una sociedad capitalista o personalista), domicilio social y datos identificadores en el  Registro Mercantil (  art. 31.1.º L 3/2009). Este deber de identificación alcanza asimismo a la sociedad resultante de la fusión (salvo por lo que respecta, lógicamente, a sus datos registrales). La identificación de las sociedades partícipes en la fusión permitirá, por ejemplo, individualizar el Registrador Mercantil competente en la designación de los expertos independientes (  art. 34 L 3/2009). 



	
2.  El tipo de canje, la compensación complementaria en dinero que se hubiera previsto (nunca superior al 1 por 100 del valor nominal) y, en su caso, el procedimiento de canje. 

	
3.  La incidencia que la fusión haya de tener sobre las aportaciones de trabajo o en las prestaciones accesorias en las sociedades que se extinguen y las compensaciones que vayan a otorgarse, en su caso, a los socios afectados en la sociedad resultante. 

	
4.  Los derechos que vayan a otorgarse en la sociedad resultante a quienes tengan derechos especiales o a los tenedores de títulos distintos de los representativos de capital o las opciones que se les ofrezcan. 

	
5.  Las ventajas de cualquier clase que vayan a atribuirse en la sociedad resultante a los expertos independientes que hayan de intervenir, en su caso, en el proyecto de fusión, así como a los administradores de las sociedades que se fusionan, de la absorbente o de la nueva sociedad. 

	
6.  La fecha a partir de la cual los titulares de las nuevas acciones, participaciones o cuotas tendrán derecho a participar en las ganancias sociales y cualesquiera peculiaridades relativas a este derecho. 

	
7.  La fecha a partir de la cual la fusión tendrá efectos contables de acuerdo con lo dispuesto en el Plan General de Contabilidad. El proyecto de fusión también debe contener algunos datos contables relacionados con la operación y, en particular la fecha a partir de la cual los titulares de las nuevas acciones, participaciones o cuotas tendrán derecho a participar en las ganancias sociales y cualesquiera peculiaridades relativas a este derecho (  art. 31.6.ª  L 3/2009). 



	
8.  Los estatutos de la sociedad resultante de la fusión. 

	
9.  La información sobre la valoración del activo y pasivo del patrimonio de cada sociedad que se transmita a la sociedad resultante. 

	
10.  Las fechas de las cuentas de las sociedades que se fusionan utilizadas para establecer las condiciones en que se realiza la fusión. 

	
11.  Las posibles consecuencias de la fusión sobre el empleo, así como su eventual impacto de género en los órganos de administración y la incidencia, en su caso, en la responsabilidad social de la empresa. 



Además de estas menciones mínimas, los administradores pueden introducir cualquier otra mención, pacto o condición que estimen conveniente.

Para la mayor garantía de los socios y terceros, el proyecto de fusión debe someterse a dos clases de informes escritos:


	
-  Uno, elaborado por los administradores de cada una de las sociedades que participan en la fusión. 

	
-  Y otro, elaborado por uno o varios expertos independientes designados por el registrador mercantil a solicitud de los administradores. 










2-142 Publicidad del proyecto de fusión en las sociedades colectivas y comanditarias


  Los administradores están obligados a insertar el proyecto común de fusión en la página web de cada una de las sociedades que participan en la fusión, sin perjuicio de poder depositar voluntariamente un ejemplar del proyecto común de fusión en el Registro Mercantil correspondiente a cada una de las sociedades que participan en ella. El hecho de la inserción del proyecto de fusión en la página web se publicará de forma gratuita en el Boletín Oficial del Registro Mercantil, con expresión de la página web en que figure y de la fecha de la inserción. La inserción en la web del proyecto y la fecha de la misma se acreditarán mediante la certificación del contenido de aquélla, remitido al correspondiente Registro Mercantil, debiéndose publicar en el Boletín Oficial del Registro Mercantil dentro de los cinco días siguientes a la recepción de la última certificación.

La inserción en la página web y la publicación de este hecho en el "Boletín Oficial del Registro Mercantil" deberán efectuarse con un mes de antelación, al menos, a la fecha prevista para la celebración de la junta general que haya de acordar la fusión. La inserción del proyecto de fusión en la página web deberá mantenerse hasta que finalice el plazo para el ejercicio por los acreedores del derecho de oposición a la fusión.

Si alguna de las sociedades que participan en la fusión careciera de página web, los administradores están obligados a depositar un ejemplar del proyecto común de fusión en el Registro Mercantil en que estuviera inscrita. Efectuado el depósito, el registrador comunicará al registrador mercantil central, para su inmediata publicación gratuita en el "Boletín Oficial del Registro Mercantil", el hecho del depósito y la fecha en que hubiere tenido lugar.

La publicación del anuncio de convocatoria de las juntas de socios que hayan de resolver sobre la fusión o la comunicación individual de ese anuncio a los socios no podrá realizarse antes de la publicación de la inserción o del depósito del proyecto en el "Boletín Oficial del Registro Mercantil".








2-143 Informe de los administradores de las sociedades colectivas y comanditarias sobre el proyecto de fusión


  Los administradores de cada una de las sociedades que participan en la fusión elaborarán un informe explicando y justificando detalladamente el proyecto común de fusión en sus aspectos jurídicos y económicos, con especial referencia:


	
-  La explicación y justificación del tipo de canje que va a aplicarse, así como si han existido especiales dificultades de valoración y, en caso afirmativo, cómo se han resuelto. 

	
-  La explicación y justificación de las implicaciones que la fusión tendrá para socios, acreedores y trabajadores. 



Este informe debe redactarse antes del momento de la publicación de la convocatoria de la junta o celebración de ésta en el caso de que fuese universal, toda vez que deben acompañar a ésta como uno de los documentos necesarios a los efectos de la información.

Por último, es de destacar que dichos informes no serán necesarios cuando: 


	
-  Estemos ante la absorción de sociedad íntegramente participada (  art. 49.1.2.º L 3/2009), ya que en estos supuestos la fusión no conlleva ninguna situación potencialmente peligrosa para los socios o acreedores que justifique una especial cautela; o 

	
-  Se trate de la absorción de sociedad participada al noventa por ciento (  art. 50.1 L 3/2009). 










2-144 Informe de expertos sobre el proyecto de fusión en las sociedades colectivas y comanditarias


  La transparencia que debe reinar en todo el proceso complejo como es el de la fusión determinan que el legislador haya previsto la existencia de un método de comprobación de los datos que aparecen en el proyecto de fusión, con especial atención a la realidad de las valoraciones patrimoniales y de la correspondiente relación de canje. Este objetivo se alcanza en el informe sobre el proyecto de fusión que deben realizar unos expertos independientes nombrados por el Registrador Mercantil (  art. 34 L 3/2009).

Cuando alguna de las sociedades que participen en la fusión sea anónima o comanditaria por acciones, los administradores de cada una de las sociedades que se fusionan deberán solicitar del registrador mercantil correspondiente al domicilio social el nombramiento de uno o varios expertos independientes y distintos, para que, por separado, emitan informe sobre el proyecto común de fusión.

No obstante, los administradores de todas las sociedades que se fusionan podrán pedir al Registrador mercantil que designe uno o varios expertos para la elaboración de un único informe. La competencia para el nombramiento corresponderá al Registrador mercantil del domicilio social de la sociedad absorbente o del que figure en el proyecto común de fusión como domicilio de la nueva sociedad.

Los expertos nombrados podrán obtener de las sociedades que participan en la fusión, sin limitación alguna, todas las informaciones y documentos que crean útiles y proceder a todas las verificaciones que estimen necesarias.

 ATENCIÓN: El informe del experto o de los expertos estará dividido en dos partes en la primera, deberán exponer los métodos seguidos por los administradores para establecer el tipo de canje de las acciones, participaciones o cuotas de los socios de las sociedades que se extinguen, explicar si esos métodos son adecuados, con expresión de los valores a los que conducen y, si existieran, las dificultades especiales de valoración, y manifestar la opinión de si el tipo de canje está o no justificado; y en la segunda, deberán manifestar la opinión de si el patrimonio aportado por las sociedades que se extinguen es igual, al menos, al capital de la nueva sociedad o al importe del aumento del capital de la sociedad absorbente. 


El contenido del informe del experto o de los expertos sobre el proyecto de fusión estará integrado únicamente por la segunda parte cuando, en todas las sociedades que participen en la fusión, así lo hayan acordado todos los socios con derecho de voto y, además, todas las personas que, en su caso, segun la Ley o los estatutos sociales, fueran titulares de ese derecho.

 Nombramiento de expertos

Cuando la sociedad resultante de la fusión sea anónima, los administradores de cada una de las sociedades que se fusionan deberán solicitar del Registrador mercantil correspondiente al domicilio social, el nombramiento de uno o varios expertos independientes y distintos para que, por separado, emitan informe sobre el proyecto común de fusión. 

No obstante lo indicado, los administradores de todas las sociedades que se fusionan podrán pedir, al Registrador mercantil que designe uno o varios expertos para la elaboración de un único informe.

 ATENCIÓN: La competencia para el nombramiento corresponderá al Registrador mercantil del domicilio social de la sociedad absorbente o del que figure en el proyecto común de fusión como domicilio de la nueva sociedad. 


Dos son, en esencia, las cautelas que rodean la designación de expertos independientes: 


	
- La primera establece que la designación deberá realizarse entre "las personas físicas o jurídicas que pertenezcan a profesión directamente relacionada con los bienes objeto de valoración o que se hallen específicamente destinadas a valoraciones o peritaciones". 

	
- La segunda consiste en la necesaria comunicación, que debe efectuarse a la Dirección General de los Registros y del Notariado, del nombramiento de un experto que "ya hubiera sido designado por el mismo Registrador dentro del último año" (  art. 343 RRM). 



Evidentemente, el número de expertos independientes a designar dependerá tanto de los bienes a valorar como de su situación (  art. 340.2 RRM) pero, en todo caso, el nombramiento se hará constar por diligencia en los tres ejemplares de la instancia presentada, (uno de los cuales se remitirá al solicitante, otro se archivará en el Registro Mercantil y el tercero se enviará al experto designado: en caso de ser varios, se enviarán fotocopias diligenciadas a cada uno de los nombrados (  art. 340.4 RRM).

Recibida la notificación el experto o expertos nombrados podrán:


	
- Presentarse ante el Registrador para aceptar el cargo. En este caso, se inscribirá la aceptación en el Libro de nombramiento de expertos independientes y auditores. 

	
- Presentarse ante el Registrador para rechazar el nombramiento debido a la concurrencia de una causa de incompatibilidad. 

	
- Presentarse ante el Registrador y rechazar el nombramiento por cualquier otra causa lícita. 

	
- No presentarse en el plazo de cinco días a contar desde la notificación, "cualquiera que fuese la causa que lo haya impedido", en cuyo caso el nombramiento caducará. 



En cualquiera de los tres últimos supuestos mencionados, el Registrador, previa notificación a los interesados, procederá a efectuar un nuevo nombramiento (  art. 341.2 RRM) conforme al procedimiento ya examinado.

 ATENCIÓN: La responsabilidad de los expertos se regirá por lo dispuesto para el auditor de cuentas de la sociedad, y quedará exonerado si acredita que ha aplicado la diligencia y los estándares propios de la actuación que le haya sido encomendada


 Informe

La función encomendada a los expertos independientes consiste en la elaboración de un informe que deberá ser realizado en el plazo de un mes desde la fecha de aceptación del mandato, salvo prórroga concedida por el Registrador mercantil, justificada por "circunstancias excepcionales" (  art. 345.2 RRM).

En el supuesto de que el informe no sea entregado en ese plazo, el encargo caducará y deberá, por lo tanto, procederse al nombramiento de un nuevo experto, todo ello sin perjuicio de la responsabilidad en que pueda haber incurrido el experto moroso (  art. 345 RRM).

El legislador atribuye a este informe una función general y otra técnica. La primera consiste en la valoración global del proyecto de fusión. La segunda función encomendada a los expertos puede calificarse como técnica o específica, ya que entendemos que el experto o expertos nombrados deben pronunciarse, por un lado, sobre la justificación del valor de canje utilizado y, por otro, acerca del valor patrimonial atribuido a las sociedades.

Los expertos nombrados podrán obtener de las sociedades que participan en la fusión, sin limitación alguna, todas las informaciones y documentos que crean útiles y proceder a todas las verificaciones que estimen necesarias. 

 
ATENCIÓN: En su informe deberán manifestar, en todo caso:


	
- Si está o no justificado el tipo de canje de las acciones de los socios en las sociedades que se extinguen. 

	
- Cuáles han sido los métodos seguidos para establecerlo. 

	
- Si tales métodos son adecuados, mencionando los valores a los que conducen, y 

	
- Las dificultades especiales de valoración, si existieren. 





Emitido el informe en el plazo legalmente previsto, o dentro de la prórroga concedida por el Registrador, el experto entregará el original al solicitante o solicitantes y comunicará esta entrega al Registrador Mercantil, quien lo hará constar mediante diligencia de cierre en el expediente.

Una vez que los solicitantes se hallen en poder del informe, podrán proceder a la convocatoria de la junta general (o celebración de la universal, en su caso) con especial precaución respecto a:


	
- Que el informe caducará a los tres meses de la fecha de su redacción, salvo que hubiera sido expresamente ratificada su validez por el propio experto por otro período de tres meses. De ello se deduce que la inscripción de la fusión deberá producirse en el plazo de vigencia de aquél ya que, en caso contrario, el Registrador denegará la inscripción al no poder contrastar la valoración realizada por los expertos con la indicada en la escritura. 

	
- Que en el caso de que el informe realizado por los expertos independientes sea un trámite de obligado cumplimiento, su omisión impedirá la continuación del proceso de fusión. 











Sección 2. Balance de fusión



2-145 Elaboración del balance de fusión en las sociedades colectivas y comanditarias



  En caso de fusión ha de elaborarse un balance  para cada una de las sociedades que participan en la operación que acompañará al proyecto común de fusión como documento informativo, habrá de ser aprobado por la junta de socios y podrá ser objeto de impugnación aunque tal impugnación, "no podrá suspender por sí sola la ejecución de la fusión" (  arts. 36 a 38 L 3/2009). 

La función de este balance que refleja la situación patrimonial de las sociedades participantes en la fusión es esencial ya que servirá para determinar la estructura patrimonial de todas las sociedades partícipes en la fusión permitiendo establecer la relación de canje de las acciones. Desde esta perspectiva, es un poderoso e importante elemento documental de carácter informativo de la situación patrimonial de la sociedad de que se trate.

El último balance de ejercicio aprobado podrá considerarse balance de fusión, siempre que hubiere sido cerrado dentro de los seis meses anteriores a la fecha del proyecto de fusión. 

Si el balance anual no cumpliera con ese requisito, será preciso elaborar un balance cerrado con posterioridad al primer día del tercer mes precedente a la fecha del proyecto de fusión, siguiendo los mismos métodos y criterios de presentación del último balance anual. 

En ambos casos podrán modificarse las valoraciones contenidas en el último balance en atención a las modificaciones importantes del valor razonable que no aparezcan en los asientos contables.

Si en la fusión participan una o varias sociedades anónimas cotizadas cuyos valores estén ya admitidos a negociación en un mercado secundario oficial o en un mercado regulado domiciliado en la Unión Europea, el balance de fusión podrá ser sustituido por el informe financiero semestral de cada una de ellas exigido por la legislación sobre mercado de valores, siempre que dicho informe hubiere sido cerrado y hecho público dentro de los seis meses anteriores a la fecha del proyecto de fusión. El informe se pondrá a disposición de los accionistas en la misma forma que la establecida para el balance de fusión.








2-146 Verificación y aprobación del balance de fusión en las sociedades colectivas y comanditarias


   ATENCIÓN: El balance de fusión y las modificaciones de las valoraciones contenidas en el mismo deberán ser verificados por el auditor de cuentas de la sociedad, cuando exista obligación de auditar, y habrán de ser sometidos a la aprobación de la junta de socios que resuelva sobre la fusión para lo cual deberá mencionarse expresamente en el orden del día de la junta. 


Como consecuencia de esta necesidad de aprobación separada del balance de fusión, el legislador exige que se mencione expresamente en el orden del día de la junta esa aprobación. La mayoría requerida para la aprobación del balance será la misma que la exigida para adoptar el acuerdo de fusión es decir,   art. 194 LSC, si es una sociedad anónima y   art. 199 LSC, si es una sociedad limitada.








2-147 Impugnación del balance de fusión en las sociedades colectivas y comanditarias


  La impugnación del balance de fusión no podrá suspender por sí sola la ejecución de la fusión. 

 ATENCIÓN: A solicitud del socio que se considere perjudicado por la relación de canje establecida, podrá someter al Registrador mercantil del domicilio social la designación de experto independiente que fije la cuantía de la indemnización compensatoria, siempre que así se hubiera previsto en los estatutos o decidido expresamente por las juntas que acuerden la fusión o escisión de sociedades.


La solicitud al Registrador mercantil se efectuará en el plazo de un mes a contar desde la fecha de la publicación del acuerdo de fusión o escisión en el BORME y se sustanciará por las reglas establecidas en el Reglamento del Registro Mercantil. 









Sección 3. Acuerdo de fusión



2-148 Convocatoria de junta para acuerdo de fusión en las sociedades colectivas y comanditarias 



  La fusión de sociedades requiere  la aprobación por la junta general de todas y cada una de las sociedades participantes en la operación

La adopción del acuerdo de fusión irá precedida normalmente de convocatoria previa de la junta ajustada a las características de la forma social de que se trate

Como es conocido, la convocatoria de la junta cumple la función de poner en conocimiento de los socios el hecho de la celebración de la junta y los asuntos que se han de tratar. En la fusión esta convocatoria debe cumplir ciertas reglas especiales:


	
- Debe transcurrir un plazo mínimo entre la convocatoria y la reunión de la junta que, debido a la cantidad y complejidad de la información a examinar, se establece en un mes (  art. 40.2 L 3/2009).  ATENCIÓN: La publicación del anuncio de convocatoria de las juntas de socios que hayan de resolver sobre la fusión o la comunicación individual de ese anuncio a los socios no podrá realizarse antes de la publicación de la inserción o del depósito del proyecto en el "Boletín Oficial del Registro Mercantil (  art. 32.3 L 3/2009). 




	
- El acuerdo de fusión deberá formar parte del orden del día de la junta, con la debida claridad. En la convocatoria deberán expresarse concretamente las menciones mínimas del proyecto de fusión y, asimismo, se deberá dejar constancia del derecho que corresponde a todos los socios, obligacionistas, y titulares de derechos especiales distintos de las acciones "a examinar en el domicilio social los documentos indicados en el   artículo 39 LMESM, así como el de obtener la entrega o envío gratuitos del texto íntegro de los mismos" (  art. 40.2 L 3/2009). 

	
-  Además, en la convocatoria deberá expresarse el hecho de la confección del balance de fusión y su correlativo sometimiento a la voluntad de la junta general para su aprobación. En otras palabras, en el orden del día deberá figurar, además, que el balance de fusión será sometido a la aprobación de la junta (  art. 37 L 3/2009). 










2-149 Documentación del acuerdo de fusión en las sociedades colectivas y comanditarias


  Antes de la publicación del anuncio de convocatoria de las juntas de socios que hayan de resolver sobre la fusión o de la comunicación individual de ese anuncio a los socios, los administradores deberán insertar en la página web de la sociedad, con posibilidad de descargarlos e imprimirlos o, si no tuviera página web, poner a disposición de los socios, obligacionistas, titulares de derechos especiales y de los representantes de los trabajadores, en el domicilio social, los siguientes documentos:


	
- El proyecto común de fusión.  

	
- En su caso, los informes de los administradores de cada una de las sociedades sobre el proyecto de fusión. 

	
- En su caso, los informes de los expertos independientes


	
- Las cuentas anuales y los informes de gestión de los tres últimos ejercicios, así como los correspondientes informes de los auditores de cuentas de las sociedades en las que fueran legalmente exigibles. 

	
- El balance de fusión de cada una de las sociedades, cuando sea distinto del último balance anual aprobado, acompañado, si fuera exigible,  del informe de auditoría o,en el caso de fusión de sociedades cotizadas, el informe financiero semestral por el que el balance se hubiera sustituído

	
- Los estatutos sociales vigentes incorporados a escritura pública y, en su caso, los pactos relevantes que vayan a constar en documento público. 

	
- El proyecto de escritura de constitución de la nueva sociedad o, si se trata de una absorción, el texto íntegro de los estatutos de la sociedad absorbente o, a falta de éstos, de la escritura por la que se rija, incluyendo destacadamente las modificaciones que hayan de introducirse. 

	
- La identidad de los administradores de las sociedades que participan en la fusión, la fecha desde la que desempeñan sus cargos y, en su caso, las mismas indicaciones de quienes vayan a ser propuestos como administradores como consecuencia de la fusión. 



Si la sociedad no tuviera página web, los socios, los obligacionistas, los titulares de derechos especiales y los representantes de los trabajadores que así lo soliciten por cualquier medio admitido en derecho tendrán derecho al examen en el domicilio social de copia íntegra de los documentos indicadoss, así como a la entrega o al envío gratuitos de un ejemplar de cada uno de ellos.

 ATENCIÓN: Las modificaciones importantes del activo o del pasivo acaecidas en cualquiera de las sociedades que se fusionan, entre la fecha de redacción del proyecto de fusión y la de la reunión de la junta de socios que haya de aprobarla, habrán de comunicarse a la junta de todas las sociedades que se fusionan.


A tal efecto, los administradores de la sociedad en que se hubieran producido las modificaciones deberán ponerlas en conocimiento de los administradores de las restantes sociedades para que puedan informar a sus respectivas juntas.

Esta información no será exigible cuando, en todas y cada una de las sociedades que participen en la fusión, lo acuerden todos los socios con derecho de voto y, en su caso, de quienes de acuerdo con la ley o los estatutos pudieran ejercer legítimamente ese derecho.








2-150 Junta de socios para acuerdo de fusión en las sociedades colectivas y comanditarias


  La fusión habrá de ser acordada necesariamente por la junta de socios de cada una de las sociedades que participen en ella, ajustándose estrictamente al proyecto común de fusión, con los requisitos y formalidades establecidos en el régimen de las sociedades que se fusionan. 

 ATENCIÓN: Cualquier acuerdo de una sociedad que modifique el proyecto de fusión equivaldrá al rechazo de la propuesta. 


La publicación de la convocatoria de la junta o la comunicación individual de ese anuncio a los socios, habrá de realizarse con un mes de antelación, como mínimo, a la fecha prevista para la celebración de la junta; deberá incluir las menciones mínimas del proyecto de fusión legalmente exigidas; y hará constar la fecha de inserción de los documentos indicados en la página web de la sociedad o, si ésta no tuviera página web, el derecho que corresponde a todos los socios, obligacionistas, titulares de derechos especiales y representantes de los trabajadores a examinar en el domicilio social copia de esos documentos, así como a obtener la entrega o el envío gratuitos de los mismos.

Cuando la fusión se realice mediante la creación de una nueva sociedad, el acuerdo de fusión deberá incluir las menciones legalmente exigidas para la constitución de aquélla.








2-151 Exigencias especiales para acuerdo de fusión en las sociedades colectivas y comanditarias


  El acuerdo de fusión exigirá, además, el consentimiento unánime de todos los socios que, por virtud de la fusión, pasen a responder ilimitadamente de las deudas sociales, así como el de los socios de las sociedades que se extingan que hayan de asumir obligaciones personales en la sociedad resultante de la fusión. 

También será necesario el consentimiento individual de los titulares de derechos especiales distintos de las acciones cuando no disfruten, en la sociedad resultante de la fusión, de derechos equivalentes a los que les correspondían en la sociedad extinguida, a no ser que la modificación de tales derechos hubiera sido aprobada, en su caso, en la asamblea por esos titulares.








2-152 Publicación del acuerdo de fusión en las sociedades colectivas y comanditarias


  El acuerdo de fusión, una vez adoptado, se publicará en el BORME y en uno de los diarios de gran circulación en las provincias en las que cada una de las sociedades tenga su domicilio. 

La Dirección General de los Registros y del Notariado señala que "parece evidente que la exigencia de publicación de los acuerdos de fusión y escisión tiene como finalidad el advertir socios y terceros sobre su existencia a fin de que puedan ejercitar las acciones que estimen procedentes en defensa de sus respectivos derechos" por lo que "el interés y la debida protección de los terceros ha de ser la pauta que presida en fin la interpretación de aquella exigencia"(Res. DGRN   16-12-97).

 ATENCIÓN: En el anuncio se debe hacer constar el derecho que asiste a los socios y acreedores de obtener el texto íntegro del acuerdo adoptado y del balance de la fusión, así como el derecho de oposición que corresponde a los acreedores. 


No será necesaria la publicación indicada cuando el acuerdo se comunique individualmente por escrito a todos los socios y acreedores, por un procedimiento que asegure la recepción de aquél en el domicilio que figure en la documentación de la sociedad.








2-153 Derecho de oposición de los acreedores del acuerdo de fusión en las sociedades colectivas y comanditarias


  El legislador protege a los acreedores sociales en la fusión mediante el establecimiento del denominado "derecho de oposición" (  art. 44 L 3/2009). 

Disfrutarán de este derecho aquellos acreedores sociales de todas las sociedades que participan en la fusión (y, por tanto, no sólo aquellos de las sociedades que se extinguen, sino también los de la sociedad absorbente) cuyos créditos, cualquiera que sea la forma de instrumentación, hubieran nacido con anterioridad a la fecha de publicación del proyecto de fusión y no hayan vencido en ese momento. Se trata de los créditos que no estuvieran "suficientemente garantizados". Esta exigencia requiere que, tales créditos, o bien no dispongan de una garantía, sea de carácter real o personal, que asegure el total cumplimiento de las obligaciones contraídas; o que dicha garantía sea inadecuada por cualquier otra razón ajena al crédito. 

Los acreedores legitimados disponen del plazo de un mes para el ejercicio del derecho de oposición, a contar desde la fecha de la publicación del último anuncio del acuerdo por el que se aprueba la fusión o, en caso de comunicación por escrito a todos los socios y acreedores, del envío de la comunicación al último de ellos (  art. 44.1 L 3/2009). También en el primer caso la fecha que inicia el cómputo hace referencia, precisamente al último de los anuncios que se deben publicar en virtud del   artículo 43.1 de la Ley 3/2009, y que puede ser tanto el realizado en el BORME como en el diario de difusión provincial.

Dentro de ese plazo, los acreedores de cada una de las sociedades que se fusionan cuyo crédito hubiera nacido antes de la fecha de inserción del proyecto de fusión en la página web de la sociedad o de depósito de ese proyecto en el Registro Mercantil y no estuviera vencido en ese momento, podrán oponerse a la fusión hasta que se les garanticen tales créditos. Si el proyecto de fusión no se hubiera insertado en la página web de la sociedad ni depositado en el Registro Mercantil competente, la fecha de nacimiento del crédito deberá haber sido anterior a la fecha de publicación del acuerdo de fusión o de la comunicación individual de ese acuerdo al acreedor.

Los obligacionistas podrán ejercer el derecho de oposición en los mismos términos que los restantes acreedores, salvo que la fusión hubiere sido aprobada por la asamblea de obligacionistas.

Los acreedores cuyos créditos se encuentren ya suficientemente garantizados no tendrán derecho de oposición

Efectuada la oposición por algún acreedor social, la sociedad deberá (si pretende llevar a cabo la fusión) optar por realizar alguna de las siguientes actuaciones:


	
1. Prestar garantía del acreedor, lo cual implicará que será éste quien juzgue su cuantía y oportunidad. 

	
2. Notificarle la existencia de una fianza solidaria a favor de la sociedad por la cuantía total del crédito y por parte de una entidad de crédito debidamente habilitada para ello. La duración de esta fianza es hasta tanto no prescriba la acción para exigir el cumplimiento de la obligación. 

	
3. Satisfacerle el crédito. 



Por lo tanto, podemos afirmar que el derecho de oposición es practicable una vez que se ha adoptado el acuerdo de fusión. De este modo, a los acreedores ordinarios se les priva del derecho de información previo a la celebración de la junta, toda vez que solamente se les permite obtener los datos necesarios para tomar una postura frente a la fusión a partir del momento de la publicación del acuerdo de fusión que entre los beneficiarios de ese derecho de información no incluye a los acreedores sociales, aunque sí a los obligacionistas y tenedores de derechos especiales. 

Si la fusión se hubiera llevado a efecto a pesar del ejercicio, en tiempo y forma, del derecho de oposición por acreedor legítimo, sin observancia de lo establecido, el acreedor que se hubiera opuesto podrá solicitar del Registro Mercantil en que se haya inscrito la fusión que, por nota al margen de la inscripción practicada, se haga constar el ejercicio del derecho de oposición.

El Registrador practicará la nota marginal si el solicitante acreditase haber ejercitado, en tiempo y forma, el derecho de oposición mediante comunicación fehaciente a la sociedad de la que fuera acreedor. La nota marginal se cancelará de oficio a los seis meses de su fecha, salvo que con anterioridad se haya hecho constar por anotación preventiva, la interposición de demanda ante el Juzgado de lo Mercantil contra la sociedad absorbente o contra la nueva sociedad en la que se solicite la prestación de garantía del pago del crédito conforme a lo establecido en esta ley








2-154 Escritura pública de fusión en las sociedades colectivas y comanditarias


  Las sociedades que se fusionan elevarán el acuerdo de fusión adoptado a escritura pública, a la cual se incorporará el balance de fusión de aquéllas o en el caso de fusión de sociedades cotizadas, el informe financiero semestral por el que el balance se hubiera sustituído. 

 ATENCIÓN: Si la fusión se realizara mediante la creación de una nueva sociedad, la escritura deberá contener, además, las menciones legalmente exigidas para la constitución de la misma en atención al tipo elegido. 


Si se realizara por absorción, la escritura contendrá las modificaciones estatutarias que se hubieran acordado por la sociedad absorbente con motivo de la fusión y el número, clase y serie de las acciones o las participaciones o cuotas que hayan de ser atribuidas, en cada caso, a cada uno de los nuevos socios.








2-155 Inscripción de la fusión en las sociedades colectivas y comanditarias


  La eficacia de la fusión se producirá con la inscripción de la nueva sociedad o, en su caso, con la inscripción de la absorción en el Registro Mercantil competente. 

El Registrador mercantil, calificará la escritura de fusión comprobando el cumplimiento de los oportunos requisitos de procedimiento entre los que destacamos: 


	
-  El contenido mínimo necesario de la escritura pública (  arts. 45 L 3/2009 y   227 RRM). 

	
-  La exigencia de la documentación complementaria (  art. 230 RRM). 

	
-  La constancia de la inexistencia de obstáculos registrales en el supuesto de hallarse involucrados diversos Registros Mercantiles (  art. 231 RRM). 



Es preciso a efectos de la inscripción de la fusión en el Registro Mercantil que de la documentación presentada resulte el modo y la fecha en que se haya notificado personalmente a los acreedores de las sociedades afectadas por el procedimiento de fusión. (  Res. DGRN 9.05.14) 

Una vez inscrita la nueva sociedad (o realizada la oportuna modificación registral de la sociedad absorbente) y después de la preceptiva comunicación al Registro Mercantil Central, el Registrador procederá a cancelar los asientos de las sociedades extinguidas por la fusión con la singularidad de que, cuando las sociedades a extinguir estuvieran en Registros distintos, deberá procederse conjuntamente entre éstos y aquél que haya inscrito la fusión (  art. 231 RRM).

La Resolución de la Dirección General de Registros y del Notariado de   14 de enero de 2002 sostiene que no es necesaria la previa inscripción de la situación de unipersonalidad de la sociedad absorbida para inscribir la escritura de un acuerdo de fusión.








2-156 Impugnación de la fusión en las sociedades colectivas y comanditarias


  El plazo para el ejercicio de la acción de impugnación caduca a los tres meses,  contados desde la fecha en que la fusión fuera oponible a quien invoca la nulidad. 

 
ATENCIÓN: La nulidad se basa en la ausencia de alguno de los requisitos legalmente necesarios para la validez del acuerdo de fusión. Entre otros, cabe señalar:


	
- La falta del proyecto de fusión o de alguna de sus menciones mínimas, así como su falta de aprobación dentro del plazo previsto legalmente. 

	
- La omisión del informe de los expertos. 

	
- La falta de aprobación del balance de fusión. 

	
- La falta u omisión en el acuerdo de fusión de alguno de los requisitos propios del mismo. 

	
- La ausencia de la publicidad legalmente requerida. 





La sentencia que declare la nulidad habrá de inscribirse en el Registro Mercantil, se publicará en su «Boletín Oficial» y no afectará por sí sola a la validez de las obligaciones nacidas después de la inscripción de la fusión, a favor o a cargo de la sociedad absorbente o de la nueva sociedad surgida de la fusión. 

De tales obligaciones, cuando sean a cargo de la sociedad absorbente o de la nueva sociedad, responderán solidariamente las sociedades que participaron en la fusión. 

Si la fusión lo fuere por el procedimiento de creación de una nueva sociedad se estará, además, al régimen de nulidad del tipo societario de que se trate.








2-157 Responsabilidad por las deudas sociales anteriores a la fusión


  Salvo que los acreedores sociales hayan consentido de modo expreso la fusión los socios responsables personalmente de las deudas de las sociedades que se extingan por la fusión contraídas con anterioridad a ésta, continuarán respondiendo de esas deudas. Esta responsabilidad prescribirá a los cinco años a contar desde la publicación de la fusión en el Boletín Oficial del Registro Mercantil.








2-158 Absorción de sociedad íntegramente participada en las sociedades colectivas y comanditarias


  Cuando la sociedad absorbente fuera titular, de forma directa, de todas las acciones en que se divida el capital de la sociedad o sociedades absorbidas, la operación podrá realizarse sin necesidad de que concurran los siguientes requisitos: 


	
- La inclusión en el proyecto de fusión de: 
	
a)  El tipo de canje. 

	
b)  La fecha a partir de la cual los titulares de las nuevas acciones, participaciones o cuotas tendrán derecho a participar en las ganancias sociales. 

	
c)  La información sobre la valoración del activo y pasivo del patrimonio de cada sociedad (salvo que se trate de fusión transfronteriza). 

	
d)  Las fechas de las cuentas de las sociedades que se fusionan. (Salvo que se trate de fusión transfronteriza). 





	
-  Los informes de administradores y expertos sobre el proyecto de fusión. No obstante, el informe de los administradores será necesario cuando se trate de una fusión transfronteriza intracomunitaria. 

	
-  El aumento de capital de la sociedad absorbente.  

	
-  La aprobación de la fusión por las juntas generales de la sociedad o sociedades absorbidas. 



Cuando la sociedad absorbente fuese titular, de forma indirecta, de todas las acciones o participaciones sociales en que se divide el capital de la sociedad absorbida será siempre necesario el informe de expertos y será exigible, en su caso, el aumento de capital de la sociedad absorbente. Cuando la fusión provoque una disminución del patrimonio neto de sociedades que no intervienen en la fusión por la participación que tienen en la sociedad absorbida, la sociedad absorbente deberá compensar a estas últimas sociedades por el valor razonable de esa participación.








2-159 Absorción de sociedad participada al 90 por 100


  Cuando la sociedad absorbente fuera titular directa del 90 por 100 o más, pero no de la totalidad del capital de la sociedad o de las sociedades anónimas que vayan a ser objeto de absorción, no serán necesarios los informes de administradores y de expertos sobre el proyecto de fusión, siempre que en éste se ofrezca por la sociedad absorbente a los socios de las sociedades absorbidas la adquisición de sus acciones, estimadas en su valor razonable, dentro de un plazo determinado que no podrá ser superior a un mes a contar desde la fecha de la inscripción de la absorción en el Registro Mercantil. No obstante, el informe de los administradores será necesario cuando se trate de una fusión transfronteriza comunitaria. 

 ATENCIÓN: En el proyecto de fusión deberá constar el valor establecido para la adquisición de las acciones o participaciones sociales.


Los socios que manifiesten la voluntad de transmitir las acciones o las participaciones sociales a la sociedad absorbente, pero que no estuvieran de acuerdo con el valor que para las mismas se hubiera hecho constar en el proyecto, podrán a su elección y dentro del plazo de seis meses desde que notificaron su voluntad de enajenar sus acciones o participaciones, optar entre solicitar del Registro Mercantil correspondiente al domicilio de la sociedad absorvente la designación de un auditor de cuentas, distinto del de la sociedad, para que determine el valor razonable de sus acciones o participaciones, o bien ejercitar las acciones judiciales correspondientes para exigir que esta las adquiera por el valor razonable que se fije en el procedimiento. 

Las acciones de los socios de la sociedad absorbida que no fueran adquiridas deberán ser canjeadas por acciones propias que la absorbente tuviera en cartera. En otro caso, y siempre que no tenga que celebrarse la junta a solicitud de la minoría, los administradores están autorizados, si así lo prevé el proyecto de fusión, a elevar el capital en la medida estrictamente necesaria para el canje.








2-160 Junta de socios de la sociedad absorbente en las sociedades colectivas y comanditarias


  Cuando la sociedad absorbente fuera titular directa del noventa por ciento o más del capital social de la sociedad o de las sociedades anónimas o de responsabilidad limitada que vayan a ser objeto de absorción, no será necesaria la aprobación de la fusión por la junta de socios de la sociedad absorbente, siempre que con un mes de antelación como mínimo a la fecha prevista para la celebración de la junta o juntas de las sociedades absorbidas que deban pronunciarse sobre el proyecto de fusión, o, en caso de sociedad íntegramente participada, a la fecha prevista para la formalización de la absorción, se hubiera publicado el proyecto por cada una de las sociedades participantes en la operación con un anuncio, publicado en la página Web de la sociedad o, caso de no existir, en el BORME o en uno de los diarios de gran circulación en la provincia en las que cada una de las sociedades tenga su domicilio, en el que se haga constar el derecho que corresponde a los socios de la sociedad absorbente y a los acreedores de las sociedades que participan en la fusión a:


	
-  Examinar en el domicilio social: 
	
a)  El proyecto de fusión. 

	
b)  Los informes de los expertos independientes en los casos de Sociedad Anónima y Sociedad Comanditaria por acciones. 

	
c)  Las cuentas anuales. 

	
d)  El informe de gestión y el de auditoría de los tres últimos ejercicios. 





	
-  Obtener, cuando no se haya publicado en la página web, la entrega o el envío gratuitos del texto íntegro de los mismos. 



 ATENCIÓN: En el anuncio deberá mencionarse, también, el derecho de los socios que representen al menos el 1 por 100 del capital social, a exigir la celebración de la junta de la sociedad absorbente para la aprobación de la absorción, así como el derecho de los acreedores de la sociedad absorbente a oponerse a la fusión en el plazo de un mes desde la publicación del proyecto. 


Los administradores de la sociedad absorbente estarán obligados a convocar la junta para que apruebe la absorción cuando, dentro de los quince días siguientes a la publicación del último de los anuncios indicados, lo soliciten socios que representen, al menos, el 1 por 100 del capital social. En este supuesto, la junta debe ser convocada para su celebración dentro de los dos meses siguientes a la fecha en que se hubiera requerido notarialmente a los administradores para convocarla.








2-161 Supuestos asimilados a la absorción de sociedades íntegramente participadas en las sociedades colectivas y comanditarias


  Lo descrito para la absorción de sociedades íntegramente participadas será de aplicación, en la medida que proceda, a la fusión, en cualquiera de sus clases, de sociedades íntegramente participadas de forma directa o indirecta por el mismo socio, así como a la fusión por absorción cuando la sociedad absorbida fuera titular de forma directa o indirecta de todas las acciones de la sociedad absorbente. 

Cuando la sociedad absorbida fuese titular de forma indirecta de todas las acciones sociales en que se divide el capital de la sociedad absorbente o cuando las sociedades absorbida y absorbente estén participadas indirectamente por el mismo socio, será siempre necesario el informe de expertos y será exigible, en su caso, el aumento de capital de la sociedad absorbente. Cuando la fusión provoque una disminución del patrimonio neto de sociedades que no intervienen en la fusión por la participación que tienen en la sociedad absorbente o absorbida, la sociedad absorbente deberá compensar a dichas sociedades por el valor razonable de esa participación.









Sección 4. De las fusiones transfronterizas intracomunitarias



2-162 Concepto de la fusión transfronteriza en las sociedades comanditarias



   ATENCIÓN: Se consideran fusiones trasfronterizas intracomunitarias las fusiones de sociedades de capital constituidas de conformidad con la legislación de un Estado parte del Espacio Económico Europeo y cuyo domicilio social, administración central o centro de actividad principal se encuentre dentro del Espacio Económico Europeo, cuando, interviniendo al menos dos de ellas sometidas a la legislación de Estados miembros diferentes, una de las sociedades que se fusionen esté sujeta a la legislación española. 


Las sociedades de capital sujetas a la legislación española que pueden participar en fusiones transfronterizas son las sociedades anónimas, limitadas y comanditarias por acciones. 

El hecho de que la legislación de, al menos, uno de los Estados afectados permita que la compensación en efectivo, que forma parte del tipo de canje, supere el 10 por 100 del valor nominal o, en su defecto, del valor contable de las acciones que se canjeen, no será obstáculo para la realización de una fusión transfronteriza intracomunitaria.








2-163 Proyecto común de fusión transfronteriza en las sociedades colectivas y comanditarias


  El proyecto común de fusión transfronteriza que habrán de redactar los administradores de cada una de las sociedades que participan en la fusión contendrá al menos las menciones establecidas con carácter general para el proyecto común de fusión de sociedades y, además, las menciones siguientes: 


	
-  Las ventajas particulares atribuidas a los expertos que estudien el proyecto de fusión transfronteriza, así como a los miembros de los órganos de administración, dirección, vigilancia o control de las sociedades que se fusionen. 

	
-  Si procede, la información sobre los procedimientos mediante los cuales se determinen las condiciones de implicación de los trabajadores en la definición de sus derechos de participación en la sociedad resultante de la fusión transfronteriza. 










2-164 Informe de los órganos de dirección o administración en las sociedades colectivas y comanditarias


  El informe de los administradores de cada una de las sociedades que participan en la fusión transfronteriza, se pondrá a disposición de los socios y de los representantes de los trabajadores o, en su defecto, de los propios trabajadores, en un plazo no inferior a un mes antes de la fecha de la junta de socios que ha de resolver sobre el proyecto común de fusión transfronteriza. 

Cuando los administradores de la sociedad española reciban a tiempo una opinión de los representantes de los trabajadores, esa opinión se adjuntará al informe. 

 Derecho de separación de los socios

Los socios de las sociedades españolas participantes en una fusión transfronteriza intracomunitaria que hubieren votado en contra del acuerdo de una fusión cuya sociedad resultante tenga su domicilio en otro Estado miembro podrán separarse de la sociedad.

Respecto al derecho del socio que no vota a favor del acuerdo y ejercita el derecho de separación, ello supone la pérdida de la condición de socio, por esto, la separación conlleva la fijación del valor de las participaciones o acciones sociales. 

 ATENCIÓN: La normativa regula la posibilidad de poder llegar a un acuerdo entre el socio que se separa y la sociedad sobre el valor razonable de la acción. 


En caso de que no medie acuerdo entre el socio y la sociedad, la Ley exige que intervenga un experto independiente, que no podrá ser en ningún caso el auditor de cuentas de la compañía sino que deberá ser nombrado por el registrador mercantil del domicilio social.

La escritura pública de fusión deberá dejar constancia del valor real de las acciones del socio o socios que se hayan separado, así como del experto que haya procedido a su valoración y de la forma en que se ha llevado a cabo la misma.

El plazo para realizar el pago es de 2 meses desde que el socio recibe la valoración de las acciones. Transcurrido dicho plazo, los administradores consignarán a nombre de cada interesado, en una entidad de crédito del lugar donde radique el domicilio de la sociedad, el importe correspondiente al valor de las acciones.

 ATENCIÓN: Tras el pago del valor de las participaciones a los socios que se separen de la sociedad, se deberá proceder inmediatamente a otorgar escritura pública de reducción del capital social sin necesidad de previo acuerdo de la junta general.


En la escritura deberá constar el reembolso de las participaciones, o si éste no se hubiera podido realizar, la consignación del importe, así como la fecha en que se ha realizado uno u otro.

Existe un plazo de 1 año desde la fecha del reembolso o consignación para inscribir en el Registro Mercantil la fusión de la sociedad. Si no se inscribe en ese plazo, la sociedad quedará disuelta de pleno derecho.

Los socios separados de la sociedad a los que se hubiera restituido el valor de las participaciones responderán entre sí y con la sociedad del pago de las deudas sociales que hayan sido contraídas antes de la fecha en la que la reducción del capital sea oponible a terceros y prescribirá a los 5 años desde esa fecha.

Cada socio responderá como máximo por el importe percibido de sus aportaciones. No obstante, no existirá esta responsabilidad si la sociedad acuerda una reserva legal por el importe de las aportaciones reembolsadas. La reserva legal podrá imputarse a beneficios o a reservas libres.

En el caso de que los estatutos sociales reconozcan el derecho de los acreedores sociales a oponerse a la restitución de aportaciones, no se podrá rembolsar el importe de las mismas a los socios que ejerzan el derecho de separación, mientras no transcurra el plazo de tres meses contado desde la fecha de la notificación a los acreedores o la publicación en el Boletín Oficial del Registro Mercantil y en un diario de los de mayor circulación en la localidad en que radique el domicilio social y siempre que los acreedores ordinarios no hayan ejercido el derecho de oposición.








2-165 Control de legalidad en las sociedades colectivas y comanditarias


  Cuando la sociedad resultante de la fusión esté sujeta a la legislación española, el Registrador mercantil, antes de proceder a la inscripción, controlará también la legalidad del procedimiento en lo relativo a la realización de la fusión y a la constitución de la nueva sociedad o a las modificaciones de la sociedad absorbente, así como la aprobación en los mismos términos del proyecto común por las sociedades que se fusionen y, en su caso, la adecuación de las disposiciones sobre participación de los trabajadores.

 ATENCIÓN: A estos efectos, cada una de las sociedades participantes remitirá al Registrador mercantil la certificación previa a la fusión en el plazo de seis meses a partir de su expedición, así como el proyecto común de fusión aprobado por la junta de socios. 


Si además de la sociedad resultante de la fusión también fuera española alguna de las sociedades que se extinguen, la legalidad del procedimiento de fusión en relación con la misma se realizará por el Registrador mercantil del domicilio de la sociedad resultante de la fusión, siendo suficiente que en el título presentado al Registro conste, debidamente acreditada por el Registrador del domicilio de la sociedad que se extingue, la inexistencia de obstáculos registrales para la fusión pretendida.








2-166 Publicidad e inscripción de la fusión transfronteriza en las sociedades colectivas y comanditarias


  En el Boletín Oficial del Registro Mercantil deberá publicarse una indicación, para cada una de las sociedades que se fusionen, de las condiciones de ejercicio de los derechos de los acreedores y, cuando proceda, de los socios de las sociedades que se fusionen, así como la dirección donde pueda obtenerse, sin gastos, una información exhaustiva sobre esas condiciones.

Cuando la sociedad resultante de la fusión esté sujeta a la legislación española, el Registro Mercantil que haya practicado la inscripción lo notificará de inmediato a los Registros donde estén inscritas las sociedades participantes para que se proceda a su cancelación.










Capítulo VI. Escisión



2-167 Modalidades de la escisión en las sociedades colectivas y comanditarias



  La escisión ha sido definida como aquella operación mediante la que se divide total o parcialmente el patrimonio de una empresa para transmitir, sin que proceda liquidación, la parte resultante a otras tantas empresas preexistentes o que se crean con este objeto. Esto es, la dispersión total o parcial del patrimonio social de la sociedad escindida y su consecutiva entrega a otras sociedades (beneficiarias) para que éstas entreguen a cambio de la aportación un número determinado de participaciones o cuotas sociales.

La escisión de una sociedad mercantil inscrita puede revestir cualquiera de las siguientes modalidades: 


	
-  Escisión total. 

	
-  Escisión parcial. 

	
-  Segregación. 



 ATENCIÓN: En cualquier caso, sólo podrá acordarse la escisión si las aportaciones de los socios a la sociedad que se escinde se encuentran íntegramente desembolsadas. 


 Escisión total

Se entiende por escisión total la extinción de una sociedad, con división de todo su patrimonio en dos o más partes, cada una de las cuales se transmite en bloque por sucesión universal a una sociedad de nueva creación o es absorbida por una sociedad ya existente, recibiendo los socios un número de participaciones o cuotas de las sociedades beneficiarias proporcional a su respectiva participación en la sociedad que se escinde. 

 Escisión parcial

Se entiende por escisión parcial el traspaso en bloque por sucesión universal de una o varias partes del patrimonio de una sociedad, cada una de las cuales forma una unidad económica, a una o varias sociedades de nueva creación o ya existentes, recibiendo los socios de la sociedad que se escinde un número de participaciones o cuotas sociales de las sociedades beneficiarias de la escisión proporcional a su respectiva participación en la sociedad que se escinde y reduciendo ésta el capital social en la cuantía necesaria. 

Si la parte del patrimonio que se transmite en bloque está constituida por una o varias empresas o establecimientos comerciales, industriales o de servicios, podrán ser atribuidas a la sociedad beneficiaria las deudas contraídas para la organización o el funcionamiento de la empresa que se traspasa. 

 Segregación

Se entiende por segregación el traspaso en bloque por sucesión universal de una o varias partes del patrimonio de una sociedad, cada una de las cuales forma una unidad económica, a una o varias sociedades, recibiendo a cambio, la sociedad segregada, participaciones o cuotas de las sociedades beneficiarias. 

Como se podrá observar, la diferencia esencial entre escisión total y escisión parcial es que en la primera la sociedad escindida se disgrega totalmente en dos o más partes con lo que, debe procederse a su extinción; mientras que en la escisión parcial tan sólo nos encontramos con una atribución de parte del patrimonio social que hace innecesaria la extinción de la sociedad escindida que, por otra parte, continua su normal actividad en el tráfico mercantil con el restante patrimonio social.

La diferencia principal entre escisión parcial y segregación es que en la primera las acciones, participaciones o cuotas que se dan en contraprestación se entregan directamente a los socios de la sociedad que se escinde; mientras que, cuando se produce una segregación, esas participaciones o cuotas son percibidas por la sociedad que se segrega y no por sus socios. Además, y a diferencia de lo que sucede también con la escisión parcial, es posible que la sociedad que se segrega transmita la totalidad de su patrimonio.

 
ATENCIÓN: Finalmente, las diferencias más significativas existentes entre escisión total y segregación se encuentran: 


	
-  En primer lugar, en los destinatarios de las participaciones o cuotas de las sociedades beneficiarias (en la escisión total son los socios de la escindida y en la segregación es la sociedad que se segrega).

	
-  En segundo término, en las consecuencias  sobre la sociedad que se escinde totalmente (extinción) y sobre la sociedad segregante (que subsiste). 












2-168 Proyecto de escisión en las sociedades colectivas y comanditarias


  El proyecto de escisión es la pieza más importante de esta operación societaria ya que en él se deberán expresar los pactos que regularán la entrega de los elementos patrimoniales y la correspondiente contraprestación de las sociedades beneficiarias. 

El proyecto es la plasmación escrita de estos pactos previos impulsados por la junta general o iniciados en virtud de las facultades propias por los administradores.

La fase previa a su confección se caracteriza por los contactos realizados entre los diversos órganos de administración de la sociedad escindida y de las sociedades beneficiarias (salvo que se tratase de una escisión parcial con un único destinatario en cuyo caso, lógicamente, tan sólo existirá una sociedad beneficiaria). Estos contactos previos únicamente obligan a proceder a la elaboración del proyecto con arreglo al principio general de buena fe. En ningún caso determinarán la necesaria aprobación de la escisión que es competencia exclusiva de la junta general.

La suscripción del proyecto de escisión generará diversos efectos, entre los que destacan:


	
a)  La determinación del momento en que empieza a transcurrir el plazo de caducidad que delimita la validez de este documento (  art. 30.3 L 3/2009) y que está limitado a seis meses. 

	
b)  La obligación de los administradores de realizar diversas acciones relacionadas con la finalidad que informa a la escisión. 
 Ejemplo: 


 La solicitud de designación de expertos independientes, las comunicaciones a la junta general de las modificaciones importantes sufridas en el activo o el pasivo de la sociedad, etc. 





	
c)  El deber de los administradores de abstenerse de realizar cualquier clase de acto o de concluir cualquier contrato que pudiera comprometer la aprobación del proyecto o modificar sustancialmente la relación de canje en la escisión. 

	
d)  La determinación del día de referencia para comprobar si el último balance de ejercicio aprobado puede ser utilizado como balance de escisión, por estar cerrado dentro de los seis meses anteriores a la fecha del proyecto de escisión (  art. 36.1 L3/2009). 



En el proyecto de escisión se deben incluir: 


	
1.  La denominación, el tipo social y el domicilio de las sociedades que se escinden y de la sociedad resultante de la fusión, así como los datos identificadores de la inscripción de aquéllas en el Registro Mercantil. 

	
2.  El tipo de canje de las acciones, participaciones o cuotas, la compensación complementaria en dinero que se hubiera previsto (nunca superior al 10% del valor nominal) y, en su caso, el procedimiento de canje. 

	
3.  La incidencia que la escisión haya de tener sobre las aportaciones de industria o en las prestaciones accesorias en las sociedades que se extinguen y las compensaciones que vayan a otorgarse, en su caso, a los socios afectados en la sociedad resultante. 

	
4.  Los derechos que vayan a otorgarse en la sociedad resultante a quienes tengan derechos especiales o a los tenedores de títulos distintos de los representativos de capital o las opciones que se les ofrezcan. 

	
5.  Las ventajas de cualquier clase que vayan a atribuirse en la sociedad resultante a los expertos independientes que hayan de intervenir, en su caso, en el proyecto de escisión, así como a los administradores de las sociedades que se escinden, de la absorbente o de la nueva sociedad. 

	
6.  La fecha a partir de la cual los titulares de las nuevas acciones, participaciones o cuotas tendrán derecho a participar en las ganancias sociales y cualesquiera peculiaridades relativas a este derecho. 

	
7.  La fecha a partir de la cual la escisión tendrá efectos contables de acuerdo con lo dispuesto en el Plan General de Contabilidad. 

	
8.  Los estatutos de la sociedad resultante de la escisión. 

	
9.- La información sobre la valoración del activo y pasivo del patrimonio de cada sociedad que se transmita a la sociedad resultante. 

	
10.  Las fechas de las cuentas de las sociedades que se escinden utilizadas para establecer las condiciones en que se realiza la escisión. 

	
11.  Las posibles consecuencias de la escisión sobre el empleo, así como su eventual impacto de género en los órganos de administración y la incidencia, en su caso, en la responsabilidad social de la empresa. 

	
12.  La designación y, en su caso, el reparto preciso de los elementos del activo y del pasivo que han de transmitirse a las sociedades beneficiarias. 

	
13.  El reparto entre los socios de la sociedad escindida de las acciones, participaciones o cuotas que les correspondan en el capital de las sociedades beneficiarias, así como el criterio en que se funda ese reparto. No procederá esta mención en los casos de segregación. 



El proyecto de escisión es objeto de una doble publicidad antes de que se celebre la junta general que ha de decidir sobre la operación. Así, por un lado, el proyecto de escisión ha de depositarse en el Registro Mercantil; por otro, debe ser puesto a disposición de los beneficiarios del derecho de información a partir de la convocatoria de dicha junta.

 ATENCIÓN: Los administradores están obligados a insertar el proyecto común de fusión en la página web de cada una de las sociedades que participan en la fusión. El hecho de la inserción del proyecto de fusión en la página web se publicará de forma gratuita en el "Boletín Oficial del Registro Mercantil", con expresión de la página web en que figure y de la fecha de la inserción (  art. 32.1 L 3/2009).


La inserción en la página web y la publicación de este hecho en el "Boletín Oficial del Registro Mercantil" deberán efectuarse con un mes de antelación, al menos, a la fecha prevista para la celebración de la junta general que haya de acordar la fusión. La inserción del proyecto de fusión en la página web deberá mantenerse hasta que finalice el plazo para el ejercicio por los acreedores del derecho de oposición a la fusión.








2-169 Atribución de elementos del activo y del pasivo en las sociedades colectivas y comanditarias


  En caso de escisión total, cuando un elemento del activo no se haya atribuido a ninguna sociedad beneficiaria en el proyecto de escisión y la interpretación de éste no permita decidir sobre el reparto, se distribuirá ese elemento o su contravalor entre todas las sociedades beneficiarias de manera proporcional al activo atribuido a cada una de ellas en el proyecto de escisión. 

En caso de escisión total, cuando un elemento del pasivo no sea atribuido a alguna sociedad beneficiaria en el proyecto de escisión y la interpretación de éste no permita decidir sobre su reparto, responderán solidariamente de él todas las sociedades beneficiarias.








2-170 Atribución de acciones, participaciones o cuotas a los socios en las sociedades colectivas y comanditarias


  En los casos de escisión total o de escisión parcial con pluralidad de sociedades beneficiarias, siempre que no se atribuyan a los socios de la sociedad que se escinde acciones, participaciones o cuotas de todas las sociedades beneficiarias, será necesario el consentimiento individual de los afectados.








2-171 Informe de los administradores sobre el proyecto de escisión


  El legislador impone, a los administradores de todas las sociedades implicadas en el proceso de escisión, la elaboración de un informe explicativo y justificativo de la escisión.

 
ATENCIÓN: En el informe sobre el proyecto de escisión que habrán de redactar los administradores de las sociedades participantes en la escisión se deberá dejar constancia de:


	
-  Que han sido emitidos los informes sobre las aportaciones no dinerarias para el caso de que las sociedades beneficiarias de la escisión sean anónimas o comanditarias por acciones. 

	
-  Que esos informes están depositados o se van a depositar en el Registro Mercantil. 












2-172 Informe de expertos independientes en las sociedades colectivas y comanditarias


  Cuando las sociedades que participen en la escisión sean anónimas y comaditarias por acciones, el proyecto de escisión deberá someterse al informe de uno o varios expertos independientes designados por el Registrador mercantil del domicilio de cada una de esas sociedades. Dicho informe comprenderá, además, la valoración del patrimonio no dinerario que se transmita a cada sociedad. 

No obstante, los administradores de todas las sociedades que participan en la escisión podrán solicitar al Registrador mercantil del domicilio de cualquiera de ellas el nombramiento de uno o varios expertos para la elaboración de un único informe. 

El legislador atribuye a este informe una función general y otra técnica o específica. La primera consiste en la valoración global del proyecto de escisión, extremo que entendemos referido exclusivamente a los aspectos que se deriven de su capacitación profesional. La segunda función encomendada a los expertos puede calificarse como técnica, ya que el experto o expertos nombrados deben pronunciarse, por un lado, sobre el criterio empleado para la repartición de las participaciones de las sociedades beneficiarias entre los socios de la sociedad escindida y, por otro, acerca de la valoración precisa de los elementos patrimoniales no dinerarios que se escinden. 

Emitido el informe en el plazo legalmente previsto, o dentro de la prórroga concedida por el Registrador, el experto entregará el original al solicitante o solicitantes y comunicará esta entrega al Registrador Mercantil, quien lo hará constar mediante diligencia de cierre en el expediente.

Una vez que los solicitantes se hallen en poder del informe, podrán proceder a la convocatoria de la junta general (o celebración de la universal, en su caso) con la doble precaución que a continuación se expone:


	
-  El informe caducará a los tres meses de la fecha de su realización, salvo que hubiera sido expresamente ratificada su validez por el propio experto por otro período de tres meses. De ello se deduce que la inscripción de la escisión deberá producirse en el plazo de vigencia de aquél ya que, en caso contrario, el Registrador denegará la inscripción al no poder contrastar la valoración realizada por los expertos con la indicada en la escritura. 

	
-  En el caso de que el informe realizado por los expertos independientes sea un trámite de obligado cumplimiento, su omisión impedirá la continuación del proceso de escisión. 



 ATENCIÓN: El informe o informes de los expertos no serán necesarios cuando así lo acuerden la totalidad de los socios con derecho de voto y, en su caso, de quienes de acuerdo con la ley o los estatutos pudieran ejercer legítimamente el derecho de voto, de cada una de las sociedades que participan en la escisión.


 Simplificación de requisitos

En caso de escisión por constitución de nuevas sociedades, si las acciones, participaciones o cuotas de cada una de las nuevas sociedades se atrubuyen a los socios de la sociedad que se escinde proporcionalmente a los derechos que tenían en el capital de estas no serán necesarios el informe de los administradores sobre el proyecto de escisión ni el informe de los expertos independientes, así como tampoco el balance de escisión. (  art. 78 bis L 3/2009).








2-173 Balance de escisión en las sociedades colectivas y comanditarias


  Nada indica la normativa reguladora de la escisión acerca de la necesidad de confección de un balance que sirva de base a la operación. Su utilidad sólo puede deducirse de la remisión al régimen de la fusión contenida en el   artículo 73.1 de la Ley 3/2009, y también de la propia finalidad del mencionado balance.

El balance de escisión se caracteriza por los siguientes rasgos:


	
- Es un balance puntual. Su confección responde a la ejecución de una determinada operación y no al mandato genérico de información sobre la marcha de la actividad social. 

	
- Es un balance obligatorio, aunque la ley exime de su elaboración en algún caso, como sucede si se adopta el acuerdo en junta de socios con la asistencia y la representación de todos ellos y por unanimidad (  art. 42 L 3/2009). 

	
- Es un "balance de cierre o final" que, a diferencia del balance de liquidación contendrá también partidas de pasivo exigible y utilizará principios de contabilidad de carácter excepcional. 

	
- Deberá ser aprobado con los requisitos de quórum y mayorías exigidos para adoptar el acuerdo de escisión. 



El balance de escisión puede ser:


	
-  El balance redactado con este fin con posterioridad al primer día del tercer mes precedente a la fecha del proyecto de escisión (  art. 36.1 L 3/2009). Este balance es, propiamente, el balance de escisión, ya que su finalidad estriba en servir de instrumento para realizar esta operación. 

 ATENCIÓN: Podrá ser realizado en cualquier momento comprendido entre el primer día del tercer mes precedente a la firma del proyecto de escisión por los administradores y este último momento (  art. 30.1 L 3/2009). Aunque, dada su finalidad, lo lógico es que sea confeccionado a la par que el proyecto, toda vez que debe informar a éste de elementos tan esenciales como el criterio de entrega de las acciones o participaciones sociales por las sociedades beneficiarias o la valoración de los elementos patrimoniales atribuidos. 




	
-  El balance confeccionado dentro de dicho período por cualquier otra causa. Así podría suceder en el caso de una previsión estatutaria que obligase a la confección de un balance trimestral cerrado y acumulado anualmente o, y más factible, el balance anual cerrado y confeccionado para la realización de cualquier otra operación societaria que así lo requiera. 



	
-  El último balance de ejercicio aprobado, si se hubiere cerrado dentro de los seis meses anteriores a la fecha del proyecto de escisión y que se corresponda con el balance integrante de las últimas cuentas anuales aprobadas por la junta general de la sociedad. 










2-174 Acuerdo de escisión en las sociedades colectivas y comanditarias


  La escisión de sociedades requiere de la aprobación en junta general de todas y cada una de las sociedades implicadas, esto es, de la sociedad escindida total o parcialmente y de la sociedad o sociedades beneficiarias.

La adopción del acuerdo de escisión debe ir precedida normalmente de convocatoria previa de la junta ajustada a las características de la forma social de que se trate. Así, por ejemplo, en la sociedad comanditaria por acciones la convocatoria de la junta general será realizada por los administradores de la sociedad en virtud de sus facultades, a instancia de socios que sean titulares de un mínimo del 5 por 100 del capital social (  art. 168 LSC), o en determinados casos por la autoridad judicial. Igualmente, en aquella forma social, la convocatoria deberá efectuarse conforme a lo dispuesto en el   artículo 173.1 LSC, es decir, anuncio publicado en la página web de la soiedad . Cuando la sociedad no hubiere acordado la creación de su página web o todavía no estuviera ésta debidamente inscrita y publicada, la convocatoria se publicará en el "Boletín Oficial del Registro Mercantil" y en uno de los diarios de mayor circulación en la provincia en que esté situado el domicilio social

Ahora bien, se contempla la posibilidad de adoptar el acuerdo de escisión, se entiende que sin previa convocatoria, con la asistencia o representación de todos los socios en la junta y por unanimidad, en cuyo caso se simplifica mucho el procedimiento (  art. 42 L 3/2009).

El acuerdo de escisión se adoptará "con los requisitos y formalidades establecidos en el régimen de las sociedades que se fusionan (escinden)" (  art. 40.1 L 3/2009). Esta previsión afecta especialmente al régimen de mayorías del acuerdo, que se regirá por la normativa propia de cada una de las sociedades que participan en la escisión.

La información que preceptivamente debe facilitarse a los socios, obligacionistas, titulares de derechos especiales y representantes de los trabajadores (  art. 39.1 L 3/2009), puede ser clasificada con arreglo al siguiente criterio:


	
a)  Documentos relativos al proyecto de escisión. 
	
- El propio proyecto de escisión. 

	
-  Los informes que sobre el mismo deberán ser realizados, en su caso, por los administradores y expertos independientes. 



Respecto de estos informes debe, sin embargo, recordarse que no pueden considerarse necesarios si la sociedad escindida estuviese controlada totalmente por la sociedad o sociedades beneficiarias (  art. 49.1.2.º L 3/2009) o, tratándose de los informes de los expertos independientes, también cuando no participe en la escisión ninguna sociedad anónima ni comanditaria por acciones (  art. 78.1 L 3/2009) o cuando lo acuerden la totalidad de las personas que ostenten derecho de voto (  art. 78.3 L 3/2009). 



	
b)  Documentos contables de la escisión  En este grupo se incluirán tanto: 


	
-  El balance de escisión a que se refiere el   artículo 36 de la Ley 3/2009, como los restantes documentos que, en su caso, fueran necesarios (la verificación que impone el   art. 37 L 3/2009).

	
-  Las cuentas anuales e informes de gestión de los tres últimos ejercicios de las sociedades que participan en la escisión con los correspondientes informes, en su caso, de los auditores de cuentas. 





	
c)  Documentos organizativos de las sociedades implicadas en la escisión: 
	
-  Los estatutos sociales vigentes incorporados a escritura pública. 

	
-  Los pactos relevantes que vayan a constar en documento público (con lo que se hace referencia a los eventuales protocolos familiares que pudieran existir). 

	
-  El proyecto de escritura de constitución de la nueva sociedad a partir de la escisión.

	
-  O el texto íntegro de los estatutos de la sociedad absorbente o, a falta de éstos, de la escritura por la que se rija, incluyendo destacadamente las modificaciones que hayan de introducirse, sólo en caso de escisión-absorción. 

	
-  La escritura y estatutos sociales de la nueva sociedad beneficiaria o en las modificaciones estatutarias que fueran necesarias en el caso de que las sociedades beneficiarias ya existieran. 





	
d)  Documentos relativos a los administradores de las sociedades jurídicas partícipes en la escisión: 
	
-  La identidad de los administradores de las sociedades que participan en la escisión. 

	
-  La fecha desde la que desempeñan sus cargos y, en su caso. 

	
-  Las mismas indicaciones de quienes vayan a ser propuestos como administradores como consecuencia de la escisión. 







Se refuerza de este modo la información que ya se dispone de los administradores de las sociedades que participan en la escisión (derivada de la elaboración y firma del proyecto de escisión o de los propios estatutos sociales) o de los que vayan a ser propuestos como resultado de la escisión con constitución de una nueva sociedad

 Mayorías especiales

Además de la mayoría que, conforme al tipo social, sea necesaria, el legislador prevé dos reglas especiales en orden a la formación de la voluntad de los socios que permite la adopción del acuerdo (  art. 41 L 3/2009):


	
a)  La primera exige el consentimiento de todos los socios que, por virtud de la escisión, pasen a responder ilimitadamente de las deudas sociales (pasan a ser socios colectivos en la sociedad beneficiaria de la escisión), así como en general el de los socios de las sociedades que se extingan que hayan de asumir obligaciones personales en la sociedad resultante de la fusión. 

	
b)  La segunda regla requiere el consentimiento individual de los titulares de derechos especiales distintos de las acciones o participaciones (bonos de fundador u obligaciones no convertibles) cuando no disfruten, en la sociedad resultante de la escisión, de derechos equivalentes a los que les correspondían en la sociedad extinguida, a no ser que la modificación de tales derechos hubiera sido aprobada, en su caso, por la asamblea de esos titulares. 










2-175 Responsabilidad solidaria por las obligaciones incumplidas en las sociedades colectivas y comanditarias


  De las obligaciones asumidas por una sociedad beneficiaria que resulten incumplidas responderán solidariamente las demás sociedades beneficiarias hasta el importe del activo neto atribuido en la escisión a cada una de ellas y, si subsistiera, la propia sociedad escindida por la totalidad de la obligación.








2-176 Escritura de escisión en las sociedades colectivas y comanditarias


  La escritura que se otorga para documentar los acuerdos de escisión adoptados por las sociedades afectadas deberán contener, en primer lugar, las menciones habituales y, en segundo término, los datos que contempla el   artículo 227 RRM que, aunque referido a la fusión, se aplica también a la operación de escisión.

Pero, además, y como menciones específicas de la escisión, la escritura también debe contener:


	
- La modalidad de escisión; esto es, si es total (con la consiguiente extinción de la sociedad) o parcial. 

	
- La forma de ejecución de la escisión por absorción o por constitución de una nueva sociedad beneficiaria. O, lo que es igual, la indicación de "si las sociedades beneficiarias de la escisión son de nueva creación o ya existentes". 



Tratándose del supuesto de escisión por creación de una nueva sociedad, se exige que consten en instrumento público las menciones exigidas para la constitución de la sociedad, con las lógicas adaptaciones derivadas de las peculiaridades implícitas en el proceso de escisión. Y, en segundo lugar, y respecto de la escisión por absorción, se exige que se incluya el texto de las modificaciones estatutarias acordadas por la sociedad absorbente (  art. 45.2 L 3/2009).

Conforme al   artículo 235.2 RRM, a la escritura pública se deben adjuntar los siguientes documentos:


	
a)  El proyecto de escisión "salvo que se halle depositado en el mismo Registro". 

	
b)  Los ejemplares de los diarios en que se hubiese publicado la convocatoria de la junta y el acuerdo de escisión. En caso de que se haya sustituido por comunicación individual, deberá presentarse el modelo que ha servido para efectuar dicha comunicación. 

	
c)  El informe de los administradores de cada una de las sociedades que participan en la escisión (salvo, naturalmente, que no haya sido precisa su elaboración, en cuyo caso habrá que justificar esta circunstancia). 

	
d)  El informe o informes del experto o expertos independientes sobre el proyecto de escisión y sobre la valoración del patrimonio social, cuando fueran obligatorios (  art. 230 RRM). 



La fecha de retroacción contable de la escisión puede ser la del otorgamiento de la escritura pública (  Res. DGRN 8.05.14)










Capítulo VII. Cesión global del activo y del pasivo



2-177 Concepto de cesión global de activo y pasivo en las sociedades colectivas y comanditarias



  Una sociedad inscrita podrá transmitir en bloque todo su patrimonio por sucesión universal, a uno o a varios socios o terceros, a cambio de una contraprestación que no podrá consistir en acciones, participaciones o cuotas de socio del cesionario. 

Del análisis de este concepto podemos deducir las siguientes características:


	
1.  La cesión global produce la transmisión en bloque de todo el patrimonio de una sociedad por sucesión universal. Estamos ante una transmisión del patrimonio social en bloque, como un todo, a título universal, traspasándose al cesionario todas las relaciones (obligaciones o derechos reales) que integran el patrimonio de la sociedad cedente. En otras palabras, no se trata de la transmisión separada de los distintos bienes integrantes de la sociedad, ni tampoco de la transmisión de todo el patrimonio social a modo de cesión conjunta de los distintos elementos patrimoniales de la sociedad cedente. 



	
2.  Por lo que respeta al ámbito de aplicación subjetivo, el legislador exige que la sociedad cedente esté inscrita pero, en cambio, y a diferencia de lo que sucede con la transformación, la fusión y la escisión), no alude al carácter mercantil de la misma. Esta omisión abre la posibilidad de su aplicación a una sociedad no mercantil (Por ejemplo, una sociedad civil). 

	
3.  La normativa reconoce de modo expreso la posibilidad de que cedan globalmente su activo y pasivo las sociedades en liquidación, con la condición de que no hubiera comenzado la distribución de su patrimonio entre los socios (  art. 83 L 3/2009).  ATENCIÓN: El régimen sobre cesión global de activo y pasivo puede operar tanto como una modalidad o técnica de modificación estructural, o bien puede seguir operando en fase de liquidación como una forma simplificada de llevar a cabo la misma en el marco del proceso de extinción de la sociedad. 




	
4.  La sociedad cedente queda extinguida si la contraprestación es recibida total y directamente por los socios. Pero si no es así, es decir, si es la propia sociedad la que percibe esa contraprestación, "deberá respetar las normas aplicables a la cuota de liquidación" correspondientes al tipo social de que se trate (  artículo 81.2 L 3/2009). Es posible también acordar que parte de la contraprestación por la cesión global vaya directamente a los socios, y que la otra parte fuese directamente a la propia sociedad cedente. En estos casos, parece que debería requerirse el acuerdo de todos los socios. 



	
5.  El cesionario del patrimonio social puede ser tanto un socio como un tercero, y en ambos casos tanto una persona física como una persona jurídica, e incluso puede darse una cesión global, realizada a dos o más cesionarios (que en este caso, pueden ser todos socios, todos terceros o una combinación de unos y otros). Ahora bien, la validez de la cesión plural queda condicionada a que cada parte del patrimonio que se ceda constituya una unidad económica autónoma. 

	
6.  La contraprestación pagada por el cesionario no puede consistir en acciones, participaciones o cuotas del socio cesionario. Esta amplitud (acciones, participaciones, cuotas) significa que no se ha querido restringir la naturaleza de las sociedades que pueden ser cesionarios (anónima, limitada, colectiva y comanditaria). Por otro lado, es evidente que esa prohibición sirve para diferenciar la cesión global de otras modificaciones estructurales como la fusión y la escisión, especialmente en su modalidad de segregación. Por último, nos parece que la prohibición opera tanto si la contraprestación es recibida por la sociedad cedente como si se atribuye directamente a los socios de ésta. 

	
7.  Puede ocurrir que sociedad cedente y cesionario fueran de distinta nacionalidad en estos casos, la cesión global "se regirá por lo establecido en sus respectivas leyes personales" (es decir, por sus respectivas leyes nacionales). 



 ATENCIÓN: La sociedad cedente quedará extinguida si la contraprestación fuese recibida total y directamente por los socios. En todo caso, la contraprestación que reciba cada socio deberá respetar las normas aplicables a la cuota de liquidación. 


Para la fijación de la contraprestación se debe atender a las normas que se hayan establecido en los estatutos o, en su defecto, a las fijadas por la junta general de accionistas, teniendo en todo caso en cuenta:


	
-  Que no se puede repartir entre los socios el patrimonio social sin que hayan sido satisfechos todos los acreedores o consignado el importe de sus créditos. Cuando existan créditos no vencidos, se asegurará previamente el pago. 

	
-  Que el activo resultante después de satisfechos los créditos contra la sociedad debe repartirse entre los socios en la forma prevista en los estatutos o, en su defecto, en proporción al importe nominal de las acciones. 



Cuando la cesión global se realice a dos o más cesionarios, cada parte del patrimonio que se ceda habrá de constituir una unidad económica.








2-178 Proyecto de cesión global en las sociedades colectivas y comanditarias


  Los administradores de la sociedad cedente habrán de redactar y suscribir un proyecto de cesión global, que contendrá, al menos, las siguientes menciones: 


	
-  La denominación, el tipo social y el domicilio de la sociedad y los datos de identificación del cesionario o cesionarios. 

	
-  La fecha a partir de la cual la cesión tendrá efectos contables de acuerdo con lo dispuesto en el Plan General de Contabilidad. 

	
-  La información sobre la valoración del activo y pasivo del patrimonio, la designación y, en su caso, el reparto preciso de los elementos del activo y del pasivo que han de transmitirse a cada cesionario. 

	
-  La contraprestación que hayan de recibir la sociedad o los socios. Cuando la contraprestación se atribuya a los socios, se especificará el criterio en que se funde el reparto. 

	
-  Las posibles consecuencias de la cesión global sobre el empleo.  



Los administradores deberán presentar para su depósito en el Registro Mercantil un ejemplar del proyecto de cesión global.








2-179 Informe de los administradores en las sociedades colectivas y comanditarias


  Junto con el proyecto, es preciso que los administradores de la sociedad cedente elaboren y suscriban un informe explicando y justificando detalladamente el proyecto de cesión global (  art. 86 L 3/2009). 

 ATENCIÓN: El objetivo del informe es, pues, que los administradores proporcionen información complementaria y adicional sobre las condiciones de la operación de cesión global. 


Dicho de otro modo, se trata de que los administradores expongan por qué se lleva a cabo la cesión global y por qué tendrá las consecuencias que se han señalado en el proyecto.

En cambio, y a diferencia de lo que sucede con la fusión y la escisión, no se precisa informe alguno de experto independiente designado por el registrador mercantil sobre el proyecto de cesión global. Esta omisión parece por lo menos criticable dado que el informe de los expertos cumpliría una importante función informativa de los socios en orden a la justificación o no de la valoración patrimonial y de la contraprestación a percibir. 

No obstante, conviene señalar que si la cesión global es utilizada como proceso de liquidación de la sociedad cedente tanto el proyecto como el informe serán elaborados y firmados por los liquidadores de la sociedad.








2-180 Acuerdo de cesión global en las sociedades colectivas y comanditarias


  La cesión global habrá de ser acordada necesariamente por la junta de socios de la sociedad cedente, ajustándose estrictamente al proyecto de cesión global, con los requisitos establecidos para la adopción del acuerdo de fusión. 

Esta remisión a los requisitos establecidos para la adopción del acuerdo de fusión abarca tanto los aspectos de convocatoria de la junta general (  art. 40.2 L 3/2009) como los relativos a la documentación que, a partir de la convocatoria, ha de ponerse a disposición de los sujetos (  art. 39 L 3/2009).

Así pues, la publicación de la convocatoria de la junta de la sociedad cedente habrá de realizarse con un mes de antelación, como mínimo, a la fecha prevista para su celebración. 

El anuncio de convocatoria deberá incluir las menciones mínimas del proyecto de cesión legalmente exigidas y deberá dejar constancia, además, del derecho de información que corresponde a todos los socios, obligacionistas y titulares de derechos especiales y consistente en examinar en el domicilio social la documentación de la operación, así como el de obtener la entrega o envío gratuitos del texto íntegro de los mismos.

En la convocatoria de la junta general, la sociedad cedente deberá poner a disposición de los socios, obligacionistas y titulares de derechos especiales, así como de los representantes de los trabajadores, el proyecto de cesión, el informe de los administradores, las cuentas anuales (y, en su caso, informes de gestión y de auditores de cuentas) de los últimos tres ejercicios, los estatutos sociales vigentes (o, a falta de éstos, las escrituras por las que se rija la sociedad) y la identidad de los administradores y la fecha desde la que desempeñan los cargos.

El legislador exige que el acuerdo de cesión global se publique, una vez adoptado, en los siguientes dos medios:


	
- El Boletín Oficial del Registro Mercantil. 

	
- Un diario de gran circulación en la provincia del domicilio social (ha de entenderse que de la sociedad cedente). 



 ATENCIÓN: La publicidad deberá contener, al menos, la identidad de la sociedad cedente, la adopción del acuerdo de cesión, la identidad del cesionario o cesionarios, y el derecho que asiste a los socios y acreedores de obtener el texto íntegro del acuerdo adoptado, así como el derecho de oposición que corresponde a los acreedores.


Ahora bien, la publicación no es necesaria cuando el acuerdo se comunique individualmente por escrito a todos los socios y acreedores utilizando un procedimiento que asegure su recepción en el domicilio que figure en la documentación de la sociedad. 

Finalmente, se impone a la sociedad cedente que ponga a disposición de los representantes de los trabajadores tanto el proyecto de cesión global como el informe de los administradores. En este caso, y a diferencia de los socios, parece que esta información será suministrada después de la adopción del acuerdo.

 ATENCIÓN: Cualquier acuerdo de una sociedad que modifique el proyecto de cesión equivaldrá al rechazo de la propuesta.









2-181 Derecho de oposición de los acreedores en las sociedades colectivas y comanditarias


  La cesión global no podrá ser realizada antes de que transcurra un mes, contado desde la fecha de publicación del último anuncio del acuerdo o, en caso de comunicación por escrito a todos los socios y acreedores, del envío de la comunicación al último de ellos. 

Dentro de ese plazo, los acreedores de la sociedad cedente y los acreedores del cesionario o cesionarios podrán oponerse a la cesión, en las mismas condiciones y con los mismos efectos previstos para el caso de fusión. 

Esto es, podrán oponerse a la cesión los acreedores con créditos nacidos antes de la fecha de publicación del proyecto  que no estén vencidos y hasta que se les garanticen tales créditos.

 ATENCIÓN: No gozarán de este derecho de oposición los acreedores cuyos créditos se encuentren ya suficientemente garantizados. 


En los casos en los que los acreedores tengan derecho a oponerse , ésta no podrá llevarse a efecto hasta que la sociedad presente garantía a satisfacción del acreedor o, en otro caso, hasta que notifique a dicho acreedor la prestación de fianza solidaria en favor de la sociedad por una entidad de crédito debidamente habilitada para prestarla, por la cuantía del crédito de que fuera titular el acreedor, y hasta tanto no prescriba la acción para exigir su cumplimiento.








2-182 Escritura e inscripción de la cesión global en las sociedades colectivas y comanditarias


  La cesión global se hará constar en escritura pública otorgada por la sociedad cedente y por el cesionario o cesionarios. La escritura recogerá el acuerdo de cesión global adoptado por la sociedad cedente. 

La eficacia de la cesión global se producirá con la inscripción en el Registro Mercantil de la sociedad cedente. Si la sociedad se extinguiera como consecuencia de la cesión, se cancelarán sus asientos registrales. 

 ATENCIÓN: La inscripción, por tanto, hace pública con efecto erga omnes la transmisión por sucesión universal del patrimonio de la sociedad cedente y la consiguiente integración del bloque o bloques patrimoniales cedidos a la sociedad o sociedades cesionarias. 


Al mismo tiempo, la ejecución de la operación supondrá la percepción de la contraprestación, según los casos, por la sociedad cedente o, directamente, por los socios de ésta.








2-183 Impugnación de la cesión global en las sociedades colectivas y comanditarias


  El plazo para el ejercicio de la acción de impugnación caduca a los tres meses, contados desde la fecha en que la cesión fuera oponible a quien invoca la nulidad. 

 ATENCIÓN: La sentencia que declare la nulidad habrá de inscribirse en el Registro Mercantil, se publicará en su «Boletín Oficial» y no afectará por sí sola a la validez de las obligaciones nacidas después de la inscripción de la cesión, a favor o a cargo de la nueva sociedad. 


De tales obligaciones responderán solidariamente las sociedades que participaron en la cesión.








2-184 Responsabilidad solidaria por las obligaciones incumplidas en la cesión global en las sociedades colectivas y comanditarias


  De las obligaciones asumidas por un cesionario que resulten incumplidas responderán solidariamente los demás cesionarios, hasta el límite del activo neto atribuido a cada uno de ellos en la cesión; y, según los casos, los socios hasta el límite de lo que hubieran recibido como contraprestación por la cesión, o la propia sociedad que no se hubiera extinguido, por la totalidad de la obligación. 
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